
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

INFORME DE LABORES
SEGUNDA SALA 2023



Diciembre de 2023

D.R. © Suprema Corte de Justicia de la Nación
Avenida José María Pino Suárez núm. 2
Colonia Centro, Alcaldía Cuauhtémoc
C.P. 06060, Ciudad de México, México.

La edición y el diseño de esta obra estuvieron a cargo de la Dirección General de la 
Coordinación de Compilación y Sistematización de Tesis de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación.



segunda sala

Ministro Alberto Pérez Dayán
Presidente

Ministro Luis María Aguilar Morales

Ministra Yasmín Esquivel Mossa

Ministro Javier Laynez Potisek

Ministra Loretta Ortiz Ahlf
(Hasta el 16 de noviembre de 2023)





V

CONTENIDO
GENERAL

V

Pág.

• Informe del Ministro Presidente de la Segunda Sala  
   Alberto Pérez Dayán  ................................................................ VII

• Cuadros Estadísticos  ................................................................ XXIII

• Jurisprudencia y tesis aisladas  ................................................ 1

Tesis de Jurisprudencia por precedentes .............................. 3

Tesis de Jurisprudencia por contradicción de criterios
(antes contradicción de tesis) ................................................. 95

• Tesis aisladas ............................................................................ 189





SEGUNDA SALA

INFORME DEL MINISTRO PRESIDENTE

ALBERTO PÉREZ DAYÁN





IX

Señora Ministra Norma Lucía Piña Hernández
Presidenta de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo 
de la Judicatura Federal.

Señor Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo
Presidente de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación.

Señoras Ministras, Señores Ministros de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación.

Señoras y Señores Consejeros del Consejo de la Judicatura Federal. 

Señoras y Señores Magistrados del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación.

Distinguidos invitados, apreciables compañeros del Poder Judicial de la 
Federación.

Señoras y Señores. 

Ésta es la tercera ocasión en la que tengo el honor de rendir ante el Tribunal 
Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, el informe de labores 
de su Segunda Sala, se trata ahora, del periodo comprendido entre el 1 de 
diciembre de 2022 y el 30 de noviembre de 2023. 
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En esta sesión solemne se da cuenta del estado que guarda el cum­
plimiento de las obligaciones y los resultados alcanzados por cada Sala, 
como lo ordenan la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y el 
Reglamento Interior de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Primero los agradecimientos. 

A las Señoras Ministras Yasmín Esquivel Mossa y Loretta Ortiz Ahlf, así 
como a los Señores Ministros Luis María Aguilar Morales y Javier Laynez 
Potisek, por la confianza depositada para presidir la Segunda Sala; saben 
bien que ésta es una tarea compartida pues, lo que informaré, es resultado 
de nuestra colaboración, compromiso y responsabilidad con la administra­
ción de justicia, con la sociedad y con el Estado Mexicano. 

De igual forma agradezco a todo el personal adscrito a las ponencias 
y a la Secretaría de Acuerdos de la Sala, por su colaboración y labor para 
dar el adecuado trámite y resolución a los asuntos de los que conocemos. 
Sin ustedes, los resultados que expondré no serían los mismos. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, Tribunal Constitucional del 
Estado Mexicano, tiene un papel fundamental en el sistema jurídico nacional, 
ya que a través de sus sentencias protege la democracia, no sólo al definir el 
alcance del derecho y resolver conflictos entre autoridades, sino sobre todo, 
al proteger los derechos fundamentales de las mexicanas y los mexicanos, lo 
que se traduce en la defensa diaria de la Constitución que las Ministras y los 
Ministros protestamos defender. Esto es así, aunque no se quiera reconocer.

En ello radica nuestra fortaleza institucional, es precisamente la defensa 
de la Constitución y de la democracia por jueces también democráticos. 
Ni más, ni menos.

El orden constitucional es la fórmula que asegura la armonía y la igual­
dad en nuestra sociedad, protege y garantiza los derechos y libertades de 
todas las personas. Esta trascendental misión impone la responsabilidad 
de entregarse, día a día, al cumplimiento del deber.
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Hago votos porque la nobleza de esta misión sea siempre la constante 
que ilumine a este Tribunal Constitucional. 

A continuación, presentaré las cifras que reflejan el trabajo llevado a 
cabo en el periodo de cuenta y mencionaré, brevemente, algunas de las tareas 
que se han implementado en la Secretaría de Acuerdos para la mejor trami­
tación de los asuntos y la capacitación del personal. 

Posteriormente, me referiré a algunos de los criterios relevantes que 
produjo la Segunda Sala; ellos demuestran cómo esta Suprema Corte contri­
buye a la construcción del Estado democrático de derecho, protege los 
derechos fundamentales de las mexicanas y los mexicanos, por ejemplo, 
cuando por virtud de una sentencia un niño recibe atención médica especia­
lizada; una concubina la pensión que injustamente le quita la ley o a un traba­
jador, el derecho a continuar desempeñando su empleo a pesar de quienes 
le niegan realizarlo. 

Veamos la estadística. 

En relación con la función jurisdiccional, durante el periodo se realizaron 
38 sesiones públicas. Se contabilizó un ingreso de 1,603 asuntos que, sumados 
a los 205 anteriores, dan lugar a 1,808 expedientes. De este conjunto, egresó 
un total de 1,396 asuntos, entre los que se incluyen 1,229 que cuentan con 
sentencia, 158 que se resolvieron mediante dictamen y 9 que fueron remitidos 
al Pleno o a la Primera Sala. Actualmente se tiene un total de 42 expedientes 
pendientes de proyecto de sentencia.

Por otra parte, se publicaron 88 jurisprudencias y 4 tesis aisladas, todas 
ellas pertenecientes a la Undécima Época del Semanario Judicial de la 
Federación. 

En lo relativo al trámite de los asuntos, la Secretaría emitió 3,860 acuerdos 
de Presidencia firmados electrónicamente, en concordancia con una conti­
nuada política de uso razonable del papel. 



XII

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Sistemas electrónicos para el manejo de las sesiones

Con plena conciencia de la eficiencia que aportan las herramientas compu­
tacionales para la optimización de recursos y procesos, en la Segunda Sala 
todos los procedimientos vinculados a la tramitación de los asuntos se 
encuentran automatizados mediante programas de cómputo, desarrollados 
por el propio personal adscrito a la Secretaría de Acuerdos. La incorpora­
ción de estas tecnologías ha permitido llevar un riguroso control electrónico 
de la información que es relevante para la resolución de los asuntos que 
son competencia de la Sala; en especial, ha permitido consolidar y ordenar 
la información disponible para su inmediata consulta. 

Entre las aplicaciones tecnológicas que se han desarrollado se encuen­
tran programas para la revisión de los asuntos próximos a sesionar, con acceso 
a los proyectos de sentencias, a las constancias y a los fallos de origen; los 
dictámenes circulados por las ponencias y el acceso a la legislación, así 
como a criterios de jurisprudencia relacionados con la solución de los asun­
tos respectivos. También se crearon aplicaciones para supervisar el estado 
en que se encuentran las tesis que se discuten en sesión, desde su elabora­
ción hasta su publicación en el Semanario Judicial de la Federación; tene­
mos forma también de saber en qué otros asuntos se han invocado para 
resolver un litigio. 

En este contexto, la Sala ha colaborado con la Dirección General de 
Tecno logías de la Información para compartir con la Primera Sala y el Pleno 
de esta Corte la experiencia adquirida tanto en el ámbito jurídico­administra­
tivo como en el técnico­computacional, para el manejo electrónico de esta infor­
mación. Con este propósito se compartió el código fuente, los algoritmos y 
la documentación vinculada a los programas desarrollados en la Secretaría. 
Además, se realizaron entrevistas y reuniones de trabajo con el personal de 
la Sala para robustecer estos programas computacionales respecto de reque­
rimientos específicos asociados a las diversas labores que se involucran en 
el trámite y resolución de los asuntos. Todas estas acciones están orientadas 
a compaginar los programas desarrollados por la Segunda Sala con las plata­
formas utilizadas por esa Dirección General a fin de unificar, en la medida de 
lo posible, los procedimientos empleados en las diversas instancias de la 
Suprema Corte. 
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Capacitación del personal

El adecuado desahogo de las funciones administrativas requiere una comuni­
cación clara, respetuosa y eficaz, tanto al interior como al exterior de una 
institución. Con la finalidad de fomentar una comunicación organizacional 
apropiada, el personal adscrito a la Secretaría de Acuerdos tuvo la oportu­
nidad de participar en el "Taller de Redacción para la Comunicación Institu­
cional". Este curso proporcionó herramientas lingüísticas para fortalecer la 
transferencia de mensajes claros, que resulten efectivos para la realización 
de las distintas funciones de la Secretaría. Por otra parte, se ha continuado el 
esfuerzo por elevar las competencias comunicativas del personal, a través 
de más cursos de redacción especializada. Este programa tiene como obje­
tivo promover la profesionalización del personal adscrito a la Secretaría, 
forta leciendo y actualizando el conocimiento de las normas gramaticales y 
ortográficas más modernas, establecidas por la Asociación de Academias 
de la Lengua Española.

Adicionalmente, en apoyo al desarrollo profesional de las y los trabaja­
dores adscritos a la Secretaría de Acuerdos, el personal administrativo tuvo 
la oportunidad de asistir a cursos de formación para actuarios y secretarios 
de juzgado y se ha dado continuidad al Programa de Becas y Capacitación 
para estudios superiores en las materias de derecho procesal constitucional 
y derechos humanos.

Comunicación con la sociedad

Un quehacer prioritario de la Secretaría de Acuerdos es mantener la informa­
ción de los sumarios al alcance de las partes, para lo cual el área de informes 
cuenta con el personal más capacitado para proporcionar los datos solici­
tados. Asimismo, en cumplimiento de las responsabilidades en materia de 
transparencia y acceso a la información pública, la Segunda Sala tiene 
un módulo permanente que opera de manera paralela a la Unidad General 
de Transparencia y Sistematización de la Información Judicial. Con estos 
esfuerzos se garantiza a las partes vinculadas en los procesos el acceso 
pleno al expediente y a la ciudadanía la absoluta transparencia en los pro­
cesos de la Sala.
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Boletines de prensa

En consonancia con el compromiso de mantener una comunicación continua 
con la sociedad, la Segunda Sala publicó 72 boletines de prensa con criterios 
jurídicos de principal trascendencia. Estas comunicaciones se redactaron 
en un lenguaje sencillo para que, independientemente de la compleja natu­
raleza de los conceptos jurídicos administrativos, laborales o fiscales, los 
cri terios sean comprensibles en una lectura rápida. 

Los boletines se difunden tanto en el sitio oficial de la Corte como en sus 
redes sociales, lo que propicia que los medios repliquen la información en 
sus notas y, así, provocar que un universo considerable de personas exprese su 
opinión, fomentando el siempre sano y necesario diálogo jurídico. 

Criterios relevantes 

De entre los asuntos resueltos en el año, algunos tienen un impacto sobre­
saliente; empero, aclaro, la selección de lo que a continuación expondré, no 
implica desconocer que todas las sentencias son importantes en la medida 
que inciden en la vida de niñas, niños, mujeres, hombres, grupos, comunidades 
y personas morales respecto de leyes y actos diversos que evidencian los 
contrastes y desigualdades de nuestra sociedad y sus necesidades. 

1. Haber de retiro para las Fuerzas Armadas Mexicanas

Las Ministras y los Ministros determinamos que el haber de retiro es una 
prestación vitalicia, en consecuencia, es imprescriptible, ya que su objetivo 
es permitir la subsistencia de la persona militar retirada, así como de su 
familia beneficiaria.

Por tanto, la prescripción que prevé la Ley del Instituto de Seguridad 
Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas, tratándose del retraso en el 
reclamo del derecho de pago, no es motivo jurídicamente sostenible para 
establecer que, por ello, deba perderse el haber de retiro y, en consecuen­
cia, la pensión correspondiente a éste.1

1 Amparo directo en revisión 4619/2022, sesión de 11 de enero de 2023. 
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2. Valor probatorio del escrito de renuncia laboral

En un expediente de amparo directo en revisión, la Sala determinó que el 
derecho probatorio debe ser interpretado en un sentido amplio, pues la fina­
lidad última de las pruebas es allegarle al resolutor los elementos necesarios 
para conocer la verdad; por ello, el escrito de renuncia del trabajador tendrá 
valor probatorio únicamente si se demuestra, de manera fehaciente, que fue 
emitido de manera autónoma y unilateral, para lo cual el órgano jurisdiccional 
estará en aptitud de suplir en todo momento la deficiencia de la queja en 
favor del trabajador.2 

3. Libertad de trabajo de las y los oficiales judiciales del Poder Judicial 
de la Federación 

La Segunda Sala examinó la constitucionalidad del artículo 129 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación y determinó que la prohibición 
para que las y los oficiales judiciales ejerzan otros empleos o encargos remu­
nerados, tanto en el sector público como en el privado, viola la libertad de 
trabajo, ya que excede al catálogo de funcionarios de este Poder a quienes 
la Constitución Federal impone esta limitación.3 

4. Límite del monto de la compensación subsidiaria para las víctimas 
de delitos 

Otro criterio que es necesario resaltar consiste en que la Sala consideró 
que el límite del monto al que se podrá obligar al Estado, de hasta quinientas 
Unidades de Medida y Actualización mensuales, previsto en la Ley General 
de Víctimas, no restringe el derecho de la víctima a la reparación integral del 
daño, en términos de los principios de subsidiariedad y complementariedad, 
ya que el Estado no goza de fondos ilimitados para ello, permitiendo que sean 
más los casos en que se deba entregar tal beneficio a los solicitantes.4 

2 Contradicción de criterios 243/2022, sesión de 8 de febrero de 2023. 
3 Amparo en revisión 165/2022, sesión de 12 de abril de 2023. 
4 Amparo en revisión 473/2022, sesión de 26 de abril de 2023. 
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5. Accesibilidad de personas con discapacidad al Sistema de Transporte 
Colectivo, Metro, de la Ciudad de México 

Un grupo de personas con discapacidad visual promovió juicio de amparo en 
el cual argumentaron que diversas autoridades federales y locales incum­
plieron con la obligación de garantizar los derechos a la accesibilidad y 
movi lidad de las personas con discapacidad en el Metro de la Ciudad 
de México.

En este caso, la Segunda Sala concedió la protección constitucional 
porque la falta de acceso adecuado en los sistemas de movilidad provoca 
excluir a las personas con discapacidad, lo que no sólo constituye una vio­
lación a los derechos a la accesibilidad y a la movilidad, sino incluso una dis­
criminación por motivos de discapacidad; se enfatizó que las autoridades 
encargadas de garantizar el derecho a la movilidad deben observar que éste 
se dé en condiciones de seguridad vial, accesibilidad, eficiencia, sostenibi­
lidad, calidad, inclusión e igualdad.5 

6. Universidades privadas equiparadas a autoridades en el juicio de 
amparo

Al conocer de una contradicción de criterios, la Sala decidió que las univer­
sidades privadas, cuando omiten tramitar y entregar un título profesional, 
se equiparan a una autoridad para efectos del juicio de amparo, porque la 
omisión crea situaciones jurídicas que no permiten a las personas en favor 
de quienes se emiten, ejercer su profesión, tramitar la cédula profesional y 
registrar los documentos para su validez en todo el territorio nacional. Máxime 
que la función de expedir títulos profesionales se encuentra determinada 
de manera explícita en la Ley General de Educación y en la Ley General de 
Educación Superior, de ahí que la actuación de las universidades privadas 
se da en un plano de supraordinación con las personas particulares y no de 
coordinación.6 

5 Amparo en revisión 686/2022, sesión de 17 de mayo de 2023. 
6 Contradicción de criterios 330/2022, sesión de 24 de mayo de 2023. 
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7. Subcontratación laboral

En un asunto de comisión elaborado por las cinco ponencias que integran 
la Sala, se reafirmó que la subcontratación de personal está prohibida de 
manera general y, excepcionalmente, se autoriza la subcontratación de otros 
servicios mientras sean diversos a los que se desprenden de su propia 
especialidad. Esto fue al reconocer la regularidad constitucional de la reforma 
a la Ley Federal del Trabajo en la que se incorporó un nuevo esquema en 
materia de subcontratación laboral, que tuvo como fin acabar con aquellas 
prácticas en las que incurrían algunos patrones que optaban por esque­
mas de simulación, con afectaciones para los trabajadores no sólo en los 
derechos al salario y al reparto de utilidades, sino también en materia de 
seguridad social, fiscal y hasta de carácter penal.7 

8. Regulación asimétrica en las ventas de primera mano de hidrocarburos 

Vale mencionar el caso en el que la Sala declaró inconstitucional que se 
eliminara la facultad otorgada a la Comisión Reguladora de Energía para 
establecer de manera asimétrica las ventas de primera mano de hidrocar­
buros, petrolíferos o petroquímicos, así como la comercialización que realicen 
personas controladas por Petróleos Mexicanos o sus subsidiarios. Esto porque 
la reforma constitucional de 20 de diciembre de 2013, en materia de ener­
gía, transformó las industrias del petróleo y de la electricidad para abrirlas 
a la participación de particulares bajo un esquema de mercado regulado; y 
porque el objetivo principal de la regulación asimétrica es generar un nuevo 
modelo donde participen diversos competidores en la industria de los hidro­
carburos, impidiendo regresar al monopolio vertical a cargo del Estado. 

En esa lógica, con independencia de las atribuciones que se confieren 
al Congreso de la Unión para legislar en materia de hidrocarburos, la Comi­
sión Reguladora de Energía es la única autoridad competente para normar 
todos los aspectos relacionados con la venta de primera mano de hidrocar­
buros y sus productos.8 

7 Amparo en revisión 687/2022, sesión de 14 de junio de 2023.
8 Amparo en revisión 170/2023, sesión de 14 de junio de 2023. 



XVIII

Suprema Corte de Justicia de la Nación

9. Principio de interés superior del menor en relación con el derecho 
humano a la estabilidad en el empleo

En un amparo directo en revisión, en el cual se acreditó la existencia de un 
despido injustificado por acoso sexual a una menor, determinamos que 
es correcto ponderar el interés superior de la niñez sobre la estabilidad en el 
empleo, cuando existan indicios suficientes que conduzcan a presumir 
la acre ditación de una conducta de esa naturaleza.9 

En este sentido, se hizo especial énfasis en que el deber de protección 
a la niñez que acude a un centro de estudios debe ser el máximo posible. 
Lo que incluye vedar la posibilidad, por mínima que sea, de que las y los 
infantes tengan contacto con personas cuyas conductas hubiesen faltado al 
decoro exigible por el trabajo que desempeñan.

10. Pensión de viudez cuando se contrae nuevo matrimonio o concubinato

Sobre este tema, la Segunda Sala declaró que es inconstitucional el artículo 
135, fracción II, de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado, en su texto publicado desde 2007, porque desco­
noce el principio de igualdad y seguridad social, al establecer una distinción 
injustificada para gozar del derecho a la pensión de viudez entre las perso­
nas que, con posterioridad al fallecimiento de su pareja, deciden formar una 
nueva relación de matrimonio o concubinato, frente a aquellas que optan 
por permanecer en dicho estado civil.10 

11. Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protec­
ción de Datos Personales

Al conocer de un recurso de reclamación derivado del incidente de sus­
pensión en una controversia constitucional, la Segunda Sala autorizó al Pleno 
del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección 

9 Amparo directo en revisión 524/2023, sesión de 12 de julio de 2023. 
10 Amparo en revisión 207/2023, sesión de 12 de julio de 2023. 
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de Datos Personales, sesionar válidamente con las cuatro personas comisio­
nadas que lo integran en la actualidad, en el entendido de que esta autori­
za ción dejará de estar vigente cuando el Senado de la República nombre, 
cuando menos, a una persona más, lo que deberá suceder, precisamente, en 
este periodo ordinario de sesiones, esto es, al 15 de diciembre de 2023, 
como lo ordenó este Tribunal Pleno. 

En este sentido, se destacó que tanto la Constitución como la Ley Fede­
ral de Transparencia y Acceso a la Información Pública tienen un diseño 
normativo que pretende evitar que ocurran vacantes prolongadas en el Pleno 
de ese órgano constitucional autónomo, por lo cual resulta indebido paralizar 
su funcionamiento, cuando es precisamente éste el garante de los derechos 
de acceso a la información y de protección de datos personales; por tanto, 
la desintegración del Instituto constituye una violación cotidiana y reiterada 
de esos derechos fundamentales.11 

12. Extinción del Fondo de Inversión y Estímulos al Cine (FIDECINE)

En otro asunto de interés, se decidió que el precepto décimo segundo del 
Decreto que derogó diversos artículos de la Ley Federal de Cinematografía, 
que regulaban el Fondo de Inversión y Estímulos al Cine, violó el principio 
de reserva de ley en materia de derecho a la cultura, al desconocer el man­
dato previsto en el párrafo décimo segundo del diverso artículo 4 de la Cons­
titución Federal, el cual dispone que será la ley la que debe establecer los 
mecanismos para garantizar el acceso y la participación a cualquier mani­
festación cultural. Por tanto, al desparecer ese Fondo de la norma, se eliminó 
el meca nismo que garantizaba el acceso y participación permanente en la 
industria cinematográfica, sin importar que ello ahora se realice a través de 
un acuerdo administrativo.12 

13. Derecho a la salud de los menores de edad con discapacidad

Otra sentencia trascendente es una relativa al derecho a la salud de un 
menor de edad con discapacidad auditiva. La Sala otorgó el amparo para 

11 Recurso de reclamación 229/2023­CA, sesión de 23 de agosto de 2023.
12 Amparo en revisión 357/2022, sesión de 30 de agosto de 2023. 
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que el Instituto Mexicano del Seguro Social proporcione atención médica 
integral y tome las medidas necesarias para garantizar la colocación de 
un implante o cualquier otro dispositivo que resulte apto para su tratamiento, 
incluyendo la rehabilitación correspondiente.

Esto sobre la base de que el artículo 42, fracción II, del Reglamento de 
Prestaciones Médicas del Instituto Mexicano del Seguro Social, vulnera los 
derechos a la protección de la salud y a la seguridad social de niñas, niños y 
adolescentes derechohabientes de ese instituto, que padecen una discapa­
cidad sensorial auditiva, ya que excluye del seguro de enfermedades y 
mater nidad los aparatos auditivos, implantes y prótesis externas.13

Hasta aquí este resumen. 

Señoras y Señores.

Al servicio público se le rinde tributo con la dedicación infatigable y con la 
honorabilidad de la rendición de cuentas. Esta responsabilidad es el cimiento 
sobre el que se construye la confianza de la sociedad en nuestra institución, 
en la administración de la justicia, y en la salvaguarda de los principios que 
estructuran nuestra convivencia cotidiana. 

La labor emprendida por la Segunda Sala, como órgano colegiado 
investido no sólo con la responsabilidad de discernir y sentenciar, sino con la 
obligación de hacerlo con independencia e imparcialidad, proyecta en cada 
fallo el resguardo de los fundamentos de nuestro sistema jurídico.

La evaluación de las leyes a la luz de la Constitución Federal demanda el 
compromiso de preservar los principios de esa coexistencia civilizada y la cus­
todia de los preceptos esenciales que sustentan nuestra democracia. En esta 
tarea, destaca la responsabilidad de proteger la coherencia y cohesión de 
nuestro sistema jurídico, asegurando que cada normativa refleje la nobleza 
de los valores constitucionales. 

13 Amparo en revisión 393/2023, sesión de 6 de septiembre de 2023. 
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Sin retóricas ni engaños, el Poder Judicial de la Federación, en su tota­
lidad, cumple cotidianamente su encomienda, alejado de los sobresaltos, 
las ocurrencias y las intrigas públicas. 

Nuestra vocación no se perturba con mensajes aviesos, no se extravía 
con provocaciones y, menos aún, se distrae con despropósitos mediáticos. 
No es lo nuestro. 

Sin sometimiento alguno, como todo juzgador independiente y libre, 
honramos diariamente nuestro compromiso con trabajo eficaz y honesto, 
nada más.

Precisamente como la Constitución, las leyes y la Nación lo demandan.

Muchas gracias. 

Ministro Alberto Pérez Dayán

Presidente de la Segunda Sala de la  
Suprema Corte de Justicia de la Nación

Diciembre de 2023
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Tesis
DE JURISPRUDENCIA  

POR PRECEDENTES

2022

DERECHOS ADUANEROS. EL ARTÍCULO 40, INCISO M), DE LA LEY 
FEDERAL DE DERECHOS, QUE PREVÉ SU PAGO POR EL TRÁMITE Y 
EL OTORGAMIENTO DE INSCRIPCIONES, CONCESIONES Y AUTORIZA­
CIONES EN EL REGISTRO DE EMPRESAS CERTIFICADAS, Y LA REGLA 
7.1.1., FRACCIÓN XVIII, DE LA PRIMERA RESOLUCIÓN DE MODIFICACIO­
NES A LAS REGLAS GENERALES DE COMERCIO EXTERIOR PARA 2020, 
NO TRANSGREDEN LOS PRINCIPIOS DE SEGURIDAD JURÍDICA Y DE 
LEGALIDAD TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN VIGENTE PARA LOS EJERCI­
CIOS FISCALES DE 2015 A 2020). 

Hechos: Una persona moral promovió juicio de amparo en contra del artícu lo 
40, inciso m), de la Ley Federal de Derechos, vigente para los ejercicios 
fiscales de 2015 a 2020 y de la regla 7.1.1., fracción XVIII, de la Primera 
Resolución de Modificaciones a las Reglas Generales de Comercio Exterior 
para 2020, con motivo de su primer acto de aplicación. En primera instancia 
el Juez sobreseyó en el juicio y negó el amparo. Ante ello, la quejosa inter­
puso recurso de revisión competencia de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el artícu lo 40, inciso m), de la Ley Federal de Derechos, 
vigente para los ejercicios fiscales de 2015 a 2020, que prevé el pago del 
derecho aduanero por el trámite y, en su caso, otorgamien to de inscripciones, 
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concesiones y autorizaciones en el registro de empresas certificadas y la 
regla 7.1.1., fracción XVIII, de la Primera Resolución de Modificaciones a 
las Reglas Generales de Comercio Exterior para 2020, publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 24 de julio de 2020, que establece que los intere­
sados en obtener el Registro en el Esquema de Certificación de Empresas 
bajo las modalidades de IVA (impuesto al valor agregado) e IEPS (impuesto 
especial sobre producción y servicios), Comercializadora e Importadora, 
Ope rador Económico Autorizado y Socio Comercial Certificado, deberán 
cum plir con el pago del derecho a que se refiere el artícu lo 40 citado, no 
trans greden los principios de seguridad jurídica y de legalidad tributaria.

Justificación: Los aludidos artícu los no dejan en estado de incertidumbre a 
los contribuyentes, dado que son claros, precisos y exactos sobre el conte­
nido y alcance del pago del derecho por el trámite y, en su caso, otorgamien to 
de inscripciones, concesiones y autorizaciones en el Registro de Empresas 
Certificadas. La Ley Federal de Derechos vigente en 2015 estableció el citado 
derecho, por lo que desde esa fecha se encuentra contemplado legalmente. 
Además, los elementos esenciales del derecho en comento se encuentran 
previstos en un acto formal y materialmente legislativo, es decir, el sujeto 
(personas interesadas en obtener la inscripción en el registro), el objeto (la 
prestación del servicio público de otorgamien to de la inscripción), la cuota 
(la cantidad en numerario a pagar) y la época de pago (anualmente), se 
establecen en la Ley Federal de Derechos, y la regla aludida sólo establece 
como requisito que se haya realizado el pago del referido derecho acorde a 
la fecha en que se solicite la inscripción, con lo que se genera certeza 
en la esfera jurídica de los contribuyentes.

2a./J. 76/2022 (11a.)

Amparo en revisión 305/2022. Autopartes Walker, S. de R.L. de C.V. 19 de octu­
bre de 2022. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María 
Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel 
Mossa. El Ministro Javier Laynez Potisek manifestó que formularía voto 
concurrente. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez 
Jiménez.
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Tesis de jurisprudencia 76/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada del siete de diciembre de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de enero de 2023 a las 10:07 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de enero de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHOS ADUANEROS. EL ARTÍCULO 40, INCISO M), DE LA LEY 
FEDERAL DE DERECHOS, QUE PREVÉ SU PAGO POR EL TRÁMITE Y 
EL OTORGAMIENTO DE INSCRIPCIONES, CONCESIONES Y AUTORIZA­
CIONES EN EL REGISTRO DE EMPRESAS CERTIFICADAS, Y LA REGLA 
7.1.1., FRACCIÓN XVIII, DE LA PRIMERA RESOLUCIÓN DE MODIFI CACIO­
NES A LAS REGLAS GENERALES DE COMERCIO EXTERIOR PARA 2020, 
NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE IRRETROACTIVIDAD (LEGISLACIÓN 
VIGENTE PARA LOS EJERCICIOS FISCALES DE 2015 A 2020). 

Hechos: Una persona moral promovió juicio de amparo en contra del artícu lo 
40, inciso m), de la Ley Federal de Derechos, vigente para los ejercicios 
fiscales de 2015 a 2020 y de la regla 7.1.1., fracción XVIII, de la Primera 
Reso lución de Modificaciones a las Reglas Generales de Comercio Exterior 
para 2020, con motivo de su primer acto de aplicación. En primera instancia 
el Juez sobreseyó en el juicio y negó el amparo. Ante ello, la quejosa inter­
puso recurso de revisión competencia de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el artícu lo 40, inciso m), de la Ley Federal de Dere­
chos, vigente para los ejercicios fiscales de 2015 a 2020, que prevé el pago 
del derecho aduanero por el trámite y, en su caso, otorgamien to de inscrip­
ciones, concesiones y autorizaciones en el registro de empresas certificadas 
y la regla 7.1.1., fracción XVIII, de la Primera Resolución de Modificaciones a 
las Reglas Generales de Comercio Exterior para 2020, publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 24 de julio de 2020, que establece que los intere­
sados en obtener el Registro en el Esquema de Certificación de Empresas 
bajo las modalidades de IVA (impuesto al valor agregado) e IEPS (impuesto 
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especial sobre producción y servicios), Comercializadora e Importadora, 
Operador Económico Autorizado y Socio Comercial Certificado, deberán 
cum plir con el pago del derecho a que se refiere el artícu lo 40 citado, no 
transgreden el principio de irretroactividad.

Justificación: La obligación del pago del derecho por el servicio de trámite 
y, en su caso, el otorgamien to de las inscripciones, concesiones y autoriza­
ciones en el registro de empresas certificadas, se previó por el legislador en 
un ordenamien to formal y materialmente legislativo, como lo es la Ley Federal 
de Derechos vigente desde el ejercicio fiscal de 2015, por lo que si la regla 
general administrativa aludida se publicó en el Diario Oficial de la Federación 
el 24 de julio del 2020, es claro que no puede considerarse transgredida la 
prohibición constitucional de retroactividad, pues la existencia del pago del 
derecho no se previó en ésta, sino en la ley. La regla general sólo prevé 
el pago del derecho como un requisito –entre otros– para poder acceder 
a la inscripción en el referido registro.

2a./J. 77/2022 (11a.)

Amparo en revisión 305/2022. Autopartes Walker, S. de R.L. de C.V. 19 de octu­
bre de 2022. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María 
Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esqui­
vel Mossa. El Ministro Javier Laynez Potisek manifestó que formularía voto 
concurrente. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez 
Jiménez.

Tesis de jurisprudencia 77/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada del siete de diciembre de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de enero de 2023 a las 10:07 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de enero de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHOS ADUANEROS. EL ARTÍCULO 40, INCISO M), DE LA LEY 
FEDERAL DE DERECHOS, QUE PREVÉ SU PAGO POR EL TRÁMITE Y 
EL OTORGAMIENTO DE INSCRIPCIONES, CONCESIONES Y AUTORIZA­
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CIONES EN EL REGISTRO DE EMPRESAS CERTIFICADAS, NO VUL­
NERA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN VIGENTE 
PARA LOS EJERCICIOS FISCALES DE 2015 A 2020). 

Hechos: Una persona moral promovió juicio de amparo en contra del artícu lo 
40, inciso m), de la Ley Federal de Derechos, vigente para los ejercicios 
fiscales de 2015 a 2020, con motivo de su primer acto de aplicación. En pri­
mera instancia el Juez sobreseyó en el juicio y negó el amparo. Ante ello, la 
quejosa interpuso recurso de revisión competencia de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el artícu lo 40, inciso m), de la Ley Federal de Derechos, 
vigente para los ejercicios fiscales de 2015 a 2020, que prevé el pago del 
derecho aduanero por el trámite y, en su caso, el otorgamien to de las inscrip­
ciones, concesiones y autorizaciones en el registro de empresas certifica­
das, no transgrede el principio de equidad tributaria.

Justificación: El artícu lo 40 de la Ley Federal de Derechos, vigente para los 
ejercicios fiscales de 2015 a 2020, no transgrede el principio de equidad 
tributaria al no establecer las mismas cuotas para los derechos previstos en 
sus incisos a), j) y m), dado que la inscripción en el registro del despacho 
de mercancías; la inscripción en el registro de transportistas y la inscripción 
en el registro de empresas certificadas, respectivamente, no son un tér­
mino de comparación válido, al no encontrarse en la misma situación. La acti­
vidad que de sempeña el Estado para prestar el servicio no es la simple y 
llana inscripción, sino es distinta atendiendo al objetivo, requisitos y condicio­
nes del registro en el que se inscribe la solicitud respectiva. No es obstácu lo 
a lo expuesto que los referidos registros se encuentren establecidos como 
medios de control del ámbito aduanero, en razón de que responden a un 
distinto objetivo, requisitos y condiciones que cumplir por los contribuyen­
tes, pues la actividad que de sempeña el Estado por el servicio de inscrip­
ción en tales registros es diferente, por lo que no es posible comparar las 
cuotas que se pagan por cada uno de ellos.

2a./J. 78/2022 (11a.)
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Amparo en revisión 305/2022. Autopartes Walker, S. de R.L. de C.V. 19 de octu­
bre de 2022. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María 
Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel 
Mossa. El Ministro Javier Laynez Potisek manifestó que formularía voto 
concurrente. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez 
Jiménez.

Tesis de jurisprudencia 78/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada del siete de diciembre de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de enero de 2023 a las 10:07 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de enero de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

2023

DERECHO HUMANO A LA CONSULTA DE LOS PUEBLOS Y LAS COMU­
NIDADES INDÍGENAS. RESULTA EXIGIBLE EN FORMA PREVIA A LA 
EMISIÓN DE LAS EVALUACIONES Y AUTORIZACIONES AMBIENTALES 
ATINENTES A PROYECTOS U OBRAS QUE PUEDAN IMPACTAR EN SU 
ENTORNO O FORMA DE VIDA.

Hechos: Una comunidad indígena promovió amparo indirecto contra la 
Manifestación de Impacto Ambiental emitida por la Secretaría de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales, con base en la cual se autorizó el proyecto 
de construcción y operación de una planta de amoniaco en la misma bahía en 
que se encuentran asentados los miembros de tal comunidad. En el amparo 
se planteó que era ilegal tal autorización ambiental ya que, previo a ésta, 
resultaba indispensable que se consultara a la comunidad indígena. Corres­
pondió a la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
conocer del amparo en revisión.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el derecho humano a la consulta previa, libre, infor­
mada, culturalmente adecuada y de buena fe, resulta exigible tratándose de 
evaluaciones y autorizaciones ambientales atinentes a proyectos, obras o 
en general actividades que puedan impactar en el entorno o forma de vida 
de los pueblos y comunidades indígenas.
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Justificación: El artícu lo 7, numeral 3, del Convenio 169 sobre Pueblos Indí­
genas y Tribales en Países Independientes, de la Organización Internacional 
del Trabajo, establece que los Estados deberán velar por que, siempre que 
haya lugar, "se efectúen estudios, en cooperación con los pueblos interesados, 
a fin de evaluar la incidencia ... sobre el medio ambiente que las activida­
des de desarrollo previstas puedan tener sobre esos pueblos". Asimismo, en 
el caso Saramaka Vs. Surinam, la Corte Interamericana de Derechos Huma­
nos reconoció el deber estatal de garantizar a los pueblos indígenas su 
participación en el proceso de la valoración y autorización de estudios de 
impacto ambiental. En ese sentido, pese a que las autorizaciones de impacto 
ambiental no privan –de manera directa ni inmediata– el derecho de tales 
pueblos sobre la disposición de los recursos naturales que se encuentren 
en su territorio, lo cierto es que la sola posibilidad de afectación hace nece­
sario que se les deba consultar en forma previa a la emisión de la resolución 
de impacto ambiental. Máxime que, conforme al artícu lo 2, apartado B, frac­
ción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el 
Convenio 169 citado, el deber por parte del Estado a la consulta para los 
pueblos y comunidades indígenas "no depende de la demostración de una 
afectación real a sus derechos, sino de la susceptibilidad de que puedan 
llegar a dañarse", pues precisamente uno de los objetos del procedimien to 
es determinar si los intereses de los pueblos indígenas serán o no perjudi­
cados y en qué grado.

2a./J. 10/2023 (11a.)

Amparo en revisión 498/2021. Comunidad Mayo­Yoreme "Lázaro Cárdenas", 
con asiento en el campo pesquero del mismo nombre, en el Municipio de 
Ahome, Sinaloa. 6 de abril de 2022. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez 
Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre­
tario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Tesis de jurisprudencia 10/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del quince de febrero de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de marzo de 2023 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de marzo de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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DERECHO A LA CONSULTA PREVIA. EL DEBER DE LLEVARLA A CABO 
SE ACTUALIZA ANTE LA MERA POSIBILIDAD DE QUE LA DECISIÓN 
ESTATAL AFECTE O INCIDA DE MANERA DIRECTA O DIFERENCIADA 
A LOS PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS, SIN QUE RESULTE 
EXIGIBLE LA ACREDITACIÓN DEL DAÑO Y SU IMPACTO SIGNIFICATIVO.

Hechos: Una comunidad indígena promovió amparo indirecto contra la 
Manifestación de Impacto Ambiental emitida por la Secretaría de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales, con base en la cual se autorizó el proyecto 
de construcción y operación de una planta de amoniaco en la misma bahía 
en que se encuentran asentados los miembros de tal comunidad. La auto­
ridad responsable señaló que tal proyecto no constituye un peligro o per­
juicio ambiental significativo, por lo cual era innecesario que se realizara 
una consulta previa. Correspondió a la Segunda Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación conocer del amparo en revisión.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el derecho humano a la consulta previa, libre, infor­
mada, culturalmente adecuada y de buena fe, debe realizarse ante la mera 
posibilidad de afectación o incidencia en los derechos de los pueblos y 
comu nidades indígenas, sin que resulte exigible acreditar el daño ni su 
impacto significativo.

Justificación: Conforme al Derecho Internacional de los Derechos Humanos, 
así como al corpus iuris de los pueblos indígenas y tribales, el deber de 
realizar una consulta previa no depende de la demostración de una afecta­
ción real a sus derechos, sino de la susceptibilidad de que puedan llegar a 
dañarse, pues uno de los objetos del procedimien to es determinar si los 
intereses de los pueblos indígenas serán perjudicados. Es decir, más allá del 
"grado de afectación" que pudiese tener una determinada decisión estatal, 
lo relevante es tener en cuenta que, si ésta es susceptible de impactar o ser 
resentida por las comunidades indígenas de manera directa o diferenciada 
al resto de la población, resultará necesario garantizar su participación. Tan 
es así, que este Tribunal Constitucional no sólo ha ordenado que se celebren 
tales consultas cuando el actuar estatal apareje posibles perjuicios, sino 
incluso cuando pueda aparejar ciertos beneficios para esas poblaciones 
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–pues la determinación de si algo es verdaderamente benéfico para tales 
comunidades forma parte del objetivo de la consulta previa–. Por ende, el 
nivel de impacto o magnitud de la afectación es una cuestión que debe 
valo rarse no para determinar la procedencia de la consulta –basta para ello 
la probable afectación o incidencia–, sino para determinar si en el proceso 
consultivo es suficiente con tomar en cuenta las opiniones de la comunidad 
indígena o, por el contrario, si resulta necesario obtener su consentimien to 
–cuando la decisión estatal les afecte en forma directa y significativa–. En el 
entendido de que la exigencia de con sentimien to no confiere a los pueblos 
y las comunidades indígenas un poder de veto, sino que más bien establece 
la necesidad de elaborar procedimien tos de consulta con el fin de hacer 
todo lo posible por lograr el consenso de todas las partes interesadas.

2a./J. 11/2023 (11a.)

Amparo en revisión 498/2021. Comunidad Mayo­Yoreme "Lázaro Cárdenas", 
con asiento en el campo pesquero del mismo nombre, en el Municipio de 
Ahome, Sinaloa. 6 de abril de 2022. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez 
Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre­
tario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Tesis de jurisprudencia 11/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del quince de febrero de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de marzo de 2023 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de marzo de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS. EL DENUNCIANTE PUEDE 
IMPUGNAR EL ACUERDO DE CONCLUSIÓN Y ARCHIVO DEL EXPE­
DIENTE, MEDIANTE EL RECURSO DE INCONFORMIDAD.

Hechos: Una persona moral presentó denuncia por hechos que podrían 
constituir faltas administrativas derivadas de un proceso de adjudicación 
directa de adquisición de medicamentos. Una vez realizada la investiga­
ción correspondiente el órgano de control emitió el acuerdo de conclusión 
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y archivo del expediente, al no advertir datos, indicios o elementos de prueba 
para configurar la comisión de alguna falta administrativa. Inconforme con 
ello, la denunciante promovió amparo indirecto alegando que no existe algún 
medio ordinario de defensa para impugnar esa decisión de la autoridad 
investigadora. Correspondió a la Segunda Sala de la Suprema Corte de Jus­
ticia de la Nación conocer del amparo en revisión.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que aun cuando el ar tícu lo 100 de la Ley General de Res­
ponsabilidades Administrativas no prevea el medio ordinario de defensa 
para impugnar el acuerdo de conclusión y archivo del expediente de respon­
sabilidad administrativa, es susceptible de interpretarse de manera conforme 
con la Constitución, en el sentido de que contra la decisión de la autoridad 
investigadora de concluir la investigación y archivar el expediente, resulta 
procedente el recurso de inconformidad a que se refiere el ar tícu lo 102 de 
la ley citada.

Justificación: Si conforme al recurso de inconformidad el denunciante puede 
impugnar tanto la calificación de la falta administrativa denunciada, como 
la abstención de iniciar el procedimien to de responsabilidades administra­
tivas, con mayor razón resulta procedente combatir la diversa determinación 
de concluir la investigación y archivar el expediente, pues la posibilidad de 
cuestionar la debida diligencia de la autoridad investigadora es lo que per­
mite hacer funcional el papel de los denunciantes como una "gran contraloría 
social"; además, constituye el elemento que posibilita hacer efectiva la ren­
dición de cuentas constante y sistemática del sistema de responsabilida­
des administrativas, así como vigilar que las actuaciones de las autoridades 
investigadoras se ajusten a derecho. En suma, la procedencia del recurso 
de inconformidad no sólo permite maximizar el goce del derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva, sino también vigilar y corroborar, mediante el con­
trol jurisdiccional, que la decisión de no iniciar un procedimien to administra­
tivo atienda a un adecuado de sarrollo de la investigación, así como la debida 
valoración de las constancias que obran en el expediente y no así a una deter­
minación arbitraria, injustificada o irrazonable de la autoridad investigadora 
que redunde en la impunidad administrativa.

2a./J. 12/2023 (11a.)
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Amparo en revisión 367/2022. RRT Medical, S.A. de C.V. 16 de noviembre de 
2022. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz 
Acevedo.

Tesis de jurisprudencia 12/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de quince de febrero de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de marzo de 2023 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de marzo de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CÉDULA PROFESIONAL. EL CONGRESO DEL ESTADO DE JALISCO CA­
RECE DE ATRIBUCIONES PARA VARIAR LOS REQUISITOS ESTABLECI­
DOS POR LA FEDERACIÓN PARA SU OBTENCIÓN Y CONSERVACIÓN. 

Hechos: Una persona estudió la licenciatura en una universidad pública del 
Estado de Jalisco, y derivado de la conclusión de sus estudios solicitó a la 
Dirección de Profesiones de la Secretaría General de Gobierno de esa 
entidad la expedición de su cédula profesional; en respuesta a dicha solici­
tud se le expidió su cédula profesional temporal. Inconforme con tal circuns­
tancia, promovió juicio de amparo en el que cuestionó la constitucionalidad 
de los artícu los de la Ley para el Ejercicio de las Actividades Profesiona­
les del Estado de Jalisco que regulan la figura de la cédula temporal y la 
certificación obligatoria impuesta a quienes ejerzan actividades profesio­
nales en la referida entidad federativa. El Juez de Distrito analizó la consti­
tucionalidad de las normas reclamadas y concluyó que resultan acordes 
al marco constitucional aplicable. Inconforme con esa decisión la quejosa 
interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el Congreso del Estado de Jalisco carece de compe­
tencia legal para variar los requisitos para la obtención y conservación de 
la cédula profesional. Esta Segunda Sala reconoce la posibilidad de que las 
entidades federativas emitan regulación en materia de educación; sin 
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embargo, el ejercicio de esa atribución se deberá efectuar dentro de un 
ámbito en el que gocen de competencia y que ésta no esté reservada a la 
Federación, como sucede en el caso de los requisitos para la obtención y 
duración de la cédula profesional.

Justificación: De la interpretación sistemática del marco jurídico en materia 
de educación, de expedición de títulos y cédulas profesionales, se obtiene 
que la Constitución Federal ordena la emisión de normativa homogénea que 
distribuya las atribuciones del Congreso de la Unión y de las entidades 
federativas; asimismo, que las facultades concurrentes serán delimitadas 
conforme a las atribuciones que expresamente se confieran, circunstancia 
que debe ser entendida tanto en un sentido positivo como en un sentido 
negativo, es decir, permisiones y prohibiciones. Ahora bien, de acuerdo con 
esa interpretación, corresponde de manera exclusiva a la autoridad educa­
tiva federal conducir la política nacional de educación superior, mientras que 
las autoridades locales son competentes para regular la emisión de títulos 
profesionales, lo que no significa que se les otorguen atribuciones para emi­
tir normas relativas a la validación de documentos académicos y de super­
visión del sistema de evaluación y acreditación superior. Así, conforme a su 
competencia, los requisitos establecidos por la Federación para la expedi­
ción de cédulas profesionales consisten en que se haya obtenido un título 
profesional de manera legal y que se realice el registro correspondiente, por 
lo que al ser la cédula y el título profesionales documentos diferentes, la regu­
lación que les es aplicable debe observarse de manera independiente. 
En consecuencia, las entidades federativas carecen de atribuciones para 
variar los requisitos de obtención y conservación de la cédula profesional.

2a./J. 13/2023 (11a.)

Amparo en revisión 466/2022. Tzitly Arizbek de la Rosa Leyva. 18 de enero de 
2023. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, 
Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf y Alberto Pérez Dayán; votó 
contra algunas consideraciones Yasmín Esquivel Mossa. Disidente: Javier 
Laynez Potisek, quien manifestó que formularía voto particular. Ponente: 
Luis María Aguilar Morales. Secretaria: Maura Angélica Sanabria Martínez.
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Tesis de jurisprudencia 13/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de ocho de marzo de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de marzo de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 22 de marzo de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

INSTITUTO NACIONAL DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMA­
CIÓN Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES. DADO SU CARÁCTER 
DE ÓRGANO CONSTITUCIONAL AUTÓNOMO, CUENTA CON ATRIBU­
CIONES PARA EMITIR NORMAS GENERALES TANTO SUSTANTIVAS 
COMO ADJETIVAS EN MATERIA DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSO­
NALES, INCLUIDAS AQUELLAS EN MATERIA DE DERECHO ADMINIS­
TRATIVO SANCIONADOR. 

Hechos: El Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y 
Protección de Datos Personales (INAI) multó a una persona moral porque 
recabó datos personales financieros del denunciante sin contar con su 
consentimien to expreso y sustanció el procedimien to sancionador correspon­
diente, con fundamento en los Lineamien tos de los Procedimien tos de Pro­
tección de Derechos, de Investigación y Verificación, y de Imposición de 
Sanciones que el órgano constitucional autónomo emitió para tal efecto. 
La persona sancionada impugnó mediante juicio de nulidad esa decisión y, 
entre otros argumentos, razonó que los referidos lineamien tos eran contra­
rios al orden constitucional por contravenir el principio de legalidad, tanto 
en su vertiente genérica como en su vertiente de subordinación jerárquica; 
la Sala responsable reconoció la validez de la multa, por lo que la persona 
sancionada reclamó dichos lineamien tos a través del juicio de amparo. 
El Tri bunal Colegiado de Circuito del conocimien to negó el amparo ante lo 
cual la quejosa interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la competencia constitucional otorgada al INAI para 
conocer de la materia de protección de datos personales en posesión de los 
particulares le concede amplias atribuciones, entre las que se encuentran 
la facultad de emitir normas generales tanto sustantivas como adjetivas en 
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materia de protección de datos personales, ello en la medida de que, en su 
carácter de órgano constitucional autónomo, debe contar con las herramien­
tas necesarias para el cumplimien to de sus deberes constitucionales. Bajo 
esa óptica, tanto los Lineamien tos de los Procedimien tos de Protección de 
Derechos, de Investigación y Verificación, y de Imposición de Sanciones, 
emitidos por el INAI para instaurar procedimien tos sancionatorios, como la 
demás normativa que emita, incluida aquella en materia de derecho admi­
nistrativo sancionador, serán acordes con el orden constitucio nal, siempre 
que tengan la finalidad de que el órgano constitucional autónomo cumpla con 
sus funciones y no se contravengan abiertamente disposi ciones legales.

Justificación: El artícu lo 6, apartado A, fracción VIII, de la Constitución Polí­
tica de los Estados Unidos Mexicanos, dispone que la Federación contará 
con un organismo autónomo especializado, responsable de garantizar el 
cumplimien to del derecho de acceso a la información pública y la protección 
de datos personales en posesión de sujetos obligados, el cual se regirá 
conforme a las bases que dispongan las leyes en esa materia que emita 
el Congreso de la Unión. Para cumplir con el deber encomendado debe 
realizar diversos procedimien tos, entre los cuales están aquellos que tienen 
como finalidad sancionar a los infractores. En ese sentido, las bases de los 
procedimien tos de investigación y de los sancionadores están previstas en 
la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los Par­
ticulares y, por ello, el INAI cuenta con atribuciones para emitir normas que 
los detallen, siempre que tengan una vinculación directa e inmediata con la 
debida observancia del derecho de acceso a la información pública y a la pro­
tección de datos personales en posesión de los sujetos obligados.

2a./J. 17/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 1263/2021. Total Play Telecomunicaciones, S.A. de 
C.V. 5 de octubre de 2022. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek 
y Yasmín Esquivel Mossa; votó con reserva de criterio Yasmín Esquivel 
Mossa. El Ministro Javier Laynez Potisek manifestó que formularía voto 
concurrente. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretaria: Maura 
Angélica Sanabria Martínez.
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Tesis de jurisprudencia 17/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del quince de marzo de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de marzo de 2023 a las 10:34  horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 3 de abril de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PENSIONES EN EL ESTADO DE JALISCO. EL ARTÍCULO CUARTO TRAN­
SITORIO DEL DECRETO 28439/LXII/21, POR EL QUE SE REFORMAN Y 
ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DEL INSTITUTO DE 
PENSIONES Y DE LA LEY PARA LOS SERVIDORES PÚBLICOS, AMBAS 
DE DICHA ENTIDAD FEDERATIVA, TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE IRRE­
TROACTIVIDAD DE LA LEY. 

Hechos: Una persona pensionada promovió amparo indirecto contra el 
artícu lo cuarto transitorio del Decreto 28439/LXII/21 citado, al considerar 
que vulnera el principio de irretroactividad de la ley. La Juez de Distrito del 
conocimien to dictó sentencia en la que sobreseyó en el juicio por lo que, en 
su contra, la quejosa interpuso recurso de revisión; por su parte, la autoridad 
responsable presentó revisión adhesiva. El Tribunal Colegiado de Circuito 
correspondiente modificó la sentencia recurrida y sobreseyó parcialmente 
en el juicio, declaró sin materia la revisión adhesiva y solicitó a esta Suprema 
Corte reasumiera su competencia originaria para conocer el fondo del asunto, 
lo que así ocurrió.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artícu lo cuarto transitorio del Decreto 28439/LXII/21, por el 
que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley del Instituto de 
Pensiones y de la Ley para los Servidores Públicos, ambos ordenamien tos 
del Estado de Jalisco, publicado en el Periódico Oficial de la citada entidad 
federativa el 9 de septiembre de 2021, al prever que serán materia de modi­
ficación y reducción por causa de utilidad pública las pensiones que se hubie­
sen otorgado con anterioridad a su entrada en vigor, transgrede el principio 
de irretroactividad de la ley.
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Justificación: De conformidad con el artícu lo 58 de la Ley del Instituto de 
Pensiones del Estado de Jalisco, se podrán otorgar pensiones por jubila­
ción, por edad avanzada, por invalidez, por viudez y orfandad. Por su parte, 
el artícu lo 59 de esa ley dispone que el derecho a recibir las pensiones 
nace a partir de la fecha en que los afiliados se encuentran en los supuestos 
y se satisfagan los requisitos para su procedencia y, en su caso, causen baja 
definitiva del servicio; además, este último precepto señala que el pago de 
las pensiones se otorgará por cuota mensual y de forma vitalicia, salvo los 
casos de revocación, suspensión, terminación o cualquiera otra circunstan­
cia expresamente prevista por la ley. Así, cuando el afiliado se encuentre 
en los supuestos respectivos y cumpla los requisitos necesarios, adquirirá el 
derecho a recibir una pensión conforme a las disposiciones en ese momento 
vigentes, por lo que ésta formará parte del patrimonio jurídico del pensionado. 
En consecuencia, el artícu lo cuarto transitorio del Decreto 28439/LXII/21 
citado, al ordenar que las pensiones otorgadas previamente a su entrada en 
vigor serán materia de modificación y reducción por causa de utilidad 
pública, viola el principio de irretroactividad de la ley contenido en el artícu lo 
14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque desco­
noce el derecho adquirido conforme a la normativa vigente al momento de 
su otorgamien to. En ese sentido, no resulta válido que el monto de la pen­
sión pueda ser disminuido en términos de ese precepto contenido en una 
ley posterior, máxime que las consecuencias generadas de acuerdo a la ley 
anterior no se encontraban supeditadas a la nueva norma, sin que obste el 
hecho de que el pago de la pensión se realice de forma mensual, es decir, 
de forma fraccionada en el tiempo, ya que su monto no está supeditado a lo 
establecido en la nueva ley, sino que nació bajo la vigencia de la anterior.

2a./J. 24/2023 (11a.)

Amparo en revisión 518/2022. Ofelia Edith Robles Gutiérrez. 8 de febrero de 
2023. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, 
Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf y Alberto Pérez Dayán. 
Ausente: Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secre­
tario: Luis Enrique García de la Mora.

Tesis de jurisprudencia 24/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del tres de mayo de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de mayo de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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LICENCIADOS EN HOMEOPATÍA. FORMAN PARTE DE LOS PROFE SIO­
NISTAS AUTORIZADOS PARA PRESCRIBIR MEDICAMENTOS HOMEOPÁ­
TICOS (INTERPRETACIÓN CONFORME DEL AR  TÍCU LO 28 BIS, NUMERAL 
2, DE LA LEY GENERAL DE SALUD).

Hechos: Una asociación civil compuesta por licenciados en homeopatía cues­
tionó la constitucionalidad del ar  tícu lo 28 Bis, numeral 2, de la Ley General 
de Salud (reformado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la 
Federación de 29 de noviembre de 2019), al estimar que el tránsito del con­
cepto "homeópata" al de "médico homeópata", en relación con el personal 
que está autorizado para prescribir medicamentos, excluía a los licenciados 
en homeopatía, lo que lesionaba su derecho de igualdad jurídica y a dedi­
carse a cualquier actividad lícita; el Tribunal Colegiado de Circuito reservó 
jurisdicción al Alto Tribunal para resolver sobre la cuestión de constituciona­
lidad planteada.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que, a partir de una interpretación conforme del ar  tícu lo 28 Bis, 
numeral 2, de la Ley General de Salud, la expresión "médicos homeópatas" 
comprende a quienes recibieron formación en dicha disciplina, por lo que 
los licenciados en homeopatía sí se encuentran habilitados para prescribir 
medicamentos de esa naturaleza.

Justificación: La interpretación que debe prevalecer tiene como pauta esen­
cial de decisión el principio de seguridad jurídica y el orden constitucional 
en materia de profesiones, así como el reconocimien to en nuestro sistema 
jurídico de la homeopatía como parte del sistema de salubridad general 
con un carácter de medicina complementaria y terapéutica. En relación con 
los profesionistas asociados a la homeopatía y con fundamento en el sistema 
de profesiones previsto en el segundo párrafo del ar  tícu lo 5 de la Constitu­
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, se advierte que históricamente 
se han de   sarrollado dos esquemas de formación en la materia: el primero 
relativo a una preparación integral en medicina que, entre otros aspectos, 
involucra el ámbito propio de la homeopatía durante o después de la forma­
ción profesional (esta última a modo de posgrado), y un segundo esquema de 
formación exclusivamente enfocado en la homeopatía, como la propia de los 
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licenciados en la materia, destacando que en ambos caminos de forma­
ción se obtienen el título y la cédula profesional correspondiente, como es el 
caso de la regulación vigente en el Estado de Jalisco (entidad donde radica 
la asociación quejosa). Sobre esas bases generales y guiados por una inter­
pretación conforme de lo previsto en el ar  tícu lo 28 Bis, numeral 2, de la Ley 
General de Salud, se concluye que la nueva redacción de la norma no opera 
en detrimento de los profesionales que, conforme a la regulación actual, 
ostentan el grado de licenciados en homeopatía, pues la disposición sólo 
puede ser entendida en el sentido de que el vocablo "médico" hace un 
recono cimien to de la homeopatía como un ámbito medicinal complemen­
tario que se rige por sus propias reglas y cuya existencia –que al día de hoy 
en nuestro país cuenta con un reconocimien to gubernamental y legal– per­
mite que las personas accedan a aquellos esquemas de cuidado de la 
salud que les parezcan más pertinentes. Por tanto, la norma en cuestión 
no altera, modifica, ni destruye la forma en que se ha integrado y regulado 
el de   sarrollo profesional de esta disciplina en el Estado Mexicano. Asimismo, 
debe interpretarse en función de lo dispuesto en el ar  tícu lo 224 de la Ley 
General de Salud, pues la prescripción de medicamentos por parte de los 
licenciados en homeopatía sólo puede referirse a los de carácter homeopá­
tico, es decir, al tipo de formación que se recibió, dado que la propia disci­
plina se aleja de la medicina convencional, a través de la existencia de sus 
propios tipos de medicamentos.

2a./J. 25/2023 (11a.)

Amparo en revisión 229/2022. Colegio de Licenciados en Homeopatía del 
Estado de Jalisco, A.C. 30 de noviembre de 2022. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz 
Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa; Loretta Ortiz Ahlf votó 
contra algunas consideraciones y por razones adicionales, y Javier Laynez 
Potisek anunció que formularía voto concurrente. Ponente: Luis María Agui­
lar Morales. Secretarios: Roberto Negrete Romero y Denise Lara Zapata.

Tesis de jurisprudencia 25/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del diecisiete de mayo de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de mayo de 2023 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de mayo de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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PARCELA ESCOLAR. AL FORMAR PARTE DE LAS TIERRAS DE ASEN­
TAMIENTO HUMANO, LA RESTRICCIÓN PREVISTA EN LOS ARTÍCULOS 
63 Y 64 DE LA LEY AGRARIA QUE TIENE LA ASAMBLEA PARA DIS­
PONER DE ÉSTAS, CONSTITUYE UN LÍMITE CONSTITUCIONALMENTE 
VÁLIDO A LA AUTONOMÍA DEL EJIDO, PUES PROTEGE UN FIN SOCIAL 
Y COLECTIVO DEL NÚCLEO DE POBLACIÓN.

Hechos: Una asamblea ejidal acordó el cambio de uso de la superficie 
destinada a la parcela escolar a tierras de uso común, pues estimó que en 
su carácter de máxima autoridad del ejido tenía atribuciones para ello, y 
considerando que dicha superficie no cumplía con el objeto legal para el 
cual fue creada. Esta determinación fue declarada nula de pleno derecho, 
por lo que se planteó la inconstitucionalidad de los artícu los 63 y 64 de la 
Ley Agraria, al estimar que son contrarios al artícu lo 27 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, por atentar contra el derecho de 
propiedad de los ejidos sobre sus tierras e impedir de manera absoluta a la 
asamblea ejidal ejercer el derecho de disposición derivado del derecho de 
propiedad; el Tribunal Colegiado de Circuito negó la protección constitucio­
nal y la parte quejosa interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que si bien la asamblea es el órgano supremo del núcleo 
de población ejidal, el impedimento previsto en los artícu los 63 y 64 de la 
Ley Agraria para que disponga del destino de las tierras de asentamien to 
humano, en donde queda comprendida la "parcela escolar", constituye un 
límite constitucionalmente válido a la autonomía del ejido, pues protege la 
exis tencia misma de éste, como modalidad de tenencia de la tierra a través 
de la cual se configuran la propiedad social agraria y el desarrollo de la propia 
comunidad.

Justificación: La concepción del ejido va más allá del ámbito agrario y produc­
tivo, pues se inserta como parte esencial de la construcción y preservación 
del tejido social. En este entendimien to, el espacio destinado al asentamien to 
humano, donde se ubica la parcela escolar, constituye el área necesaria 
para el desarrollo de la vida comunitaria, por lo que no puede ser libremente 
dispuesto o modificado su destino, ni aun por la asamblea ejidal, pues su 
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reducción trae aparejada una afectación a los derechos colectivos del núcleo 
de población. Se determina que es constitucionalmente válido admitir que la 
asamblea ejidal no puede afectar las áreas de asentamien to humano, esto 
es, la parcela escolar, la unidad agrícola industrial de la mujer y la unidad 
productiva para el desarrollo integral de la juventud, puesto que su existen­
cia se encuentra adherida a la noción social del ejido, a sus perspectivas y 
a la búsqueda y construcción de un plan de vida común. Así, el hecho de 
que los espacios destinados a asentamien tos humanos no se encuentren a 
disposición de la asamblea ejidal se orienta por la doble finalidad que consti­
tucionalmente se persigue: la relativa al aprovechamien to productivo y la 
propia de la cimentación social con miras hacia el futuro e integración de 
todos los miembros de la comunidad.

2a./J. 26/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 1997/2021. Ejido El Fénix, Municipio de Gómez 
Palacio, Estado de Durango. 22 de junio de 2022. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, 
Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ausente: Loretta Ortiz 
Ahlf. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretarios: Roberto Negrete 
Romero y Denise Lara Zapata.

Tesis de jurisprudencia 26/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diecisiete de mayo de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de mayo de 2023 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de mayo de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

INTERÉS JURÍDICO E INTERÉS LEGÍTIMO PARA EFECTOS DEL JUICIO 
DE AMPARO INDIRECTO. CARECEN DE ELLOS LAS PERSONAS FÍSI­
CAS Y MORALES QUE SÓLO ENTREGAN PRODUCTOS, PAQUETERÍA 
Y/O MENSAJERÍA, ASÍ COMO LOS TERCEROS REPARTIDORES, PARA 
RECLAMAR EL AR  TÍCU LO 307 TER DEL CÓDIGO FISCAL DE LA CIUDAD 
DE MÉXICO.

Hechos: Diversas personas físicas que se ostentaron como repartidores de 
plataformas digitales reclamaron la inconstitucionalidad del ar  tícu lo 307 
TER del Código Fiscal de la Ciudad de México, el cual establece que las 
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personas físicas o morales que realicen actividades de intermediación, pro­
moción o de facilitación digital a través de la operación y/o administración 
de aplicaciones y/o plataformas informáticas de control, programación y/o 
geolocalización en dispositivos fijos o móviles, para la interconexión que 
permita a los usuarios contactar con terceros oferentes de bienes, para la 
entrega o recepción de paquetes, alimentos, víveres o cualquier tipo de mer­
cancía en territorio de la Ciudad de México, deberán pagar mensualmente 
por el uso y/o explotación de la infraestructura, una cuota por concepto de 
aprovechamien to. El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio al considerar 
que la parte quejosa carecía de interés legítimo para reclamar la norma. 
Inconforme con dicha sentencia, la parte quejosa interpuso recurso de revi­
sión y la Jefa de Gobierno de la Ciudad de México interpuso recurso de 
revisión adhesiva.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que las personas físicas y morales que sólo realizan la entrega 
de los productos, paquetería y/o mensajería, así como los terceros reparti­
dores, no tienen interés jurídico ni legítimo para reclamar la inconstitu cio­
nalidad del ar  tícu lo 307 TER del Código Fiscal de la Ciudad de México.

Justificación: El ar  tícu lo 307 TER del Código Fiscal de la Ciudad de México 
prevé como sujeto pasivo de la obligación de pago ahí establecida, a las 
personas físicas o morales que realicen actividades de intermediación, pro­
moción o de facilitación digital a través de la operación y/o administración 
de aplicaciones y/o plataformas informáticas de control, programación y/o 
geolocalización en dispositivos fijos o móviles, para la interconexión que 
permita a los usuarios contactar con terceros oferentes de bienes, para la 
entrega o recepción de paquetes, alimentos, víveres o cualquier tipo de 
mercancía en territorio de la Ciudad de México. En el tercer párrafo de ese 
precepto se dispone expresamente que el aprovechamien to ahí previsto 
es intransferible y no está sujeto a traslación, ni podrá cobrarse a los terce­
ros oferentes o a cualquier otro tercero que realice la entrega de paquetes, 
alimentos, víveres o cualquier tipo de mercancía, mientras que su cuarto 
párrafo establece que no son sujetos de este aprovechamien to quienes 
realicen la entrega de los productos, paquetería y/o mensajería, ni los ter­
ceros repartidores. Así, del contenido de esa norma no se advierte la exis­
tencia de alguna obligación a cargo de un sujeto distinto al sujeto pasivo, 
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ya que no se asigna a un tercero la retención, entero o cálcu lo del monto a 
cubrir, por lo que sólo existe una obligación (pago) para un sujeto determi­
nado y, en consecuencia, únicamente éste tendrá interés jurídico para recla­
mar la inconstitucionalidad de ese precepto. Al respecto, si bien quienes 
realizan la entrega de los productos, paquetería y/o mensajería, así como 
los terceros repartidores, se encuentran en una situación diferenciada del 
resto de la sociedad frente al aprovechamien to ahí regulado (pues participan 
en la relación jurídica derivada de la prestación de los servicios realizados 
por plataformas digitales o tecnológicas), lo cierto es que tal calidad no 
evidencia un interés legítimo para acudir al amparo pues la afectación adu­
cida no es actual ni real, por lo que no es jurídicamente relevante ya que 
ese aprovechamien to no recae en la comisión cobrada por los repartidores, 
sino sobre la que perciben quienes operan aplicaciones digitales, informá­
ticas o tecnológicas.

2a./J. 29/2023 (11a.)

Amparo en revisión 670/2022. Moisés Sepúlveda de la Cruz y otros. 12 de abril 
de 2023. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Yasmín Esquivel 
Mossa, Luis María Aguilar Morales, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez 
Dayán. Ausente: Loretta Ortiz Ahlf. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secre­
tario: Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Tesis de jurisprudencia 29/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada de veinticuatro de mayo de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de junio de 2023 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de junio de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES. LA OBLIGACIÓN FORMAL A 
CARGO DE LAS PERSONAS MORALES DE PRESENTAR AVISOS SOBRE 
LAS INCORPORACIONES O MODIFICACIONES DE SOCIOS, ACCIO­
NISTAS, ASOCIADOS Y PERSONAS CON CARGOS SEMEJANTES 



25

Informe DE LA SEGUNDA SALA 2023

PREVIS TA EN EL ARTÍCULO 27, APARTADO B, FRACCIÓN VI, DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN, NO TRANSGREDE AQUEL DERECHO. 

Hechos: Una persona moral reclamó la inconstitucionalidad del artícu lo 27, 
apartado B, fracción VI, del Código Fiscal de la Federación, entre otros 
motivos, respecto a la obligación de informar al Registro Federal de Contribu­
yentes sobre las incorporaciones y modificaciones de sus socios, accio­
nistas y asociados, aduciendo violación al derecho a la protección de datos 
personales del ente societario. En el juicio de amparo, el Juez de Distrito 
sobreseyó respecto de tal reclamo por considerar que la norma es de natu­
raleza heteroaplicativa y, en la revisión, el tribunal revisor revocó tal determi­
nación y remitió los autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para 
analizar el planteamien to vertido por la parte quejosa.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la obligación de las personas morales de informar 
al Registro Federal de Contribuyentes sobre los movimien tos corporativos del 
ente social contribuyente (modificación o incorporación de socios, accio­
nistas, asociados y personas con cargos semejantes) mediante el aviso 
de actualización a que se refiere el artícu lo 27, apartado B, fracción VI, del 
Código Fiscal de la Federación, no transgrede el derecho a la protección 
de datos personales.

Justificación: El artícu lo 27, apartado B, fracción VI, del Código Fiscal de la 
Federación dispone el deber de las personas morales contribuyentes de 
presentar avisos a la autoridad fiscal sobre las modificaciones o incorpora­
ciones que la empresa contribuyente realice de sus socios, accionistas, asocia­
dos y demás personas que por su naturaleza formen parte de su estructura 
orgánica. De los procesos legislativos de dicho precepto se desprende que 
el legislador consideró que con su inclusión se busca hacer frente a la crea­
ción de las denominadas "empresas factureras" que suelen ser utilizadas 
para la simulación de operaciones y la consecuente evasión fiscal. Así, con 
la entrega de avisos informativos sobre los movimien tos corporativos del 
ente social se busca permitir a la autoridad encargada del manejo de esa 
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información contar con elementos mínimos de identificación de las perso­
nas que participan en el ente social, a partir de los cuales podrán ejercerse las 
atribuciones legalmente previstas para investigar y sancionar irregulari­
dades en la materia. Sobre esa base, la información entregada a la autoridad 
fiscal a causa del deber previsto en dicho precepto atiende al principio 
de finalidad en la protección de datos personales. Por otra parte, el derecho 
a la protección de datos personales no es absoluto pues, incluso, el artícu lo 22 
de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Suje­
tos Obligados prevé que no será necesario el consentimien to del titular de 
la información cuando una ley así lo disponga y ello sea acorde con las 
bases, principios y disposiciones previstos en la propia ley (fracción I); cuando 
la transferencia de información por parte del sujeto obligado se realice 
para el ejercicio de facultades propias, compatibles o análogas con la fina­
lidad que motivó el tratamien to de los datos personales (fracción II), y cuando 
los datos personales se requieran para ejercer un derecho o cumplir obli­
gaciones derivadas de una relación jurídica entre el titular y el responsable 
(fracción V). En ese sentido, la fracción VI del apartado B del artícu lo 27 del 
Código Fiscal de la Federación corresponde a un supuesto de excepción 
legal al derecho a la protección de datos personales que encuadra en las 
tres excepciones apuntadas, por lo que esa disposición atiende al principio 
de necesidad o proporcionalidad, ya que la información a entregar está 
estrechamente vinculada con la finalidad que se busca con la implemen­
tación de esa medida y, por lo mismo, se trata de información idónea y 
adecuada para que la autoridad pueda ejercer las facultades que legal­
mente le corresponden a efecto de verificar el debido cumplimien to de las 
obligaciones fiscales por parte de los contribuyentes, aunado al hecho de 
que esa información queda sujeta a las reglas y excepciones que al res­
pecto se prevén en las normas federales aplicables a la transparencia y 
protección de datos personales.

2a./J. 30/2023 (11a.)

Amparo en revisión 600/2022. Invitek Internacional, S.A. de C.V. 15 de marzo 
de 2023. Cinco votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María 
Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza 
Arreygue.
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Tesis de jurisprudencia 30/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veinticuatro de mayo de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de junio de 2023 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de junio de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

AMPARO DIRECTO EN MATERIA LABORAL. CUANDO DE LAS ACTUACIO­
NES SE ADVIERTA LA REALIZACIÓN DE ALGUNA CONDUCTA CONSTI­
TUTIVA DE DELITO, SE DEBERÁ DAR VISTA AL MINISTERIO PÚBLICO 
FEDERAL PARA QUE ACTÚE EN CONSECUENCIA.

Hechos: En un conflicto individual de seguridad social una persona reclamó 
el otorgamien to y pago de una pensión de vejez. El Instituto Mexicano del 
Seguro Social controvirtió la acción de la actora, aduciendo que contaba 
con menos semanas de cotización y un salario inferior a los señalados en la 
demanda. Para demostrar su excepción exhibió el certificado de derechos. 
La accionante lo objetó y ofreció la prueba de inspección. Puesto que en la 
diligencia respectiva el Instituto no exhibió las documentales requeridas, 
pero sí la información que aparece en su sistema informático, la autoridad 
laboral tuvo por presuntamente ciertos los hechos que la actora trató de 
probar y condenó en el laudo al otorgamien to en su favor de la pensión de vejez 
reclamada, así como sus incrementos, aguinaldo y ayuda asistencial, ante 
lo cual el Instituto promovió amparo directo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que cuando de las actuaciones dentro del juicio de amparo 
se advierta la realización de alguna conducta constitutiva de delito, esto es, 
que las personas promoventes en el juicio, con el fin de obtener un beneficio 
para sí o para otro, declaren falsamente ante una autoridad jurisdiccional o 
realicen cualquier acto o manifestación tendiente a hacer incurrir en error, 
con el fin de obtener sentencia, resolución o acto administrativo contrario a 
la ley, se deberá dar vista al Ministerio Público Federal para que actúe en 
consecuencia.

Justificación: De conformidad con el artícu lo 17 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, a las personas gobernadas se les debe 
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garantizar la administración de justicia pronta, completa e imparcial. En ese 
sentido, los artícu los 15, 121, 209, 237, fracción III, y 271 de la Ley de Amparo, 
facultan a los órganos jurisdiccionales de amparo para que, con indepen­
dencia de la intervención del Ministerio Público Federal como parte en los 
juicios de la materia, hagan del conocimien to de este último los hechos que 
podrían ser constitutivos de delitos. Luego, el artícu lo 261 de la Ley de 
Amparo tipifica delitos especiales en que pueden incurrir la persona quejosa, 
abogada o tercera interesada. Además, el artícu lo 222 del Código Nacional 
de Procedimien tos Penales, establece la obligación ineludible de las auto­
ridades en ejercicio de sus funciones públicas –y hasta de las partes que 
intervengan en el proceso– de denunciar y hacer del conocimien to de la 
representación social la probable existencia de un hecho que la ley señale 
como delito. En ese orden, si de las actuaciones dentro del juicio de amparo 
se advierte la realización de alguna conducta constitutiva de delito, esto es, 
que las personas promoventes en el juicio, con el fin de obtener un benefi­
cio indebido para sí o para otro, declaren falsamente ante una autoridad judicial 
o jurisdiccional o realicen cualquier otro acto o manifestación tendente a hacer 
incurrir en error, con el fin de obtener sentencia, resolución o acto adminis­
trativo contrario a la ley, se deberá dar vista al Ministerio Público Federal, 
para que actúe en consecuencia.

2a./J. 33/2023 (11a.)

Amparo directo 29/2022. Instituto Mexicano del Seguro Social. 15 de febrero de 
2023. Cinco votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María 
Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Alma Ruby Villarreal 
Reyes.

Tesis de jurisprudencia 33/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de treinta y uno de mayo de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de junio de 2023 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de junio de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CERTIFICADO DE DERECHOS EXPEDIDO POR EL INSTITUTO MEXICANO 
DEL SEGURO SOCIAL. LA APLICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 
176/2009, SÓLO ES PROCEDENTE EN CASO DE QUE EL INSTITUTO 
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SEA OMISO EN EXHIBIR CUALQUIER DOCUMENTO O INFORMACIÓN 
MATERIA DE LA PRUEBA DE INSPECCIÓN. 

Hechos: En un conflicto individual de seguridad social una persona reclamó 
el otorgamien to y pago de una pensión de vejez. El Instituto Mexicano del 
Seguro Social controvirtió la acción de la actora, aduciendo que contaba 
con menos semanas de cotización y un salario inferior a los señalados en 
la demanda. Para demostrar su excepción exhibió el certificado de dere­
chos. La accionante lo objetó y ofreció la prueba de inspección. Puesto que 
en la diligencia respectiva el Instituto no exhibió las documentales requeridas, 
pero sí la información que aparece en su sistema informático, la autoridad 
laboral tuvo por presuntamente ciertos los hechos que la actora trató de 
probar y condenó en el laudo al otorgamien to en su favor de la pensión 
de vejez reclamada, así como sus incrementos, aguinaldo y ayuda asisten­
cial, ante lo cual el Instituto promovió amparo directo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la jurisprudencia 2a./J. 176/2009, de rubro: "CERTI­
FICADO DE DERECHOS EXPEDIDO POR EL INSTITUTO MEXICANO DEL 
SEGURO SOCIAL. SI LOS HECHOS COMPRENDIDOS EN ÉSTE FORMAN 
PARTE DE LA LITIS Y LA INFORMACIÓN QUE CONTIENE SE CONTRO­
VIERTE EXPLÍCITA O IMPLÍCITAMENTE, SU VALOR PROBATORIO NO ES 
ABSOLUTO SINO SUSCEPTIBLE DE DESVIRTUARSE CON OTRA PRUEBA.", 
únicamente es aplicable a casos en los que el Instituto Mexicano del Seguro 
Social es omiso en exhibir cualquier documento o información materia de la 
inspección.

Justificación: El criterio jurisprudencial mencionado derivó de una contra­
dicción de tesis en la que los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes 
analizaron el supuesto de que en la diligencia de desahogo de la prueba 
de inspección, el Instituto Mexicano del Seguro Social omitió exhibir la infor­
mación materia de ésta, destacando que en uno de los casos incluso exhibió 
documentación referente a un asegurado distinto. Por tanto, no es aplicable 
a los conflictos en materia de seguridad social en los que se reclama el 
otorgamien to o modificación de la pensión de cesantía en edad avanzada 
y/o vejez y se actualiza una discrepancia entre las semanas de cotización y/o 
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el salario promedio diario aducidos por la accionante y los manifestados 
por el Instituto demandado y en el desahogo de la prueba de inspección 
ofrecida para desvirtuar el valor probatorio del certificado de derechos, el 
organismo asegurador únicamente exhibe la información que sí reconoce 
tener, tal como aparece en la base informática denominada Sistema Integral 
de Derechos y Obligaciones (SINDO).

2a./J. 34/2023 (11a.)

Amparo directo 29/2022. Instituto Mexicano del Seguro Social. 15 de febrero de 
2023. Cinco votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María 
Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Alma Ruby Villarreal 
Reyes.

Tesis de jurisprudencia 34/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de treinta y uno de mayo de dos mil veintitrés.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 176/2009 citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, 
noviembre de 2009, página 425, con número de registro digital: 166016.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de junio de 2023 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de junio de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PRUEBA DE INSPECCIÓN OFRECIDA PARA DESVIRTUAR EL CERTIFI­
CADO DE DERECHOS EXPEDIDO POR EL INSTITUTO MEXICANO DEL 
SEGURO SOCIAL. LA CIRCUNSTANCIA DE QUE AL DESAHOGARLA 
NO SE EXHIBAN LOS DOCUMENTOS FÍSICOS RELATIVOS, NO ACTUA­
LIZA LA PRESUNCIÓN DE TENER POR CIERTOS LOS HECHOS ADU CIDOS 
POR LA PERSONA ASEGURADA, ESTABLECIDA EN LOS ARTÍCU LOS 828 
Y 899­D DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. 

Hechos: En un conflicto individual de seguridad social una persona reclamó 
el otorgamien to y pago de una pensión de vejez. El Instituto Mexicano del 
Seguro Social controvirtió la acción de la actora, aduciendo que contaba 
con menos semanas de cotización y un salario inferior a los señalados en la 
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demanda. Para demostrar su excepción exhibió el certificado de derechos. 
La accionante lo objetó y ofreció la prueba de inspección. Puesto que en la 
diligencia respectiva el Instituto no exhibió las documentales requeridas, pero 
sí la información que aparece en su sistema informático, la autoridad labo­
ral tuvo por presuntamente ciertos los hechos que la actora trató de probar 
y condenó en el laudo al otorgamien to en su favor de la pensión de vejez 
reclamada, así como sus incrementos, aguinaldo y ayuda asistencial, ante 
lo cual el Instituto promovió amparo directo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que en los casos en que existe discrepancia entre las se­
manas de cotización y/o el salario promedio aducidos por la accionante y 
el Instituto Mexicano del Seguro Social, y en el desahogo de la prueba de 
inspección se omite exhibir los documentos físicos de la información que 
el Instituto reconoce tener, no se actualiza la presunción de tener por ciertos 
los hechos alegados por el promovente, establecida en los artícu los 828 y 
899­D de la Ley Federal del Trabajo.

Justificación: En los procedimien tos especiales de seguridad social en los 
que se demande el otorgamien to o modificación de la pensión por vejez y/o 
cesantía en edad avanzada, y se presenten discrepancias entre las semanas 
de cotización y el salario promedio de cotización registrado por el Instituto 
Mexicano del Seguro Social y el aducido por la parte accionante, la prueba 
de inspección puede ser ofrecida por la persona asegurada a efecto de 
acreditar la objeción al certificado de derechos exhibido por el Instituto. Sin 
embargo, atendiendo a las particularidades que presentan dichos casos, 
su ofrecimien to y desahogo debe realizarse en relación con documentos e 
información que obra en poder del Instituto. De esta manera, para conside­
rar que se actualiza la presunción derivada de la prueba de inspección, no 
es suficiente que en el desahogo de aquélla, la persona fedataria haga 
constar que el Instituto omitió exhibir los documentos materia de ésta, pues 
no constituye un medio de convicción que deba valorarse aisladamente, 
sino que deberá atenderse a la totalidad de las pruebas, y no a la sola 
circunstancia de no haber exhibido los documentos físicos solicitados al 
desahogar dicha prueba, ya que en los supuestos fácticos destacados no 
pueden tenerse como presuntivamente ciertos los hechos que se pretende 
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acreditar, pues el Instituto solamente tiene la carga de probar el salario 
promedio y las semanas de cotización, lo que no debe confundirse con 
aspectos ajenos a dicho débito, como es la indebida exigencia de probar 
relaciones laborales no reconocidas ante dicho ente asegurador o haber 
cotizado con un monto mayor al registrado por el Instituto, máxime que la 
Ley del Seguro Social lo faculta a conservar en el sistema compu tarizado 
denominado Sistema Integral de Derechos y Obligaciones (SINDO) la infor­
mación que puede ser consultada. De ahí que en los casos que se anali­
zan, deberán tener valor probatorio las pruebas directas que se presenten 
por las partes, las cuales deben ser indubitables.

2a./J. 35/2023 (11a.)

Amparo directo 29/2022. Instituto Mexicano del Seguro Social. 15 de febrero de 
2023. Cinco votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María 
Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Alma Ruby Villarreal 
Reyes.

Tesis de jurisprudencia 35/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de treinta y uno de mayo de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de junio de 2023 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de junio de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CONFLICTOS INDIVIDUALES DE SEGURIDAD SOCIAL. PARA DAR CUM­
PLIMIENTO AL REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD DE LA DEMANDA 
ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 899­C, FRACCIÓN VI, DE LA LEY 
FEDERAL DEL TRABAJO, ES NECESARIO EXHIBIR LA RESOLUCIÓN DE 
OTORGAMIENTO O NEGATIVA DE PENSIÓN O, EN SU CASO, ACOMPA­
ÑAR LA SOLICITUD DE PENSIÓN RESPECTIVA CUANDO EL INSTITUTO 
MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL NO OTORGUE UNA RESPUESTA EN 
EL PLAZO RAZONABLE DE TRES MESES. 

Hechos: En un conflicto individual de seguridad social una persona reclamó 
el otorgamien to y pago de una pensión de vejez. Al dar contestación, el Ins­
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tituto Mexicano del Seguro Social sostuvo que la acción era improcedente 
al no exhibir la accionante en juicio la resolución de negativa de pensión, 
como lo exige el numeral 899­C de la Ley Federal del Trabajo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que si bien para la procedencia del juicio especial de 
seguridad social, la parte actora tiene la obligación de acompañar a la 
demanda la constancia relativa al otorgamien to o negativa de pensión por 
ser un requisito de procedibilidad, también lo es que puede presentarse la 
solicitud de pensión respectiva ante el Instituto, cuando éste no otorgue 
una respuesta en el plazo razonable de tres meses.

Justificación: En la jurisprudencia 2a./J. 32/2019 (10a.), de rubro: "CON­
FLICTOS INDIVIDUALES DE SEGURIDAD SOCIAL. LAS PRUEBAS RELA­
CIONADAS CON LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN Y LOS HECHOS QUE 
LA SUSTENTAN DEBEN OFRECERSE Y EXHIBIRSE CON LA DEMANDA, EN 
TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 899­C DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO.", 
esta Segunda Sala estableció que de conformidad con el artícu lo 899­C, 
fracción VI, de la Ley Federal del Trabajo, es obligación de la accionante 
exhibir con la demanda la constancia expedida por el Instituto Mexicano del 
Seguro Social de otorgamien to o negativa de pensión. Sin embargo, el cum­
plimien to del mencionado requisito queda sujeto a que el derechohabiente 
solicite el otorgamien to del beneficio pensionario y obtenga respuesta en 
un plazo razonable. Ahora bien, para determinar dicho plazo debe atenderse 
a la naturaleza administrativa del mencionado Instituto, por lo cual, de con­
formidad con lo previsto por el artícu lo 17 de la Ley Federal de Procedimien to 
Administrativo, se estima que dicha autoridad cuenta con el lapso máximo 
de tres meses para resolver sobre el otorgamien to o la negativa de la pen­
sión solicitada, que deberá compu tarse a partir de que le sea presentada 
la solicitud respectiva, entendiéndose que en caso de exceder dicho plazo 
sin que sea emitida la resolución, se entenderá negado el otorgamien to del 
beneficio pensionario. Por tanto, en el supuesto de que la persona derecho­
habiente solicitante del beneficio pensionario no obtenga una respuesta en 
el lapso indicado, estará en posibilidad de iniciar el procedimien to especial 
de seguridad social, sin que sea necesario exhibir la resolución de negativa de 
pensión prevista en el mencionado precepto legal, lo cual deberá precisar 
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en los hechos que detalle en su demanda, pero acompañando la solicitud 
respectiva en la que conste de manera fehaciente la fecha de su presenta­
ción, a efecto de que el órgano jurisdiccional esté en aptitud de valorar su 
admisión.

2a./J. 36/2023 (11a.)

Amparo directo 29/2022. Instituto Mexicano del Seguro Social. 15 de febrero de 
2023. Cinco votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María 
Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Alma Ruby Villarreal 
Reyes.

Tesis de jurisprudencia 36/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de treinta y uno de mayo de dos mil veintitrés.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 32/2019 (10a.) citada, aparece publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 1 de marzo de 2019 
a las 10:04 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 64, Tomo II, marzo de 2019, página 1809, con núme­
ro de registro digital: 2019409.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de junio de 2023 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de junio de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PLANTELES EDUCATIVOS PRIVADOS. LOS ARTÍCULOS 25, 26 Y 94 
DE LA LEY DE EDUCACIÓN DEL ESTADO DE AGUASCALIENTES, QUE 
PRE VÉN SU PERTENENCIA AL SISTEMA EDUCATIVO ESTATAL, NO 
LESIONAN EL DERECHO DE PROPIEDAD, PUES SU INTEGRACIÓN A 
ESE SISTEMA ÚNICAMENTE REPRESENTA SU SUJECIÓN AL CON­
JUNTO DE REGLAS APLICABLES AL FUNCIONAMIENTO Y PRESTA­
CIÓN DEL SERVICIO EDUCATIVO. 

Hechos: Una persona moral propietaria de un inmueble destinado como 
plantel educativo privado, impugnó en amparo indirecto los artícu los 25, 26 
y 94 de la Ley de Educación del Estado de Aguascalientes, que disponen 
que ese tipo de bienes forman parte del Sistema Educativo Estatal, pues 
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consideró que con ello se perjudicaba su derecho de propiedad. El Juez de 
Distrito sobreseyó en el juicio al estimar que no se afecta el derecho aludido 
en virtud de que el sistema que conforman los artícu los impugnados no 
conlleva la apropiación por parte del Estado de los bienes muebles e inmue­
bles en los que se proporcione educación en el Sistema Educativo Estatal; 
inconforme con dicha resolución la quejosa interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que a partir de una interpretación integral del artícu lo 3 
constitucional, de la Ley General de Educación y de la Ley de Educación del 
Estado de Aguascalientes, los artícu los 25, 26 y 94 del último orde namien to 
aludido no lesionan el derecho de propiedad, ya que la pertenencia de los 
bienes inmuebles privados al Sistema Educativo Estatal y que la coordina­
ción, dirección y operación de éste le corresponda al Instituto de Educación 
de Aguascalientes, no constituye una extinción parcial ni total de los atribu­
tos del propietario, pues la integración debe ser entendida exclusivamente 
para efectos del funcionamien to y prestación del servicio educativo.

Justificación: Los artícu los 25, 26 y 94 de la Ley de Educación del Estado de 
Aguascalientes conforman un sistema normativo que, entre otras cosas, 
define al Sistema Educativo Estatal como el conjunto de actores, instituciones 
y procesos para la prestación del servicio público de la educación que imparta 
el Estado, sus organismos descentralizados y los particulares con autori­
zación o reconocimien to de validez oficial de estudios; comprende desde 
la educación inicial hasta la superior y, entre otros aspectos, está constituido 
por los muebles e inmuebles, servicios o instalaciones destinados a la pres­
tación del servicio público de educación. Sin embargo, el hecho de que los 
bienes inmuebles pertenezcan al citado Sistema, no lesiona ni trasciende el 
derecho de propiedad respectivo, pues ello debe ser entendido exclusiva­
mente para efectos del funcionamien to y prestación del servicio educativo, 
ya que en términos de la interpretación integral del artícu lo 3 de la Consti­
tución Federal, de la Ley General de Educación y de las propias normas 
estatales, esa pertenencia sólo tiene como consecuencia la inclusión de 
tales planteles en la regulación respectiva lo que, en esencia, se refiere a la 
observancia de los requisitos de calidad, seguridad, funcionali dad, oportu­
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nidad, equidad, sustentabilidad, resiliencia, pertinencia, integra lidad, acce­
sibilidad, inclusividad e higiene, así como de construcción, diseño, estructura 
y equipamien to, y el seguimien to a las reglas relativas a la obligación de 
obtener las licencias, autorizaciones y avisos de funcionamien to para la ope­
ración de los inmuebles, la obtención de los certificados de seguridad y las 
exigencias de protección civil y seguridad.

2a./J. 38/2023 (11a.)

Amparo en revisión 533/2021. Promotora Cultural y Educativa de Aguascalien­
tes, A.C. 15 de junio de 2022. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek 
y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secreta­
rio: Roberto Negrete Romero.

Tesis de jurisprudencia 38/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de siete de junio de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de junio de 2023 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de junio de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

UNIDADES VERIFICADORAS PREVISTAS EN LA LEY FEDERAL SOBRE 
METROLOGÍA Y NORMALIZACIÓN ABROGADA. LA LEY DE INFRA ES­
TRUCTURA DE LA CALIDAD, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE 
LA FEDERACIÓN EL 1 DE JULIO DE 2020, QUE LAS TRANSFORMÓ EN 
ORGANISMOS DE EVALUACIÓN DE LA CONFORMIDAD ES CONSTITU­
CIONAL, AL RESPETAR EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA.

Hechos: Una persona moral privada se constituyó como Unidad Verificadora 
en términos de la Ley Federal sobre Metrología y Normalización; sin embargo, 
dicho ordenamien to fue abrogado con la publicación de la Ley de Infraes­
tructura de la Calidad. La quejosa argumentó que la abrogación de la ley 
y, con ello, la supresión de la figura de las Unidades Verificadoras, consti­
tuía una violación al principio de seguridad jurídica; el Juez de Distrito negó 
el amparo solicitado al estimar, entre otras cuestiones, que la quejosa 
par tía de una premisa falsa, al afirmar que con la nueva ley de sapareció 
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la figura de las Unidades Verificadoras, pues en realidad la nueva ley no 
suprimía su existencia, sino que las transformó en Organismos de Evalua­
ción de la Conformidad; ante dicha resolución la quejosa interpuso recurso 
de revisión.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la transformación legislativa de la Ley Federal sobre 
Metrología y Normalización a la Ley de Infraestructura de la Calidad es 
acorde con el principio de seguridad jurídica, pues obedeció a un fin legítimo, 
donde se previó un régimen de transición para proteger derechos constituidos, 
además de que la figura de Unidades Verificadoras no se suprimió, sino que 
cambió de nombre al de Organismos de Evaluación de la Conformidad.

Justificación: El tránsito de la Ley Federal sobre Metrología y Normalización 
al de la Ley de Infraestructura de la Calidad resulta constitucional en rela­
ción con las Unidades de Verificación, pues respeta el principio de seguridad 
jurídica en su vertiente de transformación legislativa, dado que la actualiza­
ción respondió al interés público para optimizar los procesos de industriali­
zación, modernización y comercialización de bienes y servicios con miras 
a un crecimien to y de sarrollo económico en el marco de compromisos inter­
nacionales asumidos por nuestro país; además de que el nuevo ordenamien to 
brindó un ámbito de tutela para las relaciones y situaciones jurídicas que se 
originaron con la ley anterior. Así, bajo el nuevo esquema de evaluación 
de la conformidad, la transición del régimen jurídico aplicable a las Unidades 
Verificadoras es constitucionalmente válida, pues los Organismos de Eva­
luación de la Conformidad tienen las facultades y obligaciones que venían 
de sempeñando dichas Unidades de Verificación, en donde se mantiene la 
participación de los particulares y del Estado.

2a./J. 39/2023 (11a.)

Amparo en revisión 567/2021. Auditores en Ambiente, S.A. de C.V. 1 de febrero 
de 2023. Cinco votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María 
Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretario: Roberto Negrete 
Romero.
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Tesis de jurisprudencia 39/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de siete de junio de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de junio de 2023 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de junio de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CONFLICTOS INDIVIDUALES DE SEGURIDAD SOCIAL. LA FALTA DE 
EXHIBICIÓN DE LA CONSTANCIA DE OTORGAMIEN TO O NEGATIVA 
DE PENSIÓN EXPEDIDA POR EL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO 
SOCIAL O, EN SU CASO, DE LA SOLICITUD DE PENSIÓN RESPECTIVA, 
TRAE COMO CONSECUENCIA LA IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN.

Hechos: Una persona reclamó del Instituto Mexicano del Seguro Social, 
entre otras prestaciones, el otorgamien to y pago de la pensión de vejez, sin 
que acompañara a su escrito inicial la resolución de negativa de pensión. 
La Junta responsable condenó al Instituto Mexicano del Seguro Social al 
otorgamien to y pago de dicha prestación.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que en los casos en que se reclame el otorgamien to de 
una pensión sin que el actor haya aportado a juicio la constancia de otor­
gamien to o negativa de pensión por parte del Instituto Mexicano del Seguro 
Social o, en su caso, la solicitud de pensión respectiva, la acción debe 
declararse improcedente.

Justificación: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
estableció que los requisitos exigidos en el ar tícu lo 899­C de la Ley Federal 
del Trabajo constituyen presupuestos necesarios para el ejercicio de la acción, 
en la jurisprudencia 2a./J. 32/2019 (10a.), de rubro: "CONFLICTOS INDIVI­
DUALES DE SEGURIDAD SOCIAL. LAS PRUEBAS RELACIONADAS CON 
LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN Y LOS HECHOS QUE LA SUSTENTAN 
DEBEN OFRECERSE Y EXHIBIRSE CON LA DEMANDA, EN TÉRMINOS DEL 
AR TÍCU LO 899­C DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO.". Por lo anterior, si 
el actor omite presentar la constancia de otorgamien to o negativa de pen­
sión a que se refiere el ar tícu lo 899­C, fracción VI, de la Ley Federal del 
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Trabajo, documento que constituye un presupuesto procesal necesario 
para el ejercicio y procedencia de la acción, al ser el documento base de 
la acción o, en su caso, la solicitud de pensión respectiva, ello trae como 
consecuencia la no integración adecuada de la litis, lo que conduce a la 
improcedencia de la acción intentada.

2a./J. 42/2023 (11a.)

Amparo directo 34/2022. Instituto Mexicano del Seguro Social. 17 de mayo de 
2023. Cinco votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María 
Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Loretta Ortiz Ahlf. Secretaria: Lizbeth Berenice Monte­
alegre Ramírez.

Tesis de jurisprudencia 42/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de siete de junio de dos mil veintitrés.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 32/2019 (10a.) citada, aparece publi­
cada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 1 de marzo 
de 2019 a las 10:04 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 64, Tomo II, marzo de 2019, página 
1809, con número de registro digital: 2019409.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de junio de 2023 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de junio de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PENSIÓN POR ORFANDAD. EL NIETO SUJETO A PATRIA POTESTAD SE 
EQUIPARA A UN HIJO Y PUEDE SOLICITARLA, CUANDO ALGUNO DE LOS 
ABUELOS ASUMIÓ LAS OBLIGACIONES LEGALES EN AUSENCIA DE 
SUS PADRES. 

Hechos: Un adolescente, a través de su representante, reclamó del Instituto 
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, entre otras 
prestaciones, el otorgamien to de la pensión por orfandad a causa de la 
muerte de su abuela quien, derivado de la ausencia de sus padres, asumió 
las obligaciones y los deberes que conlleva el ejercicio de la patria potestad. 
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El Instituto negó su petición al considerar que no acreditó el víncu lo de filia­
ción con la entonces trabajadora. El peticionario promovió juicio de amparo 
indirecto en el que reclamó tal decisión, así como la regularidad constitu­
cional de los preceptos que la fundamentan, esto es, los artícu los 75 de la 
Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 
Estado abrogada y 36 del Reglamento para el Otor gamien to de Pensio­
nes de los Trabajadores Sujetos al Régimen del Artícu lo Décimo Transitorio del 
Decreto por el que se expide la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del Estado. El Juzgado de Distrito declaró la 
inconstitucionalidad de dichos preceptos y concedió la protección constitu­
cional solicitada. Inconformes las autoridades responsables, interpusieron 
recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación establece que los preceptos citados que prevén, entre otras cuestio­
nes, la pensión por orfandad a favor de los hijos son constitucionales, al no 
vulnerar los derechos de igualdad y no discriminación, en relación con el 
derecho a la seguridad social; además, al realizar una interpretación con for­
me del acto de aplicación determina que el nieto sujeto a patria potestad se 
equipara a un hijo y puede solicitar al Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del Estado la pensión por orfandad, cuando 
los abuelos la ejercieron por decisión jurisdiccional de forma previa, ante la 
ausencia de los padres, y hubiera existido dependencia económica.

Justificación: Los artícu los referidos tienen una finalidad constitucional mente 
imperiosa establecida en el artícu lo 123 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos ya que, por regla general, en materia de segu­
ridad social únicamente los hijos son beneficiarios de la pensión por orfan­
dad, toda vez que el objetivo de este derecho es proteger al núcleo familiar; 
no obstante, atendiendo a la realidad social, los nietos sujetos a patria 
potestad se equiparan a los hijos, aunque no exista un víncu lo paterno­filial, 
en los casos en que la abuela trabajadora actúe como madre del infante 
asumiendo las obligaciones y los deberes legales que les corresponden a 
los padres, derivado del ejercicio de la patria potestad de su nieto otorgado en 
un diverso juicio familiar, cuando la dependencia económica recaiga directa­
mente en ella. Interpretación que tiene como finalidad tutelar el derecho 
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a la seguridad social con motivo de la muerte de la persona trabajadora o 
pensionada y cuidar del desamparo a los miembros de la familia, de quienes 
se debe garantizar la subsistencia dada la muerte del sostén económico. 
Protección a este derecho que debe imperar desde una perspectiva amplia 
y no en un esquema restrictivo de familia, de conformidad con el artícu lo 4 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Con ello, el 
nieto sujeto a patria potestad se equipara a un hijo de la persona trabaja­
dora y puede acceder a la pensión por orfandad, cumpliendo con los requi­
sitos previstos por la normativa para su otorgamien to.

2a./J. 47/2023 (11a.)

Amparo en revisión 607/2022. María Eugenia Zúñiga Hernández, en represen­
tación del menor de edad de iniciales A.O.Z. 5 de julio de 2023. Cinco 
votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Mora­
les, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Loretta Ortiz Ahlf. Secretaria: Lizbeth Berenice Montealegre Ramírez.

Tesis de jurisprudencia 47/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del nueve de agosto de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de septiembre de 2023 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de septiembre de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PENSIÓN POR ORFANDAD. LOS ARTÍCULOS 75 DE LA LEY DEL INS­
TITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADO­
RES DEL ESTADO ABROGADA Y 36 DEL REGLAMENTO DEL ARTÍCULO 
DÉCIMO TRANSITORIO DEL DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE DICHA 
LEY, NO TRANSGREDEN LOS DERECHOS DE IGUALDAD Y NO DIS­
CRIMINACIÓN, AUN CUANDO PREVEAN COMO BENEFICIARIOS DE 
DICHA PENSIÓN A LOS HIJOS Y NO A LOS NIETOS DEL TRABAJADOR 
FALLECIDO. 

Hechos: Una persona menor de edad solicitó al Instituto de Seguridad y 
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado la pensión por orfandad 
derivada de la muerte de su abuela quien ejercía la patria potestad a su 
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favor. Dicho Instituto negó la petición en razón de que la persona menor de 
edad no acreditó el víncu lo de filiación con quien era la trabajadora, además 
de que la patria potestad se extinguió con la muerte de quien la ejercía. 
En contra de esa decisión, el quejoso promovió juicio de amparo indirecto en 
el que impugnó la regularidad constitucional de los artícu los 75 de la Ley del 
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado 
abrogada y 36 del Reglamento para el Otorgamien to de Pensiones de los 
Trabajadores Sujetos al Régimen del Artícu lo Décimo Transitorio del Decreto 
por el que se expide dicha Ley, así como su acto de aplicación. El Juez de 
Distrito concedió la protección constitucional solicitada, por lo que las auto­
ridades responsables interpusieron recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que los artícu los 75 de la Ley del Instituto de Seguri­
dad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado abrogada y 36 del 
Reglamento para el Otorgamien to de Pensiones de los Trabajadores Suje­
tos al Régimen del Artícu lo Décimo Transitorio del Decreto por el que se 
expide dicha Ley, no son violatorios de los derechos de igualdad y no dis­
criminación, en relación con el derecho a la seguridad social, aun cuando 
prevean como beneficiarios de la pensión por orfandad a los hijos y no a los 
nietos del trabajador fallecido, porque de una interpretación conforme de 
los artícu los aludidos respecto del acto de aplicación, el nieto sujeto a patria 
potestad se equipara a un hijo y puede solicitar al citado Instituto la pen­
sión por orfandad, cuando los abuelos la ejercieron por decisión jurisdiccio­
nal previa, ante la ausencia de los padres y hubiera existido dependencia 
económica.

Justificación: El hecho de que los artícu los citados establezcan como bene­
ficiarios, para efectos de la pensión de orfandad, únicamente a los hijos, no 
vulnera los derechos de igualdad y no discriminación, en relación con el 
derecho a la seguridad social. Ello es así, pues el legislador, en uso de su 
facultad configurativa, señaló las condiciones, las modalidades y el orden 
de preferencia para acceder a la pensión por orfandad respecto del cual 
estimó conveniente reconocer únicamente a los hijos como beneficiarios, 
derivado de la presunción por dependencia económica de su padre o madre 
trabajadora, ante el desamparo ocasionado por su muerte; estándar que es 
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acorde al Convenio 102 de la Organización Internacional del Trabajo, rela­
tivo a la Norma Mínima de la Seguridad Social, además de que tiene una 
finalidad constitucionalmente imperiosa establecida en el artícu lo 123 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos ya que, por regla 
general, en materia de seguridad social no es posible equiparar a los hijos 
con los nietos del beneficiario, porque este derecho tiene el objetivo de 
proteger tanto a la persona trabajadora como al núcleo familiar de la misma; 
no obstante, atendiendo a la realidad social, los nietos sujetos a patria 
potes tad se equiparan a los hijos, en los casos en que los abuelos trabajado­
res asuman las obligaciones y los deberes legales que les corresponden a los 
padres, derivado del ejercicio de la patria potestad de sus nietos otorgado 
en un diverso juicio familiar, además cuando la dependencia económica 
recaiga directamente en ellos. Por lo que la protección a este derecho debe 
imperar desde una perspectiva amplia y no en un esquema restrictivo de 
familia, de conformidad con el artícu lo 4 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Con ello, el nieto sujeto a patria potestad se 
equipara a un hijo de la persona trabajadora, y puede acceder a la pensión 
por orfandad, cumpliendo con los requisitos previstos por la normativa para 
su otorgamien to.

2a./J. 48/2023 (11a.)

Amparo en revisión 607/2022. María Eugenia Zúñiga Hernández, en represen­
tación del menor de edad de iniciales A.O.Z. 5 de julio de 2023. Cinco 
votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, 
Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponen­
te: Loretta Ortiz Ahlf. Secretaria: Lizbeth Berenice Montealegre Ramírez.

Tesis de jurisprudencia 48/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del nueve de agosto de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de septiembre de 2023 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de septiembre de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CONTRADICCIÓN DE CRITERIOS. METODOLOGÍA APLICABLE PARA DE­
TERMINAR EL ÓRGANO COMPETENTE PARA SU RESOLUCIÓN, ANTE 
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UNA DENUNCIA QUE INCLUYE DOS O MÁS SENTENCIAS DE TRIBU­
NALES COLEGIADOS DE UNA MISMA REGIÓN, SOBRE LOS CUALES 
EJERCE JURISDICCIÓN UN MISMO PLENO REGIONAL. 

Hechos: Un Tribunal Colegiado de Circuito perteneciente a la región Centro­Sur 
denunció la contradicción de criterios entre el que sostuvo al resolver un 
amparo directo respecto de la interpretación del artícu lo 20­A de la Ley 
del Servicio de Administración Tributaria, el emitido por otro Tribunal Cole­
giado de Circuito que se ubica en esa misma región y un tercer Tribunal 
Colegiado, perteneciente a la región Centro­Norte.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que cuando en una denuncia de contradicción de criterios 
planteada ante este Alto Tribunal, se haga referencia a varias sentencias de 
Tribunales Colegiados de Circuito, la metodología que debe seguirse es la 
siguiente: a) En primer lugar, deberá determinarse si son susceptibles de 
agruparse con motivo de haberse emitido por Tribunales Colegiados de Cir­
cuito que se encuentran bajo la competencia de un mismo Pleno Regional; 
b) De ser así, se hará la declaratoria de incompetencia legal respectiva y se 
remitirá al Pleno Regional que corresponda; y, c) Sólo en caso de que aún 
sobren sentencias referidas en la denuncia correspondiente, que no actualicen 
la facultad de los Plenos Regionales (que no correspondan al mismo Pleno 
Regional) y se ubiquen en los supuestos de la competencia de esta Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, se procederá a realizar el pro nunciamien to 
que conforme a derecho proceda.

Justificación: Las reformas al artícu lo 107, fracción XIII, de la Constitución 
Federal, así como a la Ley de Amparo y a la Ley Orgánica del Poder Judi­
cial de la Federación, publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 11 
de marzo y el 7 de junio de 2021, respectivamente, dieron lugar a la crea­
ción de los Plenos Regionales, los cuales tienen como objetivos, entre otros, 
resolver las contradicciones de tesis entre los Tribunales Colegiados de 
los di versos Circuitos sobre los que ejerzan jurisdicción; ampliar la compe­
tencia territorial, logrando que persista un solo criterio obligatorio en varios 
Circuitos de una misma región; así como que la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación resuelva menos contradicciones, lo cual la ayuda a enfocarse 
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en los asuntos de mayor relevancia constitucional. Objetivos que dejan en 
evidencia que se estableció un sistema piramidal, en el cual los criterios 
diversos sostenidos por los Tribunales Colegiados de distintos Circuitos, se 
unifican a través de la resolución que emita el Pleno Regional que tenga com­
petencia sobre tales órganos jurisdiccionales, y sólo después de esa unifi­
cación, procederá la contradicción de criterios ante la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación cuando existan decisiones divergentes entre los Plenos 
Regionales o en los supuestos residuales en que, por ejemplo, la con tradicción 
se entable entre Tribunales Colegiados que se encuentran en la circunscrip­
ción territorial de diversos Plenos Regionales.

2a./J. 49/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 70/2023. Entre los sustentados por el Quinto Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, el Segundo Tribu­
nal Co legiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito y 
el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décimo 
Primera Región, con residencia en Coatzacoalcos, Veracruz de Ignacio 
de la Llave, en apoyo del Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Vigésimo Circuito. 28 de junio de 2023. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez 
Potisek y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Yasmín Esquivel Mossa, quien 
manifestó que formulará voto particular. Ponente: Loretta Ortiz Ahlf. Secre­
tario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Tesis y criterios contendientes:

El Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno 
Circuito, al resolver el amparo directo 699/2018, el cual dio origen a la 
tesis aislada IX.2o.C.A.3 A (10a.), de rubro: "MULTAS POR INFRACCIONES 
FORMALES DESCUBIERTAS EN EL EJERCICIO DE LAS FACULTADES DE 
COMPROBACIÓN. LA AUTORIDAD FISCAL PUEDE ABSTENERSE 
DE IMPONERLAS, CONFORME AL ARTÍCULO 20­A DE LA LEY DEL SER­
VICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 74, enero de 2020, Tomo III, página 2610, con el número de 
registro digital: 2021486; y
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El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 138/2022, y el diverso sus­
tentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de 
la Décimo Primera Región, con residencia en Coatzacoalcos, Veracruz, 
en apoyo del Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Vigésimo 
Circuito, al resolver el amparo directo 218/2021 (cuaderno auxiliar 297/2022).

Tesis de jurisprudencia 49/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de nueve de agosto de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de agosto de 2023 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 21 de agosto de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PENSIÓN DE VIUDEZ. EL AR TÍCULO 135, FRACCIÓN II, DE LA LEY DEL 
INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJA­
DORES DEL ESTADO, EN SU TEXTO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL 
DE LA FEDERACIÓN EL 31 DE MARZO DE 2007, AL ESTABLECER QUE 
EL DERECHO A PERCIBIRLA SE PIERDE CUANDO LA PERSONA PEN­
SIO NADA CONTRAIGA NUEVAS NUPCIAS O VIVA EN CONCUBINATO, 
VIOLA LOS PRINCIPIOS DE IGUALDAD Y DE SEGURIDAD SOCIAL.

Hechos: Una persona promovió juicio de amparo indirecto contra el ar tícu lo 
135, fracción II, referido y su acto de aplicación, consistente en la suspensión 
de pago de su pensión de viudez por haber contraído nuevo matrimonio. 
El Juez de Distrito concedió el amparo contra dichos actos al considerarlos 
violatorios de los principios de igualdad y de seguridad social, e inconforme 
con esa determinación, el Presidente de la República interpuso recurso de 
revisión. Una vez que el Tribunal Colegiado de Circuito del conocimien to rea­
lizó el análisis de los aspectos atinentes a su competencia, remitió el caso 
a este Alto Tribunal para el estudio de constitucionalidad respectivo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el ar tícu lo 135, fracción II, de la Ley del Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, en su texto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 31 de marzo de 2007, al 
prever la pérdida del derecho a percibir una pensión de viudez cuando 
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el pensionado contrae nuevas nupcias o sostiene una relación de concubi­
nato, viola los principios de igualdad y de seguridad social.

Justificación: La norma de referencia no prohíbe la conformación de una 
nueva familia, sin embargo, al establecer la pérdida del derecho a percibir 
una pensión de viudez con motivo de haber contraído nuevas nupcias o 
vivir en concubinato, provoca una diferencia entre aquellas personas que, 
con posterioridad al fallecimien to de su pareja, deciden voluntariamente con­
formar una nueva relación de matrimonio o concubinato, frente a aquellas 
que deciden permanecer en dicho estado de viudez, lo cual no sólo genera 
una distinción injustificada, sino que limita a aquellas personas que han 
sufrido la pérdida de su pareja a contraer nuevamente matrimonio o a unirse 
en concubinato, ante la posible consecuencia de perder el derecho a recibir 
una pensión de viudez derivada del víncu lo anterior que las unió con la per­
sona asegurada fallecida. Además, dicha disposición restringe el derecho 
a percibir los beneficios de seguridad social que la persona trabajadora 
fallecida generó durante su vida laboral a través de las aportaciones reali­
zadas al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 
Estado con la finalidad de proteger a su cónyuge, concubina o concubinario 
al momento de su fallecimien to, siendo que ello se erige en un derecho inde­
pendiente que no puede sujetarse a la realización o no de otro derecho 
fundamental como lo es la conformación y el de sarrollo de una familia. De ahí 
que la disposición de referencia transgrede los ar tícu los 1o. y 123, apar­
tado B, fracción XI, inciso a), de la Constitución Federal.

2a./J. 50/2023 (11a.)

Amparo en revisión 207/2023. Enrique Caamal Canché. 12 de julio de 2023. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis 
María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf y Javier Laynez Potisek. Ausente: 
Alberto Pérez Dayán. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Illiana 
Camarillo González.

Tesis de jurisprudencia 50/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintitrés de agosto de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de septiembre de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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BENEFICIARIOS CONTROLADORES. EL SISTEMA NORMATIVO INTE­
GRA DO POR LOS ARTÍCULOS 32­B TER, 32­B QUÁTER Y 32­B QUIN­
QUIES DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, ASÍ COMO POR LAS 
REGLAS 2.1.47, FRACCIÓN XXI, 2.8.1.20, 2.8.1.21 Y 2.8.1.22 DE LA RESO­
LUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2022, 
QUE IMPONE LA OBLIGACIÓN DE OBTENER Y CONSERVAR, COMO 
PARTE DE LA CONTABILIDAD, Y DE PROPORCIONAR AL SERVICIO DE 
ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA, CUANDO ASÍ LO REQUIERA, LA INFOR­
MACIÓN FIDEDIGNA, COMPLETA Y ACTUALIZADA RELACIONADA CON 
AQUÉLLOS, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD EN SU VER­
TIENTE DE MOTIVACIÓN (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE 
ENERO DE 2022).

Hechos: Diversas personas morales promovieron juicio de amparo indirecto 
en el que plantearon la inconstitucionalidad de disposiciones relacionadas 
con la obligación de identificar, obtener, conservar y proporcionar al Servicio 
de Administración Tributaria la información fidedigna, completa y actuali­
zada de los beneficiarios controladores.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el sistema normativo integrado por los artícu los 32­B 
Ter, 32­B Quáter y 32­B Quinquies del Código Fiscal de la Federación, así 
como por las reglas 2.1.47, fracción XXI, 2.8.1.20, 2.8.1.21 y 2.8.1.22 de la 
Resolución Miscelánea Fiscal para el ejercicio fiscal de 2022, al imponer 
la obligación de identificar, obtener, conservar y proporcionar al Servicio de 
Administración Tributaria la información fidedigna, completa y actualizada 
de los beneficiarios controladores, respeta el principio de legalidad en su 
vertiente de motivación legislativa.

Justificación: En el proceso legislativo del sistema normativo de referencia 
se expuso que, a fin de garantizar condiciones de igualdad y dar respuesta al 
llamado del Grupo de los Veinte (G20) que invitaba a remitirse a los trabajos 
del Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI) sobre el concepto de 
beneficiario controlador, el Foro Global sobre Transparencia e Intercambio 
de Información con Fines Fiscales (Foro Global) reforzó su norma de inter­
cam bio de información bajo petición, de cara a la segunda ronda de evalua­
ciones del Grupo de Revisión entre Pares, introduciendo en sus evaluaciones 
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el concepto de beneficiario controlador. Así, se explicó que derivado de los 
acuerdos del Foro Global se introdujo el requisito de que la información del 
beneficiario controlador estuviera disponible para efectos del Estándar de 
Intercambio de Información Previa Petición con respecto a personas, estruc­
turas jurídicas relevantes y cuentas bancarias, en atención a que, tanto el 
GAFI como el Foro Global, tienen el mandato de evaluar a los países para 
confirmar la disponibilidad y la accesibilidad, por parte de las autoridades 
tributarias, de información confiable y actualizada sobre los beneficiarios 
controladores y de los vehícu los jurídicos que sean empleados en cada 
país, en tanto tal información resulta relevante para combatir la evasión 
fiscal, el financiamien to del terrorismo y el lavado de activos, por lo cual se 
consideró un compromiso ineludible que nuestro país cuente con un marco 
jurídico que garantice el cumplimien to de los estándares mínimos de trans­
parencia. En esos términos, se concluye que las consideraciones referidas 
en el proceso legislativo, valoradas a partir de un estándar de motivación 
ordinaria, son suficientes para dar origen al sistema normativo de que se 
trata, en tanto justifican el origen de la medida para cumplir los compromisos 
internacionales en materia de intercambio de información y la implementación 
de estrategias contra diversas actividades ilícitas de orden financiero.

2a./J. 51/2023 (11a.)

Amparo en revisión 109/2023. Castillo Borbolla y Asesores, S.C. y otras. 14 de 
junio de 2023. Cinco votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis 
María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Alberto 
Pérez Dayán. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique 
García de la Mora.

Tesis de jurisprudencia 51/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de treinta de agosto de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de septiembre de 2023 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de septiembre de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

BENEFICIARIOS CONTROLADORES. EL SISTEMA NORMATIVO INTE­
GRADO POR LOS ARTÍCULOS 32­B TER, 32­B QUÁTER Y 32­B QUIN­
QUIES DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, ASÍ COMO POR LAS 
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REGLAS 2.1.47, FRACCIÓN XXI, 2.8.1.20, 2.8.1.21 Y 2.8.1.22 DE LA RESO­
LUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2022, 
QUE IMPONE LA OBLIGACIÓN DE IDENTIFICAR, OBTENER, CONSERVAR 
Y PROPORCIONAR AL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA 
LA INFORMACIÓN FIDEDIGNA, COMPLETA Y ACTUALIZADA RELACIO­
NADA CON AQUÉLLOS, AL ESTABLECER A QUIÉNES LES RECAE TAL 
CARÁCTER Y EMPLEAR LA EXPRESIÓN "CUALQUIER OTRA FIGURA 
JURÍDICA", NO VULNERA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA 
(LEGIS LACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2022). 

Hechos: Diversas personas morales promovieron juicio de amparo indirecto 
en el que plantearon la inconstitucionalidad de disposiciones relacionadas 
con la obligación de identificar, obtener, conservar y proporcionar al Servicio 
de Administración Tributaria la información fidedigna, completa y actuali­
zada de los beneficiarios controladores.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el sistema normativo integrado por los artícu los 32­B Ter, 
32­B Quáter y 32­B Quinquies del Código Fiscal de la Federación, así como 
por las reglas 2.1.47, fracción XXI, 2.8.1.20, 2.8.1.21 y 2.8.1.22 de la Reso­
lución Miscelánea Fiscal para el ejercicio fiscal de 2022, al establecer a 
quiénes les recae el carácter de "beneficiario controlador" y emplear la expre­
sión "cualquier otra figura jurídica", respeta el principio de seguridad jurídica.

Justificación: Del artícu lo 32­B Quáter, fracción I, del Código Fiscal de la 
Federación, se desprende que el beneficiario controlador es una persona 
física o un grupo de personas físicas que directamente o por medio de 
otra u otras o de cualquier acto jurídico, obtiene u obtienen el beneficio 
derivado de su participación en una persona moral, un fideicomiso o cual­
quier otra figura jurídica, así como de cualquier otro acto jurídico, o es quien 
o quienes en última instancia ejerce o ejercen los derechos de uso, goce, 
disfrute, aprovechamien to o disposición de un bien o servicio o en cuyo 
nombre se realiza una transacción, aun y cuando lo haga o hagan de forma 
contingente. Por su parte, la fracción II de dicho precepto prevé que el 
bene ficiario controlador es quien, de manera directa, indirecta o de forma 
contingente, ejerza el control de la persona moral, fideicomiso o cualquier 
otra figura jurídica, precisando que se entiende que una persona física o 
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grupo de personas físicas ejerce el control cuando, a través de la titularidad 
de valores, por contrato o por cualquier otro acto jurídico, puede o pueden 
imponer, directa o indirectamente, decisiones en las asambleas generales 
de accionistas, socios u órganos equivalentes, o nombrar o destituir a la 
ma yo ría de los consejeros, administradores o sus equivalentes; mantener 
la titularidad de los derechos que permitan, directa o indirectamente, ejercer el 
voto respecto de más del 15 % (quince por ciento) del capital social, o bien, 
dirigir directa o indirectamente la administración, la estrategia o las principa­
les políticas de la persona moral, fideicomiso o cualquier otra figura jurí­
dica. Además, dicho precepto establece que tratándose de fideicomisos, se 
considerarán beneficiarios controladores el fideicomitente o fideico mitentes, 
el fiduciario, el fideicomisario o fideicomisarios, así como cualquier otra 
persona involucrada y que ejerza, en última instancia, el control efectivo en 
el contrato, aun de forma contingente. Finalmente, dicha norma establece 
que el Servicio de Administración Tributaria podrá emitir reglas de carácter 
general para la aplicación de dicho artícu lo y que para su interpretación serán 
aplicables las Recomendaciones emitidas por el Grupo de Acción Financiera 
Internacional (GAFI) y por el Foro Global sobre Transparencia e Intercambio 
de Información con Fines Fiscales establecido por la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), acorde a los estándares 
internacionales de los que México forma parte, cuando su aplicación no 
sea contraria a la naturaleza propia de las disposiciones fiscales mexicanas. 
En esos términos, la norma no deja en incertidumbre jurídica a los sujetos 
obligados, pues de su lectura se advierte con claridad a quiénes les recae 
el carácter de "beneficiario controlador" por ejercer u obtener determinados 
derechos y/o el control de la entidad o figura jurídica de que se trate. Además, 
para efectos del sistema analizado, lo relevante no es la definición de la 
expresión "cualquier otra figura jurídica", pues si bien es cierto que por su 
amplitud, efectivamente, puede ser cualquiera, también lo es que está condi­
cionada a que la persona física obtenga el beneficio derivado de su par­
ticipación mediante algún acto jurídico, o en última instancia ejerza derechos 
de uso, goce, disfrute, aprovechamien to o disposición de un bien o servicio o 
en cuyo nombre se realiza una transacción, aun y cuando lo haga de manera 
eventual, o bien, ejerza el control de la entidad o acto correspondiente.

2a./J. 52/2023 (11a.)
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Amparo en revisión 109/2023. Castillo Borbolla y Asesores, S.C. y otras. 14 de 
junio de 2023. Cinco votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis 
María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Alberto 
Pérez Dayán. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique 
García de la Mora.

Tesis de jurisprudencia 52/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de treinta de agosto de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de septiembre de 2023 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de septiembre de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

IMPUESTO SOBRE LA RENTA. LOS AR  TÍCU LOS 113­E AL 113­J DE LA 
LEY RELATIVA, EN RELACIÓN CON LAS REGLAS 3.13.1 A LA 3.13.29 
(CON EXCEPCIÓN DE LAS DIVERSAS 3.13.14 Y 3.13.16 A 3.13.18), DE 
LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL, VIGENTES PARA EL EJERCICIO 
FISCAL 2022, QUE REGULAN EL RÉGIMEN SIMPLIFICADO DE CON­
FIANZA, NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA.

Hechos: Una persona física promovió juicio de amparo indirecto contra las 
disposiciones que regulan el régimen simplificado de confianza (RESICO) 
para efectos del impuesto sobre la renta, porque en su concepto transgre­
den el principio de equidad tributaria, al no permitir que quienes solamente 
obtienen ingresos por salarios y en general por la prestación de un servicio 
personal subordinado, tributen conforme a las reglas de aquél.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que los ar  tícu los 113­E al 113­J de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, en relación con las reglas 3.13.1 a la 3.13.29 (con excepción 
de las diversas 3.13.14 y 3.13.16 a 3.13.18), de la Resolución Miscelánea 
Fiscal, vigentes para el ejercicio fiscal 2022, que conforman el sistema norma­
tivo que regula el régimen simplificado de confianza para efectos del impuesto 
sobre la renta, al estar destinado de manera optativa para las personas físi­
cas que realicen actividades empresariales, profesionales u otorguen el uso 
o goce temporal de bienes, sin resultar aplicable a quienes solamente 
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obtienen ingresos por salarios y en general por la prestación de un servicio 
personal subordinado, no transgreden el principio de equidad tributaria 
contenido en el ar  tícu lo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos.

Justificación: La actividad que realizan los contribuyentes personas físicas 
del régimen de salarios y asimilados, consiste en la prestación de un servi­
cio personal subordinado cuya característica primordial para efectos del 
impuesto sobre la renta es que se de   sempeña en condiciones de regulari­
dad y permanencia mientras subsiste la relación de trabajo o asimilada, por 
lo que la fuente de ingresos del contribuyente es constante. En cambio, los 
ingresos que perciben las personas físicas con actividades empresariales, 
profesionales o que otorgan el uso o goce temporal de bienes, se obtienen 
por actos realizados con fines de lucro cuya magnitud resulta ser variable. 
Además, como se señaló en la exposición de motivos de las normas anali­
zadas, el aspecto medular que se tomó en cuenta para establecer el régimen 
de beneficio para ciertos contribuyentes fue que se está ante actividades 
empresariales cuyo crecimien to se busca impulsar, además de incorporar al 
padrón de contribuyentes a quienes, desde la informalidad, prestan servicios 
independientes, realizan servicios profesionales u otorgan el uso o goce 
temporal de bienes, con el fin de otorgarles beneficios fiscales y administra­
tivos que no son requeridos por las personas asalariadas, por que los patrones 
son quienes efectúan las retenciones correspondientes. En tales términos, 
dado que existen diferencias objetivas entre los contribuyentes del régimen 
de salarios y asimilados, y aquellos que pueden tributar en el régimen simpli­
ficado de confianza (RESICO), en función de la fuente de riqueza gravada 
y los propósitos que se pretenden alcanzar mediante la implementación 
de dicho régimen de beneficio, se concluye que los sujetos de referencia no se 
ubican en una situación de equivalencia que exija obtener el mismo tra­
tamien to, tomando en consideración que el principio de equidad tributaria 
no sólo habilita, sino que también obliga al legislador ordinario a diseñar 
esquemas fiscales que se adecuen a las particularidades de cada catego­
ría de contribuyentes.

2a./J. 53/2023 (11a.)
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Amparo en revisión 496/2022. Verónica Baltazar Chávez. 8 de marzo de 2023. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis 
María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf y Alberto Pérez Dayán; el Minis­
tro Luis María Aguilar Morales se separó de algunas consideraciones por 
las que considera que las disposiciones reclamadas no transgreden el 
principio de equidad tributaria; la Ministra Loretta Ortiz Ahlf manifestó que 
formularía voto concurrente. Ausente: Javier Laynez Potisek. Ponente: 
Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Tesis de jurisprudencia 53/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de treinta de agosto de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de septiembre de 2023 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de septiembre de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS DE CARÁCTER FEDERAL. EL RÉ ­
GIMEN LABORAL PACTADO A TRAVÉS DE NEGOCIACIONES INDIVI­
DUA LES O COLECTIVAS, CON ANTERIORIDAD A LA FECHA EN QUE 
SE CONSIDERA DE APLICACIÓN OBLIGATORIA LA JURISPRUDENCIA 
P./J. 10/2021 (11a.), DEBE REGIR LAS RELACIONES CON SUS PERSONAS 
TRABAJADORAS. 

Hechos: Un sindicato presentó pliego de peticiones con emplazamien to a 
huelga contra un organismo descentralizado federal ante el Tribunal Laboral 
Federal de Asuntos Colectivos con sede en la Ciudad de México. La Jueza 
de Distrito consideró que carecía de competencia para conocer del asunto, 
en virtud de que el decreto de creación del organismo descentralizado esta­
blece que el régimen laboral corresponde al del apartado B del artícu lo 123 
constitucional, y con base en la jurisprudencia del Pleno de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, P./J. 10/2021 (11a.), existe libertad de configura­
ción para establecer en la ley o en los decretos de creación respectivos el 
régimen laboral de los organismos descentralizados federales; determina­
ción que tomó a pesar de encontrarse vigente un contrato colectivo de tra­
bajo que prevé un régimen laboral diverso. Contra esa resolución, el sindicato 
promovió amparo indirecto en el que sostuvo que la autoridad responsable 
era competente para conocer del procedimien to de huelga, porque en el 
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contrato colectivo de trabajo se había pactado que el régimen laboral apli­
cable era el previsto en el apartado A del artícu lo 123 constitucional. El Juz ­
gado de Distrito estimó fundados los conceptos de violación y concedió el 
amparo para el efecto de que la Jueza responsable dejara insubsistente 
el acuerdo por el que se declaró incompetente y dictara otro en el que 
acepte la competencia para conocer del expediente de huelga. Contra dicha 
resolución el organismo tercero interesado interpuso recurso de revisión y 
el sindicato revisión adhesiva. La Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determinó ejercer la facultad de atracción.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que las negociaciones individuales o colectivas pactadas 
con anterioridad a la fecha en que se considera de aplicación obligatoria la 
jurisprudencia del Pleno del Alto Tribunal P./J. 10/2021 (11a.), deben seguir 
rigiendo las relaciones laborales de los organismos descentralizados fede­
rales con sus personas trabajadoras, toda vez que la publicación y vigencia 
de dicha jurisprudencia no tienen el efecto de modificar situaciones de hecho 
ni generar inseguridad jurídica entre las partes.

Justificación: El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en 
la jurisprudencia P./J. 10/2021 (11a.), de rubro: "ORGANISMOS DESCEN­
TRALIZADOS DE CARÁCTER FEDERAL. CON BASE EN LA LIBERTAD CON­
FIGURATIVA DEL ÓRGANO DE CREACIÓN, SU RÉGIMEN LABORAL PUEDE 
REGIRSE POR EL APARTADO A O POR EL B, DEL ARTÍCULO 123 DE 
LA CONSTITUCIÓN; POR LO QUE NO RESULTA INCONSTITUCIONAL EL 
ARTÍCULO 1o. DE LA LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO 
DEL ESTADO.", estableció que el régimen laboral de un organismo descen­
tralizado debe ceñirse a la libertad de configuración del órgano de creación, 
por lo que la ley o el decreto establecerá el régimen laboral aplicable de 
cada organismo descentralizado; sin embargo, de una interpretación de la 
sentencia relativa a la solicitud de sustitución de jurisprudencia de la que 
derivó dicho criterio, se puede advertir que la publicación y la vigencia de 
aquélla no tendrá el efecto de modificar situaciones de hecho ni generar 
inseguridad jurídica entre las partes, por lo que debe respetarse lo pactado 



56

Suprema Corte de Justicia de la Nación

a través de negociaciones individuales o colectivas con el organismo 
descentra lizado.

2a./J. 54/2023 (11a.)

Amparo en revisión 88/2023. Sindicato Nacional de Trabajadores de Caminos 
y Puentes Federales de Ingresos y Servicios Conexos. 5 de julio de 2023. 
Cinco votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar 
Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: José Francisco Reyna Ochoa.

Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 10/2021 (11a.) citada, aparece publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 28 de enero de 
2022 a las 10:29 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Fede­
ración, Undécima Época, Libro 9, Tomo I, enero de 2022, página 5, con 
número de registro digital: 2024102.

Tesis de jurisprudencia 54/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de septiembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de octubre de 2023 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de octubre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CONFLICTOS LABORALES ENTRE ORGANISMOS DESCENTRALI ZA­
DOS DE CARÁCTER FEDERAL Y SUS PERSONAS TRABAJADORAS. 
LA LEGISLACIÓN PROCESAL PARA RESOLVERLOS SERÁ LA QUE 
RIJA EL RÉGIMEN DE SUS RELACIONES LABORALES. 

Hechos: Un sindicato presentó pliego de peticiones con emplazamien to a 
huelga contra un organismo descentralizado federal ante el Tribunal Laboral 
Federal de Asuntos Colectivos con sede en la Ciudad de México. La Jueza 
de Distrito consideró que carecía de competencia para conocer del asunto, 
en virtud de que el decreto de creación del organismo descentralizado esta­
blece que el régimen laboral corresponde al del apartado B del artícu lo 123 
constitucional, y con base en la jurisprudencia del Pleno de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación P./J. 10/2021 (11a.), existe libertad de configu­
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ración para establecer en la ley o en los decretos de creación respectivos 
el régimen laboral de los organismos descentralizados federales; determi­
nación que tomó a pesar de encontrarse vigente un contrato colectivo de 
tra bajo que prevé un régimen laboral diverso. Contra esa resolución, el sin­
dicato promovió amparo indirecto en el que sostuvo que la autoridad 
respon sable era competente para conocer del procedimien to de huelga, 
porque en el contrato colectivo de trabajo se había pactado que el régimen 
labo ral aplicable era el previsto en el apartado A del artícu lo 123 constitu­
cional. El Juzgado de Distrito estimó fundados los conceptos de violación y 
concedió el amparo para el efecto de que la Jueza responsable dejara insub­
sistente el acuerdo por el que se declaró incompetente y dictara otro en el 
que acepte la competencia para conocer del expediente de huelga. Contra 
dicha resolución el organismo tercero interesado interpuso recurso de revi­
sión y el sindicato revisión adhesiva. La Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determinó ejercer la facultad de atracción.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la ley procesal aplicable para la resolución de los con­
flictos laborales debe ser la que rija el régimen laboral de los organismos 
descentralizados y sus personas trabajadoras, ya sea que éste se encuentre 
previsto en la ley o en el decreto de creación de ese organismo descentra­
lizado, o bien, en las negociaciones colectivas o individuales realizadas 
previamente a la fecha en que se considera de aplicación obligatoria la 
jurisprudencia del Pleno del Alto Tribunal P./J. 10/2021 (11a.), salvo en aque­
llos casos en que las partes pacten expresamente en esa negociación alguna 
normativa procesal diversa a la que rige su relación laboral.

Justificación: Todos los organismos descentralizados federales y sus per­
sonas trabajadoras que tienen su régimen laboral acorde con un apartado 
del artícu lo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, deben ventilar sus conflictos con observancia en la ley procesal que 
rige su relación laboral, ya que no existe sustento ni justificación para consi­
derar que deba aplicarse una normativa diversa. Por lo que, estimar lo con­
trario, sería ir en contra de la libertad configurativa, tanto del Congreso de 
la Unión como del Poder Ejecutivo, así como de la voluntad de negociación 
a la que llegaron las partes de la relación laboral. Ello es así, porque en la 
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sentencia de la solicitud de sustitución de jurisprudencia 2/2020, de la que 
derivó la jurisprudencia P./J. 10/2021 (11a.) citada, se sostuvo que la vigen­
cia del nuevo criterio no modificaría las negociaciones individuales o colec­
tivas de los organismos descentralizados con sus trabajadores, y por tanto, 
éstas deben seguirse desarrollando, conforme al apartado del artícu lo 123 
de la Constitución Federal que se había pactado.

2a./J. 55/2023 (11a.)

Amparo en revisión 88/2023. Sindicato Nacional de Trabajadores de Caminos 
y Puentes Federales de Ingresos y Servicios Conexos. 5 de julio de 2023. 
Cinco votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar 
Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: José Francisco Reyna Ochoa.

Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 10/2021 (11a.), de rubro: "ORGANISMOS 
DESCENTRALIZADOS DE CARÁCTER FEDERAL. CON BASE EN LA 
LIBERTAD CONFIGURATIVA DEL ÓRGANO DE CREACIÓN, SU RÉGI­
MEN LABORAL PUEDE REGIRSE POR EL APARTADO A O POR EL B, DEL 
ARTÍCULO 123 DE LA CONSTITUCIÓN; POR LO QUE NO RESULTA 
INCONSTITUCIONAL EL ARTÍCULO 1o. DE LA LEY FEDERAL DE LOS 
TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO." citada, aparece publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 28 de enero de 2022 
a las 10:29 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Undécima Época, Libro 9, Tomo I, enero de 2022, página 5, con número 
de registro digital: 2024102.

Tesis de jurisprudencia 55/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de septiembre de dos mil 
veintitrés.

La sentencia relativa a la solicitud de sustitución de jurisprudencia 2/2020 citada, 
aparece publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Undécima Época, Libro 11, Tomo I, marzo de 2022, página 227, con número 
de registro digital: 30485.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de octubre de 2023 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de octubre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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PROTECCIÓN AL AHORRO BANCARIO. EL AR TÍCU LO 11 DE LA LEY 
RELATIVA, QUE ESTABLECE EL LÍMITE DE CUATROCIENTAS MIL UNI­
DADES DE INVERSIÓN (UDIS) PARA GARANTIZAR LOS AHORROS BAN­
CARIOS, ENTRAÑA UNA FINALIDAD COMPATIBLE CON LOS AR TÍCU LOS 
25 Y 26 DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL.

Hechos: Una persona física promovió juicio de amparo en el que impugnó el 
ar tícu lo 11 de la Ley de Protección al Ahorro Bancario, por considerar que 
es contrario a los ar tícu los 25, segundo párrafo y 26, apartado A, segundo 
párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya 
que el límite de cuatrocientas mil unidades de inversión (UDIS) previsto por 
el aludido ar tícu lo 11 para garantizar los ahorros bancarios, impide que los 
ahorradores tengan protegidas las cantidades depositadas en sus cuentas 
bancarias, así como los rendimien tos, intereses, rentas y utilidades deriva­
das de éstas. Lo anterior, tomando en cuenta que el Instituto para la Protec­
ción al Ahorro Bancario cuenta con la capacidad económica para reembolsar 
las cantidades depositadas en las instituciones bancarias. El Juzgado del 
conocimien to sobreseyó en el juicio de amparo, por lo que el quejoso inter­
puso recurso de revisión. El Tribunal Colegiado de Circuito que conoció de 
dicho recurso revocó parcialmente el sobreseimien to decretado y se declaró 
incompetente para conocer del asunto, por lo que la Suprema Corte de Jus­
ticia de la Nación asumió la competencia originaria para resolverlo, al sub­
sistir un problema de constitucionalidad de normas.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el ar tícu lo 11 de la Ley de Protección al Ahorro Ban­
cario, que establece el límite de la cantidad que se garantizará a los ahorra­
dores a través del IPAB, entraña una finalidad compatible con los ar tícu los 
25 y 26 de la Constitución General de la República.

Justificación: La rectoría económica del Estado y el sistema de planeación 
nacional del de sarrollo económico, previstos en los ar tícu lo 25 y 26 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, implican que el Estado 
adopte medidas tendientes a lograr un sistema de protección al ahorro 
bancario, a regular los apoyos financieros que se otorguen a las instituciones 
de banca múltiple para la protección de los intereses del público ahorrador, 
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así como a establecer las bases para la organización y funcionamien to de 
la entidad pública encargada de estas funciones. Para lograr lo anterior, el 
ar tícu lo 11 de la Ley de Protección al Ahorro Bancario prevé un seguro de 
depósitos que tiene por objeto minimizar los efectos negativos que acarrea 
a los ahorradores la quiebra y liquidación de instituciones bancarias, ello, 
con la finalidad última de preservar la estabilidad del sistema financiero y 
garantizar los depósitos. Ahora bien, la protección pretendida no implica 
que la norma deba llegar al extremo de anular la totalidad de los efectos del 
riesgo inherente a las operaciones realizadas con las instituciones bancarias, 
pues este proceder generaría un efecto pernicioso en el mercado financiero, 
ya que provocaría una ausencia total de análisis, previsión y medición de 
los riesgos que conlleva para ambas partes la celebración de operacio­
nes financieras que buscan, como fin último, lograr las mayores utilidades. 
En otras palabras, una cobertura total del seguro de depósitos acarrearía, 
como externalidades negativas, que los depositantes dejen de valorar la 
solidez de los bancos con los que ce lebren contratos, o bien, que los bancos 
resten importancia al riesgo que asumen para producir mayores utilidades, 
pudiendo incurrir en un mal manejo administrativo. En consecuencia, se 
colige que el límite previsto en el ar tícu lo 11 de la Ley de Protección al Ahorro 
Bancario es compatible con la rectoría económica del Estado y el sistema 
de planeación nacional del de sarrollo económico.

2a./J. 56/2023 (11a.)

Amparo en revisión 282/2023. Flavio Rodrigo Núñez Villanueva. 23 de agosto 
de 2023. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Yasmín Esquivel 
Mossa, Luis María Aguilar Morales, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez 
Dayán. Ausente: Loretta Ortiz Ahlf. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre­
tario: Héctor Hidalgo Victoria Pérez.

Tesis de jurisprudencia 56/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de septiembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de octubre de 2023 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de octubre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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PROTECCIÓN AL AHORRO BANCARIO. EL AR TÍCU LO 11 DE LA LEY 
RELATIVA, QUE ESTABLECE EL LÍMITE DE CUATROCIENTAS MIL UNI­
DADES DE INVERSIÓN (UDIS) PARA GARANTIZAR LOS AHORROS 
BAN CARIOS, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA.

Hechos: Una persona física promovió juicio de amparo en el que impugnó 
el ar tícu lo 11 de la Ley de Protección al Ahorro Bancario por transgresión al 
principio de seguridad jurídica previsto en los ar tícu los 14 y 16 de la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al considerar que restringe 
su derecho al seguro bancario al no estipular de forma clara que el Instituto 
para la Protección al Ahorro Bancario pagará el saldo de las obligaciones 
garantizadas, considerando el monto del principal y accesorios, hasta por 
una cantidad equivalente a cuatrocientas mil unidades de inversión (UDIS) 
por persona, física o moral, cualquiera que sea el número y clase de dichas 
obligaciones a su favor y a cargo de una misma institución. El Juzgado del 
conocimien to sobreseyó en el juicio de amparo, por lo que el quejoso inter­
puso recurso de revisión. El Tribunal Colegiado de Circuito que conoció de 
dicho recurso revocó parcialmente el sobreseimien to decretado y se declaró 
incompetente para conocer del asunto, por lo que la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación asumió la competencia originaria para resolverlo, al 
sub sistir un problema de constitucionalidad de normas.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el ar tícu lo 11 de la Ley de Protección al Ahorro Ban­
cario, que establece el límite de la cantidad que se garantizará a los ahorra­
dores a través del Instituto para la Protección al Ahorro Bancario, respeta el 
principio de seguridad jurídica.

Justificación: La interpretación literal del ar tícu lo 11 de la Ley de Protección 
al Ahorro Bancario, al señalar que cubrirá "hasta por una cantidad equiva­
lente a cuatrocientas mil unidades de inversión por persona, física o moral, 
cualquiera que sea el número y clase de dichas obligaciones a su favor y a 
cargo de una misma Institución", permite concluir que si el usuario tiene más 
de una cuenta u operación en un mismo banco, para efectos de la cober­
tura otorgada por el Instituto, se han de sumar los saldos de éstas, y el 
monto total será aquel que se tome como base para efecto de determinar 
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el importe a cubrir, el cual, en todos los casos, se encontrará limitado a 
cuatrocientas mil UDIS. Así, es claro que el límite señalado será aplicable al 
total de las obligaciones que cada persona, sea física o moral, ostente frente 
a una misma institución financiera, con independencia de si se trata de 
una o más obligaciones bancarias o de las condiciones que tengan éstas, 
siempre que sean a cargo del mismo banco, razón por la que el referido 
precepto no transgrede el principio de seguridad jurídica previsto en los ar­
tícu los 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

2a./J. 57/2023 (11a.)

Amparo en revisión 282/2023. Flavio Rodrigo Núñez Villanueva. 23 de agosto 
de 2023. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Yasmín Esquivel 
Mossa, Luis María Aguilar Morales, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez 
Dayán. Ausente: Loretta Ortiz Ahlf. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre­
tario: Héctor Hidalgo Victoria Pérez.

Tesis de jurisprudencia 57/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de septiembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de octubre de 2023 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de octubre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

COMPENSACIÓN SUBSIDIARIA PARA LAS VÍCTIMAS DEL DELITO. EL LÍ­
MITE DE SU MONTO (500 UMAS MENSUALES) AL QUE PUEDE OBLIGAR­
SE A PAGAR AL ESTADO PREVISTO EN EL AR TÍCU LO 67, ÚLTIMO 
PÁRRAFO, DE LA LEY GENERAL DE VÍCTIMAS, SE JUSTIFICA RAZO­
NABLEMENTE EN TÉRMINOS DE LOS PRINCIPIOS DE SUBSIDIARIE­
DAD Y COMPLEMENTARIEDAD, POR LO QUE NO ES VIOLATORIO DEL 
DERECHO DE LA VÍCTIMA A QUE SE LE REPARE EL DAÑO DE FORMA 
INTEGRAL.

Hechos: Una persona, por sí y en representación de sus menores hijos, en 
su calidad de víctimas indirectas del delito de privación ilegal de la libertad 
de la víctima directa de saparecida, posteriormente declarada judicialmente 
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presuntamente muerta, promovió amparo indirecto contra la resolución de 
la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas, por la que estimó procedente la 
compensación subsidiaria en favor de las víctimas a efecto de procurar su 
reparación integral, y determinó su monto conforme al tope de hasta qui­
nientas Unidades de Medida y Actualización mensuales, previsto por el ar­
tícu lo 67, último párrafo, de la Ley General de Víctimas. El Juzgado de Distrito 
declaró inconstitucional el ar tícu lo citado, al ser incompatible el tope o 
monto máximo para la cuantificación de la indemnización con el derecho a la 
reparación integral del daño por violaciones a derechos humanos; determi­
nación que fue controvertida mediante el recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que el límite del monto al que se podrá obligar al Estado, 
de hasta quinientas Unidades de Medida y Actualización mensuales, previsto 
en el ar tícu lo 67, último párrafo, de la Ley General de Víctimas, reformada 
mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 3 de 
enero de 2017, no restringe el derecho de la víctima a la reparación integral 
del daño, en términos de los principios de subsidiariedad y complementarie­
dad, ya que el Estado no es subsidiario respecto a la reparación integral en 
los casos de víctimas de delitos, sino sólo respecto a uno de sus compo­
nentes: la compensación.

Justificación: La compensación subsidiaria es un instrumento generado en 
favor de las víctimas de delitos con el fin de que, frente a la imposibilidad 
de que el sujeto activo del delito repare directamente los daños provocados 
en aquéllas –ya sea por sustracción de la justicia, muerte, de saparición o 
que se haya hecho valer un criterio de oportunidad–, no se les deje en estado 
de indefensión, pues en tales casos, el Estado es el que otorga una compen­
sación subsidiaria, proporcional a la gravedad del daño sufrido, con cargo 
al fondo estatal correspondiente. Lo que, por sí mismo, justifica que el legis­
lador haya fijado un monto máximo, en tanto que la obligación de compen­
sar no recae directamente en el Estado, sino más bien en el responsable de 
la comisión del delito, de ahí la subsidiariedad de la compensación. Así, la 
compensación subsidiaria, en tanto elemento integrante de un concepto 
más amplio como lo es la reparación integral del daño, debe entenderse en 
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términos de complementariedad y no de exclusión de otras figuras repara­
torias, con el fin de lograr la protección más amplia para las víctimas y de 
alcanzar la integralidad que busca la reparación. Por tanto, con indepen­
dencia de que la víctima haya obtenido algún pago por concepto de repa­
ración mediante algún medio o instrumento contemplado en la Ley General de 
Víctimas, tal situación, por sí sola, no tiene el alcance de privarla del derecho 
de acceder a la reparación integral del daño a través de diversas vías, como 
la tradicional derivada del proceso penal o la civil, de forma enunciativa, lo que 
es compatible con el principio de complementariedad reconocido en el 
ar tícu lo 72 de la citada ley general.

2a./J. 58/2023 (11a.)

Amparo en revisión 473/2022. Leticia Velasco Jiménez (representante común), 
por propio derecho y en representación de sus menores hijos. 26 de 
abril de 2023. Cinco votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis 
María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Alberto 
Pérez Dayán. Ponente: Loretta Ortiz Ahlf. Secretaria: Norma Paola Cerón 
Fernández.

Tesis de jurisprudencia 58/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de septiembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de octubre de 2023 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de octubre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

COMPENSACIÓN SUBSIDIARIA PARA LAS VÍCTIMAS DEL DELITO PRE­
VISTA EN EL AR TÍCU LO 67, ÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY GENERAL 
DE VÍCTIMAS. NO ES EQUIVALENTE NI SUSTITUYE A LA REPARACIÓN 
INTEGRAL DEL DAÑO.

Hechos: Una persona, por sí y en representación de sus menores hijos, en 
su calidad de víctimas indirectas del delito de privación ilegal de la libertad 
de la víctima directa de saparecida, posteriormente declarada judicialmente 
presuntamente muerta, promovió amparo indirecto contra la resolución de 
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la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas, por la que estimó procedente la 
compensación subsidiaria en favor de las víctimas a efecto de procurar su 
reparación integral, y determinó su monto conforme al tope de hasta quinien­
tas Unidades de Medida y Actualización mensuales, previsto por el ar tícu lo 67, 
último párrafo, de la Ley General de Víctimas. El Juzgado de Distrito declaró 
inconstitucional el ar tícu lo citado, al ser incompatible el tope o monto máximo 
para la cuantificación de la indemnización con el derecho a la reparación 
integral del daño por violaciones a derechos humanos; determinación que 
fue controvertida mediante el recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la compensación subsidiaria para las víctimas del 
delito, prevista en el ar tícu lo 67, último párrafo, de la Ley General de Vícti­
mas, reformada mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Fede­
ración el 3 de enero de 2017, no es equivalente ni sustituye a la reparación 
integral del daño o a la justa indemnización y, por tanto, para analizar su 
constitucionalidad no resultan aplicables los criterios, parámetros y requisi­
tos que rigen a la institución de dicha reparación integral.

Justificación: El ar tícu lo 27 de la Ley General de Víctimas señala que la repa­
ración integral comprenderá, entre otros elementos, la compensación que 
deberá otorgarse a la víctima de forma apropiada y proporcional a la grave­
dad del hecho punible cometido y teniendo en cuenta las circunstancias de 
cada caso, por todos los perjuicios, sufrimien tos y pérdidas económica­
mente evaluables que sean consecuencia del delito. Por su parte, el diverso 
64 de dicha ley impone que, como mínimo, la compensación incluirá la repa­
ración de los daños físico y moral de la víctima o las personas con derecho 
a esa reparación integral y lo demás previsto en dicho precepto y, que la 
compensación subsidiaria correspondiente a las víctimas de los delitos, 
señalada en el ar tícu lo 68 de esa ley, consistirá en un apoyo económico 
cuya cuantía tomará en cuenta el monto señalado en el ar tícu lo 67 de la 
misma ley, cuyo último párrafo dispone que el monto de esa compensación 
a la que se podrá obligar al Estado, en el ámbito federal o local, será de 
hasta quinientas Unidades de Medida y Actualización mensuales, y no podrá 
implicar el enriquecimien to para la víctima. Lo anterior evidencia que esta 
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compensación es solamente uno de los elementos que conforman una insti­
tución más amplia como lo es la reparación integral, entendida como el 
derecho de las víctimas a ser reparadas de manera oportuna, plena, diferen­
ciada, transformadora, integral y efectiva, por el daño que han sufrido como 
consecuencia del delito o hecho victimizante que las ha afectado, compren­
diendo medidas de restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y 
medidas de no repetición. Con lo cual, se evidencia que la compensación 
subsidiaria no es equivalente ni sustituye a la reparación integral del daño y, 
por ende, no es jurídicamente factible que la constitucionalidad del ar tícu lo 
67, último párrafo, de la ley en cuestión sea analizada conforme al parámetro 
de regularidad constitucional del derecho a la reparación integral del daño.

2a./J. 59/2023 (11a.)

Amparo en revisión 473/2022. Leticia Velasco Jiménez (representante común), 
por propio derecho y en representación de sus menores hijos. 26 de 
abril de 2023. Cinco votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis 
María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Alberto 
Pérez Dayán. Ponente: Loretta Ortiz Ahlf. Secretaria: Norma Paola Cerón 
Fernández.

Tesis de jurisprudencia 59/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de septiembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de octubre de 2023 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de octubre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DISCAPACIDAD SENSORIAL AUDITIVA. DERECHOS A LA PROTECCIÓN 
DE LA SALUD Y A LA SEGURIDAD SOCIAL DE NIÑAS, NIÑOS Y ADO­
LESCENTES. EL ARTÍCULO 42, FRACCIÓN II, DEL REGLAMENTO DE 
PRESTA CIONES MÉDICAS DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO 
SOCIAL VULNERA ESOS DERECHOS FUNDAMENTALES AL EXCLUIR 
DEL SEGURO DE ENFERMEDADES Y MATERNIDAD, ENTRE OTROS IN­
SUMOS, LOS IMPLANTES COCLEARES. 

Hechos: Diversas autoridades del Instituto Mexicano del Seguro Social 
infor maron a los padres de un menor de edad que no era factible colocarle 
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el implante coclear que requiere para el tratamien to de la hipoacusia bilateral 
profunda que padece, dado que el artícu lo 42, fracción II, del Reglamento 
de Prestaciones Médicas del Instituto Mexicano del Seguro Social excluye 
esa posibilidad. Por tal motivo, los padres del menor de edad promovieron 
juicio de amparo indirecto en el que impugnaron esa negativa, así como la 
constitucionalidad de la Ley del Seguro Social y del Reglamento citado. El Juez 
de Distrito sobreseyó en el juicio en parte y concedió el amparo y protec­
ción de la Justicia Federal respecto del acto reclamado; inconformes con 
dicha determinación, la parte quejosa y el jefe delegacional de Prestacio­
nes Médicas del Instituto Mexicano del Seguro Social, en el Estado de Baja 
California, interpusieron recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el artícu lo 42, fracción II, del Reglamento de Pres­
taciones Médicas del Instituto Mexicano del Seguro Social, al excluir del 
seguro de enfermedades y maternidad los aparatos auditivos, implantes co­
cleares, prótesis y órtesis externas, vulnera los derechos a la protección de la 
salud y a la seguridad social de niñas, niños y adolescentes derechoha bientes 
de ese instituto, que padecen una discapacidad sensorial auditiva.

Justificación: De acuerdo con el principio del interés superior de la niñez 
que se tutela en el artícu lo 4 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, así como en la Convención sobre los Derechos del Niño, todas 
las autoridades del país, en el ámbito de sus respectivas atribuciones, deben 
establecer los mecanismos necesarios para garantizar, hasta el máximo de 
los recursos disponibles, el derecho de niñas, niños y adolescentes que 
padecen alguna discapacidad a gozar del nivel más alto posible de protec­
ción a la salud y la plena realización de la seguridad social, para lo cual es 
menester que se asegure la prestación de una atención médica integral 
acorde con su condición, a fin de que mejore su calidad de vida y se facilite su 
interacción e integración social para lograr su pleno desarrollo individual. 
Bajo ese contexto, el artícu lo 42, fracción II, del Reglamento de Prestacio­
nes Médicas del Instituto Mexicano del Seguro Social, vulnera el derecho a 
la protección de la salud, así como el derecho a la seguridad social de 
niñas, niños y adolescentes derechohabientes de ese instituto que padecen 
una discapacidad sensorial auditiva, toda vez que al excluir del seguro de 
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enfermedades y maternidad los aparatos auditivos, implantes cocleares, pró­
tesis y órtesis externas, impide que tales prestaciones se otorguen, incluso, 
a través de otros organismos integrantes del Sistema Nacional de Salud y 
del Sistema de Salud para el Bienestar, mediante la celebración de conve­
nios de subrogación, coordinación y colaboración. Sin que se soslaye que 
el Estado debe adoptar las medidas que se precisen para lograr progresiva­
mente la plena efectividad del derecho a la protección de la salud, hasta el 
máximo de los recursos de que disponga, sin em bargo, de ello no deriva 
la posibilidad de que en la regulación de los institutos de seguridad social 
se excluyan, sin justificación alguna, prestaciones que se consideren nece­
sarias para el tratamien to de las discapacidades.

2a./J. 60/2023 (11a.)

Amparo en revisión 393/2023. Diego Giovani Pacheco y otros. 6 de septiembre 
de 2023. Cinco votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María 
Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Georgina Laso de la 
Vega Romero.

Tesis de jurisprudencia 60/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del dieciocho de octubre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de noviembre de 2023 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de noviembre de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

COMPROBANTES FISCALES DIGITALES POR INTERNET (CFDI) EN IDIO­
MA DISTINTO AL ESPAÑOL O CON VALORES CONSIGNADOS EN MONEDA 
EXTRANJERA. PARA EFECTOS DE LA SOLICITUD DE DEVOLUCIÓN DE 
UNA CANTIDAD AMPARADA EN DICHOS DOCUMENTOS, DEBE ACOM­
PAÑARSE LA TRADUCCIÓN CORRESPONDIENTE Y SEÑALARSE EL 
TIPO DE CAMBIO UTILIZADO POR CADA OPERACIÓN (INTERPRETA­
CIÓN DEL AR TÍCULO 28, FRACCIÓN I, APARTADO A, DEL CÓDIGO FISCAL 
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DE LA FEDERACIÓN, EN RELACIÓN CON EL 33, APARTADO B, FRAC­
CIÓN XI, DE SU REGLAMENTO).

Hechos: Una persona moral solicitó la devolución de saldo a favor por con­
cepto de impuesto al valor agregado respecto de operaciones amparadas 
por Comprobantes Fiscales Digitales por Internet que se encontraban en 
idioma inglés, razón por la que la devolución le fue parcialmente negada; 
impugnó tal resolución mediante juicio de nulidad y, al resolverse, se con­
firmó su validez. En su contra promovió juicio de amparo directo en el que 
planteó la inconstitucionalidad de los ar tícu los 28, fracción I, apartado A, del 
Código Fiscal de la Federación y 33, apartado B, fracción XI, de su Reglamen­
to, por considerar que violan los derechos de legalidad y a la seguridad 
jurídica pues, ante su redacción imprecisa, permiten que la autoridad fiscal 
determine en forma arbitraria que los Comprobantes Fiscales Digitales por 
Internet o facturas son registros o asientos contables y, por tanto, que deben 
obrar en español.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la interpretación conjunta y sistemática del ar tícu lo 28, 
fracción I, apartado A, del Código Fiscal de la Federación, en relación con 
el 33, apartado B, fracción XI, de su Reglamento, conduce a concluir que 
los Comprobantes Fiscales Digitales por Internet (CFDI), como documentos 
que integran la contabilidad, pueden plasmarse en idioma distinto al español 
e incluso contener valores consignados en moneda extranjera; sin embargo, 
para efectos de una solicitud de devolución de una cantidad amparada en 
esos documentos, debe acompañarse la traducción correspondiente y seña­
larse el tipo de cambio utilizado por cada operación.

Justificación: El sistema normativo que componen los ar tícu los 28, fracción I, 
apartado A, del Código Fiscal de la Federación y 33, apartado B, fracción XI, 
de su Reglamento, prevé la obligación de los contribuyentes de llevar los 
registros y asientos contables en español y consignar las cantidades ahí 
anotadas en moneda nacional. La obligación señalada no excluye la posi­
bilidad de que obren comprobantes fiscales en idioma diferente al español 
y con cantidades en monedas distintas a la nacional, pues los Comprobantes 
Fiscales Digitales por Internet no son registros o asientos contables, sino 
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información que ampara actos o actividades de los contribuyentes. No obs­
tante, de la interpretación conjunta y sistemática de las normas señaladas, así 
como de la Regla 2.8.1.3 de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2018, 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 22 de diciembre de 2017, 
para efectos de obtener la devolución de cantidades amparadas por esos 
documentos, es indispensable exhibir a la autoridad fiscal la traducción al 
español realizada por perito traductor autorizado por autoridad competente 
para tal efecto, del documento comprobatorio respectivo, a fin de que la auto­
ridad fiscal tenga certeza sobre su contenido frente a los registros y asien­
tos contables.

2a./J. 61/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 479/2023. Mit Pipelines, S. de R.L. de C.V. 30 de 
agosto de 2023. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Yasmín 
Esquivel Mossa, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Luis María 
Aguilar Morales. Ausente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Tesis de jurisprudencia 61/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veinticinco de octubre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de noviembre de 2023 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de noviembre de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PENSIÓN DE VIUDEZ. EL AR TÍCULO 132, FRACCIÓN I Y ÚLTIMO PÁRRAFO 
DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL, QUE CONDICIONA EL DERECHO DE 
LA PERSONA CÓNYUGE SUPÉRSTITE A RECIBIRLA A QUE EL FALLE­
CIMIENTO DE LA PERSONA TRABAJADORA O PENSIONADA HAYA 
SUCEDIDO DESPUÉS DE SEIS MESES DE QUE CONTRAJERON MATRI­
MONIO, EXCEPTO CUANDO SE COMPRUEBE QUE TUVIERON HIJOS 
EN COMÚN, ES VIOLATORIO DE LOS DERECHOS A LA IGUALDAD JURÍ­
DICA, A LA NO DISCRIMINACIÓN Y A LA SEGURIDAD SOCIAL.

Hechos: Una persona solicitó el otorgamien to de una pensión de viudez 
como consecuencia de la muerte de su cónyuge, prestación que le fue negada 
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al no haberse acreditado el requisito previsto en el ar tícu lo 132, fracción I, 
de la Ley del Seguro Social, esto es, que el matrimonio haya durado seis 
meses antes del fallecimien to de la persona trabajadora o pensionada. Incon­
forme con esa determinación, la solicitante promovió juicio de amparo indirecto 
contra la fracción I y el último párrafo del precepto citado; el Juez de Dis­
trito dictó sentencia en la que de sestimó las causas de improcedencia que se 
hicieron valer y concedió el amparo solicitado por considerar que el pre­
cepto impugnado es contrario a los derechos fundamentales a la igualdad 
jurídica, a la no discriminación y a la seguridad social. Contra dicha resolu­
ción el Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos interpuso 
recurso de revisión y la parte quejosa hizo valer revisión adhesiva. El Tribunal 
Colegiado de Circuito reservó competencia a la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación para conocer del medio de defensa interpuesto por el Ejecutivo 
Federal.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el requisito previsto en el ar tícu lo 132, fracción I y último 
párrafo, de la Ley del Seguro Social, relativo a que el matrimonio dure seis 
meses previo a la muerte de la persona trabajadora o pensionada para el 
otorgamien to de la pensión de viudez, a excepción de que quien la solicite 
acredite haber tenido hijos con aquélla, es inconstitucional, porque injustifi­
cadamente restringe los derechos a la igualdad jurídica, a la no discrimina­
ción y a la seguridad social.

Justificación: El derecho a la seguridad social previsto en el ar tícu lo 123, 
apartado A, fracción XXIX, de la Constitución Federal se traduce en una 
garan tía en favor de las personas trabajadoras cuyo objeto es protegerlas 
ante la contingencia de su muerte, lo que necesariamente implica la protec­
ción de su familia en caso de fallecimien to. Por su parte el ar tícu lo 132, 
fracción I y último párrafo, de la Ley del Seguro Social, condiciona la proce­
dencia de la pensión de viudez a que la muerte de la persona trabajadora 
o pensionada no ocurra dentro del periodo de seis meses posterior a la cele­
bración del matrimonio, limitante que no será aplicable cuando al morir la 
persona trabajadora o pensionada, la persona cónyuge supérstite com­
pruebe haber tenido hijos con aquélla. Lo anterior es inconstitucional toda 
vez que el legislador no señaló en la exposición de motivos justificación 
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alguna del porqué el trato diferente otorgado a la persona cónyuge supérs­
tite, en el caso de lo previsto en el ar tícu lo 132 aludido, ni ello se aprecia del 
propio contexto de la ley, por lo que debe estimarse que tal exclusión resulta 
injustificada y, por ende, violatoria de los derechos fundamentales a la igual­
dad jurídica, a la no discriminación y a la seguridad social previstos en la 
propia Constitución Federal.

2a./J. 63/2023 (11a.)

Amparo en revisión 470/2023. Alma Sánchez Rodríguez. 4 de octubre de 2023. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Loretta 
Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Luis María Aguilar Morales. Ausente: 
Alberto Pérez Dayán. Ponente: Loretta Ortiz Ahlf. Secretarias: Lizbeth 
Berenice Montealegre Ramírez y Jimena Sofía Viveros Álvarez.

Tesis de jurisprudencia 63/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de ocho de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de diciembre de 2023 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 4 de diciembre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

APORTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL DURANTE EL ESTADO DE 
HUELGA. LA PARTE PATRONAL DEBE INSCRIBIR A SUS PERSONAS 
TRABAJADORAS ANTE EL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL 
Y MANTENER EL ALTA PARA QUE ÉSTE LES OTORGUE PRESTACIONES 
MÉDICAS, SIN QUE AQUÉLLA ESTÉ OBLIGADA A PAGAR LAS CUOTAS 
OBRERO­PATRONALES CORRESPONDIENTES.

Hechos: En un juicio laboral iniciado con motivo de un despido, una persona 
demandó su reinstalación y el pago de cuotas obrero­patronales. Al dar 
contestación la empleadora manifestó, entre otras cuestiones, que sus ins­
talaciones se encontraban en estado de huelga por lo que, de ser el caso, 
no podría dar cumplimien to a lo anterior. Seguido el juicio en sus etapas, la 
Junta de origen dictó laudo en el que, en esencia, condenó a la patronal a 
reinstalar a la persona trabajadora y a pagar las aportaciones de seguridad 
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social desde la fecha del despido y durante el tiempo que dure la huelga. 
Inconforme con esa determinación, la demandada promovió juicio de amparo 
directo; asimismo, la parte actora presentó demanda de amparo adhesivo 
y, seguidos en sus trámites ante el Tribunal Colegiado de Circuito correspon­
diente, se resolvió negar el amparo principal y declarar sin materia el adhe­
sivo. Contra la resolución anterior la parte demandada interpuso recurso de 
revisión y la actora hizo valer recurso de revisión adhesivo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que durante el tiempo que dure la huelga, la patronal no 
está obligada a cubrir las cuotas obrero­patronales respectivas hasta que 
las partes celebren convenio que sea aprobado por autoridad competente 
o ésta resuelva el conflicto y determine lo relativo a dichas aportaciones. 
No obstante, durante ese periodo la empleadora debe inscribir a sus per­
sonas trabajadoras ante el Instituto Mexicano del Seguro Social –en caso 
de despido injustificado declarado antes de la primera etapa del proce­
dimien to de huelga– y mantener el alta para que éstas estén en aptitud de 
solicitar y recibir las prestaciones médicas que ese organismo brinda y, a su 
vez, pueda garantizar su otorgamien to.

Justificación: En los ar tícu  los 447 de la Ley Federal del Trabajo y 109, último 
párrafo, de la Ley del Seguro Social, se establece que la huelga es causa 
legal de suspensión de los efectos de las relaciones laborales y que las 
personas trabajadoras que se encuentren en ese estado tendrán derecho 
a recibir prestaciones médicas. Por lo tanto, los preceptos jurídicos referidos 
deben interpretarse de forma neutral y armónica, ya que los sujetos afecta­
dos por el estado de huelga están en una situación análoga en cuanto a sus 
efectos, tomando en cuenta que es posible que aquélla exista por causas 
que no son impu tables a la parte patronal o que resulte ilegal –lo que tendría 
como consecuencia la terminación de la relación de trabajo de las perso­
nas huelguistas–, razón por la cual se estima que no es justificado que la 
parte empleadora resienta una carga adicional a las consecuencias genera­
das por la paralización de su fuente de trabajo, como lo es pagar aportacio­
nes de seguridad social pese a que las relaciones laborales se encuentren 
suspendidas, en tanto no se resuelve en definitiva dicho conflicto, para lo 
cual se previó que sería el propio Instituto Mexicano de Seguro Social quien 
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asumiría la carga de prestar esos servicios hasta que las partes celebren con ­
venio que sea aprobado por autoridad competente o ésta resuelva el conflicto, 
así como lo relativo a esas aportaciones.

2a./J. 65/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 174/2023. Industrial Minera México, S.A. de C.V., 
Unidad Taxco. 27 de septiembre de 2023. Unanimidad de cuatro votos 
de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Loretta 
Ortiz Ahlf y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Javier Laynez Potisek. Ponente: 
Loretta Ortiz Ahlf. Secretaria: Lizbeth Berenice Montealegre Ramírez.

Tesis de jurisprudencia 65/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de ocho de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de noviembre de 2023 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 21 de noviem­
bre de 2023, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ACCESIBILIDAD. LA DENEGACIÓN DE ACCESO AL ENTORNO FÍSICO, 
EL TRANSPORTE Y LOS SERVICIOS, ENTRE OTROS, CONSTITUYE UN 
TRATO DISCRIMINATORIO QUE DEBE ANALIZARSE BAJO LA ÓPTICA 
DE LA IGUALDAD SUSTANTIVA.

Hechos: Un grupo de personas con discapacidad visual promovieron un 
juicio de amparo indirecto, en el cual argumentaron que diversas autoridades 
federales y locales incumplieron con su obligación de garantizar los derechos 
a la accesibilidad y movilidad de las personas con discapacidad en el Metro 
de la Ciudad de México. Correspondió a la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación conocer del amparo en revisión.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la accesibilidad es un elemento indispensable para 
que las personas con discapacidad puedan vivir de forma independiente y 
participar en todos los aspectos de la vida en igualdad de condiciones con 
las demás personas, por lo tanto, la denegación de acceso al entorno físico, 
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el transporte y los servicios, entre otros, constituye un trato discriminatorio 
que debe analizarse bajo la óptica de la igualdad sustantiva.

Justificación: La accesibilidad se traduce en la obligación de eliminar los 
obstácu los y las barreras para asegurar el acceso de las personas con 
discapacidad al entorno físico, el transporte, la información y las comunica­
ciones, incluidos los sistemas y tecnologías de la información y las comuni­
caciones, así como al resto de los servicios de uso público o abiertos al 
público. Entonces, si la accesibilidad es un elemento indispensable para 
que las personas con discapacidad puedan vivir de forma independiente y 
participar en todos los aspectos de la vida en igualdad de condiciones 
con las demás personas, la denegación de acceso al entorno puede tradu­
cirse en un factor de discriminación que deberá ser analizado bajo esa óptica. 
En ese sentido, y de conformidad con la tesis aislada de esta Segunda Sala 
2a. XLVIII/2020 (10a.), de rubro: "DERECHO A LA IGUALDAD SUSTAN­
TIVA. LAS POLÍTICAS PÚBLICAS LO TRANSGREDEN CUANDO DESCO­
NOCEN LAS NECESIDADES Y DESVENTAJAS A LAS QUE SE ENFRENTAN 
LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD.", no basta con dar un tratamien to 
igual a las personas con discapacidad, sino que es necesario que se reco­
nozcan las barreras y las dificultades a las que se enfrentan éstas y que las 
políticas públicas se adapten a dichas necesidades.

2a./J. 66/2023 (11a.)

Amparo en revisión 686/2022. Celia Cornejo Vaca, Alejandro Galicia López y 
Pedro Rojas Gómez. 17 de mayo de 2023. Cinco votos de los Ministros 
Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, 
Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretaria: Paula Ximena Méndez Azuela.

Nota: La tesis aislada 2a. XLVIII/2020 (10a.) citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 13 de noviembre de 2020 
a las 10:24 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 80, Tomo II, noviembre de 2020, página 1134, con 
número de registro digital: 2022401.
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Tesis de jurisprudencia 66/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de ocho de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de noviembre de 2023 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 21 de noviem­
bre de 2023, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ACCESIBILIDAD. ES OBLIGACIÓN DE LAS AUTORIDADES ELIMINAR 
OBSTÁCU LOS Y BARRERAS PARA ASEGURAR EL ACCESO DE LAS PER­
SONAS CON DISCAPACIDAD AL ENTORNO EN IGUALDAD DE CON­
DICIONES.

Hechos: Un grupo de personas con discapacidad visual promovieron un 
juicio de amparo indirecto, en el cual argumentaron que diversas autoridades 
federales y locales incumplieron con su obligación de garantizar los derechos 
a la accesibilidad y movilidad de las personas con discapacidad en el Metro 
de la Ciudad de México. Correspondió a la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación conocer del amparo en revisión.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la accesibilidad debe entenderse como la obligación 
a cargo de las autoridades de eliminar obstácu los y barreras para asegurar el 
acceso de las personas con discapacidad al entorno en igualdad de condi­
ciones. Para lograr lo anterior, las autoridades deberán: 1) identificar barreras; 
2) adaptar, modificar o crear entornos accesibles; 3) concientizar y sensibilizar 
a todas las personas involucradas en los problemas de accesibilidad; 4) super­
visar las medidas de accesibilidad; y, 5) de   sarrollar, promulgar y supervisar 
las normas sobre accesibilidad.

Justificación: La accesibilidad se traduce en la obligación de eliminar los 
obstácu los y las barreras para asegurar el acceso de las personas con dis­
capacidad, en igualdad de condiciones, al entorno físico, el transporte, la 
información y las comunicaciones, incluidos los sistemas y las tecnologías 
de la información y las comunicaciones, así como al resto de los servicios de 
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uso público o abiertos al público. Para garantizar la accesibilidad, las auto­
ridades deberán llevar a cabo, en el ámbito de sus respectivas competen­
cias, las siguientes acciones: 1) Identificación de barreras: la obligación de 
accesibilidad se refiere, en primer lugar, a la identificación de obstácu los y 
barreras para su posterior eliminación. De manera enunciativa, las autorida­
des deben identificar barreras en los edificios, las vías públicas, el transporte 
y otras instalaciones exteriores e interiores como escuelas, viviendas, instala­
ciones médicas y lugares de trabajo; 2) Adaptación, modificación o creación: 
una vez identificadas las barreras, las autoridades deben tomar acciones para 
eliminarlas progresivamente y para no reproducir esas barreras en los nue­
vos objetos, infraestructuras, bienes, servicios y tecnologías, entre otros. En el 
caso de las cosas preexistentes, debe cumplirse gradualmente con la obli­
gación de accesibilidad, que no significa que los Estados lo podrán hacer 
en un futuro incierto, sino que se deben fijar plazos y asignar recursos para 
eliminar las barreras existentes; 3) Concientización y sensibilización: en oca­
siones la falta de accesibilidad se debe a la falta de consciencia tanto de 
quienes tienen a su cargo cumplir con las obligaciones de accesibilidad, 
como de la población en general. Por ello, las autoridades competentes tienen 
la obligación de ofrecer formación a todas las personas involucradas en los 
problemas de accesibilidad; 4) Supervisión de las medidas: una vez que 
las autoridades han implementado las medidas de accesibilidad, resulta fun­
damental que existan mecanismos de supervisión efectivos que garanticen 
la accesibilidad, es decir, no resulta suficiente que se eliminen las barreras 
y se hagan las adaptaciones necesarias para garantizar la accesibilidad, sino 
que se requiere una participación posterior que asegure que esas medidas 
están siendo efectivamente aplicadas; y, 5) De  sarrollo, promulgación y super­
visión de normas sobre accesibilidad: las autoridades competentes deben 
revisar su legislación sobre accesibilidad o emitir una para asegurar que 
las entidades públicas y privadas tomen en cuenta y respeten el derecho a la 
accesibilidad de las personas con discapacidad. Esas reformas o creaciones 
normativas requieren de la participación estrecha y consulta con las perso­
nas con discapacidad. Asimismo, es necesario que se prevean y apliquen 
sanciones contra quienes incumplan las normas de accesibilidad.

2a./J. 67/2023 (11a.)
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Amparo en revisión 686/2022. Celia Cornejo Vaca, Alejandro Galicia López y 
Pedro Rojas Gómez. 17 de mayo de 2023. Cinco votos de los Ministros 
Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, 
Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretaria: Paula Ximena Méndez Azuela.

Tesis de jurisprudencia 67/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de ocho de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de noviembre de 2023 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 21 de noviem­
bre de 2023, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

MEDIDAS DE ACCESIBILIDAD. LA OBLIGACIÓN DE LAS AUTORIDADES 
NO SE AGOTA EN SU IMPLEMENTACIÓN, SINO QUE IMPLICA UN DEBER 
AMPLIO Y CONTINUO DE SUPERVISIÓN.

Hechos: Un grupo de personas con discapacidad visual promovieron un 
juicio de amparo indirecto, en el cual argumentaron que diversas autoridades 
federales y locales incumplieron con su obligación de garantizar los derechos 
a la accesibilidad y movilidad de las personas con discapacidad en el Metro 
de la Ciudad de México. Correspondió a la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación conocer del amparo en revisión.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que la accesibilidad se traduce en un deber amplio y continuo 
que impone la obligación a las autoridades de supervisar, de manera conti­
nua, que las medidas de accesibilidad implementadas continúen funcionando 
adecuadamente, pues su idoneidad y efectividad son condiciones que veri­
fican el cumplimien to de la obligación del Estado.

Justificación: La obligación de adoptar medidas de accesibilidad no se 
agota en la implementación de políticas o la adopción de medidas una vez 
que las autoridades identifican barreras para las personas con discapaci­
dad. Por el contrario, una de las notas distintivas del derecho a la movilidad es 
la obligación que impone a cargo de las autoridades de supervisar, de manera 
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continua, que las medidas de accesibilidad implementadas continúen funcio­
nando adecuadamente, pues la idoneidad de las medidas de accesibilidad 
y su efectividad son condiciones que verifican el cumplimien to de la obliga­
ción del Estado. En efecto, el ar  tícu lo 9, numeral 2, inciso a), de la Convención 
sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad dispone no solamente 
la obligación de de   sarrollar y promulgar normas mínimas y directrices sobre 
accesibilidad, sino también la obligación de verificar su aplicación y funcio­
namien to. Así, los Estados deben supervisar la accesibilidad mediante el 
establecimien to de mecanismos de fiscalización efectivos que, además de 
garantizar la accesibilidad, prevean: 1) la posibilidad de que las personas 
con discapacidad expresen su opinión en torno a la idoneidad y efectividad de 
las medidas; 2) la posibilidad de modificarlas o adaptarlas en caso de estimarse 
necesario; y, 3) las sanciones frente al incumplimien to de las autoridades.

2a./J. 68/2023 (11a.)

Amparo en revisión 686/2022. Celia Cornejo Vaca, Alejandro Galicia López y 
Pedro Rojas Gómez. 17 de mayo de 2023. Cinco votos de los Ministros 
Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier 
Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Paula Ximena Méndez Azuela.

Tesis de jurisprudencia 68/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de ocho de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de noviembre de 2023 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 21 de noviem­
bre de 2023, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

AJUSTES RAZONABLES Y MEDIDAS DE ACCESIBILIDAD. SU DISTINCIÓN.

Hechos: Un grupo de personas con discapacidad visual promovieron un 
juicio de amparo indirecto, en el cual argumentaron que diversas autoridades 
federales y locales incumplieron con su obligación de garantizar los derechos 
a la accesibilidad y movilidad de las personas con discapacidad en el Metro 
de la Ciudad de México. Correspondió a la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación conocer del amparo en revisión.
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Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que aun cuando las medidas de accesibilidad y los ajustes 
razonables se encuentran estrechamente relacionados, es preciso distinguir­
los: los ajustes razonables son aquellas medidas encaminadas a eliminar 
barreras en favor de las personas con discapacidad y consisten en modifica­
ciones o adaptaciones al entorno, que además de ser necesarias y adecuadas, 
no deberán imponer una carga desproporcionada o indebida para el garante 
del derecho. Por su parte, las medidas de accesibilidad son progresivas, las 
autoridades tienen la obligación de implementarlas sin necesidad de que 
sean solicitadas por alguna persona y buscan tener efectos generales, es 
decir, atender a las personas con discapacidad en general. Así, los ajustes 
razonables son de realización inmediata, es decir, se deben implementar 
cuando los solicita una persona y tienen la pretensión de atenderla en lo 
individual, pues buscan eliminar aquellas barreras a las que específicamente 
se enfrenta, y deben implementarse para acceder a situaciones o entornos 
no accesibles, o cuando la necesidad de la persona no puede ser cubierta 
por el diseño universal.

Justificación: La accesibilidad y los ajustes razonables son dos de las obliga­
ciones que impone la Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad. La accesibilidad, por un lado, se traduce en la obligación de 
eliminar obstácu los y barreras para asegurar el acceso de las personas con 
discapacidad, en igualdad de condiciones, al entorno físico, el transporte, la 
información y las comunicaciones, incluidos los sistemas y las tecnologías 
de la información y las comunicaciones, así como al resto de los servicios de 
uso público o abiertos al público. Los ajustes razonables, por su parte, se 
definen como aquellas modificaciones y adaptaciones necesarias y adecua­
das que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se 
requieran en un caso particular, para garantizar a las personas con disca­
pacidad el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás 
personas, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales. Los 
ajustes razonables tienen, además, dos funciones muy específicas: 1) cuando 
una persona los requiera para acceder a situaciones o entornos no accesi­
bles; y, 2) cuando una persona tiene una discapacidad específica que no 
puede ser cubierta por el diseño universal. Así, de las definiciones de ambos 
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conceptos se desprende que las medidas de accesibilidad son una obliga­
ción ex ante, es decir, el Estado tiene la obligación de garantizar la accesibili­
dad antes de que haya alguna petición individual. Estas medidas dependen 
de normas y políticas públicas de accesibilidad que deben emitir los Estados 
para lograr que, progresivamente, todos los bienes y los servicios sean acce­
sibles. La accesibilidad, entonces, es una obligación proactiva y sistémica. 
Por su parte, los ajustes razonables son medidas que se otorgan por una 
necesidad específica, en un caso particular, a petición de la persona que 
los requiere. En ese sentido, es posible observar que mientras la accesibi­
lidad se relaciona con grupos de personas, los ajustes razonables tienen 
una dimensión individual.

2a./J. 69/2023 (11a.)

Amparo en revisión 686/2022. Celia Cornejo Vaca, Alejandro Galicia López y 
Pedro Rojas Gómez. 17 de mayo de 2023. Cinco votos de los Ministros 
Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, 
Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretaria: Paula Ximena Méndez Azuela.

Tesis de jurisprudencia 69/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de ocho de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de noviembre de 2023 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 21 de noviem­
bre de 2023, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHO A LA MOVILIDAD. SUS DIMENSIONES INDIVIDUAL Y CO­
LECTIVA.

Hechos: Un grupo de personas con discapacidad visual promovieron un jui­
cio de amparo indirecto, en el cual argumentaron que diversas autoridades 
federales y locales incumplieron con su obligación de garantizar los derechos 
a la accesibilidad y movilidad de las personas con discapacidad en el Metro 
de la Ciudad de México. Correspondió a la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación conocer del amparo en revisión.
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Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el derecho a la movilidad debe ser entendido a partir de 
sus dimensiones individual y colectiva. Así, mientras la dimensión individual 
se refiere a la posibilidad que tiene toda persona de desplazarse en condi­
ciones de libertad, la dimensión colectiva se refiere a la existencia de diver­
sos medios que permitan la movilidad de las personas según su modo de 
vida, y que permitan la satisfacción de sus necesidades y el de   sarrollo de la 
población, en beneficio de la colectividad.

Justificación: El derecho a la movilidad se define como el derecho de toda 
persona y de la colectividad a disponer de un sistema integral de movilidad de 
calidad y aceptable, suficiente y accesible que, en condiciones de igual­
dad y sostenibilidad, permita el efectivo desplazamien to de todas las per­
sonas en un territorio para la satisfacción de sus necesidades y pleno 
de   sarrollo. En este sentido, debe destacarse que el derecho a la movilidad 
tiene tanto una dimensión individual como una dimensión colectiva. En su 
dimensión individual, el derecho a la movilidad se traduce en la posibilidad 
que tiene cada persona de decidir libremente tanto sus movimien tos como 
la manera de de   sarrollarlos. En su dimensión colectiva, el derecho a la 
movilidad supone el derecho de todas las personas y de la sociedad a 
la coexistencia de varias formas de movilidad, que respondan a diversos 
modos de vida, y que permitan la satisfacción de necesidades.

2a./J. 70/2023 (11a.)

Amparo en revisión 686/2022. Celia Cornejo Vaca, Alejandro Galicia López y 
Pedro Rojas Gómez. 17 de mayo de 2023. Cinco votos de los Ministros 
Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, 
Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretaria: Paula Ximena Méndez Azuela.

Tesis de jurisprudencia 70/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de ocho de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de noviembre de 2023 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 21 de noviem­
bre de 2023, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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DERECHO A LA MOVILIDAD. LAS AUTORIDADES DEBEN GARANTIZAR 
QUE SE CUMPLA EN CONDICIONES DE SEGURIDAD VIAL, ACCESIBILI­
DAD, EFICIENCIA, SOSTENIBILIDAD, CALIDAD, INCLUSIÓN E IGUALDAD.

Hechos: Un grupo de personas con discapacidad visual promovieron un 
juicio de amparo indirecto, en el cual argumentaron que diversas autoridades 
federales y locales incumplieron con su obligación de garantizar los derechos 
a la accesibilidad y movilidad de las personas con discapacidad en el Metro 
de la Ciudad de México. Correspondió a la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación conocer del amparo en revisión.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que las autoridades encargadas de garantizar el derecho a la 
movilidad deben observar que éste se dé en condiciones de seguridad vial, 
accesibilidad, eficiencia, sostenibilidad, calidad, inclusión e igualdad.

Justificación: La movilidad es la posibilidad que tiene cada persona de des­
plazarse libremente con el propósito de alcanzar diversos fines que dan valor 
a su vida. En este sentido, la garantía del derecho a la movilidad debe rea­
lizarse en cumplimien to de las siguientes condiciones: 1) seguridad vial: el 
sistema de movilidad debe considerar la prevención del delito y de violacio­
nes a derechos humanos, así como la reducción de accidentes que pueden 
tener como consecuencia una afectación a la integridad física o a la vida de 
las personas; 2) accesibilidad: la movilidad se tiene que garantizar a todas las 
personas, asegurando que el sistema de movilidad cuente con accesibili­
dad física, accesibilidad económica, sin discriminación, tomando en cuenta 
que se debe acondicionar a las necesidades específicas de algunos grupos, 
y con acceso a la información; 3) eficiencia: el sistema de movilidad debe 
ser el adecuado para cumplir con su función y ha de buscar que las personas 
puedan desplazarse de un lugar a otro del modo más eficiente posible; 4) sos­
tenibilidad: el sistema de movilidad debe planearse procurando el menor 
impacto posible al medio ambiente, específicamente, con planificación y 
tecnología que controle, reduzca y prevenga la emisión de gases de efecto 
invernadero; 5) calidad: el sistema de movilidad debe garantizar que los 
espacios, tecnologías, infraestructura y demás elementos que lo confor­
man se encuentran en buen estado y cumplen con las condiciones mínimas 
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de seguridad e higiene; además, el servicio que se provea debe de   sempe­
ñarse por personas capacitadas que den un trato idóneo a las personas 
usuarias, e incluye también la obligación de dar mantenimien to al sistema de 
movilidad; y 6) inclusión e igualdad: el sistema de movilidad debe asegurar 
que nadie quede excluido del ejercicio del derecho a la movilidad, tomando 
en cuenta que en algunas ocasiones la igualdad va más allá de no negar el 
acceso, sino que necesita de medidas específicas para garantizar que los 
espacios y mecanismos de movilidad pueden ser utilizados por todas las per­
sonas en igualdad de condiciones.

2a./J. 71/2023 (11a.)

Amparo en revisión 686/2022. Celia Cornejo Vaca, Alejandro Galicia López y 
Pedro Rojas Gómez. 17 de mayo de 2023. Cinco votos de los Ministros 
Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, 
Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretaria: Paula Ximena Méndez Azuela.

Tesis de jurisprudencia 71/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de ocho de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de noviembre de 2023 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 21 de noviem­
bre de 2023, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ACCESIBILIDAD EN LOS SISTEMAS DE MOVILIDAD. SU AUSENCIA NO 
SÓLO CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN A LOS DERECHOS A LA ACCESI­
BILIDAD Y A LA MOVILIDAD, SINO ADEMÁS UNA DISCRIMINACIÓN 
POR MOTIVOS DE DISCAPACIDAD.

Hechos: Un grupo de personas con discapacidad visual promovieron un 
juicio de amparo indirecto, en el cual argumentaron que diversas autoridades 
federales y locales incumplieron con su obligación de garantizar los derechos 
a la accesibilidad y movilidad de las personas con discapacidad en el Metro 
de la Ciudad de México. Correspondió a la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación conocer del amparo en revisión.
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Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la falta de accesibilidad en los sistemas de movilidad 
tiene el efecto de excluir a las personas con discapacidad del uso de dichos 
sistemas, por lo cual no solamente constituye una violación a los derechos a 
la accesibilidad y a la movilidad, sino además una discriminación por moti­
vos de discapacidad. Las autoridades competentes tienen la obligación de 
adoptar medidas encaminadas a asegurar que las personas con discapa­
cidad puedan hacer uso de todo el sistema de movilidad, y que lo puedan 
hacer con la mayor independencia posible.

Justificación: Las personas con discapacidad y los demás usuarios deben 
tener la posibilidad de desplazarse por las calles sin barreras, entrar en vehícu ­
los accesibles de piso bajo, acceder a la información y a la comunicación, 
y entrar en edificios de diseño universal y desplazarse dentro de ellos. Sin 
accesibilidad en los sistemas de movilidad, las personas con discapacidad 
no pueden hacer uso de dichos sistemas en igualdad de condiciones con 
el resto de las personas usuarias. Ahora bien, de conformidad con el ar  tícu lo 
2 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, 
"discriminación por motivos de discapacidad" se entiende, entre otras 
cosas, como la exclusión o restricción por motivos de discapacidad que tenga 
el propósito o efecto de obstaculizar el goce o ejercicio de derechos, en 
igualdad de condiciones. Por ello, un sistema de movilidad que no garantiza 
que las personas con discapacidad puedan hacer uso de los diversos medios 
de transporte disponibles, no solamente constituye una violación a los dere­
chos a la accesibilidad y a la movilidad, sino además una discriminación 
por motivos de discapacidad. Ello se traduce, además, en que las autorida­
des tienen la obligación de adoptar medidas encaminadas a asegurar que 
las personas con discapacidad puedan hacer uso de todo el sistema de 
movilidad y lo hagan con la mayor independencia posible.

2a./J. 72/2023 (11a.)

Amparo en revisión 686/2022. Celia Cornejo Vaca, Alejandro Galicia López y 
Pedro Rojas Gómez. 17 de mayo de 2023. Cinco votos de los Ministros 
Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, 
Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretaria: Paula Ximena Méndez Azuela.
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Tesis de jurisprudencia 72/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de ocho de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de noviembre de 2023 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 21 de noviem­
bre de 2023, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PROCEDIMIENTO LABORAL. EL ARTÍCULO 873­A, PÁRRAFO SÉPTI­
MO, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, AL ESTABLECER LA POSIBI­
LIDAD DE OFRECER PRUEBAS PARA DEMOSTRAR QUE EL ACTOR 
NO ERA TRABAJADOR, QUE NO EXISTIÓ EL DESPIDO O QUE NO SON 
CIERTOS LOS HECHOS AFIRMADOS POR LA ACTORA EN SU DEMANDA, 
CUANDO EL DEMANDADO NO LA CONTESTA O LO HACE FUERA DEL 
PLAZO CONCEDIDO, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE IGUALDAD. 

Hechos: Una persona física promovió juicio de amparo directo en contra de 
una resolución de un Tribunal Laboral Federal de Asuntos Individuales en el 
Estado de Oaxaca, en la que determinó, entre otras cosas, que el artícu lo 
873­A, párrafo séptimo, de la Ley Federal del Trabajo, no era contrario al 
principio de igualdad. 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el artícu lo 873­A, párrafo séptimo, de la Ley Federal 
del Trabajo no es contrario al principio de igualdad, dado que no regula situa­
ciones de hecho similares en las que participen las partes actora y deman­
dada en un juicio laboral. 

Justificación: De la lectura de los párrafos sexto y séptimo del artícu lo 873­ A 
de la Ley Federal del Trabajo, se advierte que cuando la parte demandada 
no da contestación a la demanda o lo hace de forma extemporánea, la conse­
cuencia es que se tendrán por admitidas las peticiones de la parte actora 
que no sean contrarias a la ley, sin perjuicio de que hasta antes de la audien­
cia preliminar ofrezca pruebas en contrario para demostrar únicamente que: 
1) el actor no era trabajador o patrón; 2) no existió el despido; o, 3) no son 
ciertos los hechos afirmados en la demanda. La finalidad del párrafo sépti­
mo citado consiste en establecer una consecuencia o sanción en caso de 
que la parte demandada no conteste la demanda o no lo haga dentro del plazo 
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concedido, es decir, se busca sancionarla por no cumplir en tiempo y forma con 
las cargas procesales que le corresponden conforme a la ley laboral. En ese 
sentido, dicha porción normativa no infringe el principio de igualdad, ya que 
la parte actora y la demandada no se encuentran en una situación equipa­
rable para efecto de determinar si esa norma en específico les da un trato 
distinto, pues regula un supuesto de hecho determinado que únicamente 
puede ser aplicable a la parte demandada y no a la parte actora, ya que la 
primera es la única que tiene la carga procesal de contestar la demanda en 
tiempo y forma, por lo que no se le podría aplicar la sanción en comento a 
la parte actora.

2a./J. 74/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 855/2023. Jared Alberto Castañeda Cruz. 18 de 
octubre de 2023. Cinco votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, 
Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y 
Alberto Pérez Dayán. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretario: 
Luis Alberto Martínez Díaz. 

Tesis de jurisprudencia 74/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de quince de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fe­
deración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PROCEDIMIENTO LABORAL. EL ARTÍCULO 873­A, PÁRRAFO SÉPTIMO, 
DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, AL ESTABLECER LA POSIBILI­
DAD DE OFRECER PRUEBAS PARA DEMOSTRAR QUE EL ACTOR NO 
ERA TRABAJADOR, QUE NO EXISTIÓ EL DESPIDO O QUE NO SON 
CIERTOS LOS HECHOS AFIRMADOS POR LA ACTORA EN SU DEMANDA, 
CUANDO EL DEMANDADO NO LA CONTESTA O LO HACE FUERA DEL 
PLAZO CONCEDIDO, RESULTA RAZONABLE EN EL NUEVO MODELO 
DE JUSTICIA LABORAL. 

Hechos: Una persona física promovió juicio de amparo directo en contra de 
una resolución derivada de una secuela procesal en la que un Tribunal Labo­
ral Federal de Asuntos Individuales en el Estado de Oaxaca determinó, entre 
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otras cosas, que conforme a lo previsto en el artícu lo 873­A, párrafo séptimo, 
de la Ley Federal del Trabajo, era procedente admitir las pruebas presen tadas 
por la parte demandada. Al respecto, la parte actora alegó que tal dis po­
sición resultaba irrazonable.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el artícu lo 873­A, párrafo séptimo, de la Ley Federal 
del Trabajo, resulta razonable en el nuevo modelo de justicia laboral.

Justificación: El párrafo séptimo del artícu lo 873­A de la Ley Federal del Tra­
bajo tiene como finalidad sancionar a la parte demandada sin dejar de garan­
tizar una defensa adecuada y un equilibrio entre los factores de la producción 
y la justicia social. Además, maximiza los principios de realidad, verdad 
sabida y buena fe guardada, aplicables en materia laboral, los cuales bus­
can que se dicten sentencias con base en hechos reales, aunado a que la 
posibilidad de ofrecer pruebas en el supuesto que prevé no resulta excesiva, 
pues está limitada a la audiencia preliminar, etapa del procedimien to laboral 
que se relaciona con el ofrecimien to, admisión o desechamien to de pruebas.

2a./J. 75/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 855/2023. Jared Alberto Castañeda Cruz. 18 de 
octubre de 2023. Cinco votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, 
Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y 
Alberto Pérez Dayán. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretario: 
Luis Alberto Martínez Díaz.

Tesis de jurisprudencia 75/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de quince de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

JUBILACIÓN DE TRABAJADORES FERROCARRILEROS. LA CLÁUSULA 
TERCERA DEL CONVENIO CELEBRADO EL 30 DE OCTUBRE DE 1991, 
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ENTRE FERROCARRILES NACIONALES DE MÉXICO Y EL SINDICATO 
QUE AGRUPA A SUS TRABAJADORES, QUE DISTINGUE EL NÚMERO DE 
AÑOS DE SERVICIOS EFECTIVOS PARA TENER ACCESO A AQUÉLLA, 
TRATÁNDOSE DE MUJERES (20) Y HOMBRES (25), NO VIOLA EL PRIN­
CIPIO DE IGUALDAD [APLICABILIDAD DE LA TESIS DE JURISPRUDENCIA 
2a./J. 140/2019 (10a.)]. 

Hechos: Un extrabajador varón de Ferrocarriles Nacionales de México pro­
movió demanda de amparo directo contra el laudo emitido por una Junta 
Especial de la Federal de Conciliación y Arbitraje que consideró que la con­
dición de jubilación para los hombres, conforme al convenio citado, que difiere 
de la establecida para las mujeres, no constituye una actuación discrimi­
natoria, ello de conformidad con lo establecido por la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 140/2019 
(10a.), en la que determinó, en una diferenciación similar, que dicha distin­
ción no viola el principio de igualdad, en tanto los derechos de ambos 
géneros no deben equipararse en su totalidad. El Tribunal Colegiado de 
Circuito que conoció del amparo reiteró que en el caso es aplicable la mencio­
nada jurisprudencia, y si bien reconoció que dicho criterio jurisprudencial 
versa sobre disposiciones normativas burocráticas, ello no era impedimento 
para considerar que aquella regla debía imperar de igual modo tratándose 
de relaciones contractuales colectivas entre particulares, ya que tales consi­
deraciones no violan el principio de igualdad y no discriminación. Inconforme 
la parte quejosa interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la cláusula tercera del convenio de 30 de octubre 
de 1991, celebrado entre Ferrocarriles Nacionales de México y el Sindicato de 
Trabajadores Ferrocarrileros de la República Mexicana, al establecer que a 
los trabajadores que resulten afectados con motivo de las supresiones de 
puestos planteados en las condiciones establecidas en la cláusula segunda, 
y que a la fecha de la supresión cuenten con 25 años, para los varones, y 
20 años, para las mujeres, de servicios efectivos, les será concedido el 
beneficio de su jubilación en los términos estipulados en el pacto colectivo 
de trabajo, no viola el principio de igualdad.
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Justificación: Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido 
que para que las diferencias normativas puedan considerarse apegadas al 
principio de igualdad es indispensable que exista una justificación objetiva 
y razonable, de acuerdo con estándares y juicios de valor generalmente 
aceptados, cuya pertinencia debe apreciarse en relación con la finalidad y 
los efectos de la medida considerada, debiendo concurrir una relación de 
pro porcionalidad entre los medios empleados y la finalidad perseguida. 
A partir de ello, al resolver la contradicción de tesis 128/2019, esta Segun­
da Sala estableció que la diferencia de trato en materia de jubilaciones entre 
mujeres y hombres respecto de edad y/o años de servicios, resulta racional, 
en tanto constituye un reconocimien to a la función que las mujeres de sem­
peñan dentro de nuestra sociedad, ya que las circunstancias sociales y 
familiares que las han rodeado en el transcurso de los años han conducido 
a implementar diversas medidas, tanto contractuales como legislativas, a fin 
de lograr un mayor equilibrio entre hombres y mujeres en el de sarrollo de las 
actividades laborales (acciones afirmativas). En ese orden de ideas, reco­
nocer y garantizar que las trabajadoras gocen de la jubilación con anteriori­
dad a los hombres, resulta acorde a las diferencias biológicas y físicas que 
corresponden a cada uno. En ese tenor, toda vez que la cláusula tercera 
del convenio citado prevé una prestación jubilatoria con requisitos de acceso 
diferenciados para hombres y mujeres, es de concluirse que dicha distinción 
se encuentra plenamente justificada a partir de los motivos antes señalados, 
por lo que cobra plena aplicación la jurisprudencia 2a./J. 140/2019 (10a.) y, 
en ese sentido, la norma señalada no es contraria al principio de igualdad.

2a./J. 76/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 1480/2023. César Arturo Covarrubias López. 6 de 
septiembre de 2023. Cinco votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, 
Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Alberto 
Pérez Dayán. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Héctor Hidalgo 
Victoria Pérez.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 140/2019 (10a.), de rubro: "PENSIÓN 
POR JUBILACIÓN. LAS LEYES BUROCRÁTICAS QUE BENEFICIAN A LAS 
MUJERES AL ESTABLECER MENOS AÑOS DE SERVICIOS DE LOS EXIGI­
DOS A LOS HOMBRES PARA ACCEDER AL PORCENTAJE MÁXIMO DE 
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AQUÉLLA, NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE IGUALDAD ANTE LA LEY, NI EL 
QUE ORDENA QUE A TRABAJO IGUAL CORRESPONDERÁ SALARIO 
IGUAL, SIN TENER EN CUENTA EL SEXO, PREVISTOS EN LOS ARTÍCULOS 
4o., PRIMER PÁRRAFO, Y 123, APARTADO B, FRACCIÓN V, DE LA CONS­
TITUCIÓN FEDERAL, RESPECTIVAMENTE." citada, aparece publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 8 de noviembre de 
2019 a las 10:19 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 72, Tomo I, noviembre de 2019, página 607, 
con número de registro digital: 2020994.

La parte conducente de la sentencia relativa a la contradicción de tesis 128/2019 
citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federa ción del 
viernes 8 de noviembre de 2019 a las 10:19 horas y en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 72, Tomo I, noviem­
bre de 2019, página 543, con número de registro digital: 29133.

Tesis de jurisprudencia 76/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de quince de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de diciembre de 2023 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 4 de diciembre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ACCESIBILIDAD EN LOS SISTEMAS DE MOVILIDAD. PARA QUE EXIS­
TAN CONDICIONES DE INCLUSIÓN E IGUALDAD, NO BASTA CON EVITAR 
QUE SE NIEGUE EL ACCESO A LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD, 
SINO QUE LA AUTORIDAD DEBE LLEVAR A CABO ACCIONES CONCRE­
TAS EN MATERIA DE ACCESIBILIDAD QUE GARANTICEN EL USO DE 
TODO EL SISTEMA DE MOVILIDAD EN IGUALDAD DE CONDICIONES 
CON EL RESTO DE LAS PERSONAS USUARIAS.

Hechos: Un grupo de personas con discapacidad visual promovieron un 
juicio de amparo indirecto, en el cual argumentaron que diversas autoridades 
federales y locales incumplieron con su obligación de garantizar los derechos 
a la accesibilidad y movilidad de las personas con discapacidad en el Metro 
de la Ciudad de México. Correspondió a la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación conocer del amparo en revisión.
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Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que para que la movilidad se dé en condiciones de inclu­
sión e igualdad, no basta con evitar que se niegue el acceso a las personas 
con discapacidad, sino que la autoridad debe llevar a cabo acciones con­
cretas en materia de accesibilidad que garanticen que las personas con dis­
capacidad pueden hacer uso de todo el sistema de movilidad en igualdad 
de condiciones con el resto de las personas usuarias.

Justificación: La obligación de las autoridades no se agota en una obliga­
ción de "no hacer", sino que implica llevar a cabo acciones concretas que 
garanticen que todas las personas pueden hacer uso, en igualdad de condi­
ciones, de todo el sistema de movilidad. Cabe recordar que esta Suprema 
Corte sostiene una visión de la igualdad que incluye la igualdad material o 
sustantiva, lo cual implica atender las necesidades específicas de un grupo 
o persona, que evitan que pueda gozar de un derecho, acceder a un servi­
cio, etcétera, como se sostiene en la tesis 2a. XLVIII/2020 (10a.), de rubro: 
"DERECHO A LA IGUALDAD SUSTANTIVA. LAS POLÍTICAS PÚBLICAS LO 
TRANSGREDEN CUANDO DESCONOCEN LAS NECESIDADES Y DESVEN­
TAJAS A LAS QUE SE ENFRENTAN LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD.". 
Así, un prerrequisito para el acceso al transporte es que no sólo el transporte 
en sí mismo sea accesible, sino que lo sea también la infraestructura mediante 
la cual los usuarios tienen que acceder a ese medio de transporte.

2a./J. 78/2023 (11a.)

Amparo en revisión 686/2022. Celia Cornejo Vaca, Alejandro Galicia López y 
Pedro Rojas Gómez. 17 de mayo de 2023. Cinco votos de los Ministros 
Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, 
Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretaria: Paula Ximena Méndez Azuela.

Nota: La tesis aislada 2a. XLVIII/2020 (10a.) citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 13 de noviembre de 2020 
a las 10:24 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 80, Tomo II, noviembre de 2020, página 1134, 
con número de registro digital: 2022401.
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Tesis de jurisprudencia 78/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de quince de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de diciembre de 2023 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 4 de diciembre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PROCEDIMIENTO LABORAL. NO EXISTE ANTINOMIA ENTRE LOS PÁRRA­
FOS PRIMERO Y SÉPTIMO DEL ARTÍCULO 873­A DE LA LEY FEDERAL 
DEL TRABAJO, POR ESTABLECER, RESPECTIVAMENTE, QUE CUANDO 
NO SE PRESENTE LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA SE TENDRÁ 
POR PERDIDO EL DERECHO A OFRECER PRUEBAS, Y QUE SE PUEDEN 
OFRECER PRUEBAS EN CONTRARIO PARA CIERTOS SUPUESTOS. 

Hechos: Una persona física promovió juicio de amparo directo en contra de 
una resolución de un Tribunal Laboral Federal de Asuntos Individuales en el 
Estado de Oaxaca, en la que determinó, entre otras cosas, que conforme a 
lo previsto en el artícu lo 873­A, párrafo séptimo, de la Ley Federal del Trabajo, 
era procedente admitir las pruebas presentadas por la parte demandada. 
Al respecto, la parte actora alegó que tal disposición generaba inseguridad 
jurídica, en virtud de que existe antinomia entre los párrafos primero y sép­
timo del citado precepto.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que no se advierte la existencia de alguna antinomia 
entre los párrafos primero y séptimo del artícu lo 873­A de la Ley Federal del 
Trabajo, que actualice una violación al derecho de seguridad jurídica.

Justificación: Lo anterior es así, toda vez que, de la lectura sistemática de 
los párrafos primero y séptimo en estudio, es posible advertir que ambos 
supuestos se complementan, pues mientras que el primero se refiere de 
forma general a la imposibilidad de ofrecer pruebas como consecuencia 
de no presentar la contestación de demanda en tiempo, el segundo supuesto 
consiste en una excepción a esa regla genérica, la cual permite que en esa 
misma hipótesis normativa se puedan presentar pruebas únicamente para 
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demostrar que el actor no era trabajador o patrón, que no existió el despido 
o que no son ciertos los hechos afirmados por la parte actora.

2a./J. 79/2023 (11a.)

Amparo directo en revisión 855/2023. Jared Alberto Castañeda Cruz. 18 de 
octubre de 2023. Unanimidad de cinco votos de los Ministros Yasmín Esqui­
vel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez 
Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secre­
tario: Luis Alberto Martínez Díaz.

Tesis de jurisprudencia 79/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintidós de noviembre de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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Tesis
DE JURISPRUDENCIA  

POR CONTRADICCIÓN DE CRITERIOS 
(ANTES CONTRADICCIÓN DE TESIS)

2022

ETAPA CONCILIATORIA EN EL JUICIO LABORAL. LAS PARTES DEBEN 
COMPARECER PERSONALMENTE (LEGISLACIÓN VIGENTE EN SU TEXTO 
ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019).

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron a 
posturas contrarias al analizar si en la etapa de conciliación del juicio labo­
ral, las partes deben o no comparecer personalmente ante la Junta, pues 
mientras uno de los Tribunales estimó que de conformidad con el ar tícu lo 
876, fracción I, de la Ley Federal del Trabajo, en su texto anterior a la reforma 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 1 de mayo de 2019, las 
partes sí deben comparecer personalmente, el otro Tribunal concluyó que 
el citado precepto establece la posibilidad de que dicha etapa pueda 
llevarse a cabo con la sola presencia de los apoderados o representantes 
de los contendientes.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que en la etapa conciliatoria del juicio laboral, las partes 
deben comparecer personalmente ante la Junta.

Justificación: El ar tícu lo 876, fracción I, de la Ley Federal del Trabajo, en su 
texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el 1 de mayo de 2019, establece que las partes se encuentran obligadas a 
comparecer personalmente ante la Junta a la etapa conciliatoria; diligencia 
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en la que podrán ser asistidas por sus abogados patronos, asesores o apode­
rados. En ese sentido, durante la etapa conciliatoria, los abogados patronos, 
asesores o apoderados legales únicamente podrán comparecer a efecto 
de acompañar a los contendientes y asistirlos, y su intervención debe ser 
mínima, en tanto que al exigir la comparecencia personal de las partes, la 
finalidad es que de manera directa lleguen a una solución justa y satisfac­
toria a sus diferencias para evitar el litigio, con la única intermediación del 
funcionario conciliador de la Junta, quien además de llevar a cabo pláticas 
conciliatorias con las partes, estará en contacto personal con ellas hasta 
antes del cierre de la instrucción, a efecto de que lleguen a un acuerdo conci­
liatorio. Lo anterior, con excepción de los apoderados o representantes de las 
personas morales, en cuyo caso, la última parte de la mencionada fracción 
legislativa, exige que el representante o apoderado cuente con facultades 
para asumir una solución conciliatoria que obligue a su representada.

2a./J. 64/2022 (11a.)

Contradicción de criterios 201/2022. Entre los sustentados por los Tribunales 
Colegiados Primero en Materia de Trabajo del Décimo Sexto Circuito y 
Primero del Trigésimo Circuito. 5 de octubre de 2022. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz 
Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretaria: Elizabeth Miranda Flores.

Tesis y criterio contendientes:

El Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo Sexto Circuito, 
al resolver el amparo directo 269/2015, el cual dio origen a la tesis aislada 
XVI.1o.T.18 L (10a.), de rubro: "ETAPA DE CONCILIACIÓN EN EL JUICIO 
LABORAL. PUEDE CELEBRARSE CON LA PRESENCIA DE LOS APO­
DERADOS DE LAS PARTES, NO OBSTANTE QUE ÉSTAS, O ALGUNA DE 
ELLAS, NO ASIS TAN, SIEMPRE QUE AQUÉLLOS CUENTEN CON FACUL­
TADES PARA ASUMIR UNA SOLUCIÓN CONCILIATORIA (INTERPRETA­
CIÓN DEL AR TÍCU LO 876, FRACCIÓN I, DE LA LEY FEDERAL DEL 
TRABAJO).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del vier­
nes 27 de noviembre de 2015 a las 11:15 horas, y en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 24, Tomo IV, noviembre 
de 2015, página 3525, con número de registro digital: 2010559; y,
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El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resol­
ver el amparo directo 366/2021.

Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo 366/2021, resuelto por el 
Primer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, derivó la tesis aislada 
XXX.1o.2 L (11a.), de rubro: "CONVENIO CONCILIATORIO EN EL JUICIO 
LABORAL. ES NULO EL CELEBRADO POR EL APODERADO DEL TRA­
BAJADOR, SI ÉSTE NO COMPARECE PERSONALMENTE A CONCILIAR 
(INTERPRETACIÓN DEL AR TÍCU LO 876, FRACCIÓN I, DE LA LEY FEDE­
RAL DEL TRABAJO, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLI­
CADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 1 DE MAYO DE 
2019).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
8 de julio de 2022 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Undécima Época, Libro 15, Tomo V, julio de 2022, página 
4458, con número de registro digital: 2024945.

Tesis de jurisprudencia 64/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada del veintiséis de octubre de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de enero de 2023 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de enero de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CONSTANCIA DE LA RELACIÓN LABORAL DE TRABAJADORES DERECHO­
HABIENTES DEL SISTEMA DE RECAUDACIÓN FISCAL (TRM). TIENE 
PLENO VALOR PROBATORIO PARA ACREDITAR LA RELACIÓN LABO­
RAL EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO EN LOS CASOS 
DONDE EL INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA 
LOS TRABAJADORES INTERVIENE COMO ÓRGANO FISCAL AUTÓNOMO 
Y DETERMINA UN CRÉDITO FISCAL. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron el 
alcance probatorio que tiene en un juicio contencioso administrativo la Cons­
tancia de la Relación Laboral de Trabajadores Derechohabientes del Sistema 
de Recaudación Fiscal para acreditar la relación laboral, y mientras para 
uno de ellos la constancia constituye prueba plena sin que sea necesario 
exigir su perfeccionamien to, para el otro resultó insuficiente.
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Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la Constancia de la Relación Laboral de Trabajado­
res Derechohabientes del Sistema de Recaudación Fiscal (TRM), refleja la 
información recabada de la plataforma tecnológica del Instituto del Fondo 
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores proporcionada por el patrón 
y, por tanto, constituye prueba plena para acreditar la relación laboral con el 
trabajador en el juicio contencioso administrativo.

Justificación: El Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabaja­
dores es un organismo fiscal autónomo facultado para determinar, en caso 
de incumplimien to, el importe de las aportaciones patronales y de los des­
cuen tos omitidos, así como calcular su actualización y recargos que se gene­
ren; desarrollar e implantar los sistemas de informática que requiere para el 
desarrollo de sus actividades, operaciones y servicios; y celebrar conve­
nios de colaboración con otras entidades fiscalizadoras como el Instituto 
Mexicano del Seguro Social. Con base en ello, en un juicio contencioso 
administrativo en el que se impugna la Cédula de Determinación de Omi­
siones de Pago en Materia de Aportaciones Patronales y/o Amortizaciones 
por Créditos para Vivienda en el que se determine un crédito fiscal a cargo 
de la actora, la Constancia de la Relación Laboral de Trabajadores Derecho­
habientes del Sistema de Recaudación Fiscal (TRM) constituye prueba plena, 
apta y suficiente para desvirtuar la negativa lisa y llana expuesta por el 
patrón y, consecuentemente, en esa controversia, acreditar la relación labo­
ral y, por tanto, revertir la carga de la prueba. Máxime que la información que 
en ella se contiene fue proporcionada por el propio patrón en cumplimien to 
de las obligaciones constitucionales y legales derivadas de la existencia de la 
relación laboral.

2a./J. 65/2022 (11a.)

Contradicción de tesis 326/2021. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Segundo del Primer Circuito y Segundo del Segundo Circuito, 
ambos en Materia Administrativa. 5 de octubre de 2022. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, Loretta 
Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Luis 
María Aguilar Morales. Secretario: Javier Eduardo Estrever Ramos.
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Tesis y criterio contendientes:

El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al 
resolver el amparo directo 493/2019, el cual dio origen a la tesis aislada 
I.2o.A.25 A (10a.), de rubro: "CONSTANCIAS DE LA RELACIÓN LABORAL 
DE TRABAJADORES DERECHOHABIENTES DEL SISTEMA DE RECAU­
DACIÓN FISCAL (TRM), EXPEDIDAS POR EL INSTITUTO DEL FONDO 
NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES. TIENEN VALOR 
PROBATORIO PLENO PARA ACREDITAR LA RELACIÓN LABORAL ENTRE 
AQUÉLLOS Y EL PATRÓN.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 6 de marzo de 2020 a las 10:09 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 76, Tomo 
II, marzo de 2020, página 906, con número de registro digital: 2021728; y,

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Segundo Circuito, al resolver el amparo directo 250/2021.

Tesis de jurisprudencia 65/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintiséis de octubre de dos mil veintidós. 

Esta tesis se publicó el viernes 27 de enero de 2023 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de enero de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. ES IMPROCEDENTE, POR 
FALTA DE COMPETENCIA MATERIAL DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUS­
TICIA ADMINISTRATIVA, CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE CONCLUYE 
EL PROCEDIMIENTO DE VERIFICACIÓN PATRIMONIAL DE LOS SERVI­
DORES PÚBLICOS Y DETERMINA EL ENVÍO A LA UNIDAD DE ASUNTOS 
JURÍDICOS DE LA SECRETARÍA DE LA FUNCIÓN PÚBLICA, PARA EFEC­
TOS DE LA PRESENTACIÓN DE LA DENUNCIA QUE CORRESPONDA, 
CUANDO NO SE JUSTIFIQUE O EXPLIQUE LA PROCEDENCIA DEL 
INCREMENTO EN SU PATRIMONIO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes se pronuncia­
ron de manera discrepante en relación con la procedencia del juicio conten­
cioso administrativo, contra la resolución que concluye el proce dimien to de 
verificación patrimonial de los servidores públicos y determina el envío a la 
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Unidad de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de la Función Pública, para 
efec tos de la presentación de la denuncia ante la Fiscalía, cuando no se justi­
fique o explique la procedencia del incremento patrimonial, pues mientras 
unos lo consideraron procedente, en términos de la fracción XII del artícu lo 3 
de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, ya que 
pone fin a la etapa administrativa de verificación patrimonial y sienta las bases 
para la prosecución de una investigación de índole penal; para el otro órgano 
es improcedente ese juicio contra dicha resolución, porque no se actualizan 
las hipótesis de las fracciones V y XVI del artícu lo 3 del citado ordenamien to, 
ya que, por un lado, no se trata de una resolución que cause agravio en mate­
ria fiscal al contribuyente y, por otro, tampoco es una resolución que imponga 
una sanción de conformidad con la legislación aplicable.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el juicio contencioso administrativo es improcedente, 
por falta de competencia material del Tribunal Federal de Justicia Adminis­
trativa, contra la resolución que concluye el procedimien to de verificación 
patrimonial de los servidores públicos y ordena el envío del expediente a la 
Unidad de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de la Función Pública para efec­
tos de la presentación de la denuncia correspondiente ante la Fiscalía, cuando 
no se justifique o explique la procedencia del incremento en su patrimonio.

Justificación: El juicio contencioso administrativo es una vía de jurisdicción 
restringida donde su procedencia está condicionada a que el acto a impug­
nar se reconozca en la norma como hipótesis de procedencia expresa de 
la acción, de manera que para que se actualice la competencia material 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa contra resoluciones de autori­
dades de la misma naturaleza, se deben de verificar dos requisitos: 1) Que 
la resolución sea definitiva; y, 2) Que se ubique en alguna de las hipótesis 
del artícu lo 3 de su Ley Orgánica; lo que no sucede respecto de la resolución 
con la que concluye el procedimien to administrativo de verificación patrimo­
nial de los servidores públicos y se remite a la Unidad de Asuntos Jurídicos 
de la Secretaría de la Función Pública para la presentación de la denuncia 
corres pondiente ante la Fiscalía, cuando el incremento patrimonial no fue 
justificado o explicable, principalmente porque no deriva de un procedimien to 
seguido de conformidad con la Ley Federal de Procedimien to Administra­
tivo, sino con base en la Ley General de Responsabilidades Administrativas, 
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y porque tampoco se establece sanción administrativa alguna, en tanto que 
la autoridad investigadora no tiene, siquiera, facultad para sancionar, ya 
que por disposición expresa del artícu lo 115 de la ley general citada, los proce ­
di mien tos de investigación y de sustanciación no pueden ser llevados a cabo 
por la misma autoridad, y corresponde a la Secretaría de la Función Pública 
imponer las sanciones relativas.

2a./J. 67/2022 (11a.)

Contradicción de criterios 66/2022. Entre los sustentados por los Tribunales 
Colegia dos Tercero, Sexto, Décimo Sexto y Vigésimo Primero del Primer 
Circuito y el Tercero del Segundo Circuito, todos en Materia Administrativa. 
5 de octubre de 2022. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y 
Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretaria: 
Liliana Hernández Paniagua.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver el amparo directo 198/2020, el sustentado por 
el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, 
al resolver el amparo directo 267/2020, el sustentado por el Vigésimo 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al 
resolver el amparo directo 31/2021, y el diverso sustentado por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, al resol­
ver el amparo directo 366/2021.

Tesis de jurisprudencia 67/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del dieciséis de noviembre de dos mil 
veintidós. 

Esta tesis se publicó el viernes 3 de febrero de 2023 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 7 de febrero de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RECURSO DE REVISIÓN FISCAL. ES INEXISTENTE EL CARGO DE "SUB­
DIRECTOR DE LO CONTENCIOSO, TITULAR DE ASUNTOS CONTEN­
CIOSOS" EN EL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES 
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DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO Y, POR LO TANTO, QUIEN SE 
OSTENTE CON ESE CARÁCTER CARECE DE LEGITIMACIÓN PARA 
INTERPONER DICHO RECURSO, EN SUPLENCIA POR AUSENCIA DEL 
TITULAR DE LA DIRECCIÓN NORMATIVA DE PROCEDIMIENTOS LEGA­
LES Y DEL TITULAR DE ASUNTOS PENSIONARIOS, EN REPRESEN TA­
CIÓN DE LA AUTORIDAD DEMANDADA DEL INSTITUTO.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes adoptaron 
posturas discrepantes sobre un mismo punto de derecho, al analizar si quien 
se ostentó como Subdirector de lo Contencioso, Titular de Asuntos Contencio­
sos del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Tra baja dores del 
Estado, se encuentra legitimado para interponer el re curso de revi sión fiscal 
contra una sentencia definitiva dictada por el Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, en suplencia por ausencia del Titular de la Direc ción Norma­
tiva de Procedimien tos Legales y del Titular de Asuntos Pensionarios. Ambos 
órganos fundaron su determinación en los artícu los 3, fracción I, inciso c), 
6 y 11, fracciones II, III, V, X, XIV y últi mo párrafo, del Estatuto Orgánico del 
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, 
sin embargo, uno de ellos es timó que tales preceptos no conceden legitima­
ción a quien se ostentó con aquel carácter, mientras que el otro lo tuvo como 
legitimado en tales términos.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que del contenido de los artícu los 3, fracción I, inciso c), 
6 y 11, fracciones II, III, V, X, XIV y último párrafo, del Estatuto Orgánico del 
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, 
no deriva la existencia del Subdirector de lo Contencioso, Titular de Asuntos 
Contenciosos, por lo tanto, quien se ostente con ese cargo carece de legiti­
mación para interponer el recurso de revisión fiscal en suplencia por ausen cia 
del Titular de la Dirección Normativa de Procedimien tos Legales y del Titu­
lar de Asuntos Pensionarios, en representación de la autoridad deman dada, 
todos de dicho Instituto.

Justificación: Del contenido integral de los artícu los 3, fracción I, inciso c), 
6 y 11, fracciones II, III, V, X, XIV y último párrafo, del Estatuto Orgánico del 
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, se 
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desprende que no existe el "Subdirector de lo Contencioso, Titular de Asuntos 
Contenciosos", por lo tanto, quien se ostente con ese cargo no se encuen­
tra legitimado para suplir por ausencia al Titular de la Dirección Normativa 
de Procedimien tos Legales y al Titular de Asuntos Pensionarios, o que por 
así comparecer no cumpliera con el orden establecido para la suplencia, 
conforme a los artícu los 6 y 11, último párrafo, del multicitado Estatuto 
Orgánico. Ello, al margen de que, en términos de alguna normatividad dis­
tinta que fue tomada en cuenta por los órganos colegiados cuyos criterios 
se confrontan en la especie, existan las denominaciones: a) Sub direc tor de lo 
Contencioso, y b) Titular de Asuntos Contenciosos.

2a./J. 68/2022 (11a.)

Contradicción de criterios 190/2022. Entre los sustentados por los Tribunales 
Colegiados Vigésimo Primero del Primer Circuito y Primero del Séptimo 
Circuito, ambos en Materia Administrativa. 19 de octubre de 2022. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, Loretta Ortiz Ahlf y Javier Laynez Potisek. Disidente: Yasmín 
Esquivel Mossa, quien manifestó formularía voto particular. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secreta ria: María del Carmen Alejandra Hernández Jiménez.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Vigésimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Administra­
tiva del Primer Circuito, al resolver la revisión fiscal 110/2022, y el diverso 
sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Séptimo Circuito, al resolver la revisión fiscal 180/2021 y otras.

Tesis de jurisprudencia 68/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de dieciséis de noviembre de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de enero de 2023 a las 10:07 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de enero de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

COMPETENCIA POR MATERIA PARA CONOCER DE LOS JUICIOS DE 
AMPARO EN LOS QUE SE RECLAME LA REGLA 2.4.1. DE LA SÉPTIMA 
RESOLUCIÓN DE MODIFICACIONES A LAS REGLAS GENERALES DE 
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COMERCIO EXTERIOR PARA 2020. CORRESPONDE A LOS ÓRGANOS 
JURISDICCIONALES EN MATERIA ADMINISTRATIVA GENÉRICA. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes se pronun­
ciaron de manera discrepante al determinar cuál es el órgano competente, 
por razón de especialización, para conocer de un juicio de amparo indirecto 
en el que se señala como norma general reclamada la regla 2.4.1. de la Sép ­
tima Resolución de Modificaciones a las Reglas Generales de Comercio 
Exte rior para 2020, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 11 de 
junio de 2021, pues mientras uno determinó que se necesitaban conocimien­
tos específicos o técnicos en competencia económica, radiodifusión y tele­
comunicaciones, basado en que la indicada norma se relaciona con aspectos 
relativos a la libre competencia y concurrencia, y con actos relacionados con 
la prevención, investigación y combate de monopolios y prácticas monopó­
licas, concentraciones y demás restricciones al funcionamien to eficiente de los 
mercados, el otro, por el contrario, señaló que se trata de un acto de natu­
raleza administrativa.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que cuando en amparo indirecto se reclama la regla 2.4.1. 
de la Séptima Resolución de Modificaciones a las Reglas Generales de 
Comercio Exterior para 2020, relativa a la autorización para la entrada o salida 
de mercancías del territorio nacional por lugar distinto al autorizado o, en su 
caso, la prórroga de ésta, resultan competentes para conocer de dicho 
juicio los órganos jurisdiccionales en materia administrativa genérica.

Justificación: Conforme al artícu lo 28, vigésimo párrafo, fracción VII, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los tribunales y juz­
gados especializados en competencia económica, radiodifusión y teleco mu­
nicaciones, originalmente tienen competencia para conocer de los juicios de 
amparo promovidos en contra de las normas generales, actos u omisiones 
de la Comisión Federal de Competencia Económica y del Instituto Federal de 
Telecomunicaciones. No obstante, tal criterio se amplió, pues la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación reconoció que, además de la competen­
cia cons titucional que ejercen sobre los actos provenientes de los órganos 
autónomos antes enunciados, también deben conocer de actos provenientes 
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de otros órganos (como la Comisión Reguladora de Energía e incluso de 
una auto ridad formalmente perteneciente a la administración pública centra­
lizada, como lo es la Secretaría de Hacienda y Crédito Público), que legal­
mente realizan actos que pueden incidir en cuestiones relacionadas con la 
compe tencia en los mercados, la participación en los mismos, la fijación de 
precios al consumidor y demás tópicos propios de la competencia entre 
participantes de un mismo sector, en cuyos supuestos se requieren cono­
cimien tos técnicos especializados en materia de competencia económica. 
Ahora bien, cuando en el juicio de amparo indirecto se reclama la regla 
2.4.1. de la Sép tima Resolución de Modificaciones a las Reglas Generales 
de Comercio Exterior para 2020, emitida por el Servicio de Administración 
Tributaria, en la que se regula el otorgamien to de la autorización para la 
entrada y salida de mercancías al territorio nacional por lugar distinto al 
autorizado o, en su caso, la prórroga de la misma, corresponde conocer 
de tal juicio a un Juzgado de Distrito en materia administrativa genérica, 
pues al tratarse de un acto emitido en ejercicio de funciones administrativas y 
en aplicación de normatividad de tal carácter, el cual se refiere únicamente 
a cuestiones relativas a permisos administrativos, no se requieren cono­
cimien tos específicos o técnicos relacionados de manera directa con la 
materia relativa a la libre com petencia y concurrencia, ni con actos relacio­
nados con la prevención, inves ti gación y combate de monopolios y prácticas 
monopólicas, concentraciones y demás restricciones al funcionamien to efi­
ciente de los mercados, en tanto que la resolución del asunto no implica el 
análisis del marco normativo que regula tales actividades.

2a./J. 69/2022 (11a.)

Contradicción de criterios 64/2022. Entre los sustentados por el Primer Tribu­
nal Colegiado de Circuito en Materia Administrativa, Especializado en 
Compe tencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con resi­
dencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la República, y el 
Noveno Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 
19 de octubre de 2022. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y 
Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Loretta Ortiz Ahlf. Secretaria: Norma 
Paola Cerón Fernández.
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Criterios contendientes:

El sustentado por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver el conflicto competencial 39/2021, y el diverso 
sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
Especializado en Com petencia Económica, Radiodifusión y Telecomuni­
caciones, con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda 
la República, al resolver el conflicto competencial 12/2021.

Tesis de jurisprudencia 69/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de dieciséis de noviembre de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de enero de 2023 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de enero de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CERTIFICADOS MÉDICOS EXPEDIDOS POR PARTICULARES EN UN 
JUICIO LABORAL. PARA TENER VALIDEZ DEBEN SER RATIFICADOS 
POR SUS EMISORES, DE CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO 785 DE LA 
LEY FEDERAL DEL TRABAJO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE DICIEM­
BRE DE 2012. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron la 
determinación en la que una Junta de Conciliación y Arbitraje dotó o restó 
validez a certificados que no fueron ratificados por los médicos o médicas 
particulares que los emitieron, con base en el artícu lo 785 de la Ley Federal 
del Trabajo, vigente a partir del 1 de diciembre de 2012, aspecto sobre el 
cual arribaron a soluciones discrepantes, pues mientras uno consideró que 
la autoridad laboral podía determinar discrecionalmente si era necesaria 
dicha ratificación, los otros dos razonaron que era indispensable que se 
efec tuara para dar validez al certificado.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que los certificados emitidos por médicos o médicas 
particulares para justificar la incomparecencia ante las Juntas de Concilia­
ción y Arbitraje deben ser ratificados para tener validez.
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Justificación: El artícu lo 785 de la Ley Federal del Trabajo, vigente a partir 
del 1 de diciembre de 2012, establece que los certificados médicos expedi­
dos por instituciones públicas de seguridad social no requieren ser ratificados; 
por ende, si la persona legisladora dispuso expresamente que únicamente 
aquéllos se encuentran exentos de ratificación, se concluye que los certifi­
cados expedidos por médicos o médicas particulares sí deben ratificarse 
para tener validez; decisión que se adhiere a la finalidad de la reforma res­
pectiva, tendente a brindar celeridad y certeza al proceso laboral en obser­
vancia al artícu lo 17 de la Constitución Federal.

2a./J. 70/2022 (11a.)

Contradicción de criterios 217/2022. Entre los sustentados por los Tribunales 
Colegiados Primero en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Quinto Cir­
cuito, Tercero en Materias Civil y de Trabajo del Vigésimo Primer Circuito 
y Primero en Materia de Trabajo del Décimo Sexto Circuito. 26 de octubre 
de 2022. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María 
Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel 
Mossa. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Alma Ruby Villarreal 
Reyes.

Tesis y criterios contendientes:

El Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo Sexto Circuito, 
al resolver el amparo directo 974/2018, el cual dio origen a la tesis aislada 
XVI.1o.T.61 L (10a.), de rubro: "CERTIFICADOS EXPEDIDOS POR MÉDICOS 
PARTICULARES EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL. DEBEN SER RATI­
FICADOS POR SU AUTOR PARA ADQUIRIR VALOR PROBATORIO.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 18 de 
octubre de 2019 a las 10:28 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 71, Tomo IV, octubre de 2019, 
página 3471, con número de registro digital: 2020834;

El Tercer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Vigésimo Primer 
Circuito, al resolver los amparos directos 362/2019 y 327/2019, los cuales 
dieron origen a la tesis aislada XXI.3o.C.T.3 L (10a.), de rubro: "CERTIFI­
CADO EXPEDIDO POR UN MÉDICO PARTICULAR EN EL JUICIO LABO­
RAL. AL NO PROVENIR DE UNA INSTITUCIÓN PÚBLICA DE SEGURIDAD 
SOCIAL, REQUIERE DE RATIFICACIÓN.", publicada en el Semanario 
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Judicial de la Federación del viernes 29 de noviembre de 2019 a las 
10:40 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 72, Tomo III, noviembre de 2019, página 2267, con número 
de registro digital: 2021158; y,

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo 
del Décimo Quinto Circuito, al resolver el amparo directo 155/2021.

Tesis de jurisprudencia 70/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal en sesión privada del dieciséis de noviembre de dos mil 
veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de enero de 2023 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de enero de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PRUEBA TESTIMONIAL EN MATERIA LABORAL. LA RENDIDA POR UN 
SUPERVISOR DE LA EMPRESA NO PUEDE GENERAR VALOR PRO BA­
TORIO EN FAVOR DE LA PARTE PATRONAL, DEBIDO A QUE EL VÍNCULO 
Y LAS FUNCIONES QUE LLEVA A CABO IMPIDEN QUE GOCE DE LAS 
CONDICIONES DE INDEPENDENCIA E IMPARCIALIDAD NECESARIAS EN 
EL DESAHOGO DE LA PROBANZA.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron a 
conclusiones distintas al analizar si tratándose de la prueba testimonial ren­
dida en un juicio laboral, por una persona que ostenta el cargo de super visor, 
puede otorgársele valor probatorio en favor de los intereses de la demandada 
al no encontrarse dentro de los supuestos a que alude el artícu lo 11 de la 
Ley Federal del Trabajo o si, por el contrario, a pesar de que ese cargo no esté 
catalogado dentro de los supuestos a que hace referencia el citado artícu lo, 
no debe dársele validez dadas las funciones que con llevan dicho puesto.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación establece que la prueba testimonial rendida por una persona que 
ostenta el cargo de supervisor de la empresa no puede generar valor pro­
batorio en beneficio de la parte patronal, debido a que el víncu lo que existe 
y las funciones que lleva a cabo impiden que goce de las condiciones de 
independencia e imparcialidad en su desahogo.
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Justificación: La persona que ostenta el cargo de supervisor en una empresa, 
de manera general, lleva a cabo funciones de administración del personal, 
ya que es quien asigna el trabajo a los empleados a su cargo, coordina la 
organización que está bajo su responsabilidad; asimismo, verifica y evalúa 
que las tareas encomendadas se realicen en la forma y los tiempos reque­
ridos para la consecución de los fines de la empresa. En ese sentido, si 
bien las funciones que tiene a su cargo no lo sitúan en el mismo nivel que 
aquellas que desempeña un director, gerente o administrador, debido a 
que sus labores se limitan sólo a dirigir, coordinar y verificar el desempeño 
del grupo de empleados que se encuentran a su cargo, éstas no pueden 
considerarse como actividades ordinarias que efectúa cualquier otro traba­
jador, pues dentro de su ámbito de competencia lleva a cabo acciones que 
sí involucran la administración y vigilancia en la consecución de los fines de 
la empresa. Por lo que, si bien dicho cargo no se encuentra dentro de los 
puestos de más alto nivel en la toma de decisiones de una empresa, tam­
bién lo es que al tener a personal a su mando y dirigirlo en sus actividades, 
puede equipararse a las funciones que desempeña un jefe dentro de la 
organización. De ahí que quien ostente el puesto de supervisor no puede 
ser considerado como un testigo imparcial de hechos que afecten en forma 
directa a la empresa, ya que la naturaleza misma de su cargo y la confianza 
depositada en él, lo obligan de alguna manera a defender los intereses de 
la compañía para la que labora frente a los conflictos que pudieran susci­
tarse con sus empleados. Consecuentemente, a diferencia de lo que ocurre 
con las demás testimoniales ofrecidas a cargo de otros empleados –ordi­
narios–, la autoridad de trabajo no puede otorgar valor probatorio a las decla­
raciones rendidas por la persona que ostenta el cargo de supervisor en 
favor de la parte patronal, ya que conforme a las funciones que desempeña 
dentro de una empresa y el víncu lo de confianza que existe en la asigna­
ción de ese cargo, hace que no se presenten las condiciones de indepen­
dencia e imparcialidad que permitan otorgar validez a su dicho en cuanto 
beneficie a la parte patronal, pues ello equivaldría a darle valor probatorio 
al ateste de una persona que de manera implícita tendría interés en el resul­
tado del conflicto.

2a./J. 72/2022 (11a.)

Contradicción de criterios 286/2022. Entre los sustentados por el Tribunal Cole­
giado del Vigésimo Sexto Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
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de Trabajo del Tercer Circuito. 16 de noviembre de 2022. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, Loretta 
Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Yasmín 
Esquivel Mossa. Secretaria: Illiana Camarillo González.

Tesis y criterio contendientes:

El Tribunal Colegiado del Vigésimo Sexto Circuito, al resolver el amparo directo 
16/2017, el cual dio origen a la tesis aislada XXVI.3 L (10a.), de rubro: 
"PRUEBA TESTIMONIAL EN MATERIA LABORAL A CARGO DEL PER­
SONAL CON FUNCIONES DE SUPERVISIÓN O VIGILANCIA. AL ACTUAR 
EN FAVOR DE LOS INTERESES DEL PATRÓN, SU DECLARACIÓN SÓLO 
TIENE VALOR PROBATORIO EN CUANTO LO PERJUDIQUE.", publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 29 de septiembre de 
2017 a las 10:38 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 46, Tomo III, septiembre de 2017, página 1968, 
con número de registro digital: 2015211; y,

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer 
Circuito, al resolver el amparo directo 114/2022.

Tesis de jurisprudencia 72/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del siete de diciembre de dos mil veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de enero de 2023 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de enero de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RECURSO DE REVISIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. ES INNECESARIO 
QUE OBRE SU COPIA EN EL CUADERNO PRINCIPAL. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, al analizar si 
es necesario que en el cuaderno principal del juicio de amparo obre agre­
gada copia del recurso de revisión, llegaron a posturas contrarias, pues 
mientras uno de ellos concluyó que sí es necesaria dicha reproducción en el 
expediente, el otro estimó lo contrario.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación resuelve que es innecesario que la reproducción del recurso de revi­
sión obre en el cuaderno principal del juicio de amparo, dado que no es 
indispensable para la tramitación y solución del recurso.
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Justificación: El artícu lo 88, párrafos tercero y cuarto, de la Ley de Amparo, 
establece como requisito para el trámite del recurso de revisión que se anexe 
una copia de los agravios al expediente principal, además de las necesarias 
para correr traslado a las partes; en caso de no hacerlo, no obstante que 
medie requerimien to al respecto, se tendrá por no interpuesto. Tal impe rativo 
tiende a que quede constancia del recurso de revisión en el cuaderno prin­
cipal del juicio de amparo. Sin embargo, no es necesario que la copia del 
recurso obre agregada en el expediente de amparo, ya que el recurso no 
se resuelve en el indicado cuaderno principal, sino que se hace por la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación o el Tribunal Colegiado de Circuito 
en el respectivo toca a su cargo, donde obra el original, por lo que el hecho 
de que no quede en el sumario la reproducción aludida no afecta el trámite 
y la solución de ese medio de defensa. De ahí que no sea forzoso que en el 
expediente del juicio de amparo quede constancia de los agravios, pues 
su ausencia nada afecta para la debida integración y solución del asunto, por 
lo que entonces no debe ser requerida por el órgano jurisdiccional respectivo.

2a./J. 73/2022 (11a.)

Contradicción de criterios 223/2022. Entre los sustentados por los Tribunales 
Colegiados Tercero en Materia Civil del Tercer Circuito y Segundo en 
Materia Administrativa Especializado en Competencia Económica, Radio­
difusión y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y 
jurisdicción en toda la República. 16 de noviembre de 2022. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, Loretta 
Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomuni­
caciones, con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda 
la República, al resolver la queja 29/2016, y el diverso sustentado por el 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver 
la queja 178/2022.
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Tesis de jurisprudencia 73/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del siete de diciembre de dos mil veintidós.

Nota: De la sentencia que recayó a la queja 29/2016, resuelta por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa Especializado en Compe­
tencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en 
la Ciudad de México y jurisdicción en toda la República, derivó la tesis 
aislada I.2o.A.E.7 K (10a.), de rubro: "RECURSO DE REVISIÓN, COPIA 
PARA EL EXPEDIENTE. EL ARTÍCULO 88, PÁRRAFOS TERCERO Y CUARTO, 
DE LA LEY DE AMPARO, VULNERA EL DERECHO DE ACCESO A LA 
JUSTICIA TUTELADO POR EL ARTÍCULO 17 CONSTITUCIONAL.", publi­
cada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 5 de agosto 
de 2016 a las 10:05 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 33, Tomo IV, agosto de 2016, página 
2694, con número de registro digital: 2012220.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de febrero de 2023 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 7 de febrero de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

SECRETARIO INSTRUCTOR. CARECE DE FACULTADES PARA PRONUN­
CIARSE SOBRE LA COMPETENCIA DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL 
LABORAL PARA CONOCER DE DETERMINADO JUICIO, YA SEA PARA 
DECLINARLA, RECHAZARLA O ACEPTARLA.

Hechos: En diversos juicios laborales, donde se reclamaron diferentes 
prestaciones, los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron 
a conclusiones distintas, pues mientras dos de ellos señalaron que el secre­
tario instructor carece de facultades para pronunciarse respecto de la com­
petencia de un asunto; el otro indicó que dicho funcionario sí cuenta con 
esas atribuciones.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Na ción determina que el secretario instructor carece de facultades para pro­
nunciarse sobre la competencia del órgano jurisdiccional laboral para cono­
cer de un asunto, ya sea para declinarla, rechazarla o aceptarla.

Justificación: Acorde con los ar tícu los 610, 871 y 873­E de la Ley Federal 
del Trabajo, el secretario instructor cuenta con facultades específicas en la 
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etapa escrita, como son: admitir o prevenir la demanda y, en su caso, sub­
sanarla; ordenar la notificación al demandado; ordenar las vistas, los tras la­
dos y las notificaciones; admitir y, en su caso, proveer respecto de las pruebas 
ofrecidas para acreditar las excepciones dilatorias; dictar las providen­
cias cautelares, y las demás que el Juez le ordene. En contraposición a ello, 
corresponde al Juez el trámite del juicio ordinario, quien, si bien es cierto 
que puede auxiliarse en la etapa escrita del secretario instructor para la emi­
sión de tales acuerdos y providencias, también lo es que es el único facul­
tado para depurar el procedimien to y resolver las excepciones dilatorias 
planteadas por las partes; los incidentes; establecer los hechos no contro­
vertidos; admitir o de  sechar las pruebas ofrecidas por las partes, según 
sea el caso, y decidir la forma en que deberán prepararse; recibir por sí 
mismo las declaraciones, y presidir todos los actos de prueba bajo su más 
estricta y personal responsabilidad; citar para audiencia de juicio; resolver 
el recurso de reconsideración contra los actos u omisiones del secretario 
instructor; y para emitir la sentencia que ponga fin al procedimien to. De ahí 
que válidamente pueda concluirse que el secretario instructor carece de 
facultades para pronunciarse sobre la competencia del órgano jurisdiccio­
nal laboral para conocer de un asunto; sin que obste a ello que conforme a 
lo dispuesto por el inciso f) del ar tícu lo 871 de la Ley Federal del Trabajo, el 
secretario instructor puede dictar los acuerdos que le ordene el Juez, ya que 
dada la naturaleza trascendental de dicha resolución, se considera que esa 
potestad debe estar expresamente contemplada en la ley, lo cual no acon­
tece. Es decir, se está ante la presencia de una facultad que al ser genérica, 
debe entenderse limitada a actos de carácter procesal que tengan por 
efecto el impulso del procedimien to en aquella fase, considerando que de 
esa naturaleza son los acuerdos o providencias que expresamente la ley 
le permite dictar a dicho funcionario en apoyo del juzgador (actuaciones de 
mero trámite), sin comprender a los que guardan relación con la competen­
cia del órgano jurisdiccional para conocer del asunto, lo cual queda de 
manifiesto, además, si se tiene en cuenta que sus actos son revisables a 
través del recurso de reconsideración que debe ser fallado en la audiencia 
preliminar. Aunado a que de conformidad con los ar tícu los 701 a 703 de 
la Ley Federal del Trabajo, el Tribunal Laboral puede declararse incompe­
tente de dos formas: a) de oficio, en cualquier estado del proceso hasta antes 
de la audiencia del juicio, cuando existan en el expediente datos que lo 
justifiquen; o, b) por declinatoria, la cual pueden promover las partes hasta 
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la audiencia preliminar, momento en el que el Tribunal, después de oír a las 
partes y recibir pruebas, dictará resolución. De esta manera, para la decla­
ración de incompetencia, el Tribunal debe analizar los datos que aparezcan 
en el expediente, o bien, debe oír y recibir las pruebas de las partes. Ejer­
cicio que no corresponde a las facultades de trámite del secretario instruc­
tor, sino a las del titular del órgano.

2a./J. 74/2022 (11a.)

Contradicción de criterios 268/2022. Entre los sustentados por el Tribunal Cole­
giado en Materia de Trabajo del Vigésimo Circuito, el Primer Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Octavo Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Segundo Circuito, el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia de Trabajo del Segundo Circuito, con apoyo del Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con resi­
dencia en San Andrés Cholula, Puebla, y el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito. 16 de noviembre de 2022. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, 
Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: 
Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García de la Mora.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Vigésimo 
Circuito, al resolver el conflicto competencial 17/2021, el sustentado por 
el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Octavo Circuito, al resolver el 
conflicto competencial 20/2022, y el diverso sustentado por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito, al resolver 
el conflicto competencial 1/2022.

Tesis de jurisprudencia 74/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada del siete de diciembre de dos mil 
veintidós.

Nota: De la sentencia que recayó al conflicto competencial 17/2021, resuelto por 
el Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Vigésimo Circuito, derivó 
la tesis XX.T.4 L (11a.), de rubro: "SECRETARIO INSTRUCTOR DE UN 
TRIBUNAL LABORAL. CARECE DE FACULTADES PARA EMITIR DETER­
MINACIONES RELACIONADAS CON LA COMPETENCIA PARA CONOCER 
DE UN ASUNTO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federa­
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ción del viernes 15 de julio de 2022 a las 10:22 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 15, Tomo V, 
julio de 2022, página 4694, con número de registro digital: 2025016.

De la sentencia que recayó al conflicto competencial 20/2022, resuelto por el 
Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Octavo Circuito Materia de Trabajo 
del Vigésimo Circuito, derivó la tesis XXVIII.1o. J/1 L (11a.), de rubro: 
"SECRETARIO INSTRUCTOR. CARECE DE FACULTADES PARA EMITIR 
RESOLUCIONES QUE RESUELVAN EN DEFINITIVA EL PROCEDIMIENTO 
LABORAL O LO DEN POR CONCLUIDO.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 21 de octubre de 2022 a las 10:31 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima 
Época, Libro 18, Tomo IV, octubre de 2022, página 3386, con número de 
registro digital: 2025398.

De la sentencia que recayó al conflicto competencial 1/2022, resuelto por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito, 
derivó la tesis VII.2o.T. J/6 L (11a.), de rubro: "SECRETARIO INSTRUCTOR 
EN EL NUEVO SISTEMA DE JUSTICIA LABORAL. EL JUEZ TITULAR 
PUEDE DELEGARLE LA FACULTAD PARA PROVEER RESPECTO DE LA 
COMPETENCIA DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL, EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 871, INCISO F), DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, VIGENTE 
A PARTIR DEL 2 DE MAYO DE 2019.", publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 21 de octubre de 2022 a las 10:31 horas y 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, 
Libro 18, Tomo IV, octubre de 2022, página 3405, con número de registro 
digital: 2025399.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de enero de 2023 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de enero de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RECONSIDERACIÓN ADMINISTRATIVA PREVISTA EN EL AR TÍCU LO 36 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. DEBE LIMITARSE AL ANÁ­
LISIS DE LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA QUE DETERMINA UN CRÉDITO 
FISCAL O CON LA QUE CONCLUYE EL PROCEDIMIEN TO Y NO DE LOS 
ACTOS PREVIOS.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron a con­
clusiones distintas al analizar sentencias de juicios de amparo en los que 



116

Suprema Corte de Justicia de la Nación

se reclamó la resolución dictada en la reconsideración prevista en el ar tícu lo 
36 del Código Fiscal de la Federación, pues mientras para un Tribunal es posi­
ble que la autoridad fiscal analice los actos emitidos durante el procedimien to 
fiscalizador, para el otro sólo es posible estudiar la resolución determinante 
dictada en tal procedimien to.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la reconsideración prevista en el tercer párrafo del 
ar tícu lo 36 del Código Fiscal de la Federación, únicamente permite a la auto­
ridad revisar la resolución definitiva (es decir, la final) que determina un cré­
dito fiscal o con la que concluye el procedimien to y no así todos y cada uno de 
los actos previos a ésta, que forman parte del procedimien to correspondiente.

Justificación: Dado que desde su origen la reconsideración fiscal prevista 
en el ar tícu lo 36 del Código Fiscal de la Federación ha sido un mecanismo 
de carácter excepcional, su materia debe limitarse a la resolución definitiva 
(entendida como la final o determinante) del procedimien to fiscalizador, pues 
de permitir analizar todas y cada una de las actuaciones intraprocedimen­
tales que anteceden a la resolución definitiva (incluso aquellas que no 
pueden impugnarse de forma autónoma), se contravendría su naturaleza 
excepcional y su finalidad, al equipararse materialmente a un medio de 
defensa o recurso ordinario, lo cual no corresponde a la naturaleza de esa 
figura por tratarse de un mecanismo extraordinario de autocontrol de la lega­
lidad de los actos en materia fiscal. Por lo tanto, para la procedencia de 
la reconsideración, el término "resoluciones administrativas de carácter indivi­
dual no favorables a un particular" debe entenderse referido únicamente a 
la resolución definitiva emitida en el procedimien to correspondiente y no así 
a cualquier acto previo de éste.

2a./J. 75/2022 (11a.)

Contradicción de criterios 236/2022. Entre los sustentados por los Tribunales 
Colegiados Primero del Sexto Circuito y Vigésimo Tercero del Primer Cir­
cuito, ambos en Materia Administrativa. 16 de noviembre de 2022. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, 
Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue.
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Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Sexto Circuito, al resolver el amparo en revisión 277/2020, y el diverso susten­
tado por el Vigésimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 23/2021.

Nota: De la sentencia que recayó al amparo en revisión 277/2020, resuelto por 
el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito, 
derivó la tesis aislada VI.1o.A.1 A (11a.), de rubro: "RECONSIDERACIÓN 
ADMINISTRATIVA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 36 DEL CÓDIGO FISCAL 
DE LA FEDERACIÓN. LA AUTORIDAD QUE CONOZCA DE ÉSTA SE 
ENCUENTRA FACULTADA PARA ANALIZAR LA LEGALIDAD DE LOS 
ACTOS EMITIDOS DURANTE EL PROCEDIMIENTO FISCALIZADOR QUE 
DIO ORIGEN A LA RESOLUCIÓN RESPECTO DE LA CUAL SE PROMUEVE.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de 
agosto de 2021 a las 10:14 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Undécima Época, Libro 4, Tomo V, agosto de 2021, 
página 4917, con número de registro digital: 2023415.

Tesis de jurisprudencia 75/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de siete de diciembre de dos mil veintidós.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de febrero de 2023 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 7 de febrero de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

2023

CRÉDITOS LABORALES PREFERENTES. NO LOS CONSTITUYEN LAS 
CANTIDADES GENERADAS POR LAS PENAS CONVENCIONALES ESTA­
BLECIDAS EN UN CONVENIO EXTRAJUDICIAL DE TERMINACIÓN DE 
LA RELACIÓN LABORAL, AL NO SER UNA INDEMNIZACIÓN EN TÉRMI­
NOS DE LOS ARTÍCULOS 123, APARTADO A, FRACCIÓN XXIII, DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y 
113 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron a con­
clusiones discrepantes al determinar si el adeudo derivado de una pena 
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convencional pactada en un convenio extrajudicial de terminación laboral 
tiene o no el carácter de crédito preferente en términos de los artícu los 123, 
apartado A, fracción XXIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y 113 de la Ley Federal del Trabajo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el crédito que deriva del incumplimien to de una pena 
convencional establecida en un convenio extrajudicial de terminación de 
la relación laboral no constituye una indemnización, en términos de los artícu­
los 123, apartado A, fracción XXIII, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y 113 de la Ley Federal del Trabajo, que deba conside­
rarse preferente sobre cualquier otro adeudo que el patrón tenga con diverso 
acreedor, por lo que no puede ser cobrado de manera privilegiada en caso de 
insolvencia de aquél.

Justificación: Si bien la recomendación 180 de la Organización Internacional 
del Trabajo (OIT) sobre la protección de los créditos laborales en caso de in­
solvencia del empleador considera como crédito laboral protegido a las 
indemnizaciones por fin de servicios y otras sumas adeudadas a los traba­
jadores con motivo de la terminación de su relación de trabajo, esta Segunda 
Sala estima que no puede otorgarse tal carácter a los créditos derivados de 
una pena convencional pactada en un convenio de terminación del víncu lo 
laboral, pues tal estipulación constituye una sanción por no cumplir oportu­
namente el pago de la suma pactada por dicho concepto. Sin que pueda 
considerarse como una cantidad adeudada al trabajador con motivo de 
la conclusión de la relación de trabajo, pues no forma parte ni se encuentra 
relacionada con alguna de las condiciones laborales pactadas al inicio de 
la referida relación, sino que únicamente fue incluida para inhibir el incum­
plimien to en que se pudiera incurrir, así como para asegurar el pago oportuno.

2a./J. 1/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 109/2022. Entre los sustentados por los Tribunales 
Colegiados Tercero en Materias Civil y de Trabajo del Quinto Circuito y 
Primero en Materias Civil y de Trabajo del Octavo Circuito. 30 de noviembre 
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de 2022. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María 
Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel 
Mossa. Ponente: Loretta Ortiz Ahlf. Secretaria: Lizbeth Berenice Monte­
alegre Ramírez.

Tesis y criterio contendientes:

El Tercer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Quinto Circuito, 
al resolver el amparo directo 712/2016, el cual dio origen a la tesis aislada 
V.3o.C.T.9 L (10a.), de rubro: "CRÉDITOS PREFERENTES EN MATE­
RIA LABORAL. NO LO SON AQUELLOS CUYO ORIGEN RESIDA EN 
LA FALTA OPORTUNA DEL PAGO DE DETERMINADA CANTIDAD DE 
DINERO, PACTADA EN UN CONVENIO DE TERMINACIÓN DE LA RELA­
CIÓN DE TRABAJO CELEBRADO FUERA DE JUICIO Y RATIFICADO 
ANTE LA AUTORIDAD LABORAL.", publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 6 de octubre de 2017 a las 10:16 horas, y en 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
47, Tomo IV, octubre de 2017, página 2425, con número de registro digital: 
2015262, y 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo 
del Octavo Circuito, al resolver el amparo directo 509/2021.

Tesis de jurisprudencia 1/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del once de enero de dos mil veintitrés.

 
Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo 509/2021, resuelto por el 

Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Octavo Cir­
cuito, derivó la tesis aislada VIII.1o.C.T.1 L (11a.), de rubro: "CRÉDITOS 
PREFERENTES EN MATERIA LABORAL. LO SON AQUELLOS QUE DERI­
VAN DEL INCUM PLIMIENTO DE UN CONVENIO DE TERMINACIÓN DE LA 
RELACIÓN DE TRABAJO CELEBRADO FUERA DE JUICIO ANTE LA AUTO­
RIDAD LABORAL.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 20 de mayo de 2022 a las 10:25 horas, y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 13, Tomo V, 
mayo de 2022, página 4595, con número de registro digital: 2024645.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de febrero de 2023 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 20 de febrero de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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PROCEDIMIENTO DE CONCILIACIÓN PREJUDICIAL, PLURALIDAD DE 
DEMANDADOS. ES PROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO 
CONTRA LA RESOLUCIÓN EMITIDA POR EL TRIBUNAL LABORAL A 
TRAVÉS DE LA CUAL ORDENA REMITIR EL EXPEDIENTE AL CENTRO 
DE CONCILIACIÓN PARA AGOTAR DICHA FASE Y EL ARCHIVO DEFINI­
TIVO DEL ASUNTO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes discreparon 
respecto de si procede el juicio de amparo indirecto contra la decisión judicial 
de devolver el expediente al Centro de Conciliación para agotar dicha fase 
o si es reclamable en amparo directo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que ante la falta de constancia que acredite que se agotó 
el procedimien to de conciliación prejudicial con la totalidad de los deman­
dados, el Juez laboral es el funcionario facultado para emitir el acuerdo 
a través del que se ordene la remisión del expediente al Centro de Conci­
liación, federal o local, con el objeto de agotar esa fase del procedimien to 
laboral, así como el archivo definitivo del asunto y esa determinación puede 
controvertirse en el juicio de amparo directo.

Justificación: Con motivo de la reforma constitucional y legal en materia 
de justicia laboral, la etapa de conciliación se elevó a rango constitucional 
como se desprende del artícu lo 123, apartado A, fracción XX, párrafo se­
gundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Por tanto, 
cuando existe pluralidad de demandados, la parte actora está obligada 
constitucionalmente a exhibir la constancia que acredite que se agotó dicha 
fase con cada uno de ellos, y la inobservancia de dicho imperativo, previo 
apercibimien to, dará lugar a que el Juez laboral emita un acuerdo en el que, 
sin pronunciarse sobre la competencia, ordenará la remisión del expediente 
al Centro de Conciliación para que inicie el procedimien to de conciliación 
prejudicial establecido en el Título Trece Bis de la Ley Federal del Trabajo, 
así como el archivo definitivo del asunto. Por tanto, conforme a los artícu los 
107, fracción V, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, 34 y 170, fracción I, de la Ley de Amparo, esa decisión puede ser contro­
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vertida a través del juicio de amparo directo por tratarse de una resolución 
que pone fin al juicio, ya que sin decidir el conflicto en el fondo lo da por 
concluido.

2a./J. 2/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 75/2022. Entre los sustentados por los Tribunales 
Colegiados Primero en Materia de Trabajo del Décimo Circuito y Primero 
del Vigésimo Octavo Circuito. 30 de noviembre de 2022. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, Loretta 
Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Los Ministros 
Javier Laynez Potisek y Loretta Ortiz Ahlf manifestaron que formularían 
voto concurrente. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretario: Javier 
Eduardo Estrever Ramos.

Tesis y criterio contendientes:

El Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo Circuito, al resol­
ver los amparos directos 141/2021, 164/2021 y 186/2021, los cuales dieron 
origen a la tesis aislada X.1o.T.5 L (11a.), de rubro: "RESOLUCIÓN PARA 
EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. 
LO ES AQUELLA POR LA QUE EL TRIBUNAL LABORAL REMITE LA 
DEMANDA AL CENTRO DE CONCILIACIÓN, FEDERAL O ESTATAL, 
PARA QUE SE AGOTE LA ETAPA CONCILIATORIA PREJUDICIAL Y NO 
EL ACUERDO DE ARCHIVO DEFINITIVO QUE EMITE UNA VEZ QUE EL 
CENTRO RESPECTIVO ACUSA RECIBO DEL EXPEDIENTE.", publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 22 de octubre de 
2021 a las 10:32 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Undécima Época, Libro 6, Tomo IV, octubre de 2021, página 3854, 
con número de registro digital: 2023712; y,

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Octavo Circuito, al 
resolver el amparo directo 46/2022.

Tesis de jurisprudencia 2/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del once de enero de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de febrero de 2023 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de febrero de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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RECURSO DE REVISIÓN. LA LEY DE AMPARO VIGENTE NO PREVÉ 
LA POSIBILIDAD DE QUE LAS AUTORIDADES RESPONSABLES LO 
INTERPONGAN POR VÍA TELEGRÁFICA.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes se pronuncia­
ron de manera discrepante al resolver los recursos de reclamación que fueron 
sometidos a su consideración, en los que se impugnó el acuerdo que dese­
chó por extemporáneo un recurso de revisión intentado por las autoridades 
respon sables, mismo que se había interpuesto de manera oportuna por la 
vía telegráfica y, posteriormente, fue enviado extemporánea mente a través 
del Servicio Postal Mexicano en dos casos y por mensaje ría privada en otro 
asunto. Así, dos Tribunales Colegiados de Circuito determinaron que la presen­
tación del recurso de revisión por la vía telegráfica es válida para consi de rar 
la oportunidad de la presentación de dicho medio de impugnación, pues 
había sido depositado en una oficina pública de comunicaciones, en tanto 
que otro Tribunal determinó que la vía telegráfica no estaba permitida por la 
Ley de Amparo para interponer un recurso de revisión, puesto que no conte­
nía la firma autógrafa, lo que impide tener certeza de la voluntad del recu­
rrente de interponer el recurso intentado.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la Ley de Amparo vigente no prevé la interposi ción 
del recurso de revisión por parte de las autoridades responsables a través de 
la vía telegráfica.

Justificación: La Ley de Amparo vigente no prevé la posibilidad de que las 
autoridades responsables interpongan el recurso de revisión por vía tele­
gráfica, en tanto que a través de ésta no es posible enviar la firma autógrafa 
para constatar la legitimación de la persona autorizada para interponerlo, sin que 
la conclusión alcanzada implique la restricción del derecho de acceso a la 
justicia, dado que en la actualidad se cuenta con otros medios de comu nicación 
como el servicio postal o el electrónico a través del uso de la firma electrónica, 
para hacer llegar al juzgado o tribunal de amparo dicho medio de defensa.

2a./J. 3/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 226/2022. Entre los sustentados por los Tribunales 
Colegiados Primero en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Tercer 
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Circuito y Segundo en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo 
Primer Circuito y el Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa 
del Vigésimo Segundo Circuito. 7 de diciembre de 2022. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, Loretta 
Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa; el Ministro Luis 
María Aguilar Morales votó contra la consideración que alude a la contra­
dicción de tesis 221/2014, resuelta por el Pleno de este Alto Tribunal, en 
que se apoya el proyecto. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: 
Juvenal Carbajal Díaz.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo 
del Décimo Tercer Circuito, al resolver el recurso de reclamación 7/2022, el 
sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Admi­
nistrativa del Vigésimo Primer Circuito, al resolver el recurso de reclamación 
31/2019, y el diverso sustentado por el Tribunal Colegiado en Materias 
Penal y Administrativa del Vigésimo Segundo Circuito, al resolver el recurso 
de reclamación 14/2019.

Tesis de jurisprudencia 3/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de dieciocho de enero de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de febrero de 2023 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 20 de febrero de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD. LAS PERSONAS TRABAJA­
DORAS A QUE SE REFIERE EL APARTADO PRIMERO DE LA CLÁUSULA 
69 DEL CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO PARA EL BIENIO 2016­2018, 
TIENEN DERECHO A JUBILARSE CONFORME AL CONTRATO VIGENTE 
PARA EL BIENIO 2014­2016, CUANDO HAYAN CUMPLIDO LOS REQUISI­
TOS PACTADOS EN ESTE ÚLTIMO DURANTE EL AÑO 2016.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes asumieron 
posturas contrapuestas respecto a la interpretación de la cláusula 69, apar­
tado primero, párrafo segundo, del Contrato Colectivo de Trabajo celebrado 
entre la Comisión Federal de Electricidad y el Sindicato Único de Trabaja­
dores Electricistas de la República Mexicana para el bienio 2016­2018, en 
relación con el régimen de jubilación aplicable, en tanto que uno concluyó 
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que los beneficios pactados para el bienio 2014­2016 no perdieron vigen­
cia, sino que se conservaron hasta el 31 de diciembre de 2016; mientras 
que el otro órgano jurisdiccional razonó que la cláusula únicamente alude a 
los requisitos de edad o antigüedad, sin que se refiera a obtener la jubila­
ción en los términos del anterior contrato colectivo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la cláusula 69, apartado primero, párrafo segundo, 
del Contrato Colectivo de Trabajo celebrado entre la Comisión Federal de 
Electricidad y el Sindicato Único de Trabajadores Electricistas de la Repú­
blica Mexicana para el bienio 2016­2018, que establece que "los trabajado­
res que a partir de la entrada en vigor del presente Contrato y durante todo el 
2016, cumplan con las condiciones de edad y/o antigüedad para jubilarse, 
conforme a lo establecido en el Contrato Colectivo de Trabajo 2014­2016, 
podrán optar por ejercer su derecho a la jubilación en los términos previstos 
en el mismo", debe interpretarse en el sentido de que las personas trabaja­
doras que cuenten con una plaza otorgada con anterioridad al 18 de agosto 
de 2008 y las temporales con antigüedad anterior a esa fecha y que durante 
el año 2016 cumplan los requisitos de edad y años contemplados en el con­
trato colectivo para el bienio 2014­2016, tienen derecho a jubilarse conforme 
a las condiciones y con los beneficios contenidos en ese acuerdo de volun­
tades, directamente vinculados con el derecho a la jubilación, en el entendido 
de que los elementos accesorios a la pensión y las prestaciones adicionales 
que en su caso se concedan, deben regularse conforme a las cláusulas 
específicas que las contengan conforme al contrato colectivo para el bienio 
2016­2018.

Justificación: La cláusula 69, apartado primero, párrafo segundo, del Con­
trato Colectivo para el bienio 2016­2018, en la porción "optar por ejercer su 
derecho a la jubilación en los términos previstos en el mismo", evidencia la 
intención de las partes de extender el régimen de jubilación pactado en el con­
trato colectivo del bienio 2014­2016 durante todo el año 2016, aun cuando 
a la firma del contrato colectivo del bienio 2016­2018, vigente a partir del 1 
de mayo de 2016, la jubilación sólo fuera una expectativa de derecho, pues tal 
posibilidad quedó garantizada por estipulación expre sa de las partes. Lo ante­
rior no implica que todas las prestaciones accesorias o adicionales no vincu­
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ladas directamente con la pensión por jubilación deban otorgarse conforme 
al contrato colectivo para el bienio 2014­2016, pues respecto de éstas debe 
estarse a la cláusula que expresamente las regule conforme al contrato colec­
tivo para el bienio 2016­2018.

2a./J. 4/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 258/2022. Entre los sustentados por los Tribunales 
Colegiados Segundo en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, Primero 
en Materias Civil y de Trabajo del Octavo Circuito y el Tribunal Colegiado en 
Materias de Trabajo y Administrativa del Décimo Cuarto Circuito. 7 de diciem­
bre de 2022. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María 
Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel 
Mossa. Ponen te: Loretta Ortiz Ahlf. Secretaria: Lizbeth Berenice Monte­
alegre Ramírez.

Tesis y criterios contendientes:

El Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, al 
resolver el amparo directo 284/2018, el cual dio origen a la tesis aislada 
III.2o.T.7 L (10a.), de rubro: "JUBILACIÓN DE LOS TRABAJADORES DE 
LA COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD. SI CONFORME AL CON­
TRATO COLECTIVO DE TRABAJO CORRESPONDIENTE AL BIENIO 2014­
2016, AQUÉLLOS CUMPLIERON CON LAS CONDICIONES DE EDAD O 
ANTIGÜEDAD Y EJERCIERON ESE DERECHO, LOS BENEFICIOS PRE­
VISTOS EN AQUÉL SE CONSERVARON HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 
2016, POR LO QUE SU CUANTIFICACIÓN DEBE HACERSE EN TÉRMINOS 
DE ESE CONTRATO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federa­
ción del viernes 14 de junio de 2019 a las 10:20 horas, y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 67, Tomo VI, 
junio de 2019, página 5196, con número de registro digital: 2020078; y,

El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materias de Trabajo y Administrativa 
del Décimo Cuarto Circuito, al resolver el amparo directo 347/2021.

Tesis de jurisprudencia 4/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veinticinco de enero de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de febrero de 2023 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 20 de febrero de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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IRRETROACTIVIDAD DE LA JURISPRUDENCIA. LA APLICACIÓN DE LA 
TESIS 2a./J. 33/2021 (11a.) PARA LA RESOLUCIÓN DE JUICIOS LABO­
RALES INICIADOS CON ANTERIORIDAD AL 13 DE DICIEMBRE DE 2021 
NO VULNERA ESE PRINCIPIO, AL NO EXISTIR UNA JURISPRUDENCIA 
PREVIA QUE PUDIERA SER SUPERADA, MODIFICADA O ABANDONADA 
NI AFECTARSE LA SEGURIDAD JURÍDICA DE LOS JUSTICIABLES.  

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron a 
deci siones contradictorias al analizar si la aplicación de la jurispruden­
cia 2a./J. 33/2021 (11a.), de esta Segunda Sala, para la resolución de juicios 
labo rales iniciados con anterioridad a la fecha en que dicha tesis se consi­
dera de aplicación obligatoria (13 de diciembre de 2021), cuando la acción 
intentada sea la de indemnización constitucional y la parte trabajadora 
rechaza la oferta de trabajo que realiza el empleador, puede considerarse 
violatoria del principio de irretroactividad de la jurisprudencia previsto en el 
artícu lo 217, último párrafo, de la Ley de Amparo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que la aplicación del criterio jurisprudencial 2a./J. 33/2021 (11a.), de 
rubro: "CALIFICACIÓN DEL OFRECIMIENTO DE TRABAJO. RESULTA IRRE­
LEVANTE CUANDO LA ACCIÓN INTENTADA SEA LA DE INDEMNIZACIÓN 
CONSTITUCIONAL Y LA PARTE TRABAJADORA RECHACE LA OFERTA DE 
TRABAJO.", para la resolución de juicios laborales iniciados con anteriori­
dad al 13 de diciembre de 2021, no vulnera el principio de irretroactividad 
de la jurisprudencia. 

Justificación: De conformidad con la diversa jurisprudencia 2a./J. 199/2016 
(10a.), de rubro: "JURISPRUDENCIA. ALCANCE DEL PRINCIPIO DE IRRETRO­
ACTIVIDAD DE AQUÉLLA TUTELADO EN EL ARTÍCULO 217, PÁRRAFO 
ÚLTIMO, DE LA LEY DE AMPARO.", esta Segunda Sala estableció que para 
considerar que la aplicación de la jurisprudencia vulnera el principio de 
irretroactividad, se deben presentar tres elementos: I) al inicio de un juicio 
o procedimien to debe existir una jurisprudencia aplicable directamente a 
alguna de las cuestiones jurídicas relevantes para la interposición, trami­
tación, desarrollo y resolución del asunto jurisdiccional; II) antes de emitir la 
resolución jurisdiccional, se emite jurisprudencia que supera, modifica o 
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abandona ese entendimien to del sistema jurídico; y, III) la aplicación del 
nuevo criterio impacta de manera directa la seguridad jurídica de los justi­
ciables. En ese sentido, al no existir un criterio jurisprudencial previo que 
estableciera un entendimien to diferente respecto de la relevancia de la cali­
ficación de la oferta de trabajo, cuando se ejercita la acción de indemniza­
ción constitucional con motivo de un despido injustificado, es inconcuso que 
no se da la aplicación retroactiva de la jurisprudencia indicada, en tanto 
que de dicha hipótesis jurídica no existía un criterio jurisprudencial previo; en 
ese orden de ideas, es claro que el segundo requisito no se acredita al 
no existir una jurisprudencia anterior que pudiera ser superada, modificada 
o abandonada. Asimismo, tampoco se considera que la aplicación de la indi­
cada jurisprudencia impacte la seguridad jurídica de los justiciables, pues 
el hecho de que los patrones tuvieran la expectativa de que al ofrecer el 
trabajo se revertiría la carga de la prueba, no es razón suficiente para decir 
que contaban con la certeza de que así sucedería, ya que además de que 
debían demostrar que dicha oferta se realizaba de buena fe, únicamente 
contaban con una posibilidad contingente de que así sucediera, lo cual 
dependía de múltiples factores jurídicos y fácticos que debían actualizarse.

2a./J. 5/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 98/2022. Entre los sustentados por los Tribunales 
Colegiados Segundo en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo 
Circuito, Décimo en Materia de Trabajo del Primer Circuito, Tercero del 
Trigésimo Circuito, Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo 
del Octavo Circuito y el Primero en Materia de Trabajo del Décimo Circuito. 
7 de diciembre de 2022. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek 
y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Loretta Ortiz Ahlf. Secretaria: Lizbeth 
Berenice Montealegre Ramírez.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del 
Octavo Circuito, al resolver el amparo directo 915/2021, el sustentado por 
el Décimo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al 
resolver el amparo directo 7/2022, el sustentado por el Tercer Tribunal Cole­
giado del Trigésimo Circuito, al resolver el amparo directo 286/2021, y el 
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diverso sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo 
del Décimo Circuito, al resolver los amparos directos 596/2021 y 476/2021.

Tesis de jurisprudencia 5/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veinticinco de enero de dos mil 
veintitrés.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 33/2021 (11a.) citada, aparece publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 10 de diciembre 
de 2021 a las 10:22 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federa ción, Undécima Época, Libro 8, Tomo II, diciembre de 2021, página 
1497, con número de registro digital: 2023931.

La tesis de jurisprudencia 2a./J. 199/2016 (10a.) citada, aparece publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 20 de enero de 2017 
a las 10:21 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 38, Tomo I, enero de 2017, página 464, con número de 
registro digital: 2013494.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2023 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de marzo de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ERROR JUDICIAL. LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO NO 
PUEDEN MODIFICAR LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL PRIMIGE­
NIA AL RESOLVER UN SEGUNDO JUICIO DE AMPARO DIRECTO, AUN 
CUANDO ESTIMEN QUE SU DICTADO SE ENCUENTRA VICIADO DE 
TAL ERROR. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron si 
al resolver un segundo juicio de amparo directo, resulta o no dable modifi­
car el contenido y alcance de la protección constitucional previamente otor­
gada a la parte quejosa, cuando adviertan que la misma está viciada por un 
error judicial, y llegaron a decisiones contrarias respecto a tal problema legal.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que al resolver sobre la constitucionalidad de una sen­
tencia reclamada que fue emitida en cumplimien to a un amparo directo 
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previo, no resulta dable que el Tribunal Colegiado de Circuito modifique las 
consideraciones o alcances de tal protección constitucional, aun cuando 
estime que al dictar ésta se incurrió en un error judicial.

Justificación: El derecho a la indemnización por error judicial, reconocido 
en el artícu lo 10 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, no 
puede constituirse como una excepción a la institución de la cosa juzgada 
porque, precisamente, es la firmeza de la decisión el presupuesto indispen­
sable para que proceda tal derecho. Ahora bien, su finalidad no consiste 
en modificar aquello que tiene el carácter de cosa juzgada, sino en indemni­
zar al justiciable que resulte afectado por un error judicial que ha adquirido 
firmeza legal. Por tanto, al resolver un ulterior juicio de amparo directo, el 
Tri bunal Colegiado de Circuito no puede modificar las consideraciones ni 
la protección constitucional primigenia, aun cuando estime que al dictarla 
se incurrió en un error judicial, ya que ello resultaría contrario a la naturaleza 
del derecho a la indemnización reconocido convencionalmente, así como 
al diseño y la finalidad del propio juicio de amparo directo.

2a./J. 6/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 209/2022. Entre los sustentados por los Tribunales 
Colegiados Décimo Sexto en Materia de Trabajo del Primer Circuito y 
Primero del Décimo Quinto Circuito. 11 de enero de 2023. Cinco votos de 
los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Loretta 
Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Tesis y criterio contendientes:

El Décimo Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, 
al resolver el amparo directo 1200/2016, el cual dio origen a la tesis aislada 
I.16o.T.3 K (10a.), de rubro: "SENTENCIAS DE AMPARO DIRECTO. 
AL CONS TITUIR COSA JUZGADA Y SER INAMOVIBLES, TIENEN COMO 
EXCEPCIÓN EL ERROR CLARO, NOTORIO, PRECISO Y MANIFIESTO, QUE 
ORIGINA SU IMPUGNACIÓN EN UN NUEVO JUICIO DE AMPARO.", publi­
cada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 19 de octubre 
de 2018 a las 10:29 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
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Federación, Décima Época, Libro 59, Tomo III, octubre de 2018, página 
2493, con número de registro digital: 2018211; y,

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al 
resolver el amparo directo 231/2021.

Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo 231/2021, resuelto por el 
Primer Tri bunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, derivó la tesis ais­
lada XV.1o.13 C (11a.), de rubro: "ERROR JUDICIAL. SON INOPERANTES 
LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN LOS QUE SE SOSTIENE QUE EN 
UN AMPARO PREVIO SE RESOLVIÓ ERRÓNEAMENTE, PUES LA FIGURA 
DE LA COSA JUZGADA IMPIDE SU ANÁLISIS DE FONDO.", publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 2 de diciembre de 
2022 a las 10:14 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Fede­
ración, Undécima Época, Libro 20, Tomo III, diciembre de 2022, página 
2726, con número de registro digital: 2025582.

Tesis de jurisprudencia 6/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de uno de febrero de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2023 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de marzo de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DEVOLUCIÓN DE SALDO A FAVOR SOLICITADA EN DECLARACIONES 
COMPLEMENTARIAS. NO PROCEDE CUANDO EN LA DECLARACIÓN 
NORMAL SE ELIGIÓ LA OPCIÓN DE ACREDITAR ESE SALDO Y SOBRE 
DICHA DEVOLUCIÓN EXISTE RESOLUCIÓN DEFINITIVA DE LA AUTORI­
DAD FISCAL NEGÁNDOLA. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron a pos­
turas contrarias al analizar si procede o no la devolución de saldo a favor soli­
citada en una declaración complementaria que sustituye a la declaración 
normal, cuando en ésta se eligió la opción de acreditarlo y con posterioridad 
se solicita su devolución sobre la cual existe resolución definitiva de la auto­
ridad fiscal negándola.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que las declaraciones complementarias presentadas una 
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vez que la autoridad fiscal dicta resolución a la solicitud de devolución de 
saldo a favor que se manifestó en la declaración normal, pero que se eligió 
acreditar, no modifican la situación jurídica del contribuyente ni, por ende, 
procede la devolución del saldo a favor solicitada en tales declaraciones.

Justificación: Cuando un contribuyente presenta la declaración normal y resulta 
saldo a favor respecto del cual se ejerce la opción de acreditarlo, y procede 
a solicitar posteriormente su devolución, sobre la cual la autoridad fiscal emite 
una resolución definitiva en sentido negativo o parcialmente negativo, enton­
ces el derecho a la presentación de declaraciones complementarias se acota 
o se limita, pues no es factible que el contribuyente, al presentar una diversa 
declaración complementaria, manifieste tener saldo a favor de la misma contri­
bución o tributo y periodo, variando únicamente su monto o alguna otra 
cuestión accesoria, porque la autoridad fiscal ya resolvió una solicitud en tal 
sentido y definió la situación jurídica del contribuyente al respecto. Ello es 
así, pues es válido que el contribuyente ejerza su derecho a la autocorrec­
ción fiscal presentando hasta por 3 ocasiones declaraciones complemen­
tarias; sin embargo, lo que ya no resulta válido es que mediante ellas se varíe 
la elección de una opción manifestada en la declaración normal (acredi­
tamien to) y la determinación que respecto a dicha opción adoptó la autoridad 
fiscal al dictar resolución con motivo de la solicitud de saldo a favor que se 
realizó. En otras palabras, es válido autocorregirse pero no variar la opción 
elegida cuando recayó resolución de la autoridad fiscal al respecto. Arribar 
a la conclusión contraria sería tanto como atribuirle al contribuyente una facul­
tad anulatoria –que no tiene– para que deje sin efectos de manera unilateral 
una resolución definitiva de la autoridad fiscal que le afecta, a pretexto de un 
derecho a autocorregirse, desconociendo la presunción de legalidad de la 
que gozan las resoluciones de las autoridades fiscales prevista en el artícu lo 
68 del Código Fiscal de la Federación.

2a./J. 7/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 276/2022. Entre los sustentados por los Tribunales 
Colegiados Sexto del Tercer Circuito y Cuarto del Primer Circuito, ambos 
en Materia Administrativa. 30 de noviembre de 2022. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, Loretta 
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Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 124/2021, y el diverso susten­
tado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, al resolver el amparo directo 118/2022.

Tesis de jurisprudencia 7/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del uno de febrero de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de febrero de 2023 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de febrero de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

NOTIFICACIONES ELECTRÓNICAS. LA ELECCIÓN DE ESA VÍA EN EL 
JUICIO DE AMPARO POR LA PARTE QUEJOSA O TERCERA INTERESADA 
(PARTICULAR) IMPLICA QUE EL ÓRGANO JURISDICCIONAL REALICE 
ÚNICAMENTE AQUELLAS QUE TIENEN CARÁCTER PERSONAL. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, al analizar 
casos en donde los quejosos y los terceros interesados solicitaron ser noti­
ficados por la vía electrónica, sostuvieron criterios discrepantes, pues mien­
tras un órgano jurisdiccional estimó que dicha solicitud sustituye a las que 
se realizan por lista, el diverso órgano determinó que únicamente es aplica­
ble para las de carácter personal.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación establece que cuando las partes quejosa o tercera interesada (par­
ticular) en un juicio de amparo soliciten ser notificadas por vía electrónica, 
esto implica que el órgano jurisdiccional deberá sustituir, con esa forma de 
notificación, únicamente aquellas que son de carácter personal.

Justificación: Las notificaciones judiciales, como actos jurídicos a través de 
los cuales se comunica legalmente a una persona sobre una determinación 
adoptada por el órgano jurisdiccional con motivo del juicio o recurso sustan­
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ciado ante éste, tienen cuatro vías previstas en el artícu lo 26 de la Ley de 
Amparo: personal, por oficio, por lista y a través de la vía electrónica. Por su 
parte, el Acuerdo General 12/2020, del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, que regula la integración y trámite de expediente electrónico y el 
uso de videoconferencias en todos los asuntos competencia de los órganos 
jurisdiccionales a cargo del propio Consejo, distingue el acceso al expe­
diente electrónico, como aquel que solicitan las partes en un procedimien to 
jurisdiccional, por sí o por conducto de sus representantes legales, para sí 
o para un tercero, a fin de poder descargar en sus equipos de cómputo 
copia de las constancias que obren en aquél. Dicha normativa es específica 
al señalar que el acceso otorgado a las partes o a sus representantes y 
autorizados en los juicios para consultar los expedientes electrónicos no 
implicará permisos para notificarse electrónicamente de resoluciones judi­
ciales, salvo cuando se solicita expresamente autorización para esa finalidad 
y la misma se haya acordado favorablemente. Asimismo, en relación con 
las notificaciones electrónicas, el Acuerdo General establece que las partes, 
sus representantes o los autorizados que cuenten con facultades expresas, 
podrán solicitar ante el órgano jurisdiccional en el que se tramite el asunto 
de su interés, que se les notifiquen electrónicamente las resoluciones judi­
ciales, en términos del artícu lo 26, fracción IV, de la Ley de Amparo, y par­
ticularmente distingue que la solicitud para ser notificado electrónicamente 
lleva implícita la obligación de consultar el expediente elec trónico respectivo. 
Por tanto, las partes cuya solicitud para recibir notificaciones electrónicas 
se haya acordado favorablemente, tendrán derecho a consultar por esta vía 
todos los proveídos que se dicten en lo subsecuente. Atento a ello, de la 
interpretación realizada a los preceptos citados de la Ley de Amparo y del 
Acuerdo General del Consejo de la Judicatura Federal, esta Segunda Sala 
determina que si la finalidad de establecer la notificación vía electrónica resulta 
en la implementación de una modalidad alterna a las que tradicional mente 
se han utilizado, entonces la vía electrónica debe verse como herramienta 
optativa para agilizar la comunicación entre el órgano jurisdiccional y el justi­
ciable. En tal sentido, es dable sostener que la elección de esta modalidad 
por el quejoso o el tercero interesado debe entenderse aplicable únicamente 
a las notificaciones que dentro del juicio se deban realizar de forma personal, 
pues éstas obedecen a la necesidad de comunicar fehacientemente deter­
minados actos o resoluciones de importancia y relevancia para el interés de 
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su destinatario, sin que su alcance pueda sustituir la operatividad de las 
notificaciones que se ordenan fijar en una lista que se publica en el local del 
órgano jurisdiccional, en lugar visible y de fácil acceso.

2a./J. 8/2023 (11a.)

Contradicción de tesis 361/2021. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Primero en Materia Administrativa y Primero en Materia Penal, 
ambos del Primer Circuito. 11 de enero de 2023. Cinco votos de los 
Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Loretta 
Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Yasmín 
Esquivel Mossa. Secretario: Alejandro Félix González Pérez.

Tesis y criterio contendientes:

El Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver la 
queja 41/2018, la cual dio origen a la tesis aislada I.1o.P.34 K (10a.), de 
rubro: "NOTIFICACIONES ELECTRÓNICAS EN EL JUICIO DE AMPARO. 
SUSTITUYEN A CUALQUIERA DE LAS EFECTUADAS POR LAS VÍAS 
TRADICIONALES (PERSONALES, MEDIANTE OFICIO Y POR LISTA), POR 
LO QUE EL ÓRGANO DE AMPARO DEBE PRACTICAR TODA CLASE DE 
COMUNICACIÓN CON LA PARTE QUE ASÍ LO DESIGNE, ÚNICAMENTE 
POR ESE MEDIO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 21 de septiembre de 2018 a las 10:30 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 58, Tomo 
III, septiembre de 2018, página 2364, con número de registro digital: 
2017924; y,

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver el incidente de nulidad de notificaciones deri­
vado del amparo en revisión 118/2021.

Nota: El Acuerdo General 12/2020, del Pleno del Consejo de la Judicatura Fede­
ral, que regula la integración y trámite de expediente electrónico y el uso 
de video conferencias en todos los asuntos competencia de los órganos 
jurisdiccionales a cargo del propio Consejo citado, aparece publicado en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 7 de agosto de 2020 
a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 77, Tomo VII, agosto de 2020, página 6558, con 
número de registro digital: 5473.
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Tesis de jurisprudencia 8/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del uno de febrero de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2023 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de marzo de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RECURSO DE REVISIÓN FISCAL PREVISTO EN EL ARTÍCULO 63 DE LA 
LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 
LA PERSONA TITULAR DE LA UNIDAD JURÍDICA DELEGACIONAL DEL 
INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABA­
JADORES DEL ESTADO, ESTÁ LEGITIMADA PARA INTERPONER DICHO 
RECURSO EN REPRESENTACIÓN DE LA DELEGACIÓN ESTATAL DE­
MAN DADA Y DE SUS UNIDADES ADMINISTRATIVAS.  

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron a 
conclusiones discrepantes respecto a si la persona Titular de la Unidad Jurí­
dica Delegacional del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Tra­
ba jadores del Estado está legitimada para interponer el recurso de revisión 
fiscal, en representación de la Delegación Estatal y de sus unidades adminis­
trativas, de conformidad con lo prescrito por el Estatuto Orgánico del Instituto 
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 1 de febrero de 2019, en relación con el 
Reglamento Orgánico de las Delegaciones Estatales y Regionales del refe­
rido Instituto, publicado en el mencionado medio de difusión oficial el 2 de 
junio de 2015.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la persona Titular de la Unidad Jurídica Delegacional 
del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado 
está legitimada para interponer el recurso de revisión fiscal previsto en el 
artícu lo 63 de la Ley Federal de Procedimien to Contencioso Administrativo, 
en representación de la Delegación Estatal y de sus unidades administrati­
vas, de conformidad con lo prescrito por el Estatuto Orgánico del Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado vigente hasta el 
6 de enero de 2023, y el Reglamento Orgánico de las Delegaciones Estatales 
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y Regionales del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabaja­
dores del Estado.

Justificación: Lo anterior, porque si bien es cierto que de conformidad con 
lo prescrito por el artícu lo 11 del referido Estatuto, abrogado, corresponde 
a la Dirección Normativa de Procedimien tos Legales la representación del 
Instituto, también lo es que en cuanto a las Delegaciones Estatales y sus 
uni dades administrativas, dicha facultad está conferida a la persona Titular 
de la Unidad Jurídica, acorde con el artícu lo 42 del Reglamento Orgánico de 
las Delegaciones Estatales y Regionales del Instituto señalado; entidad esta 
última, respecto de la cual la referida Dirección tiene una relación de coordi­
nación y supervisión. Sin que la entrada en vigor del mencionado Estatuto, 
hubiese abrogado o derogado expresa o tácitamente el artícu lo reglamentario 
citado, al no estar así expresamente decretado y no existir oposición entre 
dichos preceptos.

2a./J. 9/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 207/2022. Entre los sustentados por el Segundo Tribu­
nal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer 
Circuito y el Tribunal Colegiado en Materias de Trabajo y Administrativa 
del Décimo Cuarto Circuito. 25 de enero de 2023. Cinco votos de los 
Minis tros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz 
Ahlf, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Loretta 
Ortiz Ahlf. Secretario: Ricardo Laguna Domínguez.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y 
de Trabajo del Décimo Primer Circuito, al resolver la revisión fiscal 272/2021, 
y el diverso sustentado por el Tribunal Colegiado en Materias de Trabajo y 
Administrativa del Décimo Cuarto Circuito, al resolver la revisión fiscal 
41/2022.

Tesis de jurisprudencia 9/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de quince de febrero de dos mil veintitrés. 

Esta tesis se publicó el viernes 14 de abril de 2023 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de abril de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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ESCRITO DE RENUNCIA. ESTÁNDARES DE VALORACIÓN DE PRUEBAS 
QUE LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES DEBEN CONSIDERAR PARA 
ATRIBUIRLE PLENO VALOR PROBATORIO.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron a deci­
siones contrarias al analizar de qué forma se puede desvirtuar la validez de 
una renuncia en caso de que, con posterioridad a su firma, se continúe 
prestando el trabajo y, de ser materia de la litis la subsistencia de la relación 
laboral, qué medios probatorios pueden ser aportados por la parte patronal 
para demostrar que efectivamente cesó el víncu lo después de la firma de 
la renuncia. Así, uno de los Tribunales sostuvo que la retractación es la única 
manera de restarle valor probatorio y que, en caso de que ésta no haya sido 
invocada por la quejosa en la secuela procesal, se deberán excluir de la litis 
las pruebas que sean exhibidas con la intención de demostrar la subsisten­
cia de la relación laboral con posterioridad a la renuncia, mientras que el 
otro Tribunal concluyó que existen diversas formas de demostrar la subsis­
tencia de la relación laboral posterior a la firma de la renuncia y que es 
irrelevante que la quejosa no haya manifestado a lo largo del juicio que pre­
sentó su retractación, pues la parte patronal cuenta con diversos medios 
probatorios para demostrar que la relación laboral efectivamente cesó el 
víncu lo después de la firma de la renuncia.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el derecho probatorio debe ser interpretado en un 
sen tido amplio, pues la finalidad última de las pruebas es allegarse de los 
elementos necesarios para conocer la verdad. Así, el escrito de renuncia 
tendrá valor probatorio únicamente si se demuestra de manera fehaciente 
que fue emitida de manera autónoma y unilateral, para lo cual el órgano 
juris diccional estará en aptitud de suplir en todo momento la deficiencia de 
la queja en favor del trabajador, pues lo que se busca es introducir a juicio 
todas las cuestiones necesarias, sean argumentativas o probatorias, circuns­
tancia que una vez vislumbrada permitirá corroborar si efectivamente cesó 
la relación laboral de manera posterior a la firma de la renuncia.

Justificación: La renuncia es un acto unilateral y voluntario de la persona tra­
bajadora que tiene como finalidad expresar su de seo de terminar la relación 
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laboral existente entre ella y la parte patronal, y el efecto de la renuncia puede 
apreciarse desde dos ópticas, la primera es que una vez firmada la relación 
laboral concluye y, la segunda, es que antes de su firma, la relación laboral 
subsiste. Existen diversas prácticas realizadas por las partes patronales 
que tienen como finalidad obtener renuncias con coacción o, en general, 
con un vicio de la voluntad que dé origen a un documento que, aunque se 
encuentre suscrito de forma autógrafa, no refleje la manifestación de la volun­
tad unilateral y espontánea, por lo que los órganos jurisdiccionales deben 
estar alertas para advertir los asuntos en los que se susciten esas circuns­
tancias, esto es, que se exhiba en juicio una renuncia que haya sido obtenida 
de manera indebida. Para poder llegar a la verdad, el órgano jurisdiccional 
puede allegarse del caudal probatorio que considere necesario, lo cual de 
ninguna manera supone que únicamente podrá tomar en consideración la 
retractación para restar valor probatorio a la renuncia, sino que, por el con­
trario, se debe efectuar una valoración adminiculada de todas las circuns­
tancias que rodearon el aspecto a probar para apreciar si se trata de un 
documento veraz y acorde a la voluntad del trabajador.

2a./J. 14/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 243/2022. Entre los sustentados por el Segundo Tribu­
nal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con 
residencia en Culiacán, Sinaloa, en auxilio del Tribunal Colegiado en Mate­
ria de Trabajo del Décimo Segundo Circuito, y el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Segundo Circuito. 8 de febrero de 2023. Unani­
midad de cuatro votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María 
Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Javier 
Laynez Potisek. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretaria: Maura 
Angélica Sanabria Mar tínez.

Tesis y criterio contendientes:

El Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Segundo Circuito, al 
resolver los amparos directos 753/2012 y 902/2012, los cuales dieron origen 
a la tesis aislada II.1o.T.15 L (10a.), de rubro: "RENUNCIA POR ESCRITO. 
LA CONTINUACIÓN DE LAS LABORES POSTERIORES A ELLA NO INCIDE 
DIRECTAMENTE EN LA DEMOSTRACIÓN DE SU FALSEDAD NI EN SU 
OBTENCIÓN MEDIANTE COACCIÓN Y, POR TANTO, NO SIEMPRE 
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LA INVALIDA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, Libro XXVI, Tomo 2, noviembre de 2013, página 
1441, con número de registro digital: 2004982; y,

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa, en auxilio del Tri­
bunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo Quinto Circuito, al resol­
ver el amparo directo 1683/2021 (cuaderno auxiliar 312/2022).

Tesis de jurisprudencia 14/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del ocho de marzo de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de abril de 2023 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 2 de mayo de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

COMPETENCIA LABORAL. SE SURTE A FAVOR DE LA AUTORIDAD FEDE­
RAL, CUANDO SE RECLAMA EL PAGO DE LA AYUDA SINDICAL POR 
DEFUNCIÓN DE UN TRABAJADOR DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SE­
GURO SOCIAL, AFILIADO A SU SINDICATO NACIONAL. 

Hechos: Los órganos jurisdiccionales contendientes llegaron a conclusiones 
distintas al analizar si la competencia para conocer de un asunto en el que 
se reclama el pago de ayuda sindical por defunción de un trabajador del 
Instituto Mexicano del Seguro Social afiliado a su Sindicato Nacional se surte 
a favor de la autoridad local o de la federal, pues mientras uno determinó 
que la prestación está creada en el Reglamento del Fondo de Ayuda Sindical 
por Defunción de los Trabajadores del Seguro Social y no en el contrato 
colec tivo de trabajo y que, por ello, la competencia para conocer de la acción 
encaminada a exigir su pago corresponde a las autoridades laborales esta­
tales; el otro concluyó que el Fondo de Ayuda Sindical se prevé en el contrato 
colectivo de trabajo celebrado entre el instituto y el sin dicato respectivos, 
así como en el reglamento aludido, por lo que la compe tencia para conocer 
del asunto radica en el Tribunal Laboral Federal.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la competencia para conocer de un asunto en el que 
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se reclama el pago de ayuda sindical por defunción de un trabajador del 
Instituto Mexicano del Seguro Social afiliado a su sindicato nacional, se surte 
a favor de la autoridad laboral federal.

Justificación: Los artícu los 1, 2, 8, 9 y 17 del Reglamento del Fondo de Ayuda 
Sindical por Defunción, del Sindicato Nacional de los Trabajadores del Ins­
tituto Mexicano del Seguro Social, estatuyen que por voluntad de los traba­
jadores se creó dicho fondo, teniendo como única finalidad el otor gamien to 
de la aludida ayuda económica cuando ocurra el fallecimien to de alguno de 
los trabajadores miembros del sindicato; además, establecen a cuánto 
asciende la cantidad a pagar, la cual se entregará exclusivamente a los 
beneficiaros designados en el pliego testamentario; y que para que los fami­
liares de los trabajadores puedan ser beneficiados, se requiere que a la 
fecha del fallecimien to el miembro activo del sindicato hubiese realizado por 
lo menos ciento veinte aportaciones. Así, el derecho al pago de la pres ta ción 
citada se encuentra previsto en el reglamento; sin embargo, e independien­
temente de ello, su otorgamien to o denegación necesariamente involucra la 
aplicación del contrato colectivo de trabajo celebrado entre el instituto y su 
sindicato. Ello es así, ya que tanto la figura jurídica del pliego testamentario 
como las aportaciones que deben realizar los miembros del sindicato para 
el Fondo de Ayuda Sindical por Defunción, se prevén en las cláusulas 85 y 
96 del Contrato Colectivo de Trabajo celebrado entre el Instituto Mexicano 
del Seguro Social y el Sindicato Nacional de Trabajadores del Seguro Social; 
por lo que no puede disociarse la integración de los fondos respectivos de 
la procedencia o no de la indicada prestación. Conse cuentemente, como la 
ayuda económica involucra la aplicación del contrato colectivo de trabajo 
que rige en el citado instituto y en términos de su cláusula cuarta es obliga­
torio en más de una entidad federativa, la competencia para conocer del 
asunto cuando se reclama dicha prestación se surte en favor de una autori­
dad laboral federal, al materializarse el supuesto previsto en el artícu lo 123, 
apartado A, fracción XXXI, inciso c), subinciso 3, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos.

2a./J. 15/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 407/2022. Entre los sustentados por el Pleno del Vigé­
simo Noveno Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer 
Circuito. 22 de febrero de 2023. Cinco votos de los Ministros Yasmín 
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Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez 
Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secre­
tario: Luis Enrique García de la Mora.

Tesis y criterio contendientes:

El Pleno del Vigésimo Noveno Circuito, al resolver contradicción de tesis 1/2022, 
la cual dio origen a la tesis de jurisprudencia PC.XXIX. J/1 L (11a.), de 
rubro: "COMPETENCIA PARA CONOCER DE LA ACCIÓN QUE EJERCE 
UN BENEFICIARIO PARA EXIGIR EL PAGO DE LA PRESTACIÓN DE AYUDA 
SINDICAL POR DEFUNCIÓN AL SINDICATO NACIONAL DE TRABAJA­
DORES DEL SEGURO SOCIAL (SNTSS). AL DERIVAR SÓLO DEL RE­
GLAMENTO RELA TIVO Y NO DEL CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO 
CELEBRADO ENTRE EL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL 
(IMSS) Y LA CITADA AGRUPACIÓN OBRERA, CORRESPONDE A LAS 
AUTORIDADES LABORALES DEL ESTADO DE HIDALGO.", publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 17 de junio de 2022 a las 
10:23 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undé­
cima Época, Libro 14, Tomo VI, junio de 2022, página 5338, con número 
de registro digital: 2024828; y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito, 
al resolver el conflicto competencial 38/2022.

Tesis de jurisprudencia 15/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del quince de marzo de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de abril de 2023 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de abril de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CONFLICTO COMPETENCIAL EN MATERIA LABORAL. PARA SU RESO­
LUCIÓN ES NECESARIO QUE OBRE EN AUTOS LA CITACIÓN DE LAS 
PARTES, ANTES DE LA DECLARACIÓN DE INCOMPETENCIA LEGAL 
DEL JUEZ, DE CONFORMIDAD CON LOS ARTÍCULOS 701, 703 Y 704 DE 
LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron a 
pos turas distintas al analizar si para poder dirimir un conflicto competencial 
en materia laboral es necesario que obre en autos el emplazamien to a la 
parte demandada antes de la declaración de incompetencia del Juez laboral. 
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Así, un Tribunal Colegiado de Circuito estableció que de acuerdo con los 
artícu los 701, 703 y 704 de la Ley Federal del Trabajo, el Juez, antes de 
decla rar su incompetencia legal, debe emplazar a la parte demandada, 
por lo que en caso de que no existiera la citación de las partes no se podía 
resol ver el conflicto en mención, mientras que otro Tribunal Colegiado de Cir­
cuito fue omiso en analizar tal situación, pero determinó que sí existía el 
conflicto y resolvió la cuestión competencial, por lo que implícitamente deter­
minó que no era necesario el emplazamien to de la demandada.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
concluye que acorde con los artícu los 701, 703 y 704 de la Ley Fede ral del 
Trabajo, es necesario que el Juez laboral cite a las partes antes de declarar 
su incompetencia legal, pues en caso de que no obre en autos el empla­
zamien to y exista un conflicto competencial, éste no podrá dilu cidarse.

Justificación: Los artícu los 701, 703 y 704 de la Ley Federal del Trabajo esta­
blecen que las cuestiones de competencia sólo podrán promoverse por 
declinatoria, ya sea de oficio o a petición de parte. La primera puede hacerse 
valer hasta la audiencia de juicio y, la segunda, hasta la audiencia preliminar. 
Pero en ambos casos, el Tribunal debe resolver con citación de las partes. 
Incluso, cuando es a petición de parte, se deben acompañar los elemen­
tos en que se funde, y el Tribunal después de oír a las partes y recibir las 
pruebas que estime convenientes, dictará en el acto resolución. Por ello, el 
Tribunal laboral antes de declarar su incompetencia legal, ya sea de oficio o 
a petición de parte, debe emplazar a la demandada por ser un requisito 
proce sal previo a dicha determinación. Así, cuando se configure un con­
flicto competencial, la autoridad que conozca de él debe constatar tal situa­
ción para dirimir la cuestión competencial, caso contrario, deberá devolver 
al Juez que conoció en primer lugar de la demanda, para que antes de 
decla rar su incompetencia legal para conocer del asunto, cite a todas las 
partes y siguiendo el procedimien to para cada caso (de oficio o a petición 
de parte), que establecen los artícu los 701, 703 y 704 de la Ley Federal del 
Trabajo, resuelva lo conducente.

2a./J. 16/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 428/2022. Entre los sustentados por los Tribunales 
Colegiados Primero y Segundo del Vigésimo Octavo Circuito, Segundo 
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en Materia de Trabajo del Sexto Circuito y Primero en Materias Penal y de 
Trabajo del Décimo Noveno Circuito. 22 de febrero de 2023. Cinco votos 
de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Loretta 
Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Yasmín 
Esquivel Mossa. Secretario: Jozue Tonatiuh Romero Mendoza.

Criterios contradictorios:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 
Sexto Circuito, al resolver el conflicto competencial 2/2022, y el diverso 
sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Octavo Circuito, 
al resolver el conflicto competencial 37/2022.

Tesis de jurisprudencia 16/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de quince de marzo de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de abril de 2023 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de abril de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. CUANDO SE RECLAMAN ACTOS 
DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL QUE NO CORRES PONDEN 
A SUS ATRIBUCIONES CONSTITUCIONALMENTE ENCO MENDADAS, 
OPERA UNA EXCEPCIÓN A LA REGLA GENERAL DE IMPROCEDENCIA 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN III, DE LA LEY DE AMPARO 
Y, POR ENDE, NO PUEDE CONCLUIRSE DESDE EL AUTO INICIAL QUE 
SE ACTUALIZA DE UN MODO MANIFIESTO E INDUDABLE DICHA CAUSA. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron 
casos en los cuales se promovieron juicios de amparo indirecto contra actos 
del Consejo de la Judicatura Federal y de las autoridades que se encuen­
tran dentro de su estructura administrativa, y sobre este punto adoptaron 
criterios jurídicos discrepantes, pues mientras dos órganos colegiados consi ­
deraron, esencialmente, que no se actualiza la causa de improcedencia pre­
vista en el artícu lo 61, fracción III, de la Ley de Amparo, otros tres diversos 
órganos jurisdiccionales determinaron que sí se actualiza de manera notoria 
y manifiesta la causa de improcedencia establecida en el citado precepto, 
en relación con los artícu los 94, párrafo segundo, y 100, párrafo décimo, de la 
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Constitución General de la República, por lo que confirmaron el desechamien to 
de plano de la demanda de amparo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que no puede concluirse desde el auto inicial que se actualiza de 
un modo manifiesto e indudable la causa de improcedencia prevista en el 
artícu lo 61, fracción III, de la Ley de Amparo, cuando se impug nan actos 
del Consejo de la Judicatura Federal, si excepcionalmente se le reclaman 
actos diversos a los que emite como parte de sus atribuciones constitucional­
mente encomendadas.

Justificación: El artícu lo 113 de la Ley de Amparo establece que el órga­
no juris diccional que conozca del juicio de amparo examinará el escrito de 
demanda y si existiera una causa manifiesta e indudable de improcedencia, 
la desechará de plano. Ahora bien, en términos de los artícu los 94, párrafo 
segundo y 100, párrafo décimo, de la Constitución General de la República, 
por regla general, las decisiones del Consejo de la Judicatura Federal que 
emita en ejercicio de las atribuciones que constitucionalmente tiene encomen­
dadas, esto es, las de administración, vigilancia y disciplina interna del Poder 
Judicial de la Federación, son definitivas e inatacables, incluso las que se 
refieren a la resolución de conflictos entre el Poder Judicial Federal y sus 
trabajadores. Sin embargo, opera una excepción a dicha regla de inimpugna­
bilidad, cuando los actos que el Consejo emite afectan derechos de terceros 
que no forman parte de las estructuras del Poder Judicial de la Federación, 
o bien, cuando se impugnen actos del referido Consejo que se emitan al 
margen de las atribuciones que tiene encomendadas, o incluso cuando se 
cuestionen artícu los de leyes federales cuyos actos concretos de aplica­
ción sean los Acuerdos Generales u otros diversos que emita dicho Consejo. 
Por tanto, no cabe invocar en el acuerdo inicial de trámite como causa mani­
fiesta e indudable de improcedencia la prevista en el artícu lo 61, fracción 
III, de la Ley de Amparo, que permita desechar la demanda de amparo o, en 
su caso, una ampliación a ésta, en tanto que ello depende del derecho sus­
tantivo fundamental que haya hecho valer la parte interesada, dado que su 
ponderación requerirá necesariamente de un análisis exhaustivo, que sobre­
pasa la materia de un acuerdo de mero trámite, pues se trata más bien 
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de un pronunciamien to que es propio de una sentencia de amparo, aunado 
a que si se encuentra la demanda o no en el supuesto de excepción, como 
ya lo ha establecido la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ello deberá 
analizarse en cada caso por los órganos jurisdiccionales que conoz can del 
juicio de amparo, al resolver en sentencia lo conducente de acuerdo con 
el planteamien to que haga el quejoso.

2a./J. 18/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 361/2022. Entre los sustentados por los Tribunales 
Colegiados Segundo en Materias Penal y Administrativa del Décimo Sép­
timo Circuito; Séptimo, Quinto, Sexto, Décimo Tercero, Décimo Sexto, 
Décimo Séptimo, Vigésimo y Vigésimo Tercero, todos en Materia Adminis­
trativa del Primer Circuito; Sexto y Noveno, ambos en Materia de Trabajo 
del Primer Circuito; Quinto y Sexto, ambos en Materia Administrativa del 
Tercer Cir cuito; Tercero en Materias Penal y Administrativa del Octavo 
Circuito; Cuarto de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con 
residencia en la Ciu dad de México; Primero y Tercero, ambos en Materias 
Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito; Segundo en Mate­
ria Administrativa del Sexto Circuito; Segundo en Materias Penal y Civil del 
Vigésimo Circuito, y Segundo en Materia Administrativa del Segundo Cir­
cuito. 8 de marzo de 2023. Mayoría de tres votos de los Ministros Yasmín 
Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales y Alberto Pérez Dayán. Ausente: 
Javier Laynez Potisek. Disidente: Loretta Ortiz Ahlf. Ponente: Yasmín Esqui­
vel Mossa. Secretaria: Yaremy Patricia Penagos Ruiz.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Adminis­
trativa del Décimo Séptimo Circuito, al resolver el amparo en revisión 
88/2013, el sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y 
Administrativa del Octavo Circuito, al resolver el recurso de queja 35/2021, 
el sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 
Auxiliar de la Primera Región, con residencia en la Ciudad de México, al 
resolver el recurso de queja 994/2021, el sustentado por el Segundo Tribu­
nal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito, al resolver el 
recurso de queja 36/2019, y el diverso sustentado por el Segundo Tribu­
nal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, al resolver el 
recurso de queja 321/2022.
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Tesis de jurisprudencia 18/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del doce de abril de dos mil veintitrés. 

Esta tesis se publicó el viernes 19 de mayo de 2023 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de mayo de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. LA COMPENSACIÓN CIVIL NO ES 
UN MEDIO PARA SU PAGO NI PUEDE DAR LUGAR A UNA SOLICITUD 
DE SALDO A FAVOR O ACREDITAMIENTO (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 
LOS EJERCICIOS FISCALES 2019 Y 2020). 

Hechos: Los órganos colegiados contendientes discreparon sobre si la inter­
pretación de los artícu los 1­B, y 5, fracción III, de la Ley del Impuesto al 
Valor Agregado, 23 del Código Fiscal de la Federación y 2192, fracción VIII, 
del Código Civil Federal, permite o no que la compensación civil sea un 
medio de pago del aludido impuesto y, en su caso, posibilita la solicitud de 
saldo a favor o acreditamien to.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que, de la interpretación de los artícu los 1, 1­B, 5, 17 y 18 de 
la Ley del Impuesto al Valor Agregado, la compensación civil no es un medio 
de pago del impuesto al valor agregado ni puede dar lugar a una soli citud de 
saldo a favor o acreditamien to.

Justificación: El artícu lo 1, fracción II, de la Ley del Impuesto al Valor Agre­
gado establece la obligación de pago de dicho gravamen por la actividad 
consistente en prestar servicios independientes que se lleven a cabo por 
per sonas físicas o morales en el territorio nacional, la cual se calcula apli­
cando a los valores previstos en la referida ley, la tasa del 16 %. Por otra 
parte, el artícu lo 17, párrafo primero, del mismo ordenamien to legal, dispone 
que en la prestación de servicios se tendrá la obligación de pagar el impuesto 
en el momento en el que se cobren efectivamente las contraprestaciones y 
sobre el monto de cada una de ellas, salvo el caso de los intereses previs­
tos en el diverso artícu lo 18­A. Asimismo, del artícu lo 18 del propio orde­
namien to, se advierte que la base del tributo, tratándose de la prestación 
de servicios, es el valor total de la contraprestación pactada, así como las 



147

Informe DE LA SEGUNDA SALA 2023

cantidades que se carguen o cobren a quien reciba el servicio por otros 
impuestos, derechos, viáticos, gastos de toda clase, reembolsos, intereses nor­
males o moratorios, penas convencionales o cualquier otro concepto. Además, 
el artícu lo 1­B, párrafo primero, dispone que se consideran efectivamente 
cobradas las contraprestaciones cuando se reciban en bienes o en servicios, 
o bien, cuando el interés del acreedor quede satisfecho mediante cualquier 
forma de extinción de las obligaciones que dé lugar a las contrapresta­
ciones. La Ley del Impuesto al Valor Agregado no prevé las formas de 
extinción de las obligaciones, por lo que en términos del artícu lo 5, párrafo 
segundo, del Código Fiscal de la Federación, es posible la aplicación suple­
toria del dere cho común federal. El Código Civil Federal, en su Libro Cuarto, 
denominado: "De las obligaciones", Primera Parte, intitulado: "De las obliga­
ciones en gene ral", Título Quinto, "Extinción de las obligaciones", establece 
como tales, entre otras, en su capítulo I, a la compensación (artícu los 2185 al 
2205). Es justa mente cuando el interés del acreedor queda satisfecho 
con la compensación que el artícu lo 1­B, párrafo primero, de la Ley del Im­
puesto al Valor Agregado, establece que las contraprestaciones se conside­
ran efectivamente cobradas por los servicios prestados y por los que debe 
pagar el impuesto. Es decir, la compensación civil es una forma de determinar 
el momento en que se entienden efectivamente cobradas las contrapresta­
ciones por los ser vicios prestados y por los que se tiene la obligación de 
pagar el impuesto, pero no es una forma de pago del gravamen. Sostener 
que la compensación civil es una forma de pago del impuesto al valor agre­
gado sería tanto como confundir el momento en que nace, surge o se 
actualiza la obligación de pago del impuesto, con la extinción o conclusión 
de esa misma obligación. Esto es, equivale a dejar a la voluntad de los suje­
tos que prestan servicios independientes para que por vía compensación 
civil se extinga la obligación de pagar el impuesto al valor agregado, supuesto 
este último que, además, el mismo Código Civil Federal prohíbe en su artícu lo 
2192, fracción VIII.

2a./J. 19/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 413/2022. Entre los sustentados por el Pleno en Mate­
ria Administrativa del Décimo Sexto Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con residencia en 
Saltillo, Coahuila de Zaragoza, en apoyo del Décimo Primer Tribunal 
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Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 15 de marzo de 
2023. Cinco votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María 
Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Tesis y criterio contendientes:

El Pleno en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito, al resolver la 
con tradic ción de tesis 3/2022, la cual dio origen a la tesis de jurispruden­
cia PC.XVI.A. J/4 A (11a.), de rubro: "IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. 
EL ANÁLISIS DE LOS ARTÍCULOS 1o.­B Y 5o., FRACCIÓN III, DE LA LEY 
RELATIVA, NO DA LUGAR A INTERPRETAR QUE EN LA DEVOLUCIÓN DE 
SALDO A FAVOR, LA FIGURA EXTINTIVA DE LA COMPENSACIÓN, APLI­
CABLE EN EL DERECHO CIVIL, SEA UN MEDIO DE PAGO PARA ACRE­
DITAR DICHO IMPUESTO (LEGISLACIÓN VIGENTE EN LOS EJERCICIOS 
FISCALES 2019 Y 2020).", publicada en el Semanario Judicial de la Fede­
ración del viernes 12 de agosto de 2022 a las 10:20 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 16, agosto 
de 2022, Tomo IV, página 3891, con el número de registro digital: 2025094; y

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Décima Región, con residencia en Saltillo; Coahuila de Zaragoza, al 
resolver el juicio de amparo directo 286/2021 (expediente auxiliar 559/2022).

Tesis de jurisprudencia 19/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del doce de abril de dos mil veintitrés.

Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo 286/2021 (cuaderno auxiliar 
559/2022), resuelto por el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 
Auxiliar de la Décima Región, con residencia en Saltillo, Coahuila de Zara­
goza, derivó la tesis aislada (X Región)4o.1 A (11a.), de rubro: "IMPUESTO 
AL VALOR AGREGADO (IVA). LA COMPENSACIÓN ENTRE CONTRIBU­
YENTES, COMO MEDIO DE EXTINCIÓN DE OBLIGACIONES, NO ESTÁ 
PROHIBIDA PARA CONSIDERAR EFECTIVAMENTE PAGADA DICHA CON­
TRIBUCIÓN.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 2 de diciembre de 2022 a las 10:14 horas y en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 20, Tomo III, diciem­
bre de 2022, página 2733, con número de registro digital: 2025591.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de mayo de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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COMPETENCIA POR TERRITORIO PARA CONOCER DEL CAMBIO DE 
ADSCRIPCIÓN DE UNA PERSONA SERVIDORA PÚBLICA DE UN PUNTO 
GEOGRÁFICO A OTRO. SE SURTE A FAVOR DEL JUEZ DE DISTRITO QUE 
PREVINO EN EL CONOCIMIENTO DEL CAMBIO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes adoptaron 
posturas discrepantes sobre un mismo punto de derecho, al analizar a cuál 
Juez de Distrito compete, por razón de territorio, conocer del juicio de amparo 
en el que se reclama el cambio de adscripción de una persona servidora 
pública del lugar en que presta sus servicios a otro.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que cuando el acto reclamado en un juicio de amparo 
consiste en el cambio de adscripción de una persona servidora pública de 
un punto geográfico a otro, el Juez de Distrito que debe conocer por razón 
de territorio será aquel que, de entre los competentes en tales lugares, pre­
venga en el conocimien to del asunto.

Justificación: El cambio de adscripción de una persona servidora pública 
del lugar en que presta sus servicios a uno distinto, por su naturaleza jurí­
dica, es un acto de tracto sucesivo, toda vez que su ejecución inicia en 
aquel sitio donde está o estaba adscrito y termina hasta que ocurre la nueva 
adscripción en territorio distinto, conforme a lo que le fue ordenado; así, los 
efectos del acto reclamado no se agotan con la sola emisión de la orden, 
sino que se prolongan en el tiempo con motivo de la ejecución en sí misma. 
Al respecto, la doctrina jurisprudencial de esta Suprema Corte de Justicia de la 
Nación sostiene que el espíritu del legislador en el establecimien to de 
las reglas de competencia consistió en facilitar al peticionario el ejercicio 
del derecho de acceso a la justicia; asimismo, se ha señalado que general­
mente la demanda se presenta en el lugar donde le resulta propicio a la parte 
quejosa, particularmente por su ubicación, motivo por el cual si los datos 
objetivos permiten advertir que cuando se reclama el cambio de adscripción 
de una persona servidora pública que tiene ejecución en distritos judiciales 
distintos es de tracto sucesivo, se actualiza la regla prevista en el párrafo 
segundo del artícu lo 37 de la Ley de Amparo, así que resulta competente 
para conocer del asunto el Juez de Distrito que prevenga, con lo cual se 
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respeta el principio de acceso efectivo a la justicia que establece el artícu lo 
17 de la Constitución Federal.

2a./J. 20/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 352/2022. Entre los sustentados por el Tercer Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Noveno Circuito y los Tribunales Colegiados 
Décimo Tercero y Décimo Cuarto, ambos en Materia Administrativa del 
Primer Circuito. 15 de marzo de 2023. Cinco votos de los Ministros Yasmín 
Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez 
Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: 
María del Carmen Alejandra Hernández Jiménez.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Noveno Circuito, al 
resolver el conflicto competencial 51/2022, el sustentado por el Décimo 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al 
resolver el conflicto competencial 22/2021 y el diverso sustentado por 
el Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, al resolver el conflicto competencial 24/2022.

Tesis de jurisprudencia 20/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de doce de abril de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de mayo de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

FIRMA ELECTRÓNICA. SU SUSCRIPCIÓN POR PARTE DEL JUEZ Y DEL 
SECRETARIO EN DÍA INHÁBIL Y EN FECHA POSTERIOR A LA EMISIÓN 
DE LA SENTENCIA Y, EN SU CASO, DE LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL, 
NO SON VICIOS DE TRASCENDENCIA SUPERIOR QUE AMERITEN REVO­
CAR LA SENTENCIA RECURRIDA Y REPONER EL PROCEDIMIENTO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron a postu­
ras contradictorias al analizar si la falta de suscripción de la firma electrónica 
del Juez de Distrito y/o del secretario el día en que se emite la sentencia y, 
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en su caso, la audiencia constitucional, constituye o no una violación de tal 
trascendencia que amerite reponer el procedimien to. Así, un Tribunal Cole­
giado de Circuito estimó intrascendente que el Juez firmara electrónicamente 
la audiencia en día inhábil y posterior a la fecha de su emisión, pues ninguna 
trascendencia tuvo en el fallo al no generar inestabilidad o desequilibrio 
procesal entre las partes, en la medida en que no se afectó el derecho del 
quejoso de acudir a la audiencia, ni se le impidió ejercer alguno de sus dere­
chos. Mientras que otro Tribunal Colegiado de Circuito sostuvo que la sen­
tencia recurrida es inválida porque el Juez del conocimien to y el secretario 
firmaron electrónicamente la sentencia dos días después de su emisión y en 
día inhábil, con lo que se violó el principio de seguridad jurídica al transgredir 
las reglas del procedimien to.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación establece que si bien la falta de suscripción de la firma electrónica 
del Juez de Distrito y/o del secretario el mismo día en que se emite la sen­
tencia, incluida, en su caso, la audiencia constitucional, cuando no se dicte 
en el mismo momento, y en día inhábil, viola el principio de seguridad jurí­
dica, lo cierto es que no se trata de una violación de tal trascendencia que 
amerite reponer procedimien to.

Justificación: De conformidad con el artícu lo 93, fracción IV, de la Ley de 
Amparo, la reposición del procedimien to debe decretarse cuando la violación 
efectivamente trascienda al resultado de la sentencia y cause perjuicio a la 
parte recurrente. Bajo esta idea, los vicios de que el Juez y/o el secretario 
no firmen electrónicamente la sentencia y, en su caso, la audiencia consti­
tucional en que intervienen en la fecha de su emisión y lo hagan en día 
inhábil, no son de tal magnitud que las partes queden en estado de indefen­
sión por afectar alguno de sus derechos sustantivos y que la sentencia resulte 
nula de pleno derecho, en algunos casos, pues tienen que ver con la caren­
cia de formalidades que no constituyen elementos esenciales a discernir y 
que por su naturaleza práctica y casuística basta que su actuación (sen­
tencia, incluida la audiencia en su caso cuando no se dicte en el mismo 
momento) se suscriba electrónicamente por el Juez y el secretario previo a 
su publicación para que surta pleno efecto y para que las partes estén en 
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condiciones de controvertirlo. Máxime si se considera que el acto jurisdic­
cional de que se trata puede generar perjuicio a las partes una vez que surta 
efectos su publicación, y no antes; de ahí que se corrobore que las particu­
laridades aquí examinadas no provocan daño superior o grave. Aunado a 
que el artícu lo 17, párrafo tercero, de la Constitución Federal, contiene el 
mandato de optimización en la medida que dispone que cuando no se afecte 
la igualdad entre las partes, el debido proceso u otros derechos en los jui­
cios, la autoridad debe privilegiar la solución del conflicto sobre los forma­
lismos procedimentales que no afecten en grado predominante.

2a./J. 21/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 387/2022. Entre los sustentados por el Tribunal Cole­
giado del Trigésimo Segundo Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado 
en Materias Civil y de Trabajo del Quinto Circuito. 22 de marzo de 2023. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María 
Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf y Javier Laynez Potisek. Disidente: 
Alberto Pérez Dayán, por considerar que la contradicción de criterios 
es inexistente. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel 
Flores Díaz.

Tesis y criterio contendientes:

El Tercer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Quinto Circuito, 
al resolver el amparo en revisión 90/2021, el cual dio origen a la tesis 
aislada V.3o.C.T.13 K (11a.), de rubro: "RESOLUCIONES DICTADAS EN 
EL JUICIO DE AMPARO. SON NULAS CUANDO LAS FIRMAS ELECTRÓ­
NICAS DE LA O EL TITULAR DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL Y DE LA 
SECRETARIA O SECRETARIO SON DE DIVERSA FECHA A LA DE SU EMI­
SIÓN E, INCLUSO, DE UN DÍA INHÁBIL CONFORME A LA LEY DE AMPARO 
Y A LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 5 de 
agosto de 2022 a las 10:13 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Undécima Época, Libro 16, agosto de 2022, Tomo V, 
página 4526, con el número de registro digital: 2025065; y

El sustentado por el Tribunal Colegiado del Trigésimo Segundo Circuito, al 
resol ver el amparo en revisión 591/2021.
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Tesis de jurisprudencia 21/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diecinueve de abril de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de mayo de 2023 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de mayo de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO CON EFECTOS RESTITUTORIOS. 
PARÁMETROS QUE DEBE TOMAR EN CUENTA EL JUZGADOR AL ANA­
LIZAR LA POSIBILIDAD DE CONCEDERLA ANTE LA EVENTUALIDAD 
DE QUE, CON ELLO, SE DEJE SIN MATERIA EL JUICIO DE AMPARO EN 
LO PRINCIPAL. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito llegaron a conclusiones dis­
crepantes en relación con los casos donde se dejaría sin materia el juicio 
de amparo si se solicita la suspensión del acto reclamado con efectos res­
titutorios, y esos efectos coincidan con los de una eventual sentencia favo­
rable a la parte quejosa. Las posturas contrarias versaron sobre el requisito 
referente a la posibilidad jurídica de conceder la suspensión, pues uno de los 
órganos jurisdiccionales consideró que sí era posible restituir provisional­
mente a la quejosa del derecho vulnerado, mientras que el otro Tribunal sos­
tuvo que no era posible conceder la suspensión dado que con ello se 
agotaría la materia del juicio en lo principal.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que en caso de conceder la suspensión con efectos res­
titutorios, el órgano jurisdiccional deberá considerar que la materia del juicio 
de amparo subsiste cuando, en la eventualidad de que resuelva de forma 
adversa a la quejosa, puedan retrotraerse los efectos de la suspensión y, en 
contraposición a ello, se tratará de un beneficio no transitorio o definitivo 
que dejaría sin materia el juicio, cuando éste no pueda ser revocado aun 
cuando se niegue el amparo. Lo anterior implica que, por regla general, 
el hecho de que los efectos de la suspensión y una sentencia favorable a la 
quejosa coincidan, no es una razón suficiente para negar la concesión de 
la medida cautelar, aun cuando se argumente que la finalidad de esa nega­
tiva es preservar la materia del asunto, pues el entendimien to de la expre­
sión "conservar la materia del amparo" es que el órgano jurisdiccional velará 



154

Suprema Corte de Justicia de la Nación

por proporcionar las condiciones idóneas para proteger el derecho que la 
parte quejosa considera afectado, no así la prevalencia del fondo sobre 
la suspensión.

Justificación: El enunciado "conservar la materia del amparo hasta la termi­
nación del juicio", previsto en el primer párrafo del artícu lo 147 de la Ley de 
Amparo, debe contextualizarse en armonía con la finalidad última del juicio 
de amparo, que es la de proteger de forma eficaz los derechos que la parte 
quejosa considera afectados. En ese orden de ideas, la importancia de la 
suspensión del acto reclamado debe equipararse con la relevancia de con­
servar la materia del juicio en lo principal, pues ambas buscan crear las 
condiciones para que el juicio de amparo cumpla con su función protectora 
por lo que, por regla general, será incorrecto sostener que debe negarse la 
suspensión con la finalidad de conservar la materia del asunto en lo principal. 
La suspensión del acto reclamado es, por definición, un beneficio transitorio, 
porque aun cuando se conceda con un carácter restitutorio y exista identi­
dad entre los efectos de una eventual sentencia favorable a la quejosa, ese 
beneficio durará únicamente hasta que la sentencia que se dicte en el cua­
derno principal cause ejecutoria. La excepción a la regla general, esto es, 
en qué casos una medida cautelar con efectos restitutorios verdaderamente 
dejaría sin materia un juicio de amparo, se configurará cuando la restitución 
provisional de los derechos no pueda ser revocada aun cuando se niegue 
el amparo.

2a./J. 22/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 338/2022. Entre los sustentados por los Tribunales 
Colegiados Cuarto en Materia Administrativa del Primer Circuito, Primero 
en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito y Segundo 
en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito. 12 de 
abril de 2023. Mayoría de tres votos de los Ministros Luis María Aguilar 
Morales, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Loretta 
Ortiz Ahlf. Disidente: Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Luis María Aguilar 
Morales. Secretaria: Maura Angélica Sanabria Martínez.

Tesis y/o criterios contendientes:

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver el incidente de suspensión (revisión) 194/2021, 
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y el diverso sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias 
Penal y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito, al resolver la queja 
425/2022.

Nota: De la sentencia que recayó al incidente de suspensión (revisión) 194/2021, 
resuelto por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, derivó la tesis aislada I.4o.A.4 A (11a.), de rubro: "SUSPEN­
SIÓN DEFINITIVA EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE 
CONCEDERLA CON EFECTOS RESTITUTORIOS PARA EL EFECTO 
DE QUE SE PERMITA EJERCER SU DERECHO DE AUDIENCIA AL TER­
CERO INTERESADO EN LA ETAPA DE INVESTIGACIÓN POR INCREMENTO 
INJUSTIFICADO DE PATRIMONIO DE UN EXSERVIDOR PÚBLICO, PRE­
VIA AL INICIO DEL PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD ADMINIS­
TRATIVA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
10 de diciembre de 2021 a las 10:22 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 8, Tomo III, diciembre de 
2021, página 2280, con número de registro digital: 2023966.

Tesis de jurisprudencia 22/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veintiséis de abril de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de junio de 2023 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de junio de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

LEGITIMACIÓN PARA INTERPONER EL RECURSO DE REVISIÓN EN EL 
JUICIO DE AMPARO. LA TIENE LA AUTORIDAD EMISORA DE LA NORMA 
GENERAL CUANDO IMPUGNE LA RESOLUCIÓN QUE CONCEDE LA 
SUSPENSIÓN DEFINITIVA CONTRA SU APLICACIÓN, EFECTOS O CON­
SECUENCIAS.

Hechos: Los Plenos de Circuito contendientes adoptaron posturas discre­
pantes sobre un mismo punto de derecho, al analizar si la autoridad emisora 
de la norma general tiene legitimación para interponer recurso de revisión 
contra la resolución en la que se otorgó la suspensión definitiva respecto de 
su aplicación, efectos y consecuencias, pues mientras uno de ellos sostuvo 
que carece de legitimación, el otro resolvió en sentido contrario, es decir, que 
dicha autoridad sí cuenta con la legitimación para acudir a esa instancia.
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Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que las autoridades emisoras de una disposición de obser­
vancia general cuentan con legitimación para interponer el recurso de revi­
sión contra la resolución a través de la cual el Juez o la Jueza de Distrito 
haya concedido la suspensión definitiva contra la aplicación, efectos y con­
secuencias de esa disposición.

Justificación: El ar tícu lo 87, primer párrafo, de la Ley de Amparo, en lo que 
resulta aplicable a las resoluciones que decidan sobre la suspensión defini­
tiva exige, para la procedencia de la revisión en su contra, que el recurrente 
tenga reconocida la calidad de parte y que el otorgamien to de la medida 
cautelar afecte directamente el acto reclamado de la autoridad, quedando 
tocada en algún interés o limitada en sus atribuciones. Así, tratándose de 
un juicio de amparo promovido contra disposiciones de carácter general, 
ya sea por su sola vigencia o por virtud de un acto concreto, la resolución 
que concede esa suspensión por considerar satisfechos sus requisitos de 
procedencia genera una afectación a los intereses de la autoridad emisora 
no sólo porque ese pronunciamien to se basa en el contenido, alcance y fina­
lidad de la norma sino, además, porque impide que se materialice de manera 
inmediata el objetivo perseguido por aquella autoridad, aun cuando sea de 
manera temporal y limitada al caso concreto. Situación que encuentra una 
salvedad cuando la suspensión que se conceda verse únicamente respecto 
del acto de aplicación sin involucrar a la disposición general en sí misma, 
pues en este supuesto dichas autoridades no resienten afectación alguna 
y, en consecuencia, carecen de legitimación para combatir la decisión.

2a./J. 23/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 404/2022. Entre los sustentados por el Pleno del Tri­
gésimo Circuito y el Pleno en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 
12 de abril de 2023. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Yasmín 
Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Javier Laynez Potisek y Alberto 
Pérez Dayán. Ausente: Loretta Ortiz Ahlf. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretaria: Iveth López Vergara.

Tesis contendientes:

El Pleno en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver la contradic­
ción de criterios 4/2022, la cual dio origen a la tesis de jurisprudencia 
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PC.III.A. J/18 A (11a.), de rubro: "RECURSO DE REVISIÓN. EL CONGRESO 
DEL ESTADO DE JALISCO TIENE LEGITIMACIÓN PARA INTERPONERLO 
CONTRA LA INTERLOCUTORIA QUE CONCEDIÓ LA SUSPENSIÓN DEFI­
NITIVA, RESPECTO DE LAS CONSECUENCIAS DEL DECRETO NÚMERO 
28439/LXII/21, QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES 
DE LA LEY DEL INSTITUTO DE PENSIONES Y DE LA LEY PARA LOS 
SERVIDORES PÚBLICOS, AMBOS ORDENAMIENTOS DEL ESTADO 
DE JALISCO, PUBLICADO EN EL PERIÓDICO OFICIAL ‘EL ESTADO DE 
JALIS CO’ EL 9 DE SEPTIEMBRE DE 2021.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 18 de noviembre de 2022 a las 
10:29 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Undécima Época, Libro 19, Tomo III, noviembre de 2022, página 2966, 
con número de registro digital: 2025524; y,

El Pleno del Trigésimo Circuito, al resolver la contradicción de tesis 3/2021, la 
cual dio origen a la tesis de jurisprudencia PC.XXX. J/3 A (11a.), de rubro: 
"RECURSO DE REVISIÓN EN EL INCIDENTE DE SUSPENSIÓN. EL PRE­
SIDENTE CONSTITUCIONAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 
CARECE DE LEGITIMACIÓN PARA INTERPONERLO CONTRA LA INTER­
LOCUTORIA QUE CONCEDIÓ LA SUSPENSIÓN DEFINITIVA, RESPECTO 
DE LAS CONSECUENCIAS Y APLICACIÓN DEL AR TÍCULO 12 DEL 
REGLAMENTO PARA EL OTORGAMIENTO DE PENSIONES DE LOS 
TRABAJADORES SUJETOS AL RÉGIMEN DEL AR TÍCULO DÉCIMO TRAN­
SITORIO DEL DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY DEL INSTITUTO 
DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL 
ESTADO, CUYA MATERIALIZACIÓN CORRESPONDE A DIVERSA AUTO­
RIDAD RESPONSABLE.", publicada en el Semanario Judicial de la Fede­
ración del viernes 3 de diciembre de 2021 a las 10:15 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 
8, Tomo II, diciembre de 2021, página 1962, con número de registro digi­
tal: 2023917.

Tesis de jurisprudencia 23/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de tres de mayo de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de junio de 2023 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de junio de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

INCIDENTE DE INEJECUCIÓN DE SENTENCIA. NO PROCEDE EL ENVÍO 
AL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO CUANDO DEJA DE EXISTIR LA 
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MATERIA DEL CUMPLIMIENTO POR DESISTIMIENTO DE LA ACCIÓN 
Y/O POR CONVENIO DE LAS PARTES.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes adoptaron 
posturas discrepantes sobre un mismo punto de derecho al analizar, en el 
trámite de cumplimien to de la sentencia de amparo, un supuesto de inexis­
tencia de materia debido al desistimien to de la acción por la parte actora 
y/o por convenio entre las partes en el juicio de origen. La persona juzga­
dora de amparo declaró sin materia el cumplimien to y envió el incidente de 
inejecución de sentencia al órgano revisor, quien emitió pronunciamien to.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación resolvió que en caso de desistimien to de la acción por la parte actora 
y/o convenio de las partes en el juicio de origen, la persona juzgadora de 
amparo, por ser la autoridad legalmente facultada al efecto, debe declarar 
sin materia el cumplimien to, sin abrir ni enviar el incidente de inejecución 
de sentencia, toda vez que éste resulta improcedente.

Justificación: El operador de amparo debe distinguir que puede haber im­
posibilidad jurídica o material de cumplimien to cuando pervive la materia 
del acato; empero, no se actualiza tal figura en el supuesto de que la mate­
ria haya dejado de existir y, por ende, no hay derecho fundamental que 
reparar en términos de lo ordenado en la sentencia. Así, en el caso de desis ­
timien to de la acción por la parte actora y quejosa y/o convenio firme entre 
las partes, se constituye la inexistencia de materia del cumplimien to, ya que 
desaparece el objeto de la reparación ordenada; por tanto, el órgano judi­
cial de amparo, por ser la autoridad legalmente facultada para ello, debe 
declarar que el trámite de cumplimien to quedó sin materia. Así, previa vista a 
las partes para que estén en condiciones de hacer valer lo que a su derecho 
corresponda conforme al artícu lo 201 de la Ley de Amparo, en su oportuni­
dad ordenará el archivo del expediente. Consecuentemente, por regla general 
es innecesario que la persona juzgadora abra un incidente de inejecución de 
sentencia y es improcedente su trámite ante el Tribunal Colegiado de Cir­
cuito, toda vez que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha soste­
nido que la finalidad principal es lograr el cumplimien to de la ejecutoria, no 
tanto el sancionar a las autoridades. En ese sentido se proporciona con­
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gruencia al sistema de cumplimien to, ejecución e inejecución a que se 
contraen los artícu los contenidos en el título tercero de la Ley de Amparo, 
la doctrina jurisprudencial y, en general, la normatividad aplicable, esto es, 
los acuerdos generales emitidos al respecto por el Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación.

2a./J. 27/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 344/2022. Entre los sustentados por los Tribunales 
Colegiados Cuarto en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, Sexto en 
Materia de Trabajo del Primer Circuito, Primero en Materia de Trabajo 
del Segundo Circuito, Segundo en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito, 
Segundo en Materias Civil y de Trabajo del Octavo Circuito, Segundo en 
Materia de Trabajo del Décimo Circuito, Quinto del Décimo Quinto Circuito 
y Sexto del Décimo Quinto Circuito. 3 de mayo de 2023. Cinco votos de 
los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Loretta 
Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretaria: María del Carmen Alejandra Hernández 
Jiménez.

Tesis y criterios contendientes:

El Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, al resol­
ver el incidente de inejecución de sentencia 8/2018, el cual dio origen a 
la tesis aislada III.4o.T.17 K (10a.), de rubro: "INCIDENTE DE INEJECU­
CIÓN DE SENTENCIA. ES IMPROCEDENTE SI EN EL JUICIO ORIGINAL 
EL ACTOR DESISTIÓ DE LA ACCIÓN PRINCIPAL, POR LO QUE EL JUEZ 
DE DISTRITO DEBE DECLARAR SIN MATERIA EL CUMPLIMIENTO DE LA 
SENTENCIA Y NO ENVIAR LOS AUTOS DEL JUICIO AL TRIBUNAL 
COLEGIADO DE CIRCUITO.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 15 de marzo de 2019 a las 10:18 horas, y en 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
64, marzo de 2019, Tomo III, página 2676, con número de registro digital: 
2019501; y,

El sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer 
Circuito, al resolver el incidente de inejecución de sentencia 1/2021, 
el sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 
Segundo Circuito, al resolver el incidente de inejecución de sentencia 
4/2021, el sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de 
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Trabajo del Cuarto Circuito, al resolver el incidente de inejecución de sen­
tencia 1/2021, el sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
de Trabajo del Décimo Circuito, al resolver el incidente de inejecución de 
sentencia 8/2022, el sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado del Décimo 
Quinto Circuito, al resolver el incidente de inejecución de sentencia 
8/2022, el sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto 
Circuito, al resolver el incidente de inejecución de sentencia 9/2022, y el 
diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y 
de Trabajo del Octavo Circuito, al resolver el incidente de inejecución de 
sentencia 11/2022.

Tesis de jurisprudencia 27/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada de veinticuatro de mayo de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de junio de 2023 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de junio de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

IMPEDIMENTO PARA ABSTENERSE DE CONOCER UN DIVERSO IMPE­
DIMENTO. ES PROCEDENTE FORMULARLO PARA RESOLVER EL 
PRIMER IMPEDIMENTO SI OCURRE ALGUNA DE LAS CAUSAS PRE­
VISTAS EN EL ARTÍCULO 51 DE LA LEY DE AMPARO.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron a 
conclusiones distintas respecto a si es o no procedente plantear un impe­
dimento por las causas previstas en la Ley de Amparo para inhibirse de 
conocer un diverso impedimento.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que sí es procedente plantear alguna de las causas de 
impedimento previstas en el artícu lo 51 de la Ley de Amparo para abstenerse 
de conocer de un impedimento proveniente del juicio de amparo.

Justificación: Las causas de impedimento previstas en el artícu lo 51 de la 
Ley de Amparo están vinculadas al juicio de amparo por tener su origen en 
él; es por ello que la institución jurídica del impedimento también puede 
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darse para conocer y resolver de un diverso impedimento proveniente del 
juicio de amparo. Así, las múltiples causas objetivas o subjetivas que pueden 
ocurrir en el ánimo de las personas juzgadoras para considerarse impe didas 
y el hecho de que el impedimento se plantee para abstenerse de conocer 
otro diverso no puede ser por sí mismo un obstácu lo para su procedencia, 
pues la institución del impedimento surge del derecho que tienen los justi­
ciables a que se les imparta justicia de manera imparcial conforme al artícu lo 
17 de la Constitución Federal. Por lo que el órgano que conozca de un impe­
dimento formulado para inhibirse de conocer otro impedimento planteado 
no puede considerarlo improcedente sólo por esa circunstancia sino que, 
de no existir diversa causa, deberá considerarlo procedente, analizar el 
supuesto y resolver si en el caso concreto se actualiza alguna de las cau­
sales de impedimento, a fin de preservar la neutralidad y la impar cialidad 
en el procedimien to.

2a./J. 28/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 411/2022. Entre los sustentados por el Cuarto Tribu­
nal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, el Tribunal 
Colegiado del Trigésimo Primer Circuito, y los Tribunales Colegiados 
Segundo en Materia Penal del Séptimo Circuito, Segundo en Materia 
Administrativa del Cuarto Circuito y Cuarto en Materia Penal del Tercer 
Circuito. 19 de abril de 2023. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Javier Laynez Potisek 
y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Loretta Ortiz Ahlf. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: Alfredo Uruchurtu Soberón.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Cuarto Circuito, al resolver el impedimento 4/2022, el sustentado por 
el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al 
resolver el impedimento 32/2018, el sustentado por el Tribunal Colegiado 
del Trigésimo Primer Circuito, al resolver los impedimentos 57/2019 y 
3/2022, el sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Séptimo Circuito, al resolver el impedimento 7/2020, y el diverso 
sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer 
Circuito, al resolver los impedimentos 4/2022 y 21/2022.
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Tesis de jurisprudencia 28/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veinticuatro de mayo de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de junio de 2023 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de junio de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

SUSPENSIÓN PROVISIONAL DE NORMAS FISCALES. NO DEBE CON­
CEDERSE CUANDO EL ACTO RECLAMADO CONSISTE EN EL SISTEMA 
NORMATIVO DISPUESTO EN LA MISCELÁNEA FISCAL DE 2022, RELA­
TIVO A LA EMISIÓN DE COMPROBANTES FISCALES DIGITALES POR 
INTERNET (CFDI) DE TIPO TRASLADO Y SU COMPLEMENTO CARTA 
PORTE. 

Hechos: Los órganos jurisdiccionales contendientes llegaron a conclusiones 
contradictorias al analizar si era o no susceptible de ser suspendido provi­
sionalmente el acto reclamado consistente en el sistema normativo dispuesto 
en la Miscelánea Fiscal de 2022 que obliga a los contribuyentes que trans­
porten mercancías en el territorio nacional, a la emisión de Comprobantes 
Fiscales Digitales por Internet con su Complemento de Carta Porte.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que a partir de lo dispuesto en la fracción X del artícu lo 107 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como de lo 
establecido en los artícu los 128 y 129 de la Ley de Amparo, en correlación 
con la fracción XXII del artícu lo 103 del Código Fiscal de la Federación, no 
es posible conceder la suspensión provisional cuando el acto reclamado 
consiste en el sistema normativo dispuesto en la Miscelánea Fiscal de 2022 
que obliga a los contribuyentes que transporten mercancías en el territorio 
nacional, a la emisión de Comprobantes Fiscales Digitales por Internet con 
su Complemento de Carta Porte, pues con ello se posibilitaría la comi­
sión de un delito, lo cual seguiría perjuicio al interés social y contravendría 
disposiciones de orden público.

Justificación: Cuando se solicita la suspensión en la vía de amparo para el 
efecto de que no se sancione en el caso de no emitir el denominado com­
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plemento "Carta Porte" del Comprobante Fiscal Digital por Internet (CFDI), 
la suspensión provisional de los actos reclamados resulta improcedente, 
pues podría permitirse la consumación o continuación de delitos o de sus 
efectos. El artícu lo 103, fracción XXII, del Código Fiscal de la Federación, 
establece que se presume cometido el delito de contrabando cuando se 
trasladen bienes o mercancías por cualquier medio de transporte en territorio 
nacional, sin el Comprobante Fiscal Digital por Internet de tipo ingreso o de 
tipo traslado, según corresponda, al que se le incorpore el Complemento 
Carta Porte. Asimismo, las reglas que las partes quejosas tildaron de incons­
titucionales, constituyen un marco jurídico que tiene como propósito disminuir 
actos irregulares de mercancías en el país, contribuyendo con el objetivo de 
implementar estrategias que combatan la evasión y elusión fiscal y atienden 
a la necesidad de fortalecer el CFDI para amparar el traslado de las mer­
cancías; entonces, es evidente la utilidad pública y el interés general por 
cuanto a que, a través de la Carta Porte se dé certeza acerca del origen y 
destino de las mercancías en tránsito.

2a./J. 31/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 142/2022. Entre los sustentados por los Tribunales 
Colegiados Primero en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo 
Primer Circuito, Cuarto en Materia Administrativa del Tercer Circuito y 
Vigésimo Primero en Materia Administrativa del Primer Circuito. 26 de abril 
de 2023. Cinco votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María 
Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretario: Roberto Negrete 
Romero.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de 
Trabajo del Décimo Primer Circuito, al resolver la queja 32/2022, el sus­
tentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Tercer Circuito, al resolver la queja 93/2022, y el diverso sustentado 
por el Vigésimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver la queja 53/2022.
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Tesis de jurisprudencia 31/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de treinta y uno de mayo de dos mil 
veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de julio de 2023 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de julio de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

COMPETENCIA POR TERRITORIO PARA CONOCER DE UNA DEMANDA 
DE AMPARO INDIRECTO EN LA QUE SE RECLAME LA OMISIÓN DE LA 
JUNTA LABORAL DE DICTAR EL LAUDO EN EL JUICIO RESPECTIVO. 
SE SURTE EN FAVOR DEL JUEZ DE DISTRITO QUE EJERCE JURISDIC­
CIÓN EN EL LUGAR DONDE RESIDE LA AUTORIDAD QUE DEBA EMITIR 
ESA RESOLUCIÓN. 

Hechos: En los asuntos de los que conocieron los órganos colegiados con­
tendientes, se pronunciaron sobre la naturaleza del acto reclamado consistente 
en la omisión de las Juntas laborales de dictar el laudo, a efecto de diluci­
dar si conlleva o no una ejecución material para determinar qué Juzgado 
de Distrito es competente por territorio (el órgano ante el que se presentó 
la demanda o el que tenga residencia en el lugar de la Junta laboral que 
debió emitir el laudo respectivo), para conocer de la demanda en la que se 
reclama ese tipo de acto, arribando a conclusiones opuestas.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la omisión del dictado del laudo sí tiene ejecución 
material, por lo que el Juez de Distrito competente para conocer de la 
demanda de amparo indirecto en que se reclame ese acto será aquel que 
tenga residencia en el lugar de la Junta laboral que deba emitir el laudo 
respectivo.

Justificación: En concordancia con la línea argumentativa sostenida por la 
Segunda Sala del Alto Tribunal al resolver la contradicción de tesis 327/2021, 
de la que derivó la jurisprudencia 2a./J. 17/2022 (11a.), de rubro: "COMPETEN­
CIA PARA CONOCER DEL AMPARO INDIRECTO EN EL QUE SE RECLA MA 
LA OMISIÓN DE EMPLAZAR AL JUICIO ORDINARIO A LA PARTE DE­
MANDADA. SE SURTE EN FAVOR DEL JUEZ DE DISTRITO QUE EJERCE 



165

Informe DE LA SEGUNDA SALA 2023

JURISDICCIÓN EN EL LUGAR DONDE HABRÁ DE LLEVARSE A CABO 
LA CORRESPONDIENTE NOTIFICACIÓN, ACORDE A LO DISPUESTO 
POR EL PÁRRAFO PRIMERO DEL ARTÍCULO 37 DE LA LEY DE AMPARO.", es 
dable sostener que la emisión de la resolución que dirima las cuestiones de ba­
tidas en un juicio –de forma semejante al emplazamien to–, es un derecho 
que forma parte del elenco de las prerrogativas mínimas que debe garanti­
zarse a toda persona, conocidas como formalidades esenciales del proce­
dimien to y las cuales integran el derecho de audiencia previsto en el artícu lo 
14 de la Constitución Federal. A partir de tal premisa y atendiendo a que la 
Segunda Sala ha considerado que la omisión de pronunciar el laudo consti­
tuye una paralización del procedimien to laboral, que evidencia la existencia 
de una afectación en la esfera jurídica del particular, pues con ello se difiere 
la resolución del juicio, en detrimento del derecho de justicia pronta a que se 
refiere el artícu lo 17 de la mencionada Norma Fundamental, ello permite con­
cluir que el acto consistente en la omisión de emitir el laudo trae aparejada 
una ejecución material, toda vez que sus efectos inciden de manera nega­
tiva en los derechos subjetivos de las personas que no cesarán hasta en 
tanto no se dicte la resolución respectiva que dirima el conflicto. Por tanto, 
se concluye que cuando en la demanda de amparo se reclame la omisión 
del dictado del laudo, el órgano competente será el Juzgado de Distrito 
cuya residencia se encuentre en el lugar de la autoridad que deba emitir 
el laudo respectivo que resuelva el conflicto laboral, de conformidad con la 
hipó tesis contenida en el primer párrafo del artícu lo 37 de la Ley de Amparo.

2a./J. 32/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 1/2023. Entre los sustentados por el Pleno del Vigé­
simo Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo 
del Séptimo Circuito. 3 de mayo de 2023. Cinco votos de los Ministros 
Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier 
Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretario: Salvador Obregón Sandoval.

Tesis y criterio contendientes:

El Pleno del Vigésimo Primer Circuito, al resolver la contradicción de tesis 
7/2019, la cual dio origen a la tesis de jurisprudencia PC.XXI. J/2 L (11a.), 
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de rubro: "COM PETENCIA TERRITORIAL DE LOS JUECES DE DISTRITO. 
LAS OMISIONES O ABSTENCIONES EN EL DICTADO DE LAS RESOLU­
CIONES EN MATERIA LABORAL NO CONLLEVAN UNA EJECUCIÓN 
MATERIAL PARA EFECTOS DE SU FIJACIÓN.", publicada en el Semana­
rio Judicial de la Federación del viernes 15 de octubre de 2021 a las 10:25 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima 
Época, Libro 6, octubre de 2021, Tomo II, página 2406, con número de 
registro digital: 2023679; y,

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo 
Circuito, al resolver el conflicto competencial 52/2022.

Tesis de jurisprudencia 32/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de treinta y uno de mayo de dos mil 
veintitrés.

Nota: De la sentencia dictada en el conflicto competencial 52/2022 resuelto 
por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Cir­
cuito, derivó la tesis aislada VII.1o.T.5 K (11a.), de rubro: COMPETENCIA 
POR RAZÓN DE TERRITORIO PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO EN EL QUE SE RECLAMA LA OMISIÓN DE DICTAR EN EL 
LAUDO EN UN JUICIO LABORAL. CORRESPONDE AL JUEZ DE DISTRITO 
QUE EJERCE JURISDICCIÓN EN EL LUGAR DONDE ÉSTE SE TRAMITA.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 26 de 
mayo de 2023 a las 10:31 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Undécima Época, Libro 25, Tomo III, mayo de 2023, página 
3024, con el número de registro digital: 2026488.

La sentencia relativa a la contradicción de tesis 327/2021 y la tesis de jurispru­
dencia 2a./J. 17/2022 (11a.) citadas, aparecen publicadas en el Semana­
rio Judicial de la Federación del viernes 13 de mayo de 2022 a las 10:18 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima 
Época, Libro 13, Tomo IV, mayo de 2022, páginas 3641 y 3668, con núme­
ros de registro digital: 30534 y 2024553, respectivamente.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de agosto de 2023 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 7 de agosto de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

COMPETENCIA POR MATERIA. CORRESPONDE AL JUEZ DE DISTRITO 
EN MATERIA ADMINISTRATIVA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO IN­
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DIRECTO PROMOVIDO CONTRA LA CUANTIFICACIÓN DE UNA PENSIÓN 
OTORGADA POR EL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes disintieron en 
relación con la competencia del órgano jurisdiccional que debe conocer de 
un juicio de amparo indirecto cuando se reclama la cuantificación de pen­
siones otorgadas por el Instituto Mexicano del Seguro Social, ya que unos 
señalaron que correspondía a un Juzgado de Distrito en Materia Administra­
tiva, mientras que otros determinaron que el competente lo era un especiali­
zado en materia de trabajo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación establece que la competencia para conocer del juicio de amparo 
indirecto promovido contra la cuantificación de una pensión otorgada por 
el Instituto Mexicano del Seguro Social, corresponde a los Juzgados de 
Distrito especializados en Materia Administrativa.

Justificación: De conformidad con los criterios sustentados por esta Segunda 
Sala en las jurisprudencias 2a./J. 24/2009, de rubro: "COMPETENCIA POR 
MATERIA DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO ESPECIALI­
ZADOS. DEBE DETERMINARSE ATENDIENDO A LA NATURALEZA DEL ACTO 
RECLAMADO Y DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE, Y NO A LOS CONCEP­
TOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS FORMULADOS." y 2a./J. 145/2015 (10a.) 
de título y subtítulo: "COMPETENCIA POR MATERIA PARA CONOCER DEL 
RECURSO DE REVISIÓN INTERPUESTO CONTRA LA SENTENCIA DICTADA 
EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO POR UN JUEZ DE DISTRITO CON 
COMPETENCIA MIXTA. SE DETERMINA ATENDIENDO A LA NATURALEZA 
DEL ACTO RECLAMADO Y DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE.", para fijar la 
competencia por materia de los Jueces de Distrito se debe considerar tanto 
la naturaleza del acto reclamado como la de la autoridad responsable. En ese 
sentido, si bien es cierto que las pensiones tienen como fuente una relación de 
trabajo, también lo es que la surgida entre la persona pensionada y el Instituto 
Mexicano del Seguro Social constituye una nueva relación de naturaleza admi­
nistrativa, toda vez que la relación laboral no puede considerarse extendida 
después de concedida la pensión respectiva, porque la pensión tiene su justifi­
cación en el otor gamien to de prestaciones en dinero derivadas del cumplimien to 
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de ciertos requisitos, que permitan la subsistencia del trabajador o de sus bene­
ficiarios después de concluida la relación de trabajo, motivo por el cual la 
pensión no puede constituirse como una prestación de tipo laboral. Consecuen­
temente, cuando se reclama en un juicio de amparo indirecto la indebida cuanti­
ficación de una pensión a cargo del Instituto Mexicano del Seguro Social, ya 
sea por la forma en que se realizó su cálcu lo o por la inexacta aplicación de los 
porcentajes o incrementos correspondientes, al tratarse de un acto y de auto­
ridades de naturaleza administrativa, la competencia debe corresponder a los 
Juzgados de Distrito en Materia Administrativa cuando exista esa competencia 
especial.

2a./J. 37/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 46/2023. Entre los sustentados por los Tribunales 
Colegiados Primero, Décimo Tercero y Décimo Séptimo, en Materia Admi­
nistrativa, y Quinto, Noveno y Décimo Segundo, en Materia de Trabajo, 
todos del Primer Circuito. 17 de mayo de 2023. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez 
Potisek y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponen­
te: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Illiana Camarillo González.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver el conflicto competencial 54/2022, el sustentado 
por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, al resolver el conflicto competencial 43/2022, el sustentado 
por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, 
al resolver el conflicto competencial 7/2022 y el diverso sustentado por el 
Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Cir­
cuito, al resolver el conflicto competencial 3/2021.

Tesis de jurisprudencia 37/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de siete de junio de dos mil veintitrés.

Nota: Las tesis de jurisprudencia 2a./J. 24/2009 y 2a./J. 145/2015 (10a.) citadas, 
aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXIX, marzo de 2009, página 412, y en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 30 de octubre de 2015 a las 11:30 
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horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 23, Tomo II, octubre de 2015, página 1689, con números de 
registro digital: 167761 y 2010317, respectivamente.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de julio de 2023 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de julio de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ACTO DE AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. LO CONS  ­
TITUYE LA ORDEN DE SUSPENDER, RETENER O CANCE LAR EL PAGO 
DE LA PENSIÓN JUBILATORIA DERIVADA DEL CONTRATO COLECTIVO DE 
TRABAJO CELEBRADO ENTRE TELÉFONOS DE MÉXICO, SOCIEDAD 
ANÓNIMA BURSÁTIL DE CAPITAL VARIABLE Y EL SINDICATO DE TELE­
FONISTAS DE LA REPÚBLICA MEXICANA.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron si el 
acto reclamado consistente en la orden de suspender el pago de la pensión 
jubilatoria otorgada por Teléfonos de México, Sociedad Anónima Bursátil de 
Capital Variable, en términos del contrato colectivo de trabajo celebrado 
entre dicha empresa y el Sindicato de Telefonistas de la República Mexicana, 
constituye o no un acto de autoridad para efectos del juicio de amparo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación decide que la orden de suspender, retener o cancelar el pago de 
la pensión por jubilación otorgada en términos del contrato colectivo de tra­
bajo celebrado entre Teléfonos de México, Sociedad Anónima Bursátil de 
Capital Variable y el Sindicato de Telefonistas de la República Mexicana, 
consti tuye un acto de particular equivalente a uno de autoridad para efectos 
del juicio de amparo.

Justificación: Esta Segunda Sala ha sostenido en diversos asuntos que 
de conformidad con los artícu los 1, último párrafo y 5, fracción II, de la Ley de 
Amparo, las características que deben ostentar los actos realizados por 
particulares con calidad de autoridad son: 1. Que realice actos equivalentes 
a los de autoridad, esto es, que dicte, ordene, ejecute o trate de ejecutar 
algún acto en forma unilateral y obligatoria, o bien, que omita actuar en deter­
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minado sentido; 2. Que afecte derechos creando, modificando o extin guiendo 
situaciones jurídicas; y, 3. Que sus funciones estén determinadas en una 
norma general que le confiera las atribuciones para actuar como una autori­
dad del Estado, cuyo ejercicio, por lo general, tenga un margen de discre­
cionalidad. De manera que, en los casos como el que se analiza, en los que 
en términos de un contrato colectivo de trabajo la parte empleadora convi­
no con los trabajadores en el otorgamien to de la jubilación, como pres tación 
complementaria a las derivadas del régimen obligatorio de segu ridad social 
y su pago comprende tanto la prestación extralegal convenida, como las 
derivadas de la ley, el patrón se erige frente al trabajador como una enti dad 
obligada a promover, respetar y garantizar el derecho humano a la seguridad 
social tutelado en el artícu lo 123, apartado A, fracción XXIX, de la Constitu­
ción Federal, bajo las modalidades y condiciones previstas en la Ley del 
Seguro Social y, por tanto, al suspender, modificar o cancelar de manera unila­
te ral y obligatoria el pago de la jubilación, no sólo está afectando la pres­
tación extralegal que se obligó a pagar en términos del pacto colec tivo 
correspondiente, sino también la parte que corresponde a la pensión de 
cesan tía en edad avanzada o vejez derivada del régimen obliga torio de segu­
ridad social, de ahí que la mencionada orden constituye un acto de par ticular 
equivalente a uno de autoridad. Lo anterior, siempre que las constancias de 
autos o las recabadas por el juzgador de amparo corroboren que la orden 
de suspender o cancelar la jubilación comprende tanto la parte extra legal de 
la mencionada prestación, como la derivada del régi men obligatorio de segu­
ridad social, pues para el caso de que la mencio nada orden se refiera sólo 
a la parte extralegal de la prestación, únicamente será reclamable a través 
del conflicto de seguridad social que se plantee en términos de lo previsto 
en el artícu lo 899­A de la Ley Federal del Trabajo.

2a./J. 40/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 336/2022. Entre los sustentados por el Segundo Tribu­
nal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito y 
el Quinto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito. 17 de 
mayo de 2023. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Yasmín Esquivel 
Mossa, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf y Javier Laynez 
Potisek. Disidente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Elizabeth Miranda Flores.
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Tesis y criterio contendientes:

El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 80/2021, el cual dio origen a la 
tesis aislada I.5o.T.24 L (11a.), de rubro: "PENSIÓN JUBILATORIA. SU FALTA 
DE PAGO EN FORMA UNILATERAL, INTEMPESTIVA, INDEFINIDA E INJUS­
TIFICADA, ATRIBUIBLE A TELÉFONOS DE MÉXICO (TELMEX), CONSTI­
TUYE UN ACTO EQUIVALENTE A LOS DE AUTORIDAD PARA EFECTOS 
DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, CUANDO 
DICHA PRESTACIÓN HA SIDO CONVENIDA, RATIFICADA Y ELEVADA A 
LA CATEGORÍA DE COSA JUZGADA.", publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 9 de diciembre de 2022 a las 10:21 horas y 
en la Ga ceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, 
Libro 20, diciem bre de 2022, Tomo III, página 2747, con número de registro 
digital: 2025653; y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo 
del Décimo Séptimo Circuito, al resolver el amparo en revisión 33/2022.

Tesis de jurisprudencia 40/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de siete de junio de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de julio de 2023 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de julio de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RECURSOS EN EL JUICIO DE AMPARO. SU INTERPOSICIÓN POR VÍA 
ELECTRÓNICA DEBE REALIZARSE A TRAVÉS DEL PORTAL DE SER­
VICIOS EN LÍNEA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, POR 
LO QUE NO ES VÁLIDA MEDIANTE EL CORREO INSTITUCIONAL DE LOS 
ÓRGANOS JURISDICCIONALES A CARGO DEL CONSEJO DE LA JUDI­
CATURA FEDERAL.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron a deci­
siones contradictorias al analizar si en el juicio de amparo es posible inter­
poner recursos por medio del correo electrónico institucional de los Juzgados 
de Distrito, pues mientras un Tribunal Colegiado consideró que en el jui­
cio de amparo únicamente es posible interponer recursos a través del 
Portal de Servicios en Línea del Poder Judicial de la Federación, el otro 
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Tribunal Colegiado estimó que, en el contexto de la pandemia por el virus 
SARS­CoV­2 (COVID­19), se habilitó el uso del correo electrónico para pre­
sentar recursos.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la interposición de recursos en el juicio de amparo, 
vía electrónica, debe realizarse a través del Portal de Servicios en Línea del 
Poder Judicial de la Federación, por lo que no es posible hacerlo mediante 
el correo electrónico institucional de los órganos jurisdiccionales a cargo del 
Consejo de la Judicatura Federal, ya que no permite verificar que el promo­
vente cuente con firma electrónica válida y vigente.

Justificación: Conforme a los ar tícu los 3, párrafos primero, cuarto y quinto, 
así como 80, párrafo segundo, ambos de la Ley de Amparo y los diversos 
aplicables de los acuerdos generales que regulan la tramitación del juicio 
de amparo en forma electrónica, el único medio habilitado para interponer 
recursos por esa vía es el Portal de Servicios en Línea del Poder Judicial de 
la Federación. Lo anterior, en virtud de que con ello se dota de certeza jurí­
dica a la actuación procesal y a las partes, ya que permite que el receptor 
identifique de manera fiable y segura al autor del documento electrónico 
remitido, toda vez que puede constatarse si el certificado de la firma respec­
tiva es reconocido, vigente y válido, lo que se hace constar en la evidencia 
criptográfica correspondiente. Ahora, cuando la remisión del recurso se lleva 
a cabo a través de la dirección de correo electrónico institucional de los 
órganos jurisdiccionales tales aspectos no pueden corroborarse, ni se asienta 
constancia de ello en documento alguno. Además, de los distintos acuerdos 
generales emitidos en el contexto de la pandemia por el virus SARS­CoV­2 
(COVID­19), se advierte que no se habilitó el uso del correo electrónico 
institucional para la interposición de recursos en el juicio de amparo.

2a./J. 41/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 11/2023. Entre los sustentados por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y el Primer Tribunal Cole­
giado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito. 17 de mayo de 2023. 
Cinco votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar 
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Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: Loretta Ortiz Ahlf. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo 
Circuito, al resolver la queja 18/2021, y el diverso sustentado por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver el 
recurso de reclamación 8/2022.

Nota: De la sentencia que recayó a la queja 18/2021, así como de las senten­
cias de las diversas quejas 14/2021, 93/2020, 55/2021 y 172/2021, resueltas 
por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Cir­
cuito, derivó la tesis de jurisprudencia VII.1o.T. J/1 K (11a.), de rubro: 
"RECURSO DE QUEJA ENVIADO AL CORREO ELECTRÓNICO INSTITU­
CIONAL DEL JUZGADO DE DISTRITO. AL NO ESTAR PREVISTA ESA 
FORMA DE PRESENTACIÓN EN LA LEY DE AMPARO NI EN EL ACUERDO 
GENERAL 12/2020, DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA 
FEDERAL, DEBE DE SECHARSE POR CARECER DE LOS REQUISITOS 
PARA SU INTERPOSICIÓN.", publicada en el Semanario Judicial de la Fede­
ración del viernes 25 de febrero de 2022 a las 10:27 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 10, febrero 
de 2022, Tomo III, página 2371, con número de registro digital: 2024213.

Tesis de jurisprudencia 41/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de siete de junio de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de julio de 2023 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de julio de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

UNIVERSIDADES PRIVADAS. EN ACTOS RELACIONADOS CON LA OMI­
SIÓN DE TRAMITAR Y REALIZAR LA ENTREGA DE UN TÍTULO PRO­
FESIONAL, SE EQUIPARAN A UNA AUTORIDAD PARA EFECTOS DE LA 
PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes se pronun­
ciaron de manera discrepante al determinar si las instituciones particulares 
de educación superior, al omitir tramitar y entregar un título profesional, se 
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equiparan a una autoridad para efectos del juicio de amparo, pues mientras 
uno determinó que la expedición de los indicados documentos es una facul­
tad inherente a las atribuciones que la Constitución Federal le confiere en 
su artícu lo 3o. a la institución educativa privada, ello al autorizarle en térmi­
nos de la Ley General de Educación impartir el servicio educativo que, de 
forma originaria, es responsabilidad del Estado, por lo que al tener entre sus 
funciones la facultad de expedir certificados y títulos profesionales, se equi­
para a una autoridad para la procedencia del juicio de amparo; el otro, por el 
contrario, señaló que el hecho de que las universidades privadas cuenten con 
autorización o reconocimien to de validez oficial y, por ende, se les autorice 
a expedir los documentos de mérito, sólo significa que ello es parte de las 
actividades que pueden desplegar en el ejercicio de la autorización otorgada 
por el Estado para brindar el servicio educativo, por lo que no constituye un 
acto de autoridad, pues no se trata de una función que les sea encomen­
dada para su ejercicio de manera unilateral y obligatorio, porque su efecti­
vidad se encuentra condicionada a la revisión que realizan las autoridades 
educativas.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que las universidades privadas, al omitir tramitar y entregar 
un título profesional, se equiparan a una autoridad para efectos del juicio de 
amparo.

Justificación: Esta Segunda Sala ha fijado como elementos a tomar en 
cuenta para considerar que el particular se equipara a una autoridad para 
efectos del juicio los siguientes: a) que el particular dicte, ordene, ejecute o 
trate de ejecutar un acto que cree, modifique o extinga situaciones jurídicas 
en forma unilateral y obligatoria; b) que omita actos que de realizarse creen, 
modifiquen o extingan dichas situaciones jurídicas; c) que esas funciones 
que los particulares realizan estén determinadas por una norma general; y, 
d) que su actuación se ubique dentro de un plano de supra a subordinación 
respecto del gobernado. En ese sentido, cuando las universidades privadas 
omiten tramitar y entregar un título profesional, realizan actos equiparables 
a los de una autoridad para efectos de la procedencia del juicio de amparo. 
Lo anterior, pues de realizarse los actos omitidos se crean situaciones jurí­
dicas, dado que se permite a las personas particulares en favor de quienes 
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se emite el título profesional, ejercer su profesión, tramitar la correspondiente 
cédula profesional, así como realizar el registro de tales documentos para 
su validez, no sólo en su lugar de residencia, sino también en todo el terri­
torio nacional, lo que les permitirá, una vez satisfechos los requisitos lega­
les conducentes, ejercer el derecho humano previsto en el artícu lo 5o. de la 
Constitución Federal; además, la función de expedir títulos profesionales que 
asiste a las instituciones particulares de educación superior se encuentra 
determinada de manera explícita en la Ley General de Educación y en la 
Ley General de Educación Superior, y su actuación se da en un plano de 
supra a subordinación con las personas particulares y no de coordinación.

2a./J. 43/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 330/2022. Entre los sustentados por el Tercer Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito y el Séptimo Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 24 de mayo de 2023. Mayo­
ría de cuatro votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, Loretta 
Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Yasmín 
Esquivel Mossa, quien votó en contra, y por la inexistencia de la contra­
dicción. Ponente: Loretta Ortiz Ahlf. Secretaria: Norma Paola Cerón 
Fernández.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, 
al resolver el amparo en revisión 224/2017, y el diverso sustentado por el 
Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, 
al resolver el amparo en revisión 288/2022.

Nota: De la sentencia que recayó al amparo en revisión 224/2017, resuelto por 
el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, derivó la tesis 
aislada XXVII.3o.35 A (10a.), de rubro: "UNIVERSIDADES PRIVADAS. 
LA OMISIÓN DE ENTREGAR A SUS EGRESADOS EL CERTIFICADO DE 
ESTUDIOS Y EL TÍTULO PROFESIONAL, ASÍ COMO DE TRAMITAR LA 
CÉDULA CORRESPONDIENTE, CONSTITUYE UN ACTO EQUIVALENTE 
A LOS DE AUTORIDAD, IMPUGNABLE EN EL AMPARO INDIRECTO.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 27 de 
abril de 2018 a las 10:31 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial 
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de la Federación, Décima Época, Libro 53, abril de 2018, Tomo III, página 
2403, con número de registro digital: 2016767.

Tesis de jurisprudencia 43/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de catorce de junio de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de julio de 2023 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 1 de agosto de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

EMBARGO DE INMUEBLE DECRETADO CON MOTIVO DE LA EJECUCIÓN 
DE SENTENCIA EN UN PROCEDIMIENTO LABORAL. SU INSCRIP­
CIÓN ANTE EL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD DE LA ENTI­
DAD DEBE SER GRATUITA, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 19 DE LA 
LEY FEDERAL DEL TRABAJO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes divergieron 
en torno a si cuando se embarga un inmueble con motivo de la ejecución de 
una sentencia en materia de trabajo, en términos del artícu lo 19 de la Ley 
Federal del Trabajo, la inscripción del embargo en el Registro Público de la 
Propiedad de la entidad debe o no ser gratuita.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el trámite de inscripción del embargo del bien 
inmueble con motivo de la ejecución de una sentencia en materia de trabajo, 
ante el Registro Público de la Propiedad correspondiente, debe ser gratuito.

Justificación: El artícu lo 19 de la Ley Federal del Trabajo prevé que los 
actos y actuaciones derivadas de normas de trabajo no causan impuesto 
alguno, mientras que el diverso 685 establece que el proceso del derecho 
del trabajo será público, gratuito, predominantemente oral y conciliatorio. Por 
tanto, al derivar la inscripción ante el registro público inmobiliario de un proce­
dimien to laboral, con motivo de una sentencia favorable al trabajador, debe 
entenderse como un acto derivado de la aplicación de la normatividad 
laboral, que tiene como objeto principal garantizar los derechos laborales a 
que resultó condenada la parte patronal y, por ende, debe considerarse 
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como uno de los actos y actuaciones previstos por el referido artícu lo 19, por 
lo que no genera cargo alguno.

2a./J. 44/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 435/2022. Entre los sustentados por el Décimo Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, el Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Décimo Circuito, con residencia en Villaher­
mosa, Tabasco, antes Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo 
del Décimo Circuito, y el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y 
Administrativa del Décimo Octavo Circuito. 7 de junio de 2023. Cinco 
votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, 
Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Luis María Aguilar Morales. Secretario: Oliver Chaim Camacho.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo 
del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 175/2009, el susten­
tado por el Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 11/2009, y el diverso sustentado 
por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Décimo Octavo Circuito, al resolver el amparo en revisión 293/2022.

Tesis de jurisprudencia 44/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintiocho de junio de dos mil veintitrés. 

Nota: De la sentencia que recayó al amparo en revisión 175/2009, resuelto por 
el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Cir­
cuito, derivó la tesis aislada I.13o.T.267 L, de rubro: "EMBARGO EN MATE­
RIA LABORAL. SU INSCRIPCIÓN A FAVOR DEL TRABAJADOR ANTE LA 
AUTORIDAD REGISTRAL ES GRATUITA.", publicada en el Semanario Judi­
cial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXI, mayo de 
2010, página 1943, con número de registro digital: 164596.

De la sentencia que recayó al amparo en revisión 11/2009, resuelto por el Tri­
bunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Circuito, derivó 
la tesis aislada X.C.T.80 L, de rubro: "EMBARGO EN MATERIA LABORAL. 
SU INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD NO 
CAUSA IMPUESTO, POR ENCONTRARSE DENTRO DE LA HIPÓTESIS 
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PREVISTA EN EL ARTÍCULO 19 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XXX, septiembre de 2009, página 3132, con número de 
registro digital: 166435.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de agosto de 2023 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de agosto de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

COMPETENCIA FEDERAL EN MATERIA LABORAL. SE SURTE EN LOS 
CASOS EN LOS QUE LA PARTE ACTORA RECLAMA CONJUNTAMENTE 
Y COMO ÚNICAS PRESTACIONES SER DE SIGNADA BENEFICIARIA DE 
UNA PERSONA TRABAJADORA FALLECIDA Y LA ENTREGA DEL SALDO 
EXISTENTE EN SU CUENTA INDIVIDUAL.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes conocieron 
de conflictos competenciales en los que se analizó qué autoridad es compe­
tente para conocer de la demanda a través de la cual la parte actora reclamó 
ser de signada beneficiaria de una persona trabajadora fallecida y la entrega 
del saldo que obre en la cuenta individual de aquélla; lo anterior, debido a 
que, por una parte, se determinó que corresponde a las autoridades locales 
conocer de la demanda, dado que en sede federal se de sechó la prestación 
relativa a la devolución de saldos, mientras que por la otra se resolvió que 
son competentes los tribunales federales para conocer de ese ocurso en 
virtud de que no se puede dividir la continencia de la causa al estar estrecha­
mente relacionadas las prestaciones.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que corresponde a los Tribunales Laborales Federales cono cer de 
los asuntos en los que la parte actora reclama conjuntamente y como únicas 
prestaciones que se le de signe beneficiaria de una persona trabajadora 
fallecida y que se le entregue el saldo que obre en la cuenta individual de ésta.

Justificación: Tratándose de asuntos en los que la parte actora demanda 
conjuntamente y como únicas prestaciones: 1) ser de signada beneficiaria 
de una persona trabajadora fallecida; y, 2) la devolución o entrega de los saldos 
existentes en el fondo de la cuenta individual de aquélla; la Segunda Sala 
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concluye que son acciones que se encuentran estrechamente relacio na­
das, pues la primera –de signación de beneficiarios– constituye el medio o 
instrumento a partir del cual se pretende obtener la segunda –devolución 
o entrega de saldo de la cuenta individual–, ya que esta última está sujeta 
a que la parte interesada sea de signada beneficiaria y esta cuestión, a su 
vez, está motivada por la expectativa de obtener cierta cantidad de dinero. 
Por lo tanto, si las prestaciones demandadas derivan de una misma causa 
eficiente, el operador jurídico debe privilegiar y procurar mantener unida la 
pretensión, por lo que no debe fragmentar ésta ni dividir la continencia de 
la causa, pues de lo contrario vulneraría el derecho fundamental de acceso 
a una justicia pronta y completa, así como los principios de economía proce­
sal y no división de la continencia de la causa, de acuerdo con lo establecido 
en los ar tícu los 685 de la Ley Federal del Trabajo, 17 de la Constitución Polí­
tica de los Estados Unidos Mexicanos y 8, numeral 1, de la Conven ción 
Americana sobre Derechos Humanos.

2a./J. 45/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 15/2023. Entre los sustentados por los Tribunales 
Cole giados Primero y Segundo, ambos en Materia de Trabajo del Décimo 
Circuito y los Tribunales Colegiados Tercero, Cuarto, Sexto, Noveno, 
Décimo Segundo y Décimo Quinto, todos en Materia de Trabajo del Primer 
Circuito. 14 de junio de 2023. Cinco votos de los Ministros Yasmín Esquivel 
Mossa, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Poti­
sek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Loretta Ortiz Ahlf. Secretaria: Lizbeth 
Berenice Montealegre Ramírez.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo 
Circuito, al resolver el conflicto competencial 96/2022, el sustentado 
por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo Cir­
cuito, al resolver el conflicto competencial 79/2022, el sustentado por el 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resol­
ver el conflicto competencial 23/2022, el sustentado por el Cuarto Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver los con­
flictos competenciales 26/2022 y 30/2022, el sustentado por el Sexto Tribu­
nal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver el 
conflicto competencial 22/2022, el sustentado por el Décimo Segundo 
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Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver 
el conflicto competencial 24/2022, y el diverso sustentado por el Décimo 
Quinto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al 
resolver el conflicto competencial 23/2022.

Tesis de jurisprudencia 45/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de cinco de julio de dos mil veintitrés.

Nota: De la sentencia que recayó al conflicto competencial 23/2022, resuelto 
por el Décimo Quinto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer 
Circuito, derivó la tesis I.15o.T.2 L (11a.), de rubro: "COMPETENCIA PARA 
CONOCER DEL JUICIO LABORAL EN EL QUE SE RECLAMA LA DE­
CLARACIÓN COMO PERSONA BENEFICIARIA Y LA CONSECUENTE 
DEVOLUCIÓN DE LAS APORTACIONES CONTENIDAS EN LA CUENTA 
INDIVIDUAL DE LA PERSONA EXTINTA TRABAJADORA. SE SURTE EN 
FAVOR DEL TRIBUNAL LABORAL FEDERAL DE ASUNTOS INDIVIDUA­
LES.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
11 de agosto de 2023 a las 10:19 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 28, Tomo V, agosto de 
2023, página 4352, con número de registro digital: 2026968.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de agosto de 2023 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 21 de agosto de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RECURSO DE REVISIÓN FISCAL. EL PLAZO PARA INTERPONERLO 
CUANDO SE IMPUGNA UNA SENTENCIA DICTADA EN CUMPLIMIENTO 
A LA EJECUTORIA DE AMPARO, DEBE COMPUTARSE A PARTIR DEL 
DÍA SIGUIENTE A AQUEL EN QUE SURTA EFECTOS LA NOTIFICACIÓN 
DE LA SENTENCIA RESPECTIVA EN TÉRMINOS DEL AR TÍCULO 63 DE LA 
LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron a 
partir de qué momento debe compu tarse el plazo de quince días para la 
interposición del recurso de revisión fiscal en el que se impugnan senten­
cias emitidas por el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, dictadas 
en cumplimien to a una ejecutoria de amparo. Una postura se encaminó por 
considerar que el cómputo inicia a partir de la vista ordenada a las partes 
por el Tribunal Colegiado de Circuito, con copia de la sentencia emitida en 
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cumplimien to a una ejecutoria de amparo, para que manifiesten lo que a su 
derecho convenga; mientras que el otro criterio estimó que el cómputo inicia 
a partir de la notificación de la sentencia por parte del órgano responsable.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación establece que el término de quince días para la interposición del 
recurso de revisión fiscal, previsto en el ar tícu lo 63 de la Ley Federal de Proce­
dimien to Contencioso Administrativo, debe compu tarse a partir del día 
siguiente a aquel en que surta sus efectos la notificación de la sentencia res­
pectiva por parte del Pleno, las Secciones de la Sala Superior o las Salas 
Regio nales del Tribunal Federal de Justicia Administrativa.

Justificación: La notificación constituye el medio específico por el cual se 
crea la certeza de que el afectado por el acto que se notifica tuvo pleno 
conocimien to de éste, lo que supone que su realización no deje lugar a 
dudas para que se encuentre en posibilidad de defenderse. En el caso, el 
ar tícu lo 63 de la Ley Federal de Procedimien to Contencioso Administrativo 
es puntual al señalar que las sentencias definitivas que emitan el Pleno, las 
Secciones de la Sala Superior o las Salas Regionales del Tribunal Federal 
de Justicia Administrativa, podrán ser impugnadas por la autoridad a través de 
la unidad administrativa encargada de su defensa jurídica o por la entidad 
federativa coordinada en ingresos federales correspondiente, interponiendo 
el recurso de revisión ante el Tribunal Colegiado de Circuito competente, 
mediante escrito que se presente ante la responsable, dentro de los quince 
días siguientes a aquel en que surta sus efectos la notificación respectiva. 
La regulación del recurso de revisión contenida en dicho precepto legal no 
acepta otra interpretación que no sea la literal que de él se desprende, al 
quedar precisado que dicho plazo será compu table a partir del día siguiente 
al en que surta sus efectos la notificación de la sentencia. Lo anterior signi­
fica que el término para la interposición del recurso de revisión fiscal empe­
zará a contar "dentro de los quince días siguientes a aquel en que surta sus 
efectos la notificación respectiva", ya que es a través del acto de notificación 
que la autoridad demandada está en posibilidad jurídica de conocer en su 
integridad la resolución que se le notifica y de cuestionarla jurídicamente. 
En esa línea de pensamien to, no cabe la posibilidad de compu tar el plazo 
a través del acto mediante el cual el Tribunal Colegiado de Circuito dé vista a 
las partes con copia de la sentencia emitida en cumplimien to, con la inten­
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ción de que realicen las manifestaciones que a su derecho convenga, pues 
este acto tiene una finalidad específica en el juicio de amparo, dentro del 
procedimien to de ejecución, la cual consiste en verificar el cumplimien to 
de una ejecutoria; aspecto que no puede extrapolarse para efectos de la 
interposición de un recurso previsto en un ordenamien to jurídico diverso 
a la Ley de Amparo. A esa conclusión se arriba porque la vista de ninguna 
manera sustituye el acto de notificación que se encuentra a cargo del Tribu­
nal Federal de Justicia Administrativa, que debe cumplir con las formalidades 
legales correspondientes, y porque el ar tícu lo 63 de la ley administrativa 
mencionada fija como punto de partida para la interposición del recurso de 
revisión fiscal, el surtimien to de efectos de la notificación de la sentencia. 
Por tanto, a juicio de esta Segunda Sala, queda de manifiesto que el legislador 
no dejó margen para interpretar que el cómputo para interponer el recurso de 
revisión fiscal pueda hacerse en forma distinta a la que dispuso en el ar tícu lo 
63 de la Ley Federal de Procedimien to Contencioso Administrativo.

2a./J. 46/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 87/2023. Entre los sustentados por el Cuarto Tribu­
nal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, el Primer Tri­
bunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Decimoprimera 
Región, con residencia en Coatzacoalcos, Veracruz de Ignacio de la Llave, 
en auxilio del Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito, el 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito, y 
los Tribunales Colegiados Décimo, Décimo Quinto, Séptimo y Décimo 
Séptimo, todos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 14 de junio 
de 2023. Cinco votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María 
Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Alejandro Félix Gon­
zález Pérez.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Tercer Circuito, al resolver la revisión fiscal 120/2021, el sustentado por 
el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Decimo­
primera Región, con residencia en Coatzacoalcos, Veracruz de Ignacio 
de la Llave, al resolver las revisiones fiscales 138/2019 (cuaderno auxiliar 
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684/2019) y 104/2019 (cuaderno auxiliar 676/2019), el sustentado por el 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito, 
al resolver la revisión fiscal 1/2022, el sustentado por el Décimo Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver las 
revisiones fiscales 38/2022 y 257/2022, el sustentado por el Décimo Quinto 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver 
la revisión fiscal 454/2019, el sustentado por el Séptimo Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver las revisiones 
fiscales 364/2017, 371/2017, 173/2018, 493/2019 y 503/2019, y el diverso 
sustentado por el Décimo Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Admi­
nistrativa del Primer Circuito, al resolver la revisión fiscal 151/2018.

Tesis de jurisprudencia 46/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de cinco de julio de dos mil veintitrés.

Nota: De la sentencias dictadas en las revisiones fiscales 138/2019 (cuaderno 
auxiliar 684/2019) y 104/2019 (cuaderno auxiliar 676/2019), resueltas por 
el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima­
primera Región, con residencia en Coatzacoalcos, Veracruz, derivó la 
tesis aislada (XI Región) 1o.7 A (10a.), de rubro: "RECURSO DE REVISIÓN 
FISCAL. EL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA INTERPONERLO CUANDO LA 
SENTENCIA RECURRIDA SE EMITE EN CUMPLIMIENTO A UNA EJECU­
TORIA DE AMPARO, INICIA A PARTIR DE QUE LA AUTORIDAD TIENE 
CONOCIMIENTO COMPLETO DE AQUÉLLA, CON ANTERIORIDAD A LA 
FECHA EN LA QUE SE LE NOTIFICÓ.", publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del 6 de marzo de 2020 a las 10:09 horas y en la Gaceta del 
Semanario judicial de la Federación, Décima Época, Libro 76, Tomo II, 
marzo de 2020, página 1016, con registro digital 2021762.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de agosto de 2023 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 21 de agosto de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

COMPETENCIA POR RAZÓN DE FUERO EN EL PROCEDIMIENTO ESPE­
CIAL DE DESIGNACIÓN DE BENEFICIARIOS. PARA RESOLVER SI SU 
CONO CIMIENTO CORRESPONDE A UN TRIBUNAL LABORAL FEDERAL 
O LOCAL CUANDO SÓLO SE SOLICITE LA DECLARACIÓN RELATIVA, 
DEBEN APLICARSE LAS REGLAS PREVISTAS EN LOS ARTÍCULOS 123, 
APARTADO A, FRACCIÓN XXXI, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL Y 527 
DE LA LEY FEDE RAL DEL TRABAJO, ATENDIENDO A LA ACTIVIDAD Y 



184

Suprema Corte de Justicia de la Nación

A LA NATURALEZA DE LA PERSONA EMPLEADORA, AUN CUANDO 
NO SE LE RECLAME PRESTACIÓN ALGUNA. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes resolvieron 
sendos conflictos competenciales en los que la parte actora demandó única­
mente que se le declarara beneficiaria de la persona trabajadora fallecida, sin 
vincularla con alguna otra prestación reclamable a la parte patronal, y llegaron 
a posturas contrapuestas en cuanto a si debe o no tomarse en consideración 
la fuente de trabajo para definir la competencia federal o local, a pesar de 
no reclamarse el cumplimien to de alguna otra prestación.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que para fijar la competencia por razón de fuero para conocer del 
procedimien to especial en el que únicamente se reclama la designación de 
beneficiarios, debe tomarse en cuenta la rama industrial y de servicios, así 
como el tipo de empresa para el que la persona trabajadora prestaba sus 
servicios, aun cuando no se le demande alguna prestación.

Justificación: El procedimien to especial de designación de beneficiarios 
tiene como finalidad determinar quién o quiénes y en qué proporción serán 
las personas a las que corresponden las indemnizaciones o el pago de alguna 
prestación adeudada a la persona trabajadora fallecida derivadas de la 
relación de trabajo. Así, en virtud de que la declaración constituye el título 
que legitima el cobro de los referidos conceptos, los cuales derivan de un 
víncu lo laboral, su eventual cobro –que no necesariamente será en vía juris­
diccional– sujeta a la parte patronal a su cumplimien to; de ahí que la compe­
tencia federal o local debe definirse con base en los supuestos de los artícu los 
123, apartado A, fracción XXXI, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y 527 de la Ley Federal del Trabajo, tomando en cuenta 
el empleador para el que laboró la persona trabajadora fallecida, aun cuando 
aquél no sea parte formal en el procedimien to por no reclamársele alguna 
prestación.

2a./J. 64/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 147/2023. Entre los sustentados por los Tribunales 
Colegiados Décimo Cuarto en Materia de Trabajo del Primer Circuito y 
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Primero del Trigésimo Circuito. 18 de octubre de 2023. Cinco votos de los 
Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz 
Ahlf, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Loretta Ortiz Ahlf. 
Secretaria: Lizbeth Berenice Montealegre Ramírez.

Tesis y criterio contendientes:

El Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, 
al resolver el conflicto competencial 28/2022, el cual dio origen a la tesis 
aislada I.14o.T.20 L (11a.), de rubro: "COMPETENCIA PARA CONOCER 
DEL JUICIO LABORAL DONDE LA ÚNICA PRESTACIÓN ES LA DECLA­
RACIÓN DE BENEFICIARIOS DE UN TRABAJADOR FALLECIDO. PARA 
FIJARLA POR CUESTIÓN DE FUERO FEDERAL O LOCAL, DEBE ATEN­
DERSE AL TIPO DE INDUSTRIA O SERVICIO, O A LA NATURALEZA JURÍ­
DICA DEL PATRÓN.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 21 de abril de 2023 a las 10:25 horas, y en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 24, Tomo III, abril 
de 2023, página 2538, con número de registro digital: 2026325, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resolver 
el conflicto competencial 3/2023.

Tesis de jurisprudencia 64/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de oho de noviembre de dos mil veintitrés.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RECURSO DE REVOCACIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 210 DE LA LEY 
GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS. DEBE INTER­
PONERSE PREVIO A PROMOVER EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINIS­
TRATIVO, CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE DETERMINA LA COMISIÓN 
DE UNA FALTA ADMINISTRATIVA NO GRAVE. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes divergieron 
en torno a si resultaba necesario agotar el recurso de revocación previsto en 
el ar tícu lo 210 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, 
previo a la promoción del juicio contencioso administrativo.
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Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que resulta obligatorio para el interesado interponer el recurso de 
revocación previsto en el artícu lo 210 de la Ley General de Responsabilida­
des Administrativas, antes de acudir al juicio contencioso administrativo, 
contra la resolución que determina la comisión de una falta administrativa 
no grave.

Justificación: La optatividad para interponer el recurso administrativo antes 
de instar la vía judicial se actualiza, por lo general, única y exclusivamente 
en el caso de que la propia legislación aplicable prevea expresamente más 
de una alternativa para impugnar determinado acto, es decir, que en la ley 
se establezca la posibilidad de que contra ese acto proceda, ya sea el recurso 
administrativo, o bien, directamente la vía judicial. Sin embargo, del artícu lo 
210 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas se advierte 
que si bien en su primer párrafo se prevé que contra las resoluciones de res­
ponsabilidad por la comisión de faltas administrativas no graves se podrá 
interponer el recurso de revocación, lo cierto es que no se establece la posi­
bilidad de impugnar ese acto por algún otro medio o vía, lo que es indicativo 
de que resulta obligatorio para el interesado interponer dicho recurso antes de 
acudir ante los tribunales, toda vez que la materia del juicio es precisamente 
la resolución recaída al recurso de revocación, como se dispone expresa­
mente por el segundo párrafo de dicho precepto. Lo anterior, en el entendi­
do de que si bien en el artícu lo en mención se establece la posibilidad de 
promover juicio contencioso administrativo o, en su caso, el juicio que se 
prevea por la legislación local aplicable, lo cierto es que esta optatividad 
entre ambos medios de defensa de naturaleza judicial opera respecto de la 
impugnación de la resolución dictada en el recurso de revocación, conforme 
al párrafo primero del propio artícu lo 210 de la ley en cita, con lo que se confirma 
la obligatoriedad de agotar ese recurso antes de promover juicio contencioso 
administrativo.

2a./J. 73/2023 (11a.)

Contradicción de criterios 149/2023. Entre los sustentados por el Segundo Tribu­
nal Colegiado en Materia Administrativa del Séptimo Circuito y el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 11 de 
octubre de 2023. Cinco votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, 
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Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Alberto 
Pérez Dayán. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretario: Oliver Chaim 
Camacho.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Séptimo Circuito, al resolver el amparo directo 576/2022, y el diverso sus­
tentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver el amparo directo 750/2022.

Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo 576/2022, resuelto por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Séptimo Circuito, 
derivó la tesis aislada VII.2o.A.8 A (11a.), de rubro: "RECURSO DE REVO­
CACIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 210 DE LA LEY GENERAL DE 
RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS. ES NECESARIO AGOTARLO 
PREVIAMENTE A PROMOVER EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRA­
TIVO, CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE DETERMINA LA COMISIÓN DE 
UNA FALTA ADMINISTRATIVA NO GRAVE.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 26 de mayo de 2023 a las 10:31 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima 
Época, Libro 25, Tomo III, mayo de 2023, página 3346, con número de 
registro digital: 2026513.

De la sentencia que recayó al amparo directo 750/2022, resuelto por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, derivó la 
tesis aislada I.1o.A.3 A (11a.), de rubro: "RECURSO DE REVOCACIÓN 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 210 DE LA LEY GENERAL DE RESPONSA­
BILIDADES ADMINISTRATIVAS. ES OPTATIVO PARA LOS PARTICULARES 
INTERPONERLO O ACUDIR DIRECTAMENTE AL JUICIO DE NULIDAD A 
CONTROVERTIR LA RESOLUCIÓN EN QUE SE LES IMPONE UNA SAN­
CIÓN ADMINISTRATIVA DERIVADA DE LA COMISIÓN DE CONDUCTAS 
NO GRAVES.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 12 de mayo de 2023 a las 10:17 horas y en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 25, Tomo III, mayo 
de 2023, página 3347, con número de registro digital: 2026427.

Tesis de jurisprudencia 73/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del ocho de noviembre de dos mil veintitrés. 

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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AISLADAS

PENSIÓN POR ORFANDAD. EL ARTÍCULO 38, FRACCIÓN I, DE LA LEY 
DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD SOCIAL PARA LAS FUERZAS ARMA­
DAS MEXICANAS, VULNERA EL DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL 
Y EL PRINCIPIO DE NO DISCRIMINACIÓN, AL EXCLUIR DE MANERA 
ABSOLUTA SU OTORGAMIENTO A PERSONAS MAYORES DE 25 AÑOS 
QUE DESEMPEÑARON EL ROL DE CUIDADORAS DE SUS PROGE­
NITORES. 

Hechos: Una mujer mayor de 50 años solicitó el otorgamien to de la pensión 
por orfandad como consecuencia jurídica del fallecimien to de su padre (militar 
en situación de retiro). Tal prestación le fue negada por la autoridad admi­
nistrativa castrense porque el artícu lo 38, fracción I, de la Ley del Instituto de 
Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas establece que no 
pueden gozar de ese tipo de pensión las personas mayores de 25 años. 
Frente a tal acto de autoridad, la solicitante cuestionó la constitucionalidad 
de esa norma a través del juicio de amparo indirecto, al considerar que el 
establecimien to de un límite de edad tenía un efecto discriminatorio que 
vulneraba su derecho a la seguridad social. En primera instancia del juicio 
constitucional, se determinó negar el amparo al considerarse que el derecho 
a heredar como hija soltera no constituía un derecho adquirido (en términos 
de la legislación anterior), pues su obtención estaba condicionada al falle­
cimien to del militar, siendo hasta entonces que se genera el derecho a reci­
bir la respectiva pensión, de manera que no podía cuestionar los términos 
en que se definió el otorgamien to de la pensión por orfandad en términos de 
la legislación vigente.
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Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que, a partir de su obligación de juzgar con perspectiva de 
género, el artícu lo 38, fracción I, de la Ley del Instituto de Seguridad Social 
para las Fuerzas Armadas Mexicanas es inconstitucional, por violentar el 
derecho a la seguridad social y el principio de no discriminación, al impedir de 
manera absoluta el acceso a la pensión por orfandad a las personas mayores 
de 25 años que desempeñaron el rol de cuidadoras de sus progenitores.

Justificación: Si bien bajo un análisis de igualdad formal, el límite máximo 
de edad plasmado en la norma impugnada es constitucionalmente válido, 
dado que atiende a finalidades plenamente justificadas y al tránsito a una 
seguridad social más equitativa que mire a la estabilidad de la situación finan­
ciera del sistema de pensiones; desde un análisis con perspectiva de género, 
esta Segunda Sala estima que en su aplicación la norma impugnada resulta 
inconstitucional, pues aunque busca la igualdad entre hombres y mujeres, 
su redacción desconoce que, de hecho, hay personas que asumen roles de 
cuidado, lo que impide de manera absoluta el acceso a la pensión por orfan­
dad a las personas mayores de 25 años que se encuentran en esa situación, 
violando el derecho a la seguridad social y el principio de no discrimi­
nación. Ello es así, pues la norma no concede la posibilidad de analizar la 
situación en la que viven algunas personas, especialmente mujeres, donde 
por motivos tradicionales y culturales les son asignadas labores de cuidado, 
lo que les impide construir un proyecto de vida y contar con recursos propios 
para subsistir. Por tanto, ante una solicitud, el límite de edad no debe ser 
obstácu lo para negar en automático la pensión por orfandad, pues deberá 
activarse un procedimien to en el cual se comunique al solicitante que debe 
aportar pruebas para acreditar: 1) la labor de cuidado que desarrolló en 
favor del trabajador; 2) la falta de un proyecto de vida personal o laboral; y, 
3) la dependencia económica y ausencia de recursos económicos; de otra 
forma, vedar la posibilidad de probar estos extremos, implicaría una lesión 
al derecho de audiencia.

2a. I/2023 (11a.)

Amparo en revisión 302/2022. Yolanda Patricia López Arellano. 12 de abril de 
2023. Mayoría de tres votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, 
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Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Loretta Ortiz Ahlf. 
Disidente: Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Luis María Aguilar Morales. 
Secretario: Roberto Negrete Romero.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de agosto de 2023 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

REGULACIÓN ASIMÉTRICA EN VENTAS DE PRIMERA MANO DE HIDRO­
CARBUROS. EL CONGRESO DE LA UNIÓN ES INCOMPETENTE PARA 
DEJAR SIN EFECTOS LA OBLIGACIÓN DE LA COMISIÓN REGULA­
DORA DE ENERGÍA DE ESTABLECERLA. 

Hechos: Un grupo de empresas dedicadas al expendio de petrolíferos 
impug naron la modificación del artícu lo décimo tercero transitorio de la Ley 
de Hidrocarburos en la que el Congreso de la Unión dejó sin efectos la 
obligación de la Comisión Reguladora de Energía para sujetar a principios de 
regulación asimétrica la venta de primera mano de hidrocarburos y sus deri­
vados de Petróleos Mexicanos y sus organismos subsidiarios; además, recla­
maron el Acuerdo Número A/015/2021, de la Comisión Reguladora de Energía 
que eliminó las medidas exis tentes en la materia, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 21 de mayo de 2021. El Juez de Distrito conce­
dió el amparo al considerar que el Congreso de la Unión era incompetente 
para dejar sin efectos la facultad del órgano regulador, pues el artícu lo décimo 
transitorio del Decreto por el que se reforman y adicionan diversas dispo­
siciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 
Materia de Energía, publicado en el medio de difusión oficial citado el 20 de 
diciembre de 2013, facultó exclusivamente a este órgano para regular todo 
lo relativo a ventas de primera mano de hidrocarburos, petrolíferos y petro­
químicos. Las autoridades inconformes interpusieron recurso de revisión 
contra esta deter minación al considerar que el artícu lo 73, fracción X, de 
la Constitución le concedía facultades amplias al Congreso de la Unión 
para legislar en materia de hidrocarburos y, por tanto, para dejar sin efectos 
la obligación referida.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el Congreso de la Unión es incompetente para dejar 
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sin efectos la obligación de la Comisión Reguladora de Energía de sujetar a 
principios de regu lación asimétrica las ventas de primera mano en materia de 
hidrocarburos, petro lí feros y petroquímicos que realicen Petróleos Mexicanos 
y sus organismos subsidiarios.

Justificación: La referida reforma constitucional de 20 de diciembre de 2013, 
en materia de energía, transformó las industrias del petróleo y de la electri­
cidad en el país para abrirlas a la participación de particulares bajo un 
esquema de mercado regulado. Su régimen transitorio dispuso la creación 
y transformación de diversos órganos del Estado, con autonomía técnica y 
de gestión, para que fungieran como reguladores en diversas áreas de las 
industrias mencionadas. En ese sentido, el artícu lo décimo transitorio, inciso 
c), de esa reforma reconoció únicamente a la Comisión Reguladora de 
Energía como la autoridad encargada de regular todo lo relativo a las ven­
tas de primera mano de hidrocarburos y sus derivados. Ahora bien, esta 
Suprema Corte ha reconocido que dicha potestad es amplia y no existe 
cláusula constitucional que se le oponga o que permita suponer la participa­
ción de alguna otra autoridad en la materia. En este sentido, si bien es cierto 
que el artícu lo 73, fracción X, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos faculta al Congreso de la Unión para legislar en materia 
de hidrocarburos, también lo es que esta atribución no es absoluta y no incluye 
la de modificar el artícu lo décimo tercero transitorio de la Ley de Hidro car­
buros para dejar sin efectos la obligación de la Comisión Reguladora de 
Energía de sujetar a principios de regulación asimétrica las ventas de pri­
mera mano de hidrocarburos y sus derivados a Petróleos Mexicanos y sus 
organismos subsidiarios.

2a. II/2023 (11a.)

Amparo en revisión 170/2023. Estación 0231, S.A. de C.V. y otras. 14 de junio 
de 2023. Mayoría de tres votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, 
Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Disidentes: Yasmín Esquivel 
Mossa y Loretta Ortiz Ahlf. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: 
José Omar Hernán dez Salgado.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de octubre de 2023 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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FIDEICOMISO DENOMINADO "FONDO DE INVERSIÓN Y ESTÍMULOS AL 
CINE". EL ARTÍCULO DÉCIMO SEGUNDO DEL DECRETO PUBLICADO 
EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 6 DE NOVIEMBRE DE 
2020, POR EL QUE SE DEROGAN LOS ARTÍCULOS 33, 34, 35, 36, 37 Y 38 
DE LA LEY FEDERAL DE CINEMATOGRAFÍA, VIOLA EL PRINCIPIO DE RE­
SERVA DE LEY EN MATERIA DE DERECHO A LA CULTURA, AL DE SA PA­
RECER EL FIDECINE, ÚNICO MECANISMO PREVISTO EN LEY QUE 
GARANTIZABA EL ACCESO Y PARTICIPACIÓN PERMANENTE EN LA 
INDUSTRIA CINEMATOGRÁFICA. 

Hechos: Una persona moral impugnó la constitucionalidad del decreto publi­
cado en el Diario Oficial de la Federación el 6 de noviembre de 2020 que 
derogó, entre otras normas, los artícu los 33, 34, 35, 36, 37 y 38 de la Ley 
Federal de Cinematografía, con lo cual de saparecía el Fideicomiso denomi­
nado "Fondo de Inversión y Estímulos al Cine" (FIDECINE), por considerar 
que se violaba la reserva de ley prevista en el artícu lo 4o. de la Constitución 
Federal. En el juicio, por un lado se sobreseyó y, por otro, se negó la protec­
ción de la Justicia Federal solicitada. Inconforme, la sociedad quejosa interpuso 
recurso de revisión y el Presidente de la República revisión adhesiva; el 
Tribunal Colegiado de Circuito que previno en el conocimien to del asunto, 
al considerar que subsistía un problema de constitucionalidad, reservó juris­
dicción a este Alto Tribunal para realizar el estudio correspondiente.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el artícu lo décimo segundo del mencionado decreto, 
por el que se derogan los artícu los 33, 34, 35, 36, 37 y 38 de la Ley Federal 
de Cinematografía, que regulan el FIDECINE, viola el principio de reserva de 
ley, al desconocer el mandato previsto en el párrafo décimo segundo del 
artícu lo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual 
dispone que la ley es la que debe establecer los mecanismos para el acceso 
y la participación a cualquier manifestación cultural.

Justificación: Es verdad que el principio de reserva de ley no limita al legis­
lador para que, en ejercicio de su libertad configurativa, pueda eliminar de 
aquélla determinados mecanismos para ejercer un derecho fundamental; 
sin embargo, ello está supeditado a que ese mecanismo no constituya el 
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único medio para la satisfacción, consecución y efectividad de ese derecho. 
En el caso, de la exposición de motivos que dio origen a la reforma a la Ley 
Federal de Cinematografía, publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el 5 de enero de 1999, se advierte que el FIDECINE surgió como un meca­
nismo jurídico para reactivar la industria cinematográfica, cuyo objeto, de 
acuerdo con el derogado artícu lo 33, era el fomento y promoción perma­
nentes de la industria cinematográfica, que permitía brindar un sistema de 
apoyos financieros, de garantía e inversión en beneficio de los productores, 
distribuidores, comercializadores y exhibidores de películas nacionales; de 
ahí que, por virtud del decreto de 6 de noviembre de 2020 impugnado, con 
la derogación de la regulación de dicho instrumento se eliminó el único 
mecanismo previsto en la ley de la materia que garantizaba el acceso y 
participación permanente en la industria cinematográfica, por lo que se 
viola el principio de reserva de ley, al desconocer el mandato contenido en 
el párrafo décimo segundo del artícu lo 4o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Se arriba a lo anterior, sin que resulte ajeno que 
en la Ley Federal de Cinematografía aún se contemplan los estímulos o 
incentivos fiscales como otra forma de fomento a la industria cinematográfica; 
no obstante, ello no convalida ni justifica la violación al principio de reserva 
de ley, si se toma en consideración su naturaleza fiscal y que, a diferencia del 
apoyo financiero otorgado por el FIDECINE, los estímulos fiscales no son 
permanentes, sino que están sujetos a la discrecionalidad del Ejecutivo 
Federal, tal como lo señala el propio artícu lo 31 de la Ley Federal de Cinema­
tografía. Tampoco justifica la violación al principio de reserva de ley la exis­
tencia del Programa Fomento al Cine Mexicano (FOCINE), porque conforme 
al referido artícu lo 4o. constitucional, es la legislación la que debe establecer 
los mecanismos para el acceso y participación a cualquier manifestación 
cultural, no así un programa institucional de fomento.

2a. III/2023 (11a.)

Amparo en revisión 357/2022. Springall Pictures, S.A. de C.V. 30 de agosto de 
2023. Mayoría de tres votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Loretta 
Ortiz Ahlf y Luis María Aguilar Morales. Disidente: Javier Laynez Potisek. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán; en su ausencia hizo suyo el asunto Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Oscar Vázquez Moreno.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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BENEFICIARIOS DE LA PERSONA TRABAJADORA FALLECIDA. EL AR­
TÍCULO 501, FRACCIÓN III, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, AL 
ESTABLECER QUE LA CONCUBINA O CONCUBINO DE AQUÉL TEN­
DRÁ DERECHO A RECIBIR INDEMNIZACIÓN EN CONCURRENCIA CON 
OTROS BENEFICIARIOS SÓLO A FALTA DE CÓNYUGE SUPÉRSTITE Y 
SIEMPRE QUE AMBOS HAYAN PERMANECIDO LIBRES DE MATRIMO­
NIO DURANTE EL CONCUBINATO, ES VIOLATORIO DE LOS DERECHOS 
A LA IGUALDAD Y A LA PROTECCIÓN DE LA FAMILIA. 

Hechos: Una persona, por propio derecho y en representación de su menor 
hijo, promovió diligencias de investigación por la muerte de un trabajador a 
efecto de que se les reconociera el carácter de únicos beneficiarios. La promo­
vente manifestó que la unión de concubinato que mantuvo con el trabajador 
duró veintiséis años y que durante esa relación procrearon tres hijos. Además, 
declaró que el finado trabajador estaba casado con una diversa persona. 
Al resolver sobre los reclamos formulados, la Junta de Conciliación y Arbitraje 
determinó que la solicitante no acreditó su calidad de concubina al existir 
un matrimonio anterior del trabajador con otra persona, por lo que no era 
procedente declararla beneficiaria. Inconforme con esa resolución la actora 
promovió juicio de amparo directo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artícu lo 501, fracción III, de la Ley Federal del Trabajo, al 
establecer que la persona con la que el trabajador fallecido convivió durante 
los cinco años anteriores a su muerte, o con la que tuvo hijos, tendrá derecho 
a recibir indemnización en concurrencia con otros beneficiarios sólo a falta 
de cónyuge supérstite y siempre que ambos hayan permanecido libres de 
matrimonio durante el concubinato, resulta violatorio de los derechos a la 
igualdad y a la protección de la familia.

Justificación: La norma establece un trato diferente entre las personas que 
mantuvieron una relación de hecho, pues otorga el derecho a recibir indemni­
zación sólo a aquella persona que convivió con el trabajador los cinco años 
anteriores a su muerte, o con la que tuvo hijos, siempre que no exista cónyuge 
supérstite. De igual manera, establece un trato diferenciado entre las per­
sonas que sostuvieron una relación de hecho en función de si estuvieron 
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libres de matrimonio o no, concediendo el derecho respectivo sólo a quienes 
permanecieron libres de víncu lo matrimonial. Sin embargo, en ninguno de esos 
supuestos se cumple con una finalidad imperiosa desde el punto de vista 
constitucional. En efecto, la limitante relativa a que sólo "a falta de cónyuge 
supérstite" se podrá obtener el derecho respectivo, representa una restric­
ción que no toma en consideración la realidad en que se sustentan muchas 
relaciones familiares en las que hay casos en que subsisten lazos jurídicos, 
pero no afectivos ni de solidaridad y ayuda mutua con la persona con la 
que se estableció el matrimonio y éste no se disuelve por diversas razones. 
De ahí que debe privilegiarse la libertad de las personas para elegir la con­
formación familiar que decidan tener, atendiendo al principio de realidad frente 
a los formalismos establecidos en la legislación, sin importar las circunstancias 
por las que puede subsistir un matrimonio que no cumple con los elementos 
fundamentales de su conformación, pues ello no puede considerarse como 
una razón válida para la exclusión de los derechos de protección a la familia 
para aquella persona que acredite que efectivamente sostenía una relación 
de convivencia con el trabajador en los términos requeridos hasta antes de 
su fallecimien to. De igual manera, supeditar los derechos correspondientes 
a que ambos concubinos se mantengan libres de matrimonio desconoce el 
derecho al libre de sarrollo de la personalidad y, con ello, los diversos modos 
en que se puede conformar un víncu lo familiar en el que pueden coexistir un 
matrimonio formalmente contraído con una persona y una verdadera unión 
de hecho con otra. Además, tales distinciones tampoco guardan íntima vincu­
lación con la protección de la familia, toda vez que no resulta viable reconocer 
y otorgar derechos sólo a aquellas personas que optan por una unión familiar 
en la que no exista un diverso víncu lo matrimonial pues, con independencia 
de ello, la subsistencia legal de este último no debe limitar el derecho de 
protección a aquellas familias que decidan unirse de hecho a fin de formar 
una relación de afectividad, solidaridad y ayuda mutua, pues frente a ello 
siempre debe atenderse al principio de realidad que subsiste en la sociedad 
actual. En ese sentido, si bien la fracción I del artícu lo 501 de la Ley Federal 
del Trabajo establece que tiene derecho a ser beneficiaria de la persona 
trabajadora fallecida la viuda o el viudo, también lo es que la presunción de 
la existencia de un víncu lo familiar como consecuencia de un matrimonio, 
puede ser controvertida y desvirtuada en aquellos casos en que una persona 
acredite encontrarse bajo alguno de los supuestos a que alude la fracción 
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III del citado precepto, ya que atendiendo al principio de primacía de la 
realidad, debe reconocerse el carácter de beneficiaria a aquella persona 
que acredite que convivió con el trabajador durante los cinco años que 
precedieron a su muerte, o con la que tuvo hijos, independientemente de la 
preexistencia de un matrimonio contraído con diversa persona cuando este 
último ya no respondía a los elementos y propósitos para su conformación. 
Consecuentemente, las distinciones señaladas en la fracción III del artícu lo 
501 de la Ley Federal del Trabajo resultan contrarias al principio de igualdad 
protegido por la Constitución Federal, ya que limitan el derecho a la protec­
ción de la familia de aquellas uniones de hecho en las que se demuestre la 
convivencia en los términos requeridos, o que hayan tenido hijos en común, 
sin que exista una justificación constitucional.

2a. IV/2023 (11a.)

Amparo directo 18/2021. Nadia Macarena Porras Tavarez, por propio derecho 
y en representación de su menor hijo. 9 de marzo de 2022. Mayoría de 
tres votos de los Ministros Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín 
Esquivel Mossa. Disidentes: Alberto Pérez Dayán y Luis María Aguilar Morales, 
quienes manifestaron que formularían voto de minoría. Ponente: Yasmín 
Esquivel Mossa. Secretaria: Illiana Camarillo González.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2023 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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